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Renato Garin González 


EL LOBBY FEROZ 


y la sociedad de las influencias 


Prólogo de Beatriz Sánchez 


A los hijos de la periferia 


Voy a llegar a la gran máquina 
Todo es oscuridad 
Si agacho un poco la cabeza 


Nadie me descubrirá 


JORGE GONZÁLEZ (1986) 


No se puede ser y no ser algo al mismo tiempo y bajo el mismo aspecto. 


ARISTÓTELES (350 A. C.) 


Es probable que en el futuro, cuando la índole todavía endogámica de nuestra 
sociedad acabe por desvanecerse (y ¡por fin! nos parezca raro que alguien pueda 
ser a la vez columnista en un diario, lobbista y evaluador de los asuntos 
públicos), la prensa se vea estimulada a hacer el escrutinio de quienes se 
encuentran más alto en la escala del prestigio y del poder. 


CARLOS PEÑA (2003) 


El poder con el poder 


El poder sin límites es un frenesí que arruina su propia autoridad. 


FRANCOIS FÉNELON 


“Todos los caminos llevan a Correa”. Lo ocupó una publicación online en su 
título, fue parte de columnas, se escuchó en comentarios radiales. La frase hace 
alusión a Enrique Correa, exmilitante socialista, exministro de Estado, actual 
dueño de una de las empresas más grandes de lobby en Chile. 


¿Por qué se habla de él? Porque hoy asesora a una infinidad de dueños de 
grandes empresas, políticos en ejercicio y otros caídos en desgracia, altas 
autoridades de la Iglesia católica y a otros de los que seguramente no sabemos. 


¿Cómo es que Enrique Correa se transforma en un hombre clave en el actual 
escenario político? ¿Cómo es que su nombre se repite una y otra vez, cuando 
hablamos de nexos entre los grandes grupos económicos y los políticos? ¿Por 
qué, pese a estar ligado a prácticamente todos los grandes casos que se comentan 
en los diarios y se tramitan en tribunales... no lo vemos, casi no da entrevistas, 
pasa inadvertido? ¿Cómo es que Correa, el vocero del primer Gobierno luego de 
recuperada la democracia, se transformó en el lobbista más influyente de Chile? 


Este libro, de Renato Garin González, indaga en el mundo que rotulamos, pero 
no conocemos. El lobby. Muestra los caminos que unen al poder con el poder. 
Evidencia los puentes entre el poder económico y el poder político de una forma 
clara y pedagógica. Parte con una pregunta sobre qué es el lobby, porque la 


estrategia del verdadero lobby —a la chilena— es la opacidad, el secreto. ¿Qué 
entendemos por lobby y qué es realmente? ¿Quiénes hacen lobby en Chile? ¿Es 
un intercambio de ideas, de influencia, de reparto de poder o derechamente de 
dinero? El libro responde a estas interrogantes y compara también la realidad 
con otros países. Nos guía, además, por la historia de la legislación que buscaba 
dar transparencia al lobby. Curiosamente, un cuerpo legal que fue víctima —en 
reiteradas oportunidades— del mismo lobby. 


En un relato que parece salido de una serie de televisión política, somos testigos 
de las verdaderas negociaciones en el Parlamento. No las que vemos a través de 
los canales de televisión de la Cámara y del Senado, sino lo que ocurre en 
pasillos, en oficinas, en restoranes y en casas particulares. Lo que alguna vez — 
en forma bastante impune, por lo demás— el senador Andrés Zaldívar llamó “la 
cocina”. Allí es donde se “hacen” o negocian las leyes, donde caben unos pocos. 
Allí es donde este libro pretende entrar. 


Por último, reconozco que los capítulos que más disfruté fueron aquellos donde 
se apunta a los grandes lobbistas de Chile. Allí aparece —por supuesto— la 
figura de Enrique Correa, que me sirvió para iniciar estas líneas, pero se 
mencionan a varios otros. No solo son nombrados por el autor del libro, sino que 
son identificados. Se responde perfectamente a la pregunta de por qué son 
lobbistas y por qué manejan esa influencia. Solo imaginémonos que son 
personas que se comunican por un teléfono con el dueño de un gran 
conglomerado económico y, por el otro teléfono, con uno de los ministros de 
turno. En el libro no solo se dan a conocer, sino que también se especifica cómo 
trabajan. 


Hoy vivimos un periodo de desconfianza profunda en Chile y de un terremoto en 
las instituciones. Hace poco descubrimos cómo la elite económica mueve los 
hilos de las autoridades y digita decisiones. Ese Chile que hoy se nos revela sería 
imposible de entender, de cuadrar, de contextualizar, sin entender el papel que 
juegan el lobby y los lobbistas. Sin captar su rol y su forma de operar. Eso es lo 
que provoca esta publicación de Renato Garin González: ayudarnos a entender 


de qué hablamos cuando apuntamos al poder. 


Finalmente, este libro habla de eso, del poder. De cómo el poder opera, de cómo 
se relaciona, cómo atrapa y cómo se gestiona. De quiénes son los que tienen 
poder y de cómo lo usan. En definitiva, este libro habla del Chile de hoy. Del que 
estamos recién conociendo, del que se está develando. De ese que siempre 
estuvo ahí, pero no nos dimos cuenta. 


BEATRIZ SÁNCHEZ 


Periodista 


Introducción a un fenómeno global 


“El poder es mejor que el dinero, mientras dura, pero nunca dura”. 


REMY DANTON, lobbista en House of Cards 


La serie House of Cards es una de las primeras producciones televisivas donde 
se puede ver en accion a los lobbistas. Uno de ellos es Remy Danton, un lobbista 
afroamericano con llegada directa al presidente de los Estados Unidos, Frank 
Underwood. A través del personaje, la serie muestra una practica usual en el 
mundo globalizado: el flujo de los lobbistas entre diversos roles, desde ser 
asesores del Gobierno a ser lobbistas privados, de pasar de ministerios a 
directorios, de instancias reguladas a los reguladores. Otras series de televisión, 
como The West Wing o la reciente producción nacional Bala loca, también han 
mostrado la acción del lobby. El poder es mejor que el dinero, dice Remy 
Danton, solo en la medida en que el poder dura. Sin embargo, el poder nunca 
dura. El poder dura poco, por definición. El poder del dinero, en cambio, 
perdura, se multiplica, se hereda y se conserva. El dinero, además, permite 
comprar la capacidad de influencia en las decisiones del Estado. Dicho en 
simple, el lobby es el negocio de la representación de intereses ante autoridades 
públicas. ¿Quiénes son lobbistas? Esta es una pregunta difícil, a la luz de la 
historia de la ley de lobby chilena, pues la definición misma de este oficio es una 
cuestión discutible. Algunos consideran que solo son lobbistas aquellos que 
cobran por representar intereses. Esto dejaría fuera de la categoría a los gremios, 
a los sindicatos y a profesionales como los abogados. 


A hombros de gigantes 


El lobby es un fenómeno multidisciplinario, donde conviven elementos de la 
ciencia política, la sociología y el derecho. En Chile, el periodismo de 
investigación ha sido la disciplina que mayor información ha logrado recabar 
sobre la industria de las influencias. Esa información conseguida por los 
mecanismos del periodismo, a la luz de conceptos sociológicos, por ejemplo, 
permite observar las redes y la construcción de actores clave en la industria 
chilena. De la misma manera, bajo la lupa de la ciencia jurídica, las reglas 
pueden ser pensadas en su utilidad práctica y su realidad diaria. 


Este mismo ejercicio lo han hecho otros periodistas a nivel mundial. El premio 
Pulitzer del año 2015 fue entregado a un periodista que investigó sobre el lobby 
y los regalos recibidos por el fiscal general de Estados Unidos. Eric Lipton, 
periodista de The New York Times, investigó a fondo el registro de audiencias 
disponibles, así como las redes involucradas y la cadena de favores resultante. 
En la serie de reportajes de Lipton se pueden apreciar las lógicas del lobby, las 
confianzas implícitas entre autoridades y lobbistas y la creación de una cultura 
de contactos entre grandes corporaciones e instituciones públicas. Esta densa 
trama, muy bien narrada por Lipton, tiene sede en Washington y en Nueva York, 
aunque bien podría ambientarse en cualquier gran capital del mundo. Este libro 
pretende aterrizar este fenómeno global en Chile. 


Lipton no es el único periodista que se ha dedicado al tema del lobby. En otras 
latitudes, los periodistas Tamasin Cave y Andy Rowell escribieron un largo 
libro, best seller en Inglaterra, titulado A Quiet Word, o La palabra silenciosa, 
para referirse a la industria del lobby en Londres. El trabajo de Cave y Rowell se 
inicia con la investigación sobre el flujo de personajes clave entre los directorios 
de los medios masivos y los cargos de máxima responsabilidad en los gabinetes 
ministeriales. Los tres principales partidos, Conservador, Laborista y Liberal, 
aparecen vinculados con los medios privados. Entre los grandes beneficiados de 
esta relación incestuosa figura un nombre habitual en las portadas londineses: el 
multimillonario Rupert Murdoch, quien luego protagonizaría un escándalo por 
espionaje telefónico. Ese escándalo generaría inesperadas consecuencias en las 
elites británicas, quienes, de pronto, se vieron desnudas ante el escrutinio 
público. Las redes de influencia, los métodos y los negocios resultantes son 
elegantemente narrados por Cave y Rowell. Este libro bebe de esa investigación 


en el sentido de su estructura, intentando mostrar las densas redes sociales que 
habitan en la industria del lobby en Chile. 


Según la investigación de Cave y Rowell, el lobby actúa ante las autoridades con 
dos objetivos generales: A) Generar y aprovechar oportunidades; o B) 
Neutralizar y enfrentar peligros. Estas oportunidades y peligros están localizadas 
en la regulación que el Estado produce a través de leyes, decretos, ordenanzas 
municipales y similares. La investigación de Cave y Rowell establece que la 
industria del lobby, en general, es “una industria de insiders”, es decir, son 
personas que provienen de la política, de algún modo u otro. Así queda claro en 
los casos de Hill & Knowlton, Weber Shandwick, Burson-Marsteller, Portland, 
entre otras compañías de lobby con sede en Londres, cuyos CEO son expolíticos 
o ex jefes de gabinete de políticos relevantes. Según las cifras que manejan Cave 
y Rowell, la industria del lobby mueve dos billones de libras esterlinas al año y 
son estas cuatro firmas quienes se reparten casi dos tercios de esa torta. Tres de 
las compañías destacadas por Cave y Rowell funcionan también en Chile. En 
este libro se narran y analizan las redes locales que cada una de estas compañías 
ha ido desarrollando conforme su negocio ha crecido. 


Las compañías que destacan en el mercado británico también aparecen en el 
contexto español. El libro Que vienen los lobbies, del periodista Juan Francés, 
encuentra vínculos de la industria de las influencias con la política. Francés 
señala algunas empresas destacadas, gremios influyentes y casos paradigmáticos 
de cómo la acción del lobby ha tomado fuerza en Madrid y Barcelona. España 
también ha generado una influyente empresa denominada Llorente & Cuenca, 
que recientemente ha desembarcado en Chile. 


El desarrollo de la industria del lobby, tanto en Inglaterra como en España, no 
puede compararse con la dimensión del negocio en Estados Unidos. La palabra 
“lobby”, en rigor, emana del vocablo inglés referido al vestíbulo de los hoteles 
americanos. En específico, al Willard Hotel de Washington, lugar donde ocurrían 
la mayoría de las reuniones políticas y se realizaban gestiones ante los 
congresistas. Dado lo extendido de la práctica, la primera ley de lobby 


norteamericana vio la luz en 1896, cuando la Cámara de Representantes del 
estado de Washington solicitó la creación de un registro de lobbistas. Ya para 
1927, veinte estados norteamericanos tenían un listado, cifra que aumentó 
paulatinamente hasta 1946, cuando la ley se volvió aplicable en todo el país 
mediante la Federal Regulation of Lobbying Act. Esa ley se mantuvo vigente 
hasta 1995, cuando fue reemplazada por la Lobbying Disclosure Act, una nueva 
normativa que hizo más estrictos los cánones legales al establecer un reglamento 
de conductas inapropiadas y tipos penales que castigan el tráfico de influencias. 
Del mismo modo, se han establecido reglas más estrictas sobre las puertas 
giratorias entre el mundo del lobby y la política. 


Según cifras del portal OpenSecrets, el gasto total en lobby en Estados Unidos, 
durante 2015, fue de 3,22 billones de dólares; una cifra monstruosa, equivalente 
a más de tres mil doscientos millones de dólares. Esto representa casi seis veces 
la cantidad de dinero que logró recaudar Hillary Clinton para su campaña 
presidencial. Este volumen de dinero se explica por el creciente gasto que 
destinan las empresas al pago de expertos en representación de intereses. Las 
compañías se ven obligadas a contratar lobby a propósito de la discusión de una 
ley o de una reforma relevante para su nicho de negocios. Otras empresas se ven 
obligadas a contratar una “gestión de crisis”, es decir, un manejo de situaciones 
conflictivas. Hay oficinas de lobby que se especializan en manejo de crisis, 
concepto bajo el cual se incluyen una serie de servicios, como el contacto con la 
prensa, el posicionamiento público, el “coaching” para los ejecutivos, la 
comunicación con las comunidades locales y, eventualmente, el lobby hacia las 
autoridades. No toda agencia de comunicación estratégica hace lobby, aunque 
prácticamente todos los lobbistas profesionales trabajan en ese tipo de agencias. 


A este respecto, se han publicado una serie de libros que desnudan la acción del 
lobby en Estados Unidos. Destaca la investigación titulada Dirty Deals, o 
Negocios sucios, de tres tomos, editada por Amy Handlin, dirigenta del Partido 
Republicano. En esos tres tomos escriben destacados investigadores y 
periodistas, constituyendo una especie de enciclopedia de los grandes acuerdos 
oscuros de la historia de Estados Unidos. Otro destacado investigador en temas 
de lobby es el profesor de Harvard Lawrence Lessig, quien escribió el best seller 
Republic Lost, o La república perdida. En ese trabajo, Lessig muestra la 


influencia de los intereses privados, grandes corporaciones, en la creación de 
legislación federal, estatal y local. Según la tesis de Lessig, estamos ante una 
nueva “corporatocracia”, donde esas corporaciones privilegiadas tienen 
realmente más poder público-privado que cualquier otra institución. Los 
mecanismos usados son, según Lessig, el financiamiento de campañas 
electorales y el lobby permanente a través de compañías especializadas y 
gremios empresariales. 


Entre los libros de consulta general sobre lobby, se pueden destacar un puñado 
de títulos. La profesora Pat Libby, graduada en el MIT, se ha especializado en la 
gestión de proyectos sin fines de lucro. Como parte de su experiencia, publicó un 
libro que sirve de guía para moverse en el mundo del lobby aun cuando no se 
busquen ganancias económicas. El libro The Lobbying Strategy Handbook 
puede ser visto como una excelente introducción general para quien quiera 
desarrollar una estrategia de lobby. Su autora merece la atención de quienes se 
dediquen a la gestión de ONG y similares. Del mismo modo, entre los libros de 
consulta general se puede mencionar el trabajo de Lee Drutman, profesor de la 
Johns Hopkins University. El libro de Drutman The Business of America is 
Lobbying es uno de los que mejor explica cómo la industria del lobby se 
convirtió en el centro de la acción económica dentro de Estados Unidos. Según 
la tesis de Drutman, la política norteamericana se volvió corporativa, y las 
corporaciones se volvieron políticas. Esto desemboca, según el autor, en una 
democracia atrofiada, donde los intereses económicos se imponen a las mayorías 
democráticas. 


Textos chilenos 


Estos autores internacionales son una muestra de la actualidad que tiene este 
tema. En Chile también ha habido reflexión que merece ser mencionada. El 
profesor Eduardo Engel, por ejemplo, ha escrito sendas columnas en referencia a 
los proyectos de ley sobre regulación del lobby. También ha escrito sobre el 
lobby de determinadas industrias, como las constructoras y las inmobiliarias. 
Engel es sumamente relevante, pues fue la persona a cargo del informe 


encargado por la presidenta Bachelet para enfrentar la crisis regulatoria acaecida 
tras los escándalos de financiamiento de la política. Quien también ha dedicado 
tiempo de investigación al tema es el abogado José Francisco García, que ha 
redactado ensayos, columnas y artículos sobre los diversos proyectos de ley. 
García fue, por años, una de las cabezas de Libertad y Desarrollo, desde donde 
manifestó su opinión crítica sobre los primeros proyectos de ley sobre regulación 
del lobby. El académico de la Universidad Adolfo Ibáñez (UAI) Mario Drago 
también ha escrito sobre la regulación del lobby. Tiene publicaciones en solitario 
y también con Enrique Correa Ríos, de quien fue estrecho asesor en el Gobierno 
de Patricio Aylwin. Desde entonces, Drago y Correa mantienen una 
preocupación por la aprobación de una ley que establezca la existencia de un 
registro previo obligatorio para lobbistas. Actualmente, bajo el imperio de la Ley 
20.730, existe un registro previo voluntario. 


Otro ensayo digno de destacar es el de Daniel Brieba y Claudio Agostini. En ese 
texto, financiado por Horizontal y la UAI, los autores exploran el asunto de la 
legislación del lobby. Es un ensayo que puede ser tomado como una 
introducción general, aunque no se refiere a cuestiones clave, como la regulación 
de los think tanks. En este libro me detengo a analizar el caso de Horizontal 
como un think tank del cual se desconoce su fuente de financiamiento. De todas 
formas, el trabajo de Brieba y Agostini merece la pena leerlo y estudiarlo, pese a 
ser financiado, en parte, por Horizontal. 


El actual subsecretario de Relaciones Exteriores, Edgardo Riveros, escribió un 
ensayo donde analiza la discusión legislativa previa a la promulgación de la Ley 
20.730. Este artículo es interesante, pues no son muchos los dirigentes políticos 
que han tenido una reflexión profunda sobre el tema del lobby. Además, la arista 
diplomática de este asunto ha tomado relevancia pública, puesto que los 
embajadores han solicitado ser excluidos de la aplicación de la ley de lobby 
vigente. 


Es menester destacar también los trabajos del abogado Rodrigo Mora sobre 
transparencia y políticas públicas. En algunas industrias específicas existen 


también investigaciones interesantes, como la de la politóloga Javiera Arce, del 
Centro Regional para la Investigación, Desarrollo e Innovación Científica 
(CRIDIC). Arce ha investigado la influencia de determinadas empresas en la ley 
de rotulado de alimentos. 


Mención aparte, por su calidad y rigor, merecen las tesis de grado que se han 
escrito sobre el lobby en Chile. Destaco el trabajo de Hernán Rodríguez Fisse, 
cuya tesis para el grado de magíster en Ciencia Política en la Universidad de 
Chile fue redactada bajo la dirección del profesor Miguel Ángel López. Esta 
tesis luego se publicó como libro bajo el sello de Editorial Zéjel en el año 2006. 
En el trabajo de Rodríguez Fisse se puede encontrar una excelente introducción 
conceptual al lobby y a los grupos de interés. Rodríguez Fisse también analiza el 
devenir histórico de la sociedad chilena, desde los sesenta en adelante, y la 
importancia del lobby como concepto articulador del Chile actual. En ese 
sentido, es interesante el análisis que hace Rodríguez Fisse sobre el primer 
proyecto de ley para regular el lobby, presentado en 2003, que fue vetado en 
2008 por Bachelet. También merece mención el trabajo de los abogados Vicente 
Hot Mendy y Pablo Oyarce Molina, quienes investigaron bajo la dirección del 
profesor Paulino Varas Alfonso, en la Escuela de Derecho de la Universidad de 
Chile. En la tesis de estos abogados se puede encontrar un análisis crítico de los 
dos primeros proyectos de ley para regular el lobby, así como un incipiente 
examen de la industria nacional. 


Estructura del libro 


Este libro consta de tres partes, cada una dividida en tres capítulos, más un 
epílogo. La primera parte analiza la historia de la ley del lobby, pasando por los 
tres proyectos de ley y el grueso de los hitos que marcaron esta tramitación. 
Estos primeros tres capítulos se orquestan como una crónica que combina los 
hitos legislativos con los casos concretos citados desde la prensa. Esto muestra el 
paulatino auge del lobby como fenómeno y la paulatina adaptación de los 
medios a estos nuevos conceptos y prácticas. En el primer capítulo se narra el 
nacimiento del primer proyecto para regular el lobby, en el contexto de la 


discusión del royalty minero, el cual terminaría siendo vetado por la presidenta 
Bachelet en 2008. Entre la presentación del primer proyecto y el veto del mismo 
ocurrieron una serie de acontecimientos que la prensa mencionó como hechos de 
lobby ante el Congreso y el Ejecutivo. En el segundo capítulo se analiza el 
segundo proyecto de ley, presentado en 2008, el cual durmió una larga siesta en 
el Congreso. Veremos que el nudo que impidió la aprobación de estos dos 
primeros proyectos se refirió siempre al asunto de responder legalmente quién es 
lobbista y quién no. En el tercer capítulo se analiza el giro regulatorio propuesto 
por Cristián Larroulet, quien logró la aprobación de la ley mediante un cambio 
sustantivo en la médula del proyecto. Ya no se regularía a los lobbistas, sino a las 
autoridades y su registro de audiencias. En esta primera parte, la tramitación de 
los proyectos de ley para regular la actividad se cruza con los casos de lobby que 
aparecieron en los medios de comunicación durante la década que va entre 2003 
y 2014. Es interesante leer cómo la prensa fue dándoles cada vez más espacio en 
sus pautas a determinados personajes y determinadas prácticas. 


En la segunda parte del libro se intenta una semblanza de la industria del lobby 
en Chile. En el capítulo cuatro se realiza una reconstrucción histórica de la 
carrera política y empresarial de Enrique Correa Ríos, quien es considerado el 
lobbista más importante del país. La trayectoria política de Correa se inicia en la 
Democracia Cristiana, con la campaña presidencial de Eduardo Frei Montalva; 
funda después el MAPU, más tarde parte al exilio y desemboca en la formación 
de la Concertación. Luego de ser ministro Segegob del presidente Patricio 
Aylwin, Enrique Correa fundó Imaginacción Consultores, una empresa clave del 
lobby nacional. Siguiendo con esta semblanza de la industria, en el capítulo 
cinco se revisa el perfil político y empresarial de dos oficinas de lobby 
comandadas por mujeres. Se trata de Azerta y Extend, compañías estrechamente 
vinculadas a María Cristina Bitar Maluk y las hermanas Velasco Silva, 
respectivamente. La historia de Cristina Bitar es particularmente interesante, 
pues se conecta con las elites concertacionistas; es sobrina de uno de los 
fundadores del PPD y fue funcionaria en las administraciones Aylwin y Frei. A 
la vez, Bitar está íntimamente conectada con la derecha, donde posee redes 
transversales, desde el mundo liberal hasta la UDI. Del mismo modo, la historia 
de las hermanas Velasco Silva está conectada a la política. Son hijas de Belisario 
Velasco, emblemático dirigente DC y exministro del Interior del primer 
Gobierno de Michelle Bachelet. Además, tienen conexiones con toda la elite 
concertacionista y también con la derecha, como veremos en detalle. En el sexto 


capítulo se analizan otras siete empresas de lobby que operan actualmente en 
Chile. Entre ellas figura Tironi Asociados, una empresa curiosa, pues su 
fundador, Eugenio Tironi, niega ser lobbista. Según veremos, esto no es 
totalmente cierto, ya que una filial de Tironi Asociados figura en los registros de 
lobbistas. Otras seis empresas aparecen en el sexto capítulo, con sus principales 
ejecutivos y su historia corporativa. Es relevante notar cómo cada una de las 
agencias de lobby tiene contactos con los medios de comunicación y con la 
política. 


En la tercera parte de este libro se analiza el contexto político en que los 
lobbistas desarrollan su trabajo. En el séptimo capítulo se revisa cómo las 
principales oficinas de lobby se encuentran conectadas a los escándalos de Penta 
y SQM, ya sea como asesores o miembros de comités de crisis. Además, María 
Cristina Bitar fue citada dos veces para declarar ante la Fiscalía, a la vez que 
Enrique Correa fue citado a declarar por el Servicio de Impuestos Internos. 
Según veremos, el mundo del lobby ha desplegado una verdadera “gestión de 
crisis” ante los acontecimientos sobre financiamiento de la política. En el 
capítulo ocho se analizan las zonas grises generadas por la Ley 20.730. En esa 
categoría se analiza la influencia de gremios, abogados, diplomáticos y centros 
de estudios. Todas estas instituciones, por diversas razones legales, no son 
consideradas lobbistas. En el capítulo nueve se analizan los conceptos 
sociológicos que permitirían explicar las prácticas relacionadas con el lobby en 
Chile. Así, tomando elementos de Pierre Bourdieu, Bruno Latour y Emmanuelle 
Barozet, se reconstruye la noción chilena de los “pitutos”. Esta institución 
informal, propia de la clase media, no se corresponde con las lógicas de las 
elites. En las elites, la lógica de acumulación del capital social se expresa en la 
configuración de “actores-red”, es decir, personas o instituciones que sirven de 
nodos por donde pasan una serie de relaciones individuales, colectivas, políticas 
y culturales. Esa es la clave de las oficinas de lobby y su influencia. Es el tronco 
de su gravitación dentro del modelo económico chileno. Tienen ramificaciones 
locales, estableciéndose actores-red a nivel comunal, provincial y regional. Hay 
elementos del modelo económico chileno que pueden vincularse a esta estructura 
sociológica de sus elites. El lobby podría ser la muestra de rasgos corporativistas 
del modelo. Las corporaciones privilegiadas, así como los reguladores, conviven 
en un capitalismo de amigos. Con esa idea se cierra esta investigación. 


Nota del autor 


La idea de este libro nació durante la primavera del año 2012. En ese entonces, 
yo era estudiante del Magíster en Periodismo Escrito de la Pontificia 
Universidad Católica y buscaba un tema de tesis que me permitiera combinar el 
periodismo con mis conocimientos jurídicos, previamente adquiridos en la 
Escuela de Derecho de la Universidad de Chile. El desafío implicaba escribir un 
reportaje de investigación que condensara los dos campos simbólicos. Además, 
debía acercar un tópico complejo a un lector no especializado en asuntos de 
regulación, ni familiarizado con el lenguaje jurídico empleado en este tipo de 
discusiones. Hice una lista de posibles temáticas y pronto concluí que la ley de 
lobby era el asunto menos desarrollado en la prensa. No hice más que seguir una 
intuición que me venía rondando por meses, quizás por años. De tanto en tanto la 
palabra “lobby” aparecía en las redes sociales, en la prensa, en los medios 
digitales y también en los debates televisivos. En apariencia, se trataba de un 
caso —otro caso más— de una discusión legislativa que se había estirado más 
tiempo del necesario, levantando naturales sospechas, dados los intereses en 
juego. 


Luego de revisar los dos diarios principales, constaté el vacío que existía. No 
había más que un puñado de breves artículos con escuetas referencias a los 
trámites en el Congreso. Si bien no existían reportajes de investigación 
dedicados por completo a este asunto, sí había otro tipo de textos que me 
sirvieron enormemente para encauzar mi tarea. Desde la academia, Eduardo 
Engel había ofrecido ya algunos análisis lúcidos sobre los asuntos puntuales que 
se discutían en Valparaíso. Desde la industria, Enrique Correa Ríos había tomado 
posiciones claras respecto a la necesidad de tener una ley de lobby. Desde el 
plano estrictamente jurídico, existían tópicos dignos de ser desmenuzados en 
detalle, pues allí se hallaban las formas que gobernaban la discusión pública. 
Esas razones me llevaron a acometer la tarea de leer detenidamente los diversos 
antecedentes que estaban puestos sobre la mesa: mociones parlamentarias, tres 
proyectos de ley, decenas de trámites legislativos y un profundo tabú que 
impedía discutir con altura de miras sobre este tema. 


La obsesión no paró allí y me dirigí pronto al derecho comparado, a los trabajos 
académicos escritos en otras latitudes, a los mercados internacionales. Siempre 
en búsqueda de lógicas y argumentos que me permitieran dar con las claves 
analíticas capaces de explicar el fenómeno del lobby en Chile. Entender la 
industria nacional fue un verdadero desafío. Era escasa la información 
disponible y muchos los rumores que rodeaban a los principales agentes del 
mercado chileno del lobby. Entenderlos a ellos, en un plano histórico y 
sociológico, se reveló como una obligación ineludible si pretendía escribir un 
reportaje de investigación serio y responsable. Entrevisté a una serie de personas 
que me orientaron y me entregaron su opinión, a la vez que otros me dieron 
luces para entender las dinámicas empresariales detrás del surgimiento de 
agencias de lobby. Esas conversaciones complementaron el material antes 
recolectado y construyeron juntos una masa de información que almacené en 
cuadernos y largos bocetos de lo que podría ser un reportaje de investigación. 
Fue, probablemente, la influencia de Leila Guerriero la que me llevó a almacenar 
decenas de versiones de borradores que fueron, lentamente, desembocando en un 
trabajo afinado. Fue la influencia de Francisco Mouat la que me llevó a explorar 
los ritmos de la crónica, como un método de narración más liviano, y matizar así 
los vericuetos jurídicos del tema. La influencia de Rodrigo Fluxá me llevó a 
tomar gran consideración por las estructuras narrativas, sin por eso querer 
imitarlo o copiar sus métodos. Admiro enormemente a Leila, Pancho y Rodrigo, 
los considero mis maestros en varios sentidos del término y soy un estudiante 
agradecido de sus lecciones. 


Terminé mi tesis de magíster en Prensa Escrita durante los primeros días de 
diciembre de 2012, cuando la primavera ya daba paso al verano. La obsesión, sin 
embargo, estaba recién comenzando. En los días siguientes a entregar el 
reportaje la palabrita famosa volvió a aparecer sutilmente en los diarios, en las 
redes sociales, en los medios digitales, incluso en las conversaciones cotidianas. 
El tabú parecía estar siendo reemplazado por una creciente preocupación en las 
elites y también en los ciudadanos medianamente informados. Fue entonces 
cuando Jaime Mañalich, el ministro de Salud del Gobierno de Piñera, prendió 
una mecha que abrió, a su vez, una ventana de oportunidad desde donde emerger 
públicamente con el texto de mi tesis. “Yo he sido víctima del lobby de la 
industria tabacalera”, denunció Mañalich el día 20 de diciembre de 2012, luego 


de un áspero round que lo enfrentó con un grupo de diputados de la UDI. Esta 
frase, pronunciada en medio de la tramitación de la ley que incrementó las 
restricciones al consumo de cigarrillos, colocó al “lobby” en el centro de la 
atención de la prensa. Mañalich, además, se presentaba como una “víctima”, es 
decir, un afectado por la acción del lobby. Fue esta coyuntura lo que me permitió 
escribirle a Mónica González y a Pedro Ramírez, de Ciper Chile, ofreciéndoles 
el reportaje de mi tesis. Así, el 10 de enero de 2013 el texto se publicó en la 
sección “Opinión” de este medio digital, lo que para mí significó el primer paso 
fundamental para escribir este libro. Bajo el título “Cómo y por qué el lobby no 
está regulado en Chile”, el documento fue el punto de partida de este intento de 
reflexión sistemática sobre la industria y su regulación. Luego de la publicación 
de ese reportaje en Ciper, los medios y los periodistas comenzaron a llamarme 
para solicitarme información y “cuñas” para sus propios reportajes. Asistí un par 
de veces a las radios y luego a la televisión, todo esto en los primeros meses de 
2013. El punto de mayor exposición fue durante el programa El informante de 
TVN, donde debatí en vivo con Jorge Burgos, impulsor del primer proyecto de 
ley que regulaba el lobby, y con Carlos Correa Bau, entonces gerente de 
Imaginacción Consultores, la empresa de lobby de su padre, Enrique Correa 
Ríos. 


Gracias a las becas, pude estudiar e investigar en NYU y Oxford. Tuve el honor 
de ser becario de Becas Chile y esta investigación es un intento por retribuirle al 
país la inversión que hizo Conicyt en mis estudios. Agradezco también a la 
Comisión Fulbright, que me otorgó una beca con la que partí a Nueva York a 
mediados de 2013 para estudiar un magíster en la Universidad de Nueva York 
(NYU). Elegí el programa especializado en teoría del derecho, y escribí una tesis 
sobre la censura y la libertad de expresión en Chile. Mi profesor guía fue Samuel 
Issacharoff, un destacado intelectual, quien ha trabajado también en materias de 
lobby y financiamiento de la política. Gracias a su impulso y amistad, seguí 
investigando sobre regulación del lobby, en paralelo a mi tesis sobre censura. En 
2014 me centré de lleno en el tema, aprovechando mi tercer magíster, esta vez en 
la Universidad de Oxford, donde escribí una disertación guiada por el profesor 
Paul Craig, experto en derecho de la libre competencia y regulación. En esa tesis 
escrita en la Escuela de Derecho de Oxford analicé la ley de lobby chilena 
recientemente aprobada y comencé a explorar los vacíos de la misma. El 
profesor Craig fue otro gran impulso, pues me señaló, claramente, que la 
cantidad de información de la que disponía debía terminar en un libro. Vayan, 


entonces, mi agradecimiento, admiración y cariño para Paul Craig, profesor 
titular en St. John’s College, Oxford. 


A finales de 2015, tras casi tres años fuera del país, volví a Chile de forma 
definitiva para terminar de escribir este libro. Muchas cosas han cambiado desde 
la primavera de 2012. Hoy contamos con una ley de lobby, promulgada en 
marzo de 2014, que establece definiciones, registros y sanciones. Esta ley fue 
aprobada once años después de la presentación del primer proyecto ideado por el 
Gobierno del presidente Ricardo Lagos, en el año 2003. La historia de esos once 
años representa el corazón del debate sobre lobby en Chile. Este libro pretende 
hacerse cargo tanto del debate legislativo como del debate político generado a 
partir del veto presidencial que el Gobierno de Michelle Bachelet aplicó sobre el 
proyecto de Lagos, que había sido aprobado en 2008 y estaba listo para ser 
promulgado y convertirse en ley. Muy poco se ha escrito sobre las razones 
profundas que movieron al Gobierno a usar el instrumento del veto presidencial. 
Menos aún se han analizado las indicaciones sustitutivas enviadas por el 
Gobierno de Bachelet, que pretendían mejorar el texto ya aprobado en el 
Congreso. La ley de lobby que hoy nos rige no es, sin embargo, el resultado de 
ese segundo proyecto, sino el producto de una tercera iniciativa. La ley de lobby 
promulgada en marzo de 2014 es el producto de un tercer proyecto, esta vez 
presentado por el Gobierno del presidente Piñera, que desechó el segundo 
proyecto porque este nunca consiguió acuerdo en la Comisión de Constitución 
de la Cámara de Diputados. De ahí que sea tan necesario entender la mutación 
ocurrida entre 2003 y 2014 a través de estos tres proyectos de ley y sus más 
importantes características. El país hoy debate profundamente sobre la relación 
entre el dinero y la política, luego de sendos escándalos que han impresionado 
hasta al más descreído. La regulación del lobby ha aparecido, en este contexto, 
como uno de los elementos a considerar desde las políticas públicas. De esta 
forma, el clima que vive el país se relaciona directamente con el tema de este 
libro, pues se refiere a otra arista de la influencia privada en las materias 
públicas. 


En el camino de reflexión que ha implicado este largo trabajo, han sido 
fundamentales los textos y libros de los periodistas Daniel Matamala, María 
Olivia Monckeberg, Francisca Skoknic, Mónica González, Miguel Paz, 


Alejandra Matus y otros investigadores chilenos, como Manuel Salazar, Cristina 
Moyano y Mónica Echeverría. También han sido de gran utilidad las entrevistas 
y perfiles de Lenka Carvallo, publicados en revista Caras. A todos ellos les 
agradezco y espero que este libro sirva para unir los puntos que tienen en común 
todos estos trabajos citados. 


Mención aparte merecen mis estudiantes. En la Universidad de Chile he tenido 
el gusto de ser docente en la Escuela de Gobierno y Gestión Pública. Allí 
fundamos el primer curso de pregrado dedicado al lobby y los grupos de interés. 
Especiales saludos a los estudiantes de la primera generación de este curso, que 
vieron el proceso de este libro en vivo. Lo mismo para mis estudiantes de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Alberto Hurtado. 


Mientras terminaba este libro, he participado de una serie de medios de 
comunicación como columnista, panelista o analista político. Agradezco al 
diario El Mostrador y a su director, Mirko Macari, por el espacio que me ha dado 
como columnista. También a radio La Clave, donde he sido panelista en dos 
programas, ambos conducidos por Nicolás Copano. Agradezco también a radio 
Sonar FM, donde he sido panelista en el programa Sonar global, conducido por 
Pablo Aranzaes y Rafael Cavada. También agradezco a otras radios que me han 
tenido como invitado en diversos espacios, como radio Universidad de Chile, 
radio Bio-Bio y radio Agricultura. Mis agradecimientos también para los canales 
nacionales CNN Chile y TVN. Lo mismo para NY1, cadena latina de la ciudad 
de Nueva York, donde tuve el gusto de ser invitado en varias ocasiones durante 
el 2013, en el programa conducido por el periodista español Juan Manuel 
Benítez. 


Agradezco también a los medios comunales y comunitarios de la ciudad de 
Melipilla. El canal Telemel y las radios Acuarela FM y Alterna FM me han 
permitido comunicarme y volver a encontrarme con la ciudad donde crecí. 
Quiero dedicar este libro a todos los melipillanos y a todos los hijos de la 
periferia en general. También a los abogados honestos que me enseñaron a 
razonar y a tener ética en la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile, 


donde me titulé de abogado. También a los periodistas valientes que conocí en el 
Magíster en Prensa Escrita de la Universidad Católica. Han pasado cuatro años 
desde aquella primavera de 2012, cuando la idea de esta investigación se instaló 
en mi cabeza. Cuatro años después, con este libro terminado, vuelvo a sentir los 
vientos del cambio de estación. 


RENATO GARIN GONZÁLEZ 
Santiago - Melipilla 
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PRIMERA PARTE 


CRÓNICA DE UNA LEY 


Capítulo Uno: El lobby mató al lobby 


El mundo era tan reciente que muchas cosas carecían de nombre y para 
mencionarlas había que señalarlas con el dedo. 


GABRIEL GARCÍA MÁRQUEZ, 


Cien años de soledad. 


Once años demoró la aprobación de la ley de lobby. En once años pasaron cuatro 
Gobiernos, tres proyectos de ley y decenas de trámites legislativos. La sociedad 
chilena, a su vez, experimentó profundos cambios. Lo que hace una década era 
un tabú, terminó por transformarse en un lugar común. La palabra “lobby” 
estuvo ausente de la esfera pública y del vocabulario de la prensa durante los 
noventa. Si hubiera que designar un hito cuando el concepto entra en el 
imaginario chileno, deberíamos marcar los meses finales del año 2003 y el 
verano del año 2004, en el inicio de la discusión por el royalty a la minería 
propuesto por el Gobierno de Ricardo Lagos Escobar. Más específicamente, fue 
el Consejo Minero, que agrupa empresas del rubro, quien reconoció 
públicamente que “haría lobby” a fin de detener el proyecto de ley de royalty. 
Meses antes, un grupo de diputados habían presentado una moción parlamentaria 
para regular la actividad. El redactor de esa moción fue Jorge Burgos Varela, que 
en mayo de 2003 era un joven diputado recién electo por el antiguo distrito 
correspondiente a Providencia y Ñuñoa. Suscribieron también esa moción los 
diputados Patricio Walker (DC), Carolina Toha (PPD), Carlos Montes (PS), 
René Saffirio (DC) y Antonio Leal (PPD). Dado el régimen constitucional de 
1980, los parlamentarios pueden presentar mociones, aunque ellos no controlan 
en último término el orden en que los proyectos se discutirán en el Congreso. Es 
el Ejecutivo quien gobierna este proceso a través del sistema de “urgencias”, que 
equivale a determinar cuáles proyectos de ley se discutirán y cuáles no. Fueron, 
precisamente, las urgencias las que marcaron la tramitación durante once años. 
Este capítulo intenta reconstruir el proceso legislativo y su contexto entre la 


presentación del primer proyecto en el año 2003 y el veto presidencial en el año 
2008. 


El proyecto de 2003 


El año 2003 fue intenso desde sus inicios. En la segunda semana de enero las 
portadas daban cuenta de la conmoción ocasionada por el fallecimiento de 
Eduardo “Gato” Alquinta, el histórico vocalista de Los Jaivas. A la semana 
siguiente, sería una mujer la que haría noticia. Se trataba de la jueza Gloria Ana 
Chevesich, quien asumía la investigación del denominado “Caso Coimas”, que 
más tarde se llamaría “MOP-Gate”. Este hecho, referente a episodios de 
corrupción en el Ministerio de Obras Públicas, abrió un profundo debate en la 
ciudadanía y, más concretamente, en las elites políticas. De ahí que la discusión 
sobre la ley de lobby deba enmarcarse, necesariamente, en un contexto más 
amplio, cual es la aparición de sucesivos “escándalos” que remecen a la opinión 
pública y que obligan a la clase dirigente a proveer soluciones institucionales. 
Sabemos que el caso MOP-Gate dio origen a una batería de reformas, entre ellas 
las leyes de financiamiento de la política (19.884) y de gasto electoral (19.885). 
En una mirada más amplia, los acuerdos entre el ministro Insulza y el diputado 
Longueira son también el inicio de una larga negociación constitucional que 
desembocaría en las reformas constitucionales de 20051, Es en ese contexto en el 
que debemos entender la moción presentada por el grupo de diputados de la 
Concertación, en mayo de 2003, para regular el ejercicio del lobby en Chile. Un 
contexto estructurado por los escándalos del MOP-Gate. 


Otro elemento clave para entender la discusión sobre la regulación del lobby es 
el proyecto de ley del Gobierno de Lagos sobre royalty minero; en términos 
simples, este royalty implicaba un impuesto específico a la gran minería. Esta 
industria se movilizó inmediatamente para moderar o frenar dicha iniciativa. 
Mientras estallaba la discusión sobre el royalty minero, el Gobierno de Ricardo 
Lagos decidió darle apoyo público a la moción sobre lobby redactada por Burgos 
y el grupo de diputados oficialistas, al cual se sumó Alejandro Navarro, entonces 
militante del Partido Socialista. Tras una serie de negociaciones y 


conversaciones informales entre el Ejecutivo y los parlamentarios, se acordó un 
texto que sería promovido por el oficialismo. Existieron audiencias con directa 
participación del presidente Lagos, quien coordinó las gestiones previas a la 
redacción del primer proyecto. Estas reuniones involucraron encuentros, en 
Valparaíso y en Santiago, entre los diputados y el ministro Secretario General de 
la Presidencia de la época, el DC Francisco Huenchumilla. Fueron largas 
sesiones privadas a fin de concordar las nociones básicas del proyecto. Así fue 
como, el día 3 de octubre de 2003, el Ejecutivo envió el mensaje 7-350, que daba 
inicio al proceso legislativo del proyecto de ley 3407-07, cuyo primer trámite se 
produjo el día 5 de noviembre de 2003. 


Sería el comienzo de una larga década. 


Inicialmente, el proyecto no recibió mayor atención de la prensa, que no registró 
ningún avance legislativo durante las últimas semanas de 2003 y los primeros 
meses de 2004. Sí lo hizo, en cambio, el Consejo Minero y su vocero, William 
Hayes, que en julio de 2004 salió a desmentir la contratación de “profesionales 
del lobby”2, Fue a propósito de esa discusión que el vocablo “lobby” apareció en 
los medios. Fue William Hayes el primero en hablar sin tapujos de un asunto 
que, poco tiempo antes, era un tabú. Existe un caso anterior ocurrido en 2003 
donde se señala a la Viña Santa Rita realizando lobby para frenar la construcción 
de un aeródromo en Buin. Con todo, no existió entonces la atención mediática 
que logró el vocero del Consejo Minero. Hayes negó que su institución haya 
contratado “lobbystas” y fue claro en señalar que consideraba que el lobby era 
una actividad legítima y que el Consejo Minero no la descartaba a futuro: 


El Consejo no ha contratado especialistas en lobby, pero sí pensamos que el 
lobby es parte de cualquier democracia, incluyendo la chilena, el proceso aquí es 
asegurar que nuestra opinión llegue al público y llegue a los parlamentarios que 
van a tomar las decisiones (...). Hemos hablado con varias empresas y personas, 
hemos conversado, pero no hemos llegado a nada (...), prefiero no entrar en 
detalles?. 


Era la primera semana de julio de 2004 y el proyecto de royalty minero 
comenzaba un largo peregrinaje que involucraría a más de un reconocido 
“lobbysta”, una palabra que empezó a aparecer con frecuencia en los medios. 
Esa misma semana, el diario El Mercurio publicó una lista de personas que 
habrían sido contactadas por el Consejo Minero como “lobbystas para frenar el 
proyecto de royalty”*, Entre los mencionados aparecieron el bufete de abogados 
de Jorge Schaulsohn y Andrés Allamand, además del exsenador Ignacio Pérez 
Walker (RN), que figura realizando asesorías al Consejo Minero y a la Sociedad 
Nacional de Minería (Sonami). También aparecen los exministros Enrique 
Correa (PS) y Francisco Cumplido (DC). Uno de los aludidos, el abogado y 
exdiputado Jorge Schaulsohn, competía entonces por la Alcaldía de Santiago. 
Esto abrió un flanco de críticas hacia el dirigente PPD, quien tuvo que salir a 
hablar públicamente para desmentir la información. 


Otro de los mencionados, Ignacio Pérez Walker, también abogado, reconoció sus 
asesorías para tres empresas. En el vespertino La Segunda, Pérez Walker 
reaccionó a la publicación. En una breve entrevista, aclaró que asesoraba en 
algunos temas solo, y en otros en sociedad con el estudio de Allamand a 
empresas mineras como Phelps Dodge, Placer Dome y BHP Billiton. Esta sería 
la primera vez que un “lobbysta” habla directamente sobre sus clientes en la 
prensa. Desde entonces, tanto La Segunda como La Nación, El Mercurio y La 
Tercera colocaron el foco en una lista de personas que, con el tiempo, se 
volverían nombres recurrentes en la discusión pública. Entre ellos se repiten 
constantemente los nombres de Allamand, Correa, Schaulsohn, Pérez Walker y 
otros. En paralelo a la figuración de estos políticos, otro de los principales 
factores de la discusión sobre la ley de lobby fue el permanente cuestionamiento 
respecto a cuán legítima era esta práctica. La fibra moral del asunto aparecería 
como un factor silencioso, que operaría en el prólogo no escrito de la discusión 
legislativa. 


La pieza fundamental que explica esta discusión fue el proyecto de ley del 
Gobierno de Lagos, particularmente su Mensaje. En la introducción del texto, el 
Ejecutivo sostenía: 


En una sociedad democrática, las decisiones de los órganos públicos deben ser 
tomadas con miras al bien común y con pleno respeto a los derechos de las 
personas, sin que aquellas estén ilegitimamente influidas o determinadas por 
intereses particulares ni menos aún llevadas a cabo en detrimento de los 
legítimos derechos e intereses de los ciudadanos. 


Sin embargo, la experiencia nacional e internacional señala que en no pocas 
ocasiones la toma de decisiones, tanto a nivel administrativo como legislativo, se 
ve motivada o afectada por intereses grupales, sectoriales o individuales, los que 
al amparo del desconocimiento del público o de los afectados, consiguen 
decisiones que favorecen sus intereses, en una forma que, de saberse sus 
motivaciones o argumentos, no sería posible, o al menos, sería menos factible 
llevarlo a cabo. 


Lo anterior ocurre con mayor fuerza en una economía en la cual existe, por un 
lado, una fuerte competencia entre los diversos agentes económicos, y por otra, 
el Estado tiene importantes facultades reguladoras. En estas condiciones, existe 
la natural tendencia de tratar de capturar a las autoridades públicas a fin de que 
estas expidan decisiones que favorezcan a un agente en detrimento del trato 
igualitario que la autoridad debe otorgar a todos los interesados5, 


Hay una cuestión lingúística interesante. En el proyecto de 2003 se hablaba de 
lobbystas con y, mientras que en los proyectos siguientes se habla de lobbistas 
con i. Esto muestra que la sociedad chilena no dominaba entonces este lenguaje 
y ni siquiera existía una convención lingüística al respecto. Es interesante, 
también, que el proyecto de 2003 comience haciéndose cargo de una realidad 
que la literatura académica de la ciencia política ya diagnosticaba 
tempranamente en los años ochenta, cual es la creciente incidencia que tendrían 
los “grupos de interés” en las democracias modernas. Es fecundo analizar el 
lenguaje utilizado por el mensaje del proyecto. El texto pretende hacerse cargo 
de la “notoria y grave” disparidad en cuanto a las capacidades y a los medios 
para acceder e influir en la toma de decisiones públicas. Enseguida, el proyecto 
enumera Cuatro razones por las cuales se debe evitar la “captura” de las 


instituciones. En primer lugar, principia el texto, “dada la desigualdad existente 
en nuestro país”, la influencia no regulada y poco transparente puede contribuir a 
que las decisiones no se tomen necesariamente en beneficio de los más 
desposeídos o con menores recursos. Además, se afecta de esta forma “la 
igualdad en el trato que el Estado debe otorgar a todos los ciudadanos”. En este 
primer apartado el texto del Gobierno de Lagos parece vincular directamente la 
desigualdad existente en nuestro país con el ejercicio de influencias no reguladas 
y poco transparentes, que tendrían como consecuencia que “las decisiones no se 
tomen necesariamente en beneficio de los más desposeídos”. Enseguida, aparece 
el principio de igualdad en el trato dispensado por el Estado a todos sus 
ciudadanos. Este principio es la primera vértebra de la estructura conceptual que 
inspira este proyecto de ley, y que entonces se vislumbraba ya como una de las 
principales razones que el Ejecutivo esgrimía para regular el lobby en 2003. Esto 
volvería como un argumento recurrente durante los años siguientes. 


En segundo lugar, continuaba el texto de 2003, junto con afectar la igualdad, este 
tipo de influencias “distorsionan y oscurecen” la forma en que se deciden los 
asuntos públicos, haciendo que, finalmente, las decisiones favorezcan en mayor 
medida el interés particular en detrimento directo del bien común. Es interesante 
notar que el proyecto entiende que el interés particular puede ir en detrimento 
del bien común; por ende, es necesario —razonaba el Ejecutivo— regular la 
manera en que los intereses particulares se presentan ante las autoridades y las 
maneras en que buscan influir en las decisiones. Esta idea también sería 
recurrente en los años siguientes, según la cual el ejercicio del lobby siempre 
pretende un beneficio de un interés particular, no siempre alineado con el bien 
común. 


En tercer lugar, el proyecto de 2003 argumentaba que el abuso de las influencias 
genera consecuencias negativas para una economía que se basa en la libre 
competencia. Según el Mensaje, por acción del lobby desregulado, las decisiones 
no se toman en una forma que favorezca una competencia “leal, transparente y 
que premie al que entregue el mejor servicio o producto”, sino que a aquel que 
fue capaz de ejercer más influencia en “los corredores del poder”. La expresión 
“los corredores del poder” es particularmente interesante, pues es usada por el 
Ejecutivo para mostrar la relevancia de la regulación de los espacios informales 


por donde circula el poder político. Aquí se observa, entonces, que el ejercicio 
desregulado del lobby es una amenaza no solo para el bien común y la igualdad 
política de todos los ciudadanos, sino también para una economía basada en la 
libre competencia y no en los corredores del poder. 


En cuarto lugar, complementaba el proyecto, la poca transparencia y control de 
estas prácticas favorecen o dan pie para actos de corrupción de los funcionarios 
públicos, al permitir que se les hagan “propuestas o promesas a cambio de tomar 
decisiones que favorecen en forma ilegítima a una persona, grupo o sector de la 
vida nacional”. Por último, terminaba el mensaje del Ejecutivo, en una sociedad 
integrada a la economía global, el ejercicio de influencias no reguladas sobre el 
Estado constituye un problema que desmejora la imagen internacional de los 
países y hace necesaria una legislación que la aborde. Así, entonces, a las cuatro 
razones ya expuestas, el mensaje agregaba la imagen internacional del país como 
un argumento a favor de la regulación del lobby. 


El lenguaje del Mensaje del Gobierno de Lagos contenía el vocabulario que 
marcaría la década siguiente, en los diversos trámites legislativos y en las notas 
de prensa. En su aproximación al fenómeno del lobby se observa cierto sesgo 
crítico, una mirada que recalca los peligros que enfrenta la sociedad chilena. Se 
auguran riesgos tales como la “captura” de las instituciones, que producirían 
políticas públicas que no irían en beneficio de los más desposeídos, sino de otros 
grupos que no se identifican con claridad. El mensaje permite conjeturar que 
serían esos grupos los mejor capacitados para influir en la toma de decisiones en 
“los corredores del poder”. El concepto “captura” se puede encontrar tanto en la 
academia jurídica como en la ciencia política y se refiere, básicamente, al control 
ejercido por los actores dominantes de un sector sobre las agencias 
gubernamentales a cuyo control regulatorio están sometidos. En el caso extremo 
de captura regulatoria, los reguladores pueden convertirse en defensores de la 
situación privilegiada de los regulados. Estos privilegios se materializan en, por 
ejemplo, la creación de barreras de entrada para las empresas competidoras, la 
concesión de privilegios legales, monopolios, cuotas de mercados y beneficios 
similares. Además, esta desigualdad se puede manifestar en influencias en el 
proceso legislativo, con gestiones favorables para determinados intereses 
particulares, en contextos como reformas tributarias, educacionales o de 


servicios básicos. Lo mismo en el caso de proyectos energéticos de gran impacto 
ambiental. El ejercicio del lobby, así, aparece como el engranaje fundamental de 
estos mecanismos de captura del poder, articulando las relaciones entre el Estado 
y los grupos de interés. 


Estos riesgos pretendían ser enfrentados mediante el proyecto de ley 3407-07 
que regulaba el lobby, el cual tuvo urgencia simple hasta febrero de 2004. Las 
principales características jurídicas del proyecto de 2003 descansan en sus 
definiciones. Su segundo artículo se ocupaba de definir el “lobby o gestión de 
intereses” como aquella actividad —remunerada o no— que tenga por objeto 
promover, defender o representar cualquier interés legítimo de carácter 
individual, sectorial o institucional, en relación con cualquier decisión que, en el 
ejercicio de sus funciones, deban adoptar los órganos de la Administración del 
Estado y el Congreso Nacional. Aquí cabe destacar que lobby y gestión de 
intereses son usados como sinónimos; ambas actividades pueden ser 
remuneradas o no. Enseguida, se define al “lobbysta o gestor de intereses” como 
la persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que realice actividades de 
promoción, defensa o representación de legítimos intereses propios o de terceros, 
sean de carácter individual, sectorial o institucional. 


Aquí, el proyecto de 2003 agrega un tercer concepto, el “lobbysta profesional” 
como aquella persona que realiza habitualmente y en forma remunerada acciones 
de gestión de interés ante autoridades públicas. Es decir, un lobbysta profesional, 
según el texto original de 2003, es aquel que realiza lobby de forma habitual y 
remunerada. Esta es, probablemente, la característica principal del proyecto de 
ley del Gobierno de Lagos, cual es la creación de dos figuras jurídicas: el 
“lobbysta” a secas, que no recibe remuneración ni ejerce lobby de forma 
habitual, y el “lobbysta profesional”, que sí recibe remuneración y ejerce lobby 
de forma habitual. De esta manera, el apellido profesional denota la existencia de 
un mercado o industria del lobby, es decir, sujetos y empresas dedicados al 
rubro. Esta distinción se convertiría, prontamente, en el eje fundamental de la 
discusión legislativa. 


Más aún, la aparición de los “profesionales” de esta industria hacía surgir un 
claro cisma entre aquellos que cobraban por hacer lobby y aquellos que lo 
realizaban de forma no remunerada. Dentro de la segunda categoría cabían los 
representantes de los gremios y de los sindicatos, quienes se habían mostrado 
particularmente activos durante 2003. La categoría de “lobbystas profesionales”, 
en cambio, involucraba directamente a un grupo de actores que hasta entonces 
no habían aparecido como tal ni en la prensa ni en el debate legislativo: las 
agencias de comunicación estratégica. En este grupo se ubicaban, 
fundamentalmente, aquellas empresas que prestaban servicios de lobby 
remunerado, además de otros servicios, tales como la gestión de crisis, el 
posicionamiento de marcas y otros similares. Serían estos actores los que 
marcarían, en buena medida, el devenir de la discusión sobre la regulación del 
lobby en Chile. Así, el proyecto del año 2003 delimitó el campo jurídico y 
político en el cual se llevarían a cabo los debates posteriores. A medida que 
pasaba el tiempo, en la elite política se extendía el consenso sobre la necesidad 
de regular el lobby a la vez que cundían los desacuerdos por la letra del 
proyecto. Otro factor que generó atención sobre la materia fue el inicio de la 
implementación del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, un hito 
mayor dentro de la administración Lagos al que los noticiarios de televisión, las 
radios y los diarios dieron amplia cobertura. Si el país se abría al mundo, parecía 
razonable traer también las reglas del mundo desarrollado al país. 


Ante esta coyuntura, un grupo de diputados de la Alianza por Chile intentó 
promover un proyecto de ley alternativo, redactado por la diputada Marcela 
Cubillos (UDI). A ese proyecto concurrieron también los diputados Mario 
Bertolino y Pablo Galilea, de Renovación Nacional. Por la UDI suscribieron los 
diputados Rodrigo Álvarez, Cristián Leay, Pablo Longueira, Iván Moreira, 
Carlos Recondo, Felipe Salaberry y Mario Varela. Este proyecto contenía un 
artículo único que pretendía modificar la Ley Orgánica Constitucional de Bases 
Generales de la Administración del Estado (Ley 18.575). En concreto, se 
proponía prohibir que los “lobbystas” tuvieran “acceso privilegiado o directo a 
las autoridades”, lo que se traducía, en la práctica, en impedir las audiencias con 
las autoridades. Según los autores de este proyecto, las gestiones de particulares 
ante las autoridades públicas vulnerarían el principio de igualdad ante la ley. En 
el sexto punto del proyecto de los diputados de derecha se lee una sorprendente 
afirmación. Según los redactores, la actividad de los grupos de presión o 
lobbystas 


(...) se encuentra bastante extendida en nuestro país, por lo que se requiere dar 
los primeros pasos tendientes a regular este verdadero negocio, ya que es 
necesario transparentar y separar nítidamente los territorios del dinero y de la 
política, basado en el principio de probidad que deben guardar todos los 
funcionarios públicos y a la luz, además, de las exigencias de toda democracia 
sana, que busca legítimamente en la ley una forma de resguardarse de los actos 
de corrupción de todo orden, 


La moción del proyecto alternativo promovido por los diputados de derecha 
culminaba con una afirmación explícita sobre la contingencia que se vivía: 


Que, finalmente, nos parece que es necesario cortar de raíz las malas prácticas 
relacionadas con la actividad que los grupos de presión realizan, en el entendido 
de que es una actividad que, enmarcada en una regulación adecuada, no 
despierta en esencia peligros para la actividad pública, pero que a la luz de los 
accesos privilegiados que ciertas personas han mostrado y demostrado tener, 
requiere y exige una iniciativa legal en el sentido correcto”. 


¿A quiénes se referían los diputados redactores de este proyecto? Más aún, es 
sorprendente que un grupo de parlamentarios reconozca explícitamente, ya en 
2003, que las actividades de lobby se encontraban “bastante extendidas”. No 
solo eso, se refieren también a ciertas personas que han mostrado y demostrado 
tener “accesos privilegiados”. ¿Accesos a dónde? No lo dicen, aunque este 
reconocimiento no se condice, empero, con la evidencia que se encuentra en la 
prensa de la época. 


El proyecto de la diputada Cubillos ingresó a tramitación el 3 de septiembre de 
2003 y durmió una larga siesta hasta 2006, cuando fue archivado. Pese a esta 
propuesta alternativa que levantara la derecha, el Ejecutivo decidió continuar 
con su proyecto al considerar que el texto de la diputada Cubillos no tenía 


aplicación práctica posible. La convicción del Ejecutivo, sin embargo, no fue tan 
clara ni permanente. El proyecto 3407-07 del Gobierno de Lagos tuvo urgencia 
simple de forma intermitente, con lo que el asunto pasó a un segundo plano por 
largos meses. En la dimensión estrictamente legislativa, las suspicacias 
surgieron, principalmente, en torno a las razones profundas que llevaban al 
Gobierno y a los redactores iniciales a realizar la distinción entre lobbysta 
profesional y lobbysta a secas. No menos tiempo se destinó a la discusión 
referente a los registros públicos que establecía el proyecto de 2003, 
especialmente aquel registro previo y obligatorio que se creaba para anotar a 
todo aquel que quisiera ejercer el lobby en Chile. Este registro previo contiene 
—pese a su aparente conveniencia— una paradoja, pues podría llegar a generar 
un modelo estatutario, según el cual el Estado entregaba la categoría de 
“lobbysta” como una patente o permiso para ejercer. Esto podría generar, en el 
mediano plazo, un verdadero “estanco del lobby”, donde un grupo selecto de 
empresas y personas controlan todo el mercado. En paralelo, existirían registros 
de audiencias, donde se anotarían los encuentros entre lobbystas y autoridades 
públicas. En dichos registros se debían detallar los intereses representados, es 
decir, el tercero a favor de quien se realizaban las gestiones. Se trataba, en el 
fondo, de un proyecto de ley que ponía el acento en el rol de los “sujetos 
activos” del lobby, esto es, aquellas personas naturales o jurídicas que 
representan intereses ante las autoridades. 


El impulso inicial del Gobierno de Lagos duró poco. La premura que se leía en 
el proyecto de ley fue reemplazada por intermitentes períodos de espera. Esto 
comenzó en febrero de 2004, cuando el Ejecutivo quitó la urgencia simple al 
proyecto y con ello lo sacó, en la práctica, de la agenda legislativa. Sin embargo, 
los diputados Burgos y Montes insistieron en la relevancia de regular esta 
materia, iniciando así un “gallito” con el ministro Francisco Huenchumilla. 
Varias veces instaron a retomar la discusión en el Congreso y solicitaron que el 
Ejecutivo repusiera la urgencia en la tramitación del proyecto de ley. Debieron 
esperar largos meses antes de obtener resultados. Pese a que en el Congreso el 
asunto no avanzaba como se esperaba, en las directivas de los partidos sí se 
produjeron reacciones visibles. En particular, se registraron polémicas en torno a 
la militancia de Enrique Correa Ríos en el Partido Socialista, que culminó con su 
renuncia durante la segunda semana de julio de 20048, 


Coincidentemente, la segunda semana de julio de 2004 se produjeron encuentros 
formales entre los diputados redactores de la moción de 2003 y el recién 
nombrado ministro Secretario General de la Presidencia, el arquitecto Eduardo 
Dockendorff Vallejos (DC). Dockendorff asumió el cargo luego de que 
Francisco Huenchumilla renunciara para presentarse como candidato a alcalde 
de Temuco en las elecciones municipales de octubre de 2004. La regulación del 
lobby estaba dentro de las prioridades del nuevo ministro, quien recibió de 
Lagos la misión de avanzar en las definiciones contenidas en los primeros 
artículos, las que no terminaban de aunar voluntades dada la distinción entre 
“lobbystas” y “lobbystas profesionales” y la existencia de un registro nacional 
previo donde todo aquel que quisiera ejercer el lobby debía anotarse. Estos dos 
factores habían sido la base del desacuerdo parlamentario en las sesiones de la 
Comisión de Constitución entre noviembre de 2003 y julio de 2004. Gracias a 
los nuevos impulsos del ministro entrante, el proyecto logró sortear los 
obstáculos y llegó a votación en la Cámara de Diputados. La votación ocurrió el 
14 de diciembre de 2004, siendo aprobado el proyecto por noventa y tres votos 
contra cero. En esa ocasión, los diputados más activos en la discusión fueron 
Alberto Cardemil, por la derecha, y Carolina Tohá, por la Concertación. En un 
sentido histórico, es interesante revisar una parte de la intervención de Cardemil, 
quien se opuso a que aquellos que realizaran o contrataran lobby no pudieran ser 
donantes a campañas políticas. El artículo 20 del proyecto 3407-07 de 2003 
decía: “Las personas naturales o jurídicas que contraten servicios de lobby o se 
hagan representar por lobbystas inscritos en los registros no podrán contribuir al 
financiamiento de campañas electorales”. Al respecto, el diputado Cardemil 
(RN) señaló lo siguiente en la Sala: 


Esta disposición es absolutamente inconveniente y contradictoria con las normas 
que hemos aprobado para que haya transparencia en las decisiones públicas. En 
su momento discutimos y aprobamos un buen proyecto de ley de financiamiento 
de las campañas electorales, que constituyó, a juicio de todos los actores, un 
avance importante en nuestra democracia. Esa ley dispone cómo deben hacerse 
los aportes a las campañas electorales, establece tres modalidades —anónimos, 
reservados y públicos— y los montos que pueden ser destinados a los candidatos 
o alos partidos políticos. Es una norma que se orienta hacia la transparencia. 
Pero ahora se nos presenta una norma que también busca la transparencia, en el 
sentido de que el lobby sea público, sea declarado. En definitiva, no hay 
correspondencia entre una norma y otra, porque si las personas naturales o 


jurídicas que contraten los servicios de lobby —que estamos legalizando para 
transparentar la actividad— no van a poder contribuir al financiamiento de las 
campañas electorales, de acuerdo con otra ley, entraremos en un área 
absolutamente gris. Estoy seguro de que ningún diputado aceptará, siquiera, la 
insinuación de ser objeto pasivo de lobby, porque al serlo, sencillamente, 
condenará a su partido y a sí mismo a no recibir aportes electorales?. 


Cardemil se refiere a las normas sobre financiamiento de la política contenidas 
en las leyes 19.884 y 19.885, aprobadas bajo el acuerdo de Longueira con el 
Gobierno de Lagos. A este respecto, Cardemil solicitó que el artículo 20 del 
proyecto sobre lobby se votara por separado, para lo cual debía existir 
unanimidad en la Sala, cuestión que no ocurrió, por lo que el proyecto se votó 
completo. En esa instancia nadie se opuso, aunque sí deja claro que a la derecha 
le preocupaba ya el tema del financiamiento de campañas en relación al ejercicio 
del lobby. Esta arista no volvería a aparecer con tanta nitidez como ese día. 
Carolina Tohá le contestó directamente a Cardemil y sostuvo: 


Aquí decimos: o una cosa u otra. Si usted quiere hacer lobby ante la autoridad, 
hacer uso de esta llegada preferencial que tiene —que ahora, por suerte, va a 
estar más regulada— no va a poder, al mismo tiempo, financiar la llegada de esa 
autoridad al cargo donde está, porque es demasiada la ventaja que tendrá para 
hacerse escuchar respecto de un ciudadano cualquiera. Ese es el sentido de poner 
esta diferenciación; no otro. No queremos demonizar ni el financiamiento ni el 
lobby, pero sostenemos que ambos juntos significarán una distorsión demasiado 
grande”. 


Luego de la sesión, las cámaras y los reporteros siguieron a un solo hombre, que 
parecía el gran ganador de la jornada: el diputado Jorge Burgos (DC). La prensa 
consignaría que Burgos acudió ante los micrófonos acompañado de dos 
diputados de su partido, Eduardo Saffirio y Zarko Luksic. Ante los micrófonos, 
los dirigentes 


(...) calificaron el proyecto como “clave en la Agenda Protransparencia”. 
Consultado al respecto, el diputado Jorge Burgos precisó que, aunque el 
proyecto aún debe ser votado en particular, “hoy se ha dado un paso sustancial 
en materia de transparencia y probidad; al parecer existe un interés mayoritario 
en regular esta actividad, lo que contribuirá a aclarar las reglas del juego y 
delimitar los procedimientos de quienes ejercen el lobby”. Agregó que el 
proyecto contempla dos tipos de registros: uno, en el Ministerio de Justicia, en el 
que deberán inscribirse todas aquellas personas que desarrollen sus actividades 
ante la Administración del Estado; y el segundo, a cargo de una comisión 
bicameral permanente de fiscalización del Congreso, donde se incluirán todos 
quienes ejerzan esta labor en el Poder Legislativo". 


Parecía un paso adelante irrefrenable, que pronto generaría la primera ley de 
lobby de Latinoamérica y nos colocaría a la vanguardia del mundo en la 
regulación de las influencias. Todo hacia pensar eso, y el liderazgo de Burgos 
dentro de la Concertación creció gracias a este pequeño gran triunfo. Si bien 
había transcurrido una larga discusión, si bien los avances habían costado, si 
bien habían existido largos meses de espera, el proyecto por fin veía la luz y su 
impulsor original ganaba espacio en los medios como un diputado joven y firme 
que se ocupaba de los temas de transparencia y probidad. Eso, al menos, parecía 
ocurrir. Sin embargo, esta historia no tendría sentido si todo hubiera sido tan 
fácil. 


La ruta del veto 


Luego de un verano marcado por el Festival de Viña del Mar, que coronó como 
reina a la argentina Luciana Salazar, el país volvió a un tenso clima político 
basado en las discusiones constitucionales y el royalty minero, que entraban 
respectivamente en sus fases legislativas finales. En su primera conferencia de 
prensa de marzo de 2005, el ministro Dockendorff señaló que dentro de las 
prioridades del Ejecutivo estaba la “aprobación definitiva” de la ley de lobby”. 
Para ello faltaba aún la aprobación del Senado, cuestión que no se avizoraba 
sencilla. Esta declaración del ministro, sin embargo, no vino acompañada de 


acciones reales por parte del Gobierno, que recién colocó urgencia simple al 
proyecto en junio de 2005. Fue un provocador reportaje de La Nación Domingo, 
titulado “¿Quién le teme al lobby feroz?”, publicado el 5 de junio de 2005, lo 
que generó la acción del Gobierno que colocó urgencia simple al proyecto dos 
días después. En el reportaje se lee: 


El proyecto de ley que regula el lobby busca establecer un registro nacional de 
lobbystas, donde además estén consignadas las ocasiones en que los 
parlamentarios o autoridades han hecho contacto con profesionales pagados para 
este efecto. Por un lado, esto implica ventilar una actividad que se ha ejercido 
con las ventajas de ocurrir en privado y, por otro, cimentar un mercado dentro de 
la comunicación estratégica que aparece —salvo contadas excepciones— como 
un ejercicio bajo cuerda. Entre las empresas que se escapan a la norma están la 
transnacional Burson-Marsteller y la consultora chilena Imaginacción, liderada 
por el exministro Enrique Correa, que entre sus servicios ofrece la 
representación de sus clientes frente a las autoridades públicas y viceversa. Las 
tarifas van desde 150 a 300 UF mensuales, dependiendo de la dificultad del 
asunto a resolver y del tiempo que tome conseguir un determinado objetivo. La 
discusión particular sobre el lobby empezó, de hecho, cuando Correa renunció al 
Partido Socialista, en vista de que estaba representando a las empresas mineras 
durante la discusión del proyecto de ley de royalty. Fiel a sus conocimientos en 
comunicación estratégica, Correa aprovechó una crisis para volcar la situación a 
su favor. Desde Imaginacción se ha preocupado de alentar la aprobación de la 
ley, haciendo algunas indicaciones que han sido acogidas en el proyecto. Por 
ejemplo, la que convertía a una persona en lobbysta profesional al efectuar cinco 
o más contactos de este tipo en el lapso de seis meses. En opinión de Correa, 
solo hacen falta dos para que una persona deba registrarse como tal!. 


Es interesante notar que ya en ese momento el exministro Enrique Correa Ríos 
se vuelve un actor clave en la discusión pública sobre la regulación del lobby. 
Sus intervenciones son materia de reportajes y se le imputa a él una estrategia 
legislativa sobre el lobby. Más allá del personaje, la presión de la prensa sobre el 
proyecto de ley era evidente y el diputado Burgos supo aprovecharlo. En el 
mismo reportaje de La Nación, Burgos dispara: 


No entiendo por qué este proyecto no se agiliza, pero cuando Piñera necesita una 
ley de fideicomiso todos se mueven rápidamente. Si el presidente le pone 
urgencia, tendríamos que aprobar la ley este semestre!*, 


Hasta aquí, Burgos continúa siendo optimista; incluso observa que se puede 
aprobar la ley dentro del segundo semestre de 2005. En paralelo, las estrategias 
de lobby de grandes conglomerados siguen siendo foco de atención para la 
prensa. En el citado reportaje de La Nación se detalla la estrategia de las 
tabacaleras: 


(...) ChileTabacos anunció que comenzará a gestionar sus intereses para revertir 
los aspectos que la afectan en la ley antitabaco que se discute en el Congreso. 
“Golpearemos todas las puertas que sean necesarias”, ha dicho el encargado de 
asuntos públicos de la compañía, Luis Fernando Laso. La tabacalera es un 
ejemplo de cómo el lobby debiera ser asumido en el futuro, de manera abierta y 
pública. Por cierto, el “asesor externo” de la empresa es Enrique Correa”. 


De esta forma, ya no eran solo las grandes mineras quienes recurrían al lobby; 
también eran las tabacaleras, y ambas coincidían en el nombre del exministro 
Enrique Correa Ríos. La ofensiva comunicacional de las tabacaleras, en 2005, 
sería solo la primera de una larga serie de hitos que involucran a esta industria. 
En paralelo, la empresa Celco también era señalada como un contratante de 
lobby dado el escándalo por su planta de celulosa en Valdivia y la amenaza sobre 
el hábitat de los cisnes de cuello negro’. En ese caso, el mencionado es Eugenio 
Tironi, quien habría actuado como asesor de Celco para la crisis de los cisnes. 
Así, la figuración pública de grupos de interés vinculados a minería, celulosa y 
tabaco son también un factor a considerar al momento de evaluar los avances en 
el Congreso del primer proyecto de ley que regulaba el lobby. Por supuesto, los 
profesionales de la industria reaccionaron. Ante la seguidilla de publicaciones en 
el diario La Nación, la empresa Imaginacción decidió enviar una carta al medio, 
firmada por la gerenta de Asuntos Públicos, Carmen Celedón. En esa carta, 
Celedón señala: 


Las frases “acusan lobby” o “denuncian lobby” se han empleado de forma 
sostenida para aludir a la discusión del proyecto de ley sobre el tabaco. Pero la 
lentitud en el trámite legislativo de otro proyecto, que precisamente norma las 
actividades de lobby, permitiría avanzar en la regulación de una actividad que, 
por no estarlo, se seguirá viendo como ilegítima y susceptible de ser 
“denunciada” por el solo hecho de ser ejercida. El lobby es una actividad que se 
ejerce reguladamente en el mundo desarrollado y busca establecer puentes entre 
los intereses privados —de una empresa, institución u organización— con 
quienes son los que deciden las políticas públicas. Cuando el lobby sea visto 
como un aporte a la mutua comprensión entre ambas partes, no como un intento 
de torcer la voluntad del decisor público, deberíamos dejar de ver esas frases 
erradas y someter los intentos de tráfico de influencias a la consideración de los 
tribunales”. 


Esta carta escrita por una importante ejecutiva de Imaginacción, junto a una serie 
de pequeños avances legislativos, nos permiten observar que a partir de junio de 
2005 hay una clara ofensiva del Gobierno de Lagos por sacar adelante el 
proyecto. Esto se materializó en la urgencia con que se tramitó en la Comisión 
de Hacienda, de donde salió aprobado por unanimidad en agosto de 2005, 
quedando listo para votación en particular en la Sala de la Cámara de Diputados. 
Allí fue aprobado sin mayores contratiempos. Así finalizó el llamado “primer 
trámite constitucional” de este primer proyecto de ley que regulaba el lobby. 
Hasta aquí los caminos parecían expeditos, lo que acrecentó las expectativas de 
poder contar con una ley de lobby antes de que Ricardo Lagos dejara La 
Moneda, en marzo de 2006. Esto no ocurrió, pues, pese a la gran cantidad de 
especialistas e involucrados que participaron del debate, pese a las decenas de 
trámites legislativos, el proyecto no logró ver la luz. 


El día 21 de diciembre de 2005, tras largos meses de tramitación en las 
comisiones, el Senado por fin comenzó a votar el proyecto 3407-07. La votación 
continuó el 4 de enero de 2006 y terminó el día 7 de marzo de 2006, luego de un 
largo receso de la Cámara Alta por las festividades. En rigor, ocurrieron tres 
sesiones donde se votó el proyecto, comenzando en diciembre y terminando en 


marzo. Votaron a favor del proyecto los senadores Boeninger, Cantero, Cariola, 
Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Frei, García, Gazmuri, Horvath, 
Larraín, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, 
Parra, Prokurica, Romero, Ruiz, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez y Viera-Gallo. 


Los únicos férreos opositores al proyecto fue un grupo dentro de los “senadores 
designados”, compuesto por los señores Aburto, Canessa, Cordero, Martínez, 
Ríos, Vega y Zurita. En ese momento, quedaban solo cuatro días de la 
administración Lagos, y la promesa de la ley de lobby parecía cada vez más 
lejana. Pese a aprobar el proyecto, el mismo Senado, en sus sesiones de 
diciembre, enero y marzo de 2006, le solicitó al Ejecutivo la redacción de una 
serie de indicaciones destinadas a aclarar y corregir elementos de la ley, tales 
como los detalles de los registros, así como el rango de aplicación de la ley. El 
registro previo y la distinción entre profesionales y no profesionales aparecieron 
entonces como elementos de disonancia significativos. Con todo, el Senado 
siguió las recomendaciones que hiciera en las comisiones la empresa de lobby 
transnacional Burson-Marsteller, que solicitó se borrara la distinción entre 
lobbystas profesionales y lobbystas a secas. 


Para presentar estas indicaciones, se estableció como plazo fatal la tercera 
semana de abril de 2006. Esto cayó como balde de agua fría en las oficinas de La 
Moneda, desde donde se insistía en la necesidad de aprobar esta ley como parte 
del legado institucional de Lagos, que para ese entonces ya contaba con sendas 
reformas constitucionales promulgadas en 2005, una ley de royalty minero, la 
reforma a la ley de financiamiento electoral y la reforma del Estado, y a todas 
luces lograría entregar la banda presidencial a una de sus ministras. Pese a la 
premura de Dockendorff, el Gobierno de Lagos no alcanzaría a aprobar uno de 
sus proyectos estrella y, así, fue la administración Bachelet la que heredó la tarea 
de regular el lobby en Chile. Una tarea que parecía sencilla de ejecutar, aunque 
esta historia no contempla tareas sencillas. 


Habían pasado ya más de cuarenta trámites legislativos, incluyendo ambas 
Cámaras, tres comisiones parlamentarias y decenas de horas de discusión en las 


salas. El Gobierno de Lagos había demorado tres años y no había logrado el 
objetivo propuesto, por lo que el desafío que asumía la nueva ministra de 
Segpres, la abogada Paulina Veloso, no era menor. Debían redactarse las 
indicaciones solicitadas por el Senado y volver luego a empujar el carro 
legislativo mediante las urgencias. En abril de 2006, tras un mes de instalada en 
el palacio de Toesca, la ministra Veloso comunicó a la prensa las prioridades 
legislativas de la administración Bachelet para el año 2006. En esa ocasión, se 
nombraron veintitrés proyectos que contarían con urgencia, distinguiéndose 
entre urgencia simple y suma urgencia. Así, el proyecto de ley de lobby quedó 
entre las veintitrés prioridades del Gobierno de Bachelet, apenas asumir su 
mandato en 2006. Su primera tarea: cumplir con las indicaciones solicitadas por 
el Senado, se realizó la primera semana de mayo de 2006, luego de que la 
Cámara Alta concediera una ampliación del plazo inicial. Fue al lunes siguiente 
cuando El Mercurio publicó en el cuerpo Economía y Negocios su primer 
reportaje a fondo sobre la industria del lobby en Chile. En este artículo, la 
periodista Magdalena Winter señala: 


La industria del lobby está compuesta por diferentes grupos. Por un lado están 
las firmas que ofrecen este servicio a terceros y que cobran por ello. Entre estas 
se encuentran muchas empresas de comunicación estratégica y estudios 
jurídicos. Por el lado de las primeras, las que cuentan con una sección de asuntos 
públicos reconocen mayoritariamente que hacen lobby o que elaboran informes 
técnicos y gestionan reuniones entre sus clientes y las autoridades. 


Emilio Sanfuentes, gerente general de Burson-Marsteller, cuenta que, a la hora 
de comunicarse con cualquier autoridad o parlamentario, su política “es hacer 
explícito, en nuestra primera comunicación, el nombre del cliente y el tema 
sobre el cual queremos dar a conocer una posición o entregar información”. En 
Imaginacción, la gerenta de Asuntos Públicos, Carmen Celedón, cuenta que la 
forma de proceder generalmente consiste en analizar la situación del cliente 
desde distintos ángulos —contexto, impacto, soluciones— y si se requiere pedir 
una reunión de trabajo con las autoridades, tener una conversación técnica y 
establecer una agenda de trabajo. Solo en el área de asuntos públicos cuentan 
con unos 30 clientes permanentes, a los que se suman los que llegan por temas 
específicos. 


Y aunque en los estudios jurídicos afirman que no ejercen lobby, “porque solo 
representamos clientes en temas estrictamente legales”, como dice Jorge 
Schaulsohn, algunos admiten que dependiendo de la ley que se apruebe, tendrán 
que inscribirse en el registro de lobbystas. Por otro lado están las asociaciones 
gremiales, que, según el mismo estudio anterior, son las más mencionadas por 
los políticos entre los distintos actores que ejercen lobby. Sin embargo, estas han 
rechazado desde un comienzo que se defina su actividad como lobby, ya que 
estaría entre sus objetivos fundacionales el representar a sus asociados!8, 


La industria hablaba ya en la prensa sin tapujos, sin resquemores ni secretos. Ya 
no mandaban cartas a los medios, sino que atendían directamente a los 
periodistas del diario más tradicional del país. No había dudas, entonces, de que 
la discusión sobre la ley de lobby era un tema clave que la presidenta Bachelet 
debía encarar con la máxima celeridad posible. En el Congreso también lo 
entendieron, hasta que las confusiones comenzaron. Fueron, quizás, las 
sucesivas jugadas del Gobierno en que colocaba y sacaba la urgencia simple del 
proyecto. Esto ocurrió seis veces entre mayo y diciembre de 2006, 
encontrándonos con retiro y presentación de urgencia el 9 de mayo, el 13 de 
junio, el 18 de julio, el 29 de agosto, el 31 de octubre y el 12 de diciembre de 
2006. En este último trámite, el Gobierno colocó suma urgencia al proyecto, 
generando con esto un nuevo hito mediático. 


Había pasado ya casi un año de la administración Bachelet y el proyecto seguía 
prácticamente en el mismo lugar donde lo había dejado el Gobierno de Lagos. 
En paralelo, se sucedían los hechos noticiosos que incluían la acción de 
“lobbystas”, todavía con y, donde destaca el caso del exparlamentario Jorge 
Schaulsohn, quien fue duramente criticado por el presidente de la Cámara de 
Diputados, su correligionario del PPD, Antonio Leal, quien 


(...) rechazó la calidad de “lobbysta” del exdiputado de su partido, Jorge 
Schaulsohn, quien a su juicio debiera decidirse entre los negocios y la política y 
no confundir los planos, esto luego de que Schaulsohn fuera pasado al Tribunal 


Supremo de la colectividad por emitir declaraciones que no van en la línea PPD, 
según la mesa directiva. “No se puede ser lobbysta el sábado y el domingo dar 
entrevistas en los medios, uno tiene que dedicarse al trabajo público o a la 
actividad privada”, indicó el parlamentario, recalcando que situaciones como 
esta se solucionarán con la ley de lobby, donde “vamos a incorporar una 
indicación que hace imposible que una persona sea lobbysta, represente los 
intereses de una empresa y sea pagado por ella, y al mismo tiempo sea dirigente 
de partido o haga actividad política”?”, 


Las críticas de Leal ocurrieron luego de que Schaulsohn dijera en los medios que 
existía una “ideología de la corrupción” en los Gobiernos de la Concertación. 
Leal no fue el único en pegarle al exdiputado; también lo hizo Pepe Auth, quien 


(...) fustigó lo que consideró como “maridaje” del Schaulsohn político con los 
negocios, y aseguró que pedirá ante la Comisión de Ética PPD que “establezca la 
incompatibilidad entre la profesión de lobbista y la actividad política”. Insistió 
en que “el lobby debe ser regulado y es legítimo que haya personas que operen 
en favor de empresas para el logro de sus propósitos, pero no es legítimo que 
dirigentes políticos operen en favor de empresas para sus intereses”, se quejó”. 


Efectivamente, el PPD se volcó a pedir la regulación del lobby como método 
para devolverle la mano a Schaulsohn por sus críticas. Esta táctica dio un 
resultado prácticamente inmediato, pues fue en esa misma semana de diciembre 
de 2006 cuando el Ejecutivo decidió aplicar la suma urgencia al proyecto. De 
esta manera, se evacuó nuevamente de la Comisión de Gobierno hacia la 
Comisión de Constitución, donde volvió a dormir un largo período, comenzando 
en enero de 2007 y terminando recién en julio de 2007, cuando pasó a la 
Comisión de Hacienda. En estos seis meses de 2007 ocurrieron una serie de 
entrevistas y artículos donde la ministra Veloso y otros dirigentes dieron su 
apoyo a la iniciativa legal que buscaba regular el lobby. La propia Veloso señala 
en marzo de 2007, nuevamente, que el tema es prioridad para el Gobierno y la 
presidenta. 


A Paulina Veloso le faltan horas en el día para hacer su trabajo. Esa es la 
sensación que tiene a un año de estar a la cabeza de la Secretaría General de la 
Presidencia, la cocina legislativa de La Moneda. Muchos son los proyectos que 
debe sacar adelante, entre ellos el del lobby, con el que se busca que esa 
actividad sea registrada en los organismos de administración y pueda quedar 
claro cuándo un ministro, jefe de servicio o parlamentario recibió a tal persona, 
junto con una minuta muy general de los planteamientos tratados. “Hasta la 
propia presidenta Bachelet quiere que su agenda de reuniones sea pública, tal 
como ocurre en Nueva Zelandia”, explica Veloso”, 


Para dejar claro este compromiso, la ministra volvió a incluir, por segundo año 
consecutivo, a la ley de lobby dentro de las prioridades legislativas del 
Ejecutivo. Esta vez serían veintiocho proyectos que contarían con urgencia 
simple o suma urgencia??. Desde entonces, se pueden observar casi veinte 
trámites legislativos entre comisiones, indicaciones y, finalmente, una comisión 
mixta de senadores y diputados, que fue la llamada a encontrar un consenso para 
aprobar la ley. En ese momento, la nomenclatura de “lobbystas profesionales” 
incomodaba sobremanera a ciertos actores del mercado, específicamente a las 
agencias de comunicación estratégica que sentían que la ley estaba destinada a 
ellos, con nombre y apellido. Si bien el Senado había accedido a quitar esta 
expresión de la ley, algunos diputados insistían en incluirla. 


Durante 2007, es prácticamente imposible encontrar apariciones de los diputados 
Burgos y Tohá donde se refieran a los nulos avances registrados por el proyecto 
de ley de lobby. Esto podría ser una muestra de cierta perplejidad que se adueñó 
del proceso, toda vez que la demora de la tramitación sumó casi dos años entre 
retiros y presentaciones de urgencias legislativas. Tras una tensa espera, en 
agosto de 2007 el Senado aprueba finalmente el proyecto con las indicaciones 
solicitadas en enero de 2006, es decir, más de un año y medio después. Los 
senadores quitan la palabra profesional de todo el cuerpo legal, creando así una 
sola categoría, la de “lobbystas” a secas. Esta modificación del proyecto original 
trajo consigo fuertes críticas al interior de la Cámara de Diputados, cuyos 
miembros hicieron ver al Ejecutivo su incomodidad. Así fue como en septiembre 
de 2007 la Cámara rechazó las modificaciones que antes había aprobado el 
Senado. De esta forma, se abrió un abismo entre las posiciones de los diputados 


y los senadores, dejando al Gobierno de Bachelet al medio, sin mayores 
opciones. El rechazo de la Cámara, sumado a otros casos públicos, volvió a 
llamar la atención de la prensa sobre la industria del lobby. 


El tercer trámite constitucional del proyecto 3407-07 se inició con una comisión 
bicameral destinada a destrabar los desacuerdos. La comisión mixta quedó 
conformada, por el Senado, con los miembros de la Comisión de Gobierno, 
Descentralización y Regionalización. Fueron los senadores Bianchi, Núñez, 
Orpis, Pérez y Sabag. En representación de la Cámara de Diputados 
concurrieron los señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Rossi. Esta 
comisión mixta fue constituida en septiembre de 2007 y recién entregó su 
informe en abril de 2008, tras más de siete meses de negociaciones. El Gobierno 
otorgó y quitó la suma urgencia al proyecto cuatro veces en este período, un dato 
que vuelve a servir de testimonio acerca del grado de desacuerdo que existía en 
la comisión. Terminó por imponerse un criterio general basado en la creación de 
una sola gran categoría sin distinciones: los lobbystas. 


El informe de la comisión mixta dio la razón al Senado y eliminó la figura de los 
lobbystas profesionales. La Cámara dio el visto bueno al informe de la comisión 
y aprobó entonces el texto final del proyecto 3407-07 el día 2 de abril de 2008. 
Al siguiente, el viernes 3 de abril, se envió el oficio al Gobierno, con el texto 
aprobado por el Congreso, listo para su promulgación. Habían pasado casi cinco 
años de tramitación y solo faltaba saltar un escollo: la firma de Michelle 
Bachelet y sus ministros. La discusión parlamentaria había transformado la 
iniciativa original del grupo de diputados encabezado por Burgos. No había duda 
de que la categoría única de lobbystas desdibujaba la intención original de 
distinguir a los profesionales remunerados de aquellos que no lo eran. Sin 
embargo, el proyecto de ley, como estaba en 2008, listo para su promulgación, 
contenía un avance significativo para el país. 


No lo creyeron así la presidenta ni sus ministros más cercanos. El 30 de abril de 
2008, Bachelet hizo llegar al Congreso un oficio firmado por ella, por su 
ministro Secretario General de la Presidencia, José Antonio Viera-Gallo, y por su 


ministro de Hacienda, Andrés Velasco. En este oficio la presidenta decidió hacer 
uso de la facultad presidencial del inciso primero del artículo 73 de la 
Constitución. Esta facultad es conocida como “veto presidencial” y es usada por 
el Ejecutivo para frenar la promulgación de una ley cuyo contenido no le 
satisface. 


Así fue como la presidenta Bachelet vetó la ley de lobby. 


El diputado Jorge Burgos, protagonista central de estos primeros cinco años de 
tramitación, acuñaría una frase que quedaría para la posteridad. Así explicaba 
Burgos el veto presidencial de abril de 2008: “El lobby mató al lobby”, 


Capitulo Dos: La larga espera 


De tanto esperar olvidé incluso por qué esperaba. 


MICHAEL ENDE, 


El espejo en el espejo. 


El veto presidencial de 2008 detuvo la promulgación de lo que habría sido la ley 
de lobby basada en el proyecto presentado por el Gobierno de Lagos en 2003. 
Ese proyecto contenía, en su matriz jurídica, la moción parlamentaria diseñada 
por Jorge Burgos en 2002. A partir del veto, la palabra “lobby” tomó ribetes 
nuevos en la prensa, pues la carga semántica del concepto se volvió más densa y 
contingente que nunca. Ya no solo se refería a una práctica desconocida, algo 
Opaca, sino también a una industria que iba a ser regulada, y que no llegó a serlo 
por obra y gracia de un veto presidencial. A partir de este hito registrado a 
finales de abril de 2008, el proyecto original del Gobierno de Lagos entraba en 
su fase final, cercana a la muerte legislativa. Por orden de las normas 
constitucionales, el Congreso debe aprobar o rechazar los vetos propuestos por el 
Ejecutivo. La votación ocurrió el 1 de julio de 2008, y la aprobación del veto 
resultó solo parcial, pues la Cámara se opuso a ciertas modificaciones propuestas 
por el ministro Viera-Gallo. En este segundo capítulo se exploran los últimos 
estertores del proyecto 3407-07 y el nacimiento de un segundo intento, llamado 
“proyecto de 2008”, que al poco andar quedó abandonado hasta la aparición del 
tercer proyecto, a mediados del gobierno de Sebastián Piñera en 2012. Entonces, 
el protagonismo de la trama lo tomó el ministro Cristián Larroulet. En este 
capítulo se relatan los hechos ocurridos entre el veto del primer proyecto en 
mayo de 2008 y la aprobación final del tercer proyecto en marzo de 2014. Una 
larga espera que, como decía Michael Ende, hizo olvidar incluso por qué se 
esperaba. 


El naufragio del segundo proyecto 


Habían pasado casi seis meses de presentado el veto presidencial, que luego fue 
parcialmente rechazado en la Cámara, lo que dejó encerrado al Ejecutivo de 
Bachelet. En la búsqueda de colocar a un hombre especializado al mando de las 
negociaciones, el ministro Viera-Gallo buscó un nombre que se hiciera cargo del 
tema de la regulación del lobby. El Gobierno decidió nombrar al periodista y 
académico de la Escuela de Gobierno de la Universidad Adolfo Ibáñez, Felipe 
del Solar Agiiero, como nuevo secretario ejecutivo de la recién creada Agencia 
de Probidad y Transparencia dependiente de Sepgres. El anuncio lo hizo el 
mismo José Antonio Viera-Gallo, quien destacó el currículo de Felipe del Solar, 
especialista en temas de acceso a información pública, lobby y financiamiento 
electoral. Como jefe de estudios del capítulo chileno de Transparencia 
Internacional, Del Solar había investigado y escrito diversos trabajos académicos 
y columnas en medios de comunicación. Una vez enterado de su designación, 
Del Solar conversó con El Mostrador y explicó que entre sus objetivos 
primordiales estaría la puesta en práctica de la Ley de Acceso a Información 
Pública. Además, explicó que buscaría “avanzar en proyectos como la ley de 
Lobby y cumplir con las normativas internacionales de la OCDE para que Chile 
se incorpore como miembro del organismo”, Años más tarde, Felipe del Solar 
sería un protagonista de la industria del lobby. 


Respecto al escenario legislativo, el veto de 2008 podría interpretarse, en un 
sentido amplio, como el intento por “mejorar la ley” contenida en el proyecto 
3407-07. Por ejemplo, el Ejecutivo estimó que el control de los registros no 
debía estar en manos del Ministerio de Justicia, como originalmente se había 
dispuesto. En cambio, el Gobierno de Bachelet pretendía encargarle esta tarea al 
recién creado Consejo para la Transparencia, generado por la Ley 20.285 de 
Acceso a la Información Pública, promulgada en agosto de 2008. Este cambio 
que contenía el veto, de trasladar la tutela de los registros del Ministerio de 
Justicia al Consejo para la Transparencia, sí consiguió la aprobación de la 
Cámara. 


Sin embargo, en un análisis más detallado, en el plano jurídico se observa una 
fuerte discrepancia entre la Cámara y el Ejecutivo. En específico, la Cámara votó 
en contra del veto presidencial respecto al punto “número cinco letra d)”, que 
contenía una reforma al proyecto, para incluir dentro de las actividades que no 
constituyen lobby a las siguientes: las gestiones desarrolladas por los miembros 
de las directivas de organizaciones gremiales, sindicales, organizaciones no 
gubernamentales, fundaciones, centros de estudios, colegios profesionales. A 
esta lista se agregaba también a los representantes legales, directores, gerentes y 
abogados institucionales de las personas jurídicas que persigan fines de lucro. 


Esta norma fue rechazada en la Cámara, pues, en un sentido jurídico, lo que 
hacía era sustraer a todas estas actividades de la categoría general de “lobbysta”. 
En otras palabras, esta disposición echaba pie atrás respecto a suprimir las 
categorías de lobbystas profesionales y no profesionales. En el fondo, mediante 
esta norma, la categoría general de lobbysta no incluiría a nadie más que a los 
profesionales. Esto sirve de muestra —otra más— sobre lo contradictorio y 
difícil de comprender que resulta ser el veto de 2008, pues si bien el Ejecutivo se 
oponía a la división de lobbystas que proponía el proyecto de 2003, luego 
terminaba por confirmar esa distinción por otras vías. De esta manera, la norma 
que es rechazada por la Cámara sacaba de la ley de lobby a los gremios, 
sindicatos, centros de estudios y otras instituciones. 


El rechazo de la Cámara envió el proyecto a sucesivas sesiones de Comisión de 
Gobierno en el Senado. Fue allí donde se vivieron las últimas horas del proyecto 
3407-07 que había presentado Ricardo Lagos cinco años antes. Una de las 
sesiones de la Comisión de Gobierno del Senado fue particularmente clara 
respecto a cuál era el debate de fondo. En sesión de día 12 de agosto de 2008, la 
Comisión recibió en audiencia a representantes de las empresas de lobby 
Burson-Marsteller Chile; Hill & Knowlton Captiva; Imaginacción Consultores, e 
ICC Crisis. En nombre de todas empresas, tomó la palabra la señora Marcela 
Alt, quien expuso lo siguiente: 


Una adecuada regulación del lobby permitirá que las decisiones públicas se 


adopten con mayor conocimiento y mejor información sobre cuáles serán sus 
efectos en los diversos sectores y contribuirá a aumentar la confianza en las 
instituciones. 


Por el contrario, un lobby no profesional y poco transparente tiene un efecto 
nocivo en el prestigio no solo de quienes realizan esta actividad, sino en el 
sistema político en general. Ello puede dañar la confianza de la ciudadanía en las 
instituciones públicas, las autoridades, la democracia y el correcto 
funcionamiento de un sistema que garantiza igualdad de oportunidades. 


Al transparentar los canales a través de los cuales las personas acceden a las 
autoridades e influyen en las decisiones que estas adoptan en el ejercicio de sus 
funciones, se evita la oscuridad y la desconfianza. 


El ejercicio del lobby es consustancial con la democracia y, en este sentido 
general, realizan lobby todos quienes se contactan con las autoridades de la 
Administración del Estado y del Congreso, para plantear sus puntos de vista e 
intereses particulares, sean estos individuales o colectivos. 


Estas gestiones son hoy día realizadas por múltiples actores, quienes no 
necesariamente reconocen esta condición. De esta forma, los estudios jurídicos, 
las entidades gremiales y sindicales, las ONG, los colegios profesionales y sin 
duda las empresas de comunicación estratégica que representan intereses de 
terceros realizan gestiones de lobby. 


Una mayor transparencia y profesionalización de estas labores es el verdadero 
sentido de una Ley de Lobby. Su regulación debe por ende ser lo más inclusiva 
posible, evitando discriminar entre diversos actores, y garantizando el acceso a 
la autoridad. Este ha sido el sentido del veto presidencial”. 


En esta presentación, la abogada Marcela Alt, que trabajaba en ese instante para 
Burson-Marsteller, deja clara la postura de las oficinas de comunicación 
estratégica. Ellos pretenden incluir dentro de la categoría de lobbysta a todas las 
instituciones indicadas en el quinto punto, “que no necesariamente reconocen” la 
condición de lobbysta. Aludiendo a la transparencia y a la profesionalización, las 
oficinas de comunicación estratégica interpretan el veto presidencial como un 
triunfo de su propia postura. Hasta aquí, nunca había sido tan claro que estas 
oficinas habían respaldado la idea del veto. Sin embargo, la indicación que 


introdujo el mismo veto, donde se excluye a los centros de estudio, gremios y 
abogados, no gustó en el seno de la industria. Tuvieron de dulce y de amargo con 
el veto presidencial. 


Luego de esta sesión, el Gobierno cambió de opinión. Ya no intentaría persuadir 
a los congresistas sobre modificar el proyecto de 2003. El consenso se veía 
inviable. Este es el momento clave donde, luego de varias semanas, el Ejecutivo 
decidiría abandonar el proyecto 3407-07. El día 11 de septiembre de 2008, el 
ministro Secretario General de la Presidencia, José Antonio Viera-Gallo, ingresó 
un escrito que retiraba la urgencia al proyecto. Habían sido meses de intentos por 
encontrar criterios comunes en la Cámara, aunque siempre se tocaba la misma 
roca dura basada en dos preguntas centrales: ¿quiénes eran lobbystas y quiénes 
no? ¿Son lobbystas solamente aquellos que cobran por hacer lobby o también 
aquellos que habitualmente lo hacen sin cobrar por ello? 


En noviembre de 2008, el ministro Viera-Gallo haría un nuevo intento. Esta vez, 
dejando de lado el proyecto 3407-07, anunció la creación de un nuevo proyecto. 
Así, nació el segundo proyecto de ley que pretendía regular el lobby, que se 
presentó el día 28 de octubre de 2008, bajo el boletín número 6189-06. En la 
introducción del Mensaje, el Ejecutivo ofrece una interpretación respecto a lo 
ocurrido entre 2003 y 2008: 


Existe plena convergencia en que las decisiones de los órganos públicos en una 
sociedad democrática deben ser tomadas con miras al bien común y con pleno 
respeto a los derechos de las personas, sin que estén ilegítimamente influidas o 
determinadas por intereses particulares, ni menos aún llevadas a cabo en 
detrimento de los legítimos derechos e intereses de los ciudadanos. 


Por ello, en noviembre del año 2003, el Ejecutivo envió al H. Congreso Nacional 
un proyecto de ley destinado a regular el lobby. Dicho proyecto, ingresado a 
través de la H. Cámara de Diputados, fue despachado por el H. Congreso en 
abril de 2008 y, actualmente, se encuentra en la etapa de discusión de las 


Observaciones presentadas por el Ejecutivo, realizadas en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 73 de la Constitución Política de la República. El número del 
Boletín del mencionado proyecto de ley corresponde al 3.407-07. 


Durante la tramitación de esta iniciativa legal, se han escuchado las opiniones de 
los distintos expertos en las materias y ha existido un amplio debate 
parlamentario. Los aportes efectuados por los diputados y senadores de los 
distintos partidos y tendencias políticas han sido de gran relevancia. Han 
permitido constatar que existían algunas cuestiones de la normativa de lobby 
propuesta originalmente por el Ejecutivo, incluido el veto, que puede ser 
mejorada. 


Debido lo anterior, el Ejecutivo se comprometió a enviar al H. Congreso 
Nacional un nuevo proyecto de ley que recogiera los aportes efectuados por los 
Sres. parlamentarios y por las personas especializadas en la materia. Por su 
parte, los Sres. diputados y senadores se comprometieron a dar prioridad a la 
tramitación de esta nueva iniciativa legal. Con ello se descartó aprobar la 
iniciativa en trámite, con el veto, y luego otra iniciativa que recogiera los 
aspectos no correspondidos o distintos al proyecto en trámite?*, 


Si bien no se explica directamente la discusión jurídica, el Ejecutivo sí hace 
explícita la decisión de renunciar al proyecto de ley original, presentado en 2003 
por el Gobierno de Lagos. Mediante esta decisión, se “reseteó” la discusión 
parlamentaria, llevando un texto nuevo con otra redacción. En lo sustancial, el 
nuevo proyecto estima que el lobby debe ser definido por una serie de 
elementos: 


Son elementos de esta definición los siguientes. Por de pronto, consiste en una 
gestión o actividad que tiene por objeto promover, defender o representar 
cualquier interés individual, respecto de las decisiones que, en el ejercicio de sus 
funciones, deban adoptar las autoridades, miembros, funcionarios o servidores 
de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta 


el nivel que determine el reglamento. Esta defensa o representación se puede 
realizar respecto de actos normativos (decretos, resoluciones y proyectos) 
cualquiera sea su etapa de tramitación (elaboración, tramitación, aprobación, 
modificación, derogación, etc.); de decisiones, acuerdos, comunicados; de actos 
y contratos. Enseguida, el lobby puede ser remunerado o habitual”. 


La frase destacada es la clave para entender el sentido de estos elementos, siendo 
no solo la remuneración el criterio central para definir el lobby, sino también la 
habitualidad. A primera lectura, esto parecería dar la razón a la Cámara cuando 
rechazó el veto presidencial. Sin embargo, el nuevo proyecto de ley vuelve a 
generar una lista de excluidos de la categoría de lobbysta que deja el asunto, en 
lo sustancial, exactamente donde mismo. Dice el mensaje presidencial: 


(...) con el propósito de acotar las actividades o gestiones propias de lobby, existe 
una norma que dispone las actividades que no constituyen gestiones de lobby. 
Estas son definidas directamente por el legislador. Buscan evitar que respecto de 
ellos pueda suscitarse alguna discreción en el futuro. Su exclusión respecto del 
ámbito del lobby, como se observará, se explica por sí misma. A título ejemplar 
se pueden destacar las siguientes: 


Toda declaración, actuación o comunicación hecha por autoridades, miembros, 
funcionarios o servidores de los órganos de la Administración Estado o del 
Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, en el ejercicio de 
sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales. Las actividades 
desarrolladas por los miembros de las directivas de asociaciones gremiales, 
organizaciones no gubernamentales, corporaciones, fundaciones y colegios 
profesionales, salvo que gestionen intereses individuales. Todo tipo de asesorías 
a los funcionarios públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e 
investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, 
universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga que no 
represente intereses económicos específicos; así como las invitaciones que 
dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado. 


Las gestiones realizadas por las juntas de vecinos y demás organizaciones 
comunitarias; por los sindicatos; por las cooperativas; por las organizaciones 
religiosas; por las organizaciones indígenas; por las asociaciones gremiales 
artesanales y por las asociaciones de pequeños empresarios y de 
microempresarios; por las organizaciones juveniles, por los clubes deportivos 
que no sean sociedades anónimas y por las asociaciones culturales, que no 
persigan fines de lucro. Pero para que la exclusión opere, es necesario que estas 
actuaciones se ajusten a las finalidades definidas por la ley o, a las que son 
propias de su naturaleza, tratándose de aquellas organizaciones no reguladas por 
una ley2, 


Esto es interesante, pues, si bien al comienzo del mensaje el Ejecutivo dice 
comprender las razones por las cuales se detuvo la tramitación del proyecto 
anterior, repite en el nuevo proyecto la misma idea que había generado el traspié. 
Nuevamente, el Ejecutivo insistía en sacar de la categoría de “lobbysta” a 
centros de estudio, gremios, sindicatos y ONG. En cambio, para satisfacer un 
criterio de habitualidad, el Ejecutivo entregaba al Consejo para la Transparencia 
la determinación de una cantidad de audiencias solicitadas para pasar a tener la 
categoría de lobbysta. 


Dentro de los elementos no controvertidos, el segundo proyecto de ley conservó 
la idea de regular algunos aspectos del ejercicio del lobby, más allá de las 
audiencias solicitadas a las autoridades. Es así como subsisten, entre otras, la 
obligación de la inscripción previa para ejercer el lobby y la obligación de 
entregar trimestralmente información a los registros públicos. En cuanto a las 
prohibiciones, conviene destacar, en primer lugar, la prohibición que tenían los 
lobbystas, bajo este segundo proyecto, de contribuir al financiamiento de 
partidos políticos, campañas electorales y campañas internas de partidos 
políticos, pactos o coaliciones de partidos. Destacan, además, las prohibiciones 
propuestas para personas que están en determinados cargos de organismos del 
Estado de hacer lobby hasta después de dos años de haber cesado en ellos. En tal 
sentido, se establecía la prohibición para ciertas autoridades de pasar a trabajar 
directamente a oficinas de lobby luego de abandonar su función pública. Estas 
son las llamadas puertas giratorias entre la industria del lobby y el Estado. 


En paralelo a esta discusión, la prensa informaba sobre un “intenso lobby” que 
habría desplegado la Asociación Chilena de Empresas de Tecnología de la 
Información (ACTI) para frenar un proyecto de ley de promoción del software 
libre. Esta iniciativa, presentada por el senador Alejandro Navarro, fue aprobada 
por el Senado el jueves 20 de noviembre de 2008. En el marco de la discusión de 
la Ley de Presupuesto, Navarro exigía que “la cotización de equipos 
computacionales que incluya el costo de licencias debe indicar al menos una 
alternativa con software licenciado bajo la modalidad de fuente abierta o libre de 
costo. La cotización deberá acompañarse por una justificación especial si es que 
existe un software de código abierto o libre de costo que realice la misma 
función”. Con dicha iniciativa, explicaba Navarro, se buscaba que cada vez que 
un servicio público deba adquirir sistemas operativos y programas 
computacionales, como Windows y Office (de uso mayoritario en el Estado), 
considere a la hora de la licitación otras opciones, que también pueden ser de 
pago, pero sin requerir nuevos desembolsos de dinero en la renovación de 
licencias. Esto porque, de acuerdo a los cálculos del senador, el Estado 
desembolsaba anualmente en pago de licencias y renovación de licencias de 
programas computacionales una cifra cercana a los veinticinco mil millones de 
pesos. 


La iniciativa de Navarro fue rechazada en la Cámara de Diputados, lo que 
generó suspicacias respecto a la eficacia del lobby de ACTI. Por mientras, la 
discusión en el Congreso sobre la ley de lobby volvía a radicarse en el Senado, 
donde los miembros de la Comisión de Gobierno —Carlos Bianchi, Jaime Orpis, 
Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag— debieron analizar el segundo proyecto. 
Cabe destacar que tres elementos centrales, como eran el registro previo, la 
prohibición de donar dinero a campañas políticas y las reglas sobre puertas 
giratorias, no eran controvertidos al momento de tramitarse el segundo proyecto 
de ley en 2008. La discusión, permanentemente, está centrada en la pregunta 
“¿Quiénes son lobbistas?”. Fueron las empresas de comunicación estratégica 
quienes se ocuparon de dejar claro su desacuerdo con la exclusión de otro tipo de 
organizaciones. Hasta el Senado llegó Cristina Bitar, quien, según las actas, 
decía representar a la ONG Independientes en Red. Ella fue acompañada por 
Max Cano, quien acudió en representación de Burson-Marsteller, ICC Crisis, 
Imaginacción Consultores y Hill & Knowlton Captiva. 


Luego de superarse el trámite en la comisión, el nuevo proyecto llegó entonces a 
la Sala del Senado, donde se volvió a dar un áspero debate. Luego de 
intervenciones de senadores de Gobierno y oposición, el ministro Viera-Gallo 
tomó la palabra. Su intervención permite entender el tono en el cual esta 
discusión tuvo lugar: 


Al escuchar el debate, da la impresión de que el proyecto del Gobierno pretende 
legitimar lo indebido, lo ilícito, lo oscuro, lo turbio. Y debo decir, con toda 
claridad, que para la ilicitud está el Código Penal, en el cual se encuentran 
perfectamente establecidos y reglamentados, desde hace varios años, los delitos 
que pueden cometer los funcionarios públicos. Ahí se consigna con claridad 
meridiana que, si hay beneficio económico de por medio, existe delito. El 
objetivo de la presente iniciativa es regular lo que no es delito, lo que es lícito. 
En consecuencia, no tiene nada de ilegítima, porque se pretende transparentar lo 
que hoy ocurre, y darle una reglamentación”. 


Era la calurosa tarde del martes 13 de enero de 2009. El Senado aprobaba en 
general el segundo proyecto de ley que intentaba regular el lobby. La jornada, 
con todo, no fue un triunfo total para el Ejecutivo, pues el Senado solicitó que el 
Gobierno redactara indicaciones al proyecto. La oposición, alineada detrás del 
senador Hernán Larraín (UDI), argumentó en base a la siguiente intervención. 


Señor presidente, el punto central, el tema de fondo que hoy día debatimos es el 
mismo que hemos discutido de una u otra forma desde que estamos analizando 
en el Senado esta norma. Se vincula con definir el ámbito dentro del cual vamos 
a regular esta actividad; qué vamos a entender por lobby y, por lo tanto, quiénes 
son lobbystas; qué requisitos deben cumplir estos, y qué normas deben observar 
quienes se vinculen con ellos en cualquier ámbito de la acción de los órganos 
estatales. Me parece que mientras no resolvamos aquello no vamos a avanzar. 


Por mi parte, creo que, para dar el paso necesario en aras de la transparencia en 
la regulación del lobby, debemos concentrar nuestros esfuerzos en aquellas 
personas dedicadas a esta actividad en forma profesional y remunerada. Y no 
porque algunos la puedan hacer con habitualidad se los puede calificar así. 
Porque —como dije— hay organismos constituidos para eso, y al llamarlos 
lobbystas pareciera que están realizando una actividad de connotación 
peyorativa, en circunstancias de que lo que hacen —por ejemplo, un gremio que 
representa a un grupo de profesionales o a un sector productivo cuando se trata 
una legislación que lo afecta— en cumplimiento de sus funciones: dar a conocer 
su punto de vista y tratar de influir para que la decisión del caso sea la más 
adecuada para el desarrollo de la actividad correspondiente*?, 


En sentido contrario a lo que argumentaba la industria de la comunicación 
estratégica, Larraín señala que la habitualidad no puede ser considerada como un 
criterio de calificación de lobbysta. Esto sería peyorativo, piensa Larraín. Esto 
pone de manifiesto que, según observa el senador, el concepto “lobbysta” trae 
consigo un sentido peyorativo para algunas personas e instituciones. 


Esto muestra, además, el conflicto latente entre algunos senadores y el Ejecutivo. 
A fin de lograr un consenso, se solicitó al Gobierno una serie de nuevas 
indicaciones que precisaran algunos puntos. Las materias en las cuales se 
requirieron precisiones las enumera en su intervención el senador Gazmuri: 


Por lo expuesto, considero fundamental precisar muy bien qué es lobby. Creo 
que la definición contenida en el proyecto que nos ocupa es mucho mejor que la 
del anterior; se acerca a lo que, a mi juicio, debería entenderse por lobby: 
“Aquella gestión o actividad remunerada o habitual” —yo diría: “remunerada y 
habitual”— “ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, 
que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés 
individual”. Dicha frase se aproxima a la concepción de lobby como una 
actividad específica, que se realiza y deseamos regular: poner lo gris bajo la lupa 
de una mínima transparencia. Como es evidente, para completar aquella 
definición resulta esencial saber qué entiende la ley por “interés individual”. Por 


ello, estoy de acuerdo en que habría que corregirla, tal como se ha planteado acá. 
Esa es mi primera observación. En lo relativo a los registros, a mi juicio, el 
proyecto en análisis todavía no supera su ambigtiedad inicial en el sentido de 
carecer de una definición más precisa de lobby. Así, el hecho de que en la misma 
normativa se obligue a la autoridad a llevar un registro de las empresas lobbystas 
junto con el de las organizaciones de la sociedad civil, me parece incoherente. 
Porque, si queremos regular el lobby, debemos reglamentar, establecer y 
registrar, primero, las empresas que lo ejercen legítimamente —entre comillas— 
y segundo, los contactos que mantienen con las autoridades. Por tanto, a modo 
de ejemplo, cada sesión que “Pérez y Pérez, abogados asociados” (inscritos en el 
registro de lobbystas) celebraran con alguno de nosotros u otra autoridad 
quedaría registrada*!. 


De esta forma, se solicitaron indicaciones para precisar los conceptos de 
“lobbysta” e “interés individual” y para perfeccionar las reglas sobre registros. 
Es importante destacar que ninguna parte involucrada, ningún senador de la 
Comisión de Gobierno, ni tampoco el Ejecutivo, pone en cuestión las 
obligaciones y prohibiciones para los lobbystas en lo referente a inhabilidades y 
reglas sobre financiamiento de campañas. Las indicaciones solicitadas se 
presentaron ya entrado el otoño, en la segunda semana de mayo de 2009. Estas 
indicaciones fueron discutidas en la primera sesión de junio de la Comisión de 
Gobierno, cuando el Ejecutivo volvió a colocar la suma urgencia al proyecto. La 
Comisión de Gobierno, integrada por los mismos senadores, analizó en detalle 
las indicaciones del Ejecutivo. A propósito de la definición de lobby contenida 
en la letra a) del artículo 2°, el ministro José Antonio Viera-Gallo señaló que el 
concepto aprobado en general agrupaba las ideas que conforman correctamente 
la actividad de lobby, salvo en lo que dice relación con el significado de la 
expresión “interés individual”, que —a su juicio— lo restringía, dificultando el 
ámbito de aplicación de la ley. Por esa razón, el Ejecutivo sugería una nueva 
definición de “interés individual”, entendido como cualquier propósito o 
beneficio legítimo, sea o no de carácter económico, de una persona natural o 
jurídica o de una asociación o entidad determinada. El senador Larraín concordó 
con lo expresado por el señor ministro, sugiriendo aprobar la indicación número 
12 con la sola enmienda de sustituir el vocablo “individual” por “particular” — 
ya que el lobby se ejerce por terceros y no por sí mismo— e incorporar, a 
continuación de la expresión “natural o jurídica”, la frase “chilena o extranjera”, 
ideas que, en su opinión, ayudan a precisar el concepto de lobby como una idea 


neutra, lo que ayudará en su aplicación e interpretación. 


Así, se llegó a una definición negociada entre el Ejecutivo y el senador Hernán 
Larraín (UDI), siendo este último quien sugirió redactar la norma de modo que 
sea el intérprete quien pueda calificar la habitualidad como criterio definitorio 
del lobby. Sin embargo, será la remuneración el primero de los conceptos que 
debe tenerse en cuenta para tal efecto. Esta es la técnica legislativa mediante la 
cual se redactó la siguiente definición: 


Lobby: aquella gestión o actividad remunerada, generalmente habitual, ejercida 
por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto 
promover, defender o representar cualquier interés particular, respecto de las 
decisiones que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar las autoridades, 
miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del 
Estado o del Congreso Nacional. 


Junto con concordar esta definición, los senadores de la Comisión de Gobierno 
debían solucionar el problema referente a si organismos como gremios, 
sindicatos y otros debían ser considerados a priori lobbystas o no. La solución 
que propuso la Comisión es interesante, pues es la semilla que permite explicar 
el proyecto que finalmente termina siendo ley. En vez de considerar como 
lobbystas a este tipo de entidades, lo que se acordó fue que todas las autoridades 
deberían registrar sus reuniones, ya fuera con lobbystas, sindicatos, gremios u 
otros. De esta manera, todos estos actores quedaban afectos a los registros, sin 
ser por ello todos lobbystas. Este acuerdo logró unanimidad en la Comisión de 
Gobierno y, un mes después, también fue aprobada en la Comisión de Hacienda 
del Senado. 


La Sala del Senado aprobó el proyecto, con las indicaciones ya descritas, la 
última semana de julio de 2009, terminando así el primer trámite constitucional 
del segundo proyecto de ley. La pelota ahora pasaba nuevamente a la Cámara de 
Diputados, cuya Comisión de Gobierno recibió el proyecto al día siguiente de 


evacuado el trámite en el Senado. Quedaban menos de diez meses de la primera 
administración de Michelle Bachelet. Todo hacía presagiar que este proyecto 
recibiría urgencia de parte del Ejecutivo, para presentarlo dentro de su obra al 
terminar el período presidencial. Sin embargo, el texto dormiría por un largo 
tiempo en la Comisión de Gobierno. 


El día 13 de septiembre de 2009 falleció el exministro Edgardo Boeninger. En el 
contexto de la semblanza pública de su figura, el sitio de periodismo de 
investigación Ciper publicó un extracto de un libro que Boeninger no alcanzó a 
dar a conocer en vida. En ese texto, el exministro enumera los temas que la 
Concertación debía encarar hacia el futuro, recalcando la importancia de 
legitimar la Constitución, como marco general, y además algunos temas 
específicos donde menciona la necesidad de aprobar una ley de lobby. Dice 
Edgardo Boeninger: 


La nueva Ley de Acceso a la Información debiera significar un aporte 
importante. La transparencia, percibida como tal y comprobable por los 
ciudadanos, puede ser un instrumento muy poderoso tanto para instaurar 
comportamientos políticos más adecuados como para que la ciudadanía perciba 
que así ocurre. El proyecto de ley de lobby que se tramita actualmente en el 
Congreso Nacional también podría ayudar mucho en el mismo sentido, al 
transparentar y hacer públicos los contactos que las autoridades políticas 
mantengan con grupos de interés de diversa naturaleza. No se trata de 
interferencia o penalización, lo que podría conducir a problemas de gestión 
graves, sino de mera información sobre lo obrado, puesta en el sitio web y 
disponible para el escrutinio ciudadano. La ley propuesta ejercería una fuerte 
presión moral sobre la autoridad política pertinente, ya que si ella oculta un 
determinado contacto que después es revelado de alguna manera, queda en falta 
por haber mentido. Para lograr más plenamente el objetivo buscado se 
requerirían algunas normas adicionales orientadas a obtener información sobre 
todo contacto de autoridades que pudieran ser objeto de lobby, agregadas al 
proyecto de ley de lobby o añadido a la Ley de Acceso a la Información ya 
vigente*?. 


Esta convicción del exministro de Aylwin no hizo mella en el Ejecutivo, quien 
otorgó y quitó la urgencia al proyecto ocho veces a lo largo de 2009. En paralelo, 
la prensa hablaba sobre el lobby energético, específicamente del proyecto 
Barrancones. En un artículo del periódico de izquierda Punto Final se puede leer: 


El lobby termoeléctrico posee poder y una amplia red de influencias. Desde 
estudios jurídicos, como el de Bofill Mir & Álvarez, Hinzpeter, Jana —uno de 
cuyos socios, Rodrigo Hinzpeter, es coordinador del comando presidencial de 
Sebastián Piñera—, hasta personeros de la Concertación como Enrique Correa 
—presidente de la consultora Imaginacción—; el exministro de Energía, 
Economía y Minería de Ricardo Lagos, Jorge Rodríguez Grossi —quien antes de 
ser ministro fue gerente de la termoeléctrica Guacolda—,; la directora de Conaf, 
Catalina Bau —exesposa de Enrique Correa—; y los hermanos Ernesto y 
Eugenio Tironi, lobbystas profesionales que manejan la publicación de noticias 
en la mayoría de los medios. A la lista se agrega el actual ministro del Interior, 
Edmundo Pérez Yoma (DC), que ha hecho público lobby por AES Gener. 
También entran al juego Paul Fontaine y Rodrigo Danús —del comando 
presidencial de Marco Enríquez-Ominami—, dueños de la Consultora South 
World Business, implicada en la instalación de termoeléctricas en varias regiones 
del país, y dueños, además, de yacimientos carboníferos —en Curanilahue y 
Puerto Natales—, y de una empresa comercializadora de carbón. Otros 
interesados son los holdings Angelini y Von Appen, con su sociedad Copec- 
Ultramar, que controla un proyecto en Isla Riesco, Punta Arenas, que 
suministrará gran parte del carbón que consumirá el mercado eléctrico nacional 
en 20138, 


Tanto Eugenio Tironi como Rodrigo Hinzpeter serían blanco de atención de los 
medios en lo referente a sus vínculos con Barrancones y otros proyectos. Ambos 
ocupaban lugares estratégicos en los comandos de los dos principales candidatos 
presidenciales. Mientras esto ocurría, la campaña tomaba cuerpo, con tres 
candidatos perfilados en las encuestas. En ninguno de sus programas aparece 
mencionado el tema de la regulación del lobby, cuestión que se cruza con que en 
cada uno de los comandos había personas vinculadas de una u otra manera a la 
industria. Así, por ejemplo, aparece Tironi en el comando de Frei, Fernanda 
Otero en el comando de Piñera y Camilo Feres —vinculado luego a la oficina de 


comunicación estratégica Azerta— en el comando de Marco Enríquez-Ominami. 
Jorge Arrate, candidato presidencial de Juntos Podemos, coalición de izquierda, 
emplazó a sus oponentes, Eduardo Frei y Marco Enríquez-Ominami, a clarificar 
si tenían “operadores lobbystas” en sus comandos. Arrate, acompañado por 
dirigentes sindicales del Transantiago, señaló que 


(...) es importante transparentar si en las empresas que operan este sistema de 
transporte público hay tráfico de influencia, tal como lo denuncian 
representantes de los trabajadores, en particular, para evitar el cumplimiento de 
las normas laborales y los derechos de los asalariados. El tráfico de influencia 
parece ser hoy normal en la política, pero nosotros, la izquierda chilena, 
rechazamos esas prácticas y emplazamos al comando de Frei y de Enríquez, 
porque al de Piñera no es necesario hacerlo, a que diga si tienen lobbystas con 
intereses que van más allá de la campaña, como ocurrió con Eugenio Tironi, 
quien debió renunciar a su trabajo en una de las cadenas farmacéuticas acusadas 
de colusión, 


El giro de Larroulet 


Al triunfar Piñera, en enero de 2010, no había ninguna expectativa sobre la 
regulación del lobby, pues el candidato no había hecho ninguna promesa al 
respecto. Eso explica, en parte, el giro que experimentaría el proyecto de ley. El 
Gobierno de Sebastián Piñera comenzó el 11 de marzo de 2010, con Cristián 
Larroulet al mando de la agenda legislativa desde la Secretaría General de la 
Presidencia. En este rol, Larroulet heredó la carga de dos proyectos de ley 
frustrados que pretendían regular el lobby. Por una razón u otra, estas iniciativas 
habían fracasado y la agenda política no contemplaba este asunto como una 
urgencia legislativa. Así fue por un largo período de, al menos, diez meses, en 
que la administración Piñera no generó ninguna señal al respecto. La primera 
reacción de Larroulet se produjo como consecuencia de la acusación del 
diputado Alfonso de Urresti (PS), quien señaló a radio Bio-Bio que el presidente 
de la República había recibido lobby de parte de la empresa Suez Energy para la 
instalación del proyecto termoeléctrico Punta de Choros en la cuarta región. La 


Moneda rápidamente negó tales acusaciones. 


Un mes después, en el mismo plano energético, la prensa informaba sobre el 
reclutamiento de Cristina Bitar, de la empresa Azerta, para gestionar las 
comunicaciones de otro proyecto emblemático: Castilla. Según informaba El 
Mostrador el día 7 de octubre de 2010: 


Hace una semana y media la experta en comunicaciones, Cristina Bitar, socia de 
Azerta junto a Gonzalo Cordero (miembro además del CNTV), llegó 
formalmente a tomar las riendas del trabajo comunicacional y de asuntos 
públicos del proyecto termoeléctrico Castilla. Contratada por MPX, la empresa 
del millonario brasileño Eike Batista que impulsa la apuesta energética en la 
Región de Atacama, fue recomendada por el abogado Andrés Jana, del bufete de 
Bofill Mir & Álvarez Jana, donde hasta asumir su actual cargo era socio el 
ministro del Interior, Rodrigo Hinzpeter. 


Jana y Bitar se han encontrado en una serie de proyectos, generalmente en 
veredas opuestas. Donde coincidieron y trabajaron en forma paralela fue en el 
proyecto termoeléctrico Campiche, de AES Gener. Allí, Bitar estuvo a cargo del 
manejo de los stakeholders, de lo que —dicen— Jana (a cargo del tema legal) 
resaltó el buen manejo que logró con las comunidades y autoridades locales*. 


Este foco sobre los proyectos energéticos se explica por la intervención 
presidencial en el caso de Barracones, donde el presidente Piñera anunció que 
había conversado directamente con los ejecutivos de la empresa para reubicar el 
proyecto. Esta intervención ocurrió como consecuencia de masivas 
manifestaciones y marchas ciudadanas. Luis Cordero Vega, abogado 
administrativista, explicaba —en una columna en Ciper Chile— el problema 
regulatorio que estos proyectos suscitaban: 


La verdad es que estructuralmente al interior de este sistema, existen dos tipos de 
proyectos que inevitablemente suponen la intervención de autoridades 
nacionales (centralismo): aquellos que implican beneficios para una parte 
importante del país, pero que imponen gravámenes locales (típicamente los 
proyectos energéticos), y los que tienen asociados montos de inversión 
significativos y traen aparejado la contratación intensiva de mano de obra. A 
esos proyectos se enfrentan las exigencias nacionales (representada por esas 
autoridades de exclusiva confianza), con las demandas locales de calidad de 
vida, 


Ambos tipos de proyectos, según describe Cordero, se vuelven tierra fecunda 
para el rol de las influencias, tanto a nivel local como nacional. Ambos planos 
deben ser conjugados y, por ende, se requiere de asesores especializados en 
comunicaciones que sirvan de puente entre los dos niveles. Los vínculos de las 
empresas parecían no tener fronteras entre la Concertación y la derecha. Los 
proyectos energéticos tenían claras semejanzas con lo ocurrido antes con las 
mineras, las tabacaleras y otras industrias. Esta atención mediática generada por 
la agenda energética se vio aumentada por la noticia, difundida por El 
Mostrador, referente a las reuniones en La Moneda entre el ministro Cristián 
Larroulet y dos hombres clave de la Concertación: Enrique Correa y Eugenio 
Tironi. Así informaba el diario digital sobre estos encuentros: 


Los vieron llegar juntos. En medio de la fría tarde de este martes, el exministro 
Enrique Correa y el sociólogo Eugenio Tironi cruzaron rápido el Patio de los 
Naranjos de La Moneda y enfilaron al despacho del ministro secretario general 
de la Presidencia Cristián Larroulet donde sostuvieron un largo encuentro 
reservado. El motivo: según fuentes de Palacio que supieron el contenido de la 
conversación, Larroulet está muy preocupado por el nivel de encrespamiento que 
existe en el Congreso por la decisión del presidente Piñera de cuestionar la 
administración Bachelet por supuestos casos de corrupción y mala 
administración. Esta situación tiene parada la agenda legislativa que el 
“Boéninger de la derecha” debe conducir. El clima que debe enfrentar es tal que 
el senador PS Camilo Escalona graficó el estatus de Larroulet, diciendo que el 
ministro de la Segpres cuando va a Valparaíso es “un alma en pena”. 


El año 2008 Correa, desde el think tank ProyectAmerica, y Larroulet, desde 
Libertad y Desarrollo, sostuvieron una serie de encuentros que desembocaron en 
una propuesta de estudio de reformas del Estado que incluyó a los más 
influyentes centros de estudio como el CEP, Chile 21, la fundación Jaime 
Guzmán, Expansiva y Cieplan, que preside Tironi. De ahí que en la cita se puso 
especial énfasis en la necesidad de retomar “la democracia de los acuerdos” 
instaurada por la Concertación y anunciada por Piñera como un eje de su 
gobierno junto a la unidad nacional?”. 


Estas supuestas reuniones volvieron a colocar el foco sobre Tironi y Correa, 
quienes, pese a pertenecer al genoma de la Concertación, tenían, o parecían 
tener, influencias y ascendencia sobre el Gobierno de Piñera. Ante esta nueva 
aparición del lobby en la prensa, con casos y especulaciones, Larroulet decidió 
dar una señal política y anunció que el Ejecutivo presentaría un nuevo proyecto 
de ley para regular el lobby. Este anuncio fue realizado durante la última semana 
de agosto de 2010. Inmediatamente, se generaron especulaciones respecto a 
cuándo se presentaría el proyecto, siendo el mismo Larroulet quien fijó este 
trámite legislativo para el primer semestre de 2011. El investigador José 
Francisco García, de Libertad y Desarrollo, publicó entonces una columna en La 
Tercera apoyando un giro regulatorio respecto a los primeros dos proyectos. 


El Gobierno ha anunciado que la regulación del lobby será pieza fundamental de 
su agenda legislativa del primer semestre de 2011. Se trata de un tema complejo 
en lo político y en lo técnico, lo que se ve reflejado en que el actual proyecto de 
ley sobre la materia, después de ocho años de discusión parlamentaria, varias 
indicaciones y hasta un veto presidencial, no haya sido aún aprobado. Si bien la 
regulación del lobby se ha fundamentado en la búsqueda de estándares más altos 
de transparencia en el proceso de toma de decisiones públicas, el proyecto de ley 
citado dista mucho de alcanzarlo: su diseño regulatorio es deficiente y tiene el 
potencial de lesionar diversas garantías constitucionales. 


(...) Adicionalmente, al parecer nadie quiere ser considerado lobbista. Es por 


ello que una de las normas más problemáticas del proyecto —y que seguramente 
será nuevo foco de controversia— no dice relación con qué será considerado una 
acción de lobby, ni quiénes serán considerados lobbistas, sino, precisamente, 
aquellas actividades consideradas exentas. No deja de ser curioso que los grupos 
exentos se hayan duplicado desde el inicio de la discusión hasta su última 
versión. 


(...) Bajo este escenario, ¿existen alternativas más prácticas, efectivas y 
eficientes de regulación? Sí. Inglaterra y la Unión Europea, analizando 
críticamente la regulación americana, han potenciado la autorregulación del 
lobby, los Códigos de Conducta —tanto de lobbies como de autoridades públicas 
— y los mecanismos pro-transparencia. Lamentablemente, nuestro debate no ha 
prestado mayormente atención a estas experiencias?, 


La tesis de García es que la discusión legislativa chilena iba por mal camino, en 
tanto se encontraba empantanada en la pregunta “¿Quién es lobbista?” o, más 
precisamente, “¿Quién no es lobbista?”. Ante esta dificultad, sugiere incorporar 
ideas de Inglaterra y la Unión Europea, como la autorregulación del lobby, los 
códigos de conducta y otros mecanismos. El mismo García piensa que los 
problemas que enfrentaron los proyectos anteriores volverían a repetirse en el 
nuevo intento, encabezado esta vez por Larroulet. Esta vez, los lobbistas iban 
con i latina, y ya no con la y griega que tuvieron durante la década anterior. Sin 
embargo, la promesa de presentar un nuevo proyecto durante el primer semestre 
de 2011 no se cumplió. Es más, no volvió a hablarse sobre el tema durante largos 
meses, pese a que el mismo Larroulet había señalado que la ley del lobby era una 
prioridad del Gobierno de Piñera. 


Si somos estrictos, veremos que la tramitación legislativa no registra ninguna 
gestión hasta mayo de 2012, es decir, casi un año y medio después del anuncio 
inicial de Larroulet. En ese período, la prensa siguió destacando los supuestos 
casos de lobby. Así, aparecieron menciones a las licitaciones portuarias en San 
Antonio, los proyectos de ley sobre tabaco, la regulación de las AFP, la 
publicidad de alimentos y la energía nuclear, entre otros. El llamado “lobby 


nuclear”, en particular, fue reporteado por el medio digital El Mostrador. Este 
asunto marcó un hito, pues fue la primera vez que se hizo una explícita mención 
a gestiones de lobby amparadas por embajadores o cónsules extranjeros. En el 
artículo firmado por la periodista Yael Schnitzer, titulado “Cómo funciona el 
lobby nuclear en Chile”, se señala: 


El lobby nuclear se hace en las embajadas, los ministerios, el Parlamento y con 
importantes empresarios chilenos. “Los actores principales son las empresas, 
Areva (Francia) y Westinghouse (EE. UU.), son las que tienen que actuar e 
imagino que lo están haciendo. Así tiene que ser y nosotros lo alentamos, porque 
también lo hacemos”, afirma Anatole Gubin, representante de Intermash, 
empresa nuclear rusa que intenta instalarse en Chile. 


El lobby nuclear aterrizó en nuestro país hace más de siete años y los primeros 
en llegar fueron los rusos. El primer acto consistió en un viaje a Moscú con el 
entonces alcalde de Santiago, Joaquín Lavín. El ejercicio se repitió el 2007, 
donde fueron invitados tres senadores: Ricardo Núñez (PS), Jaime Orpis (UDI) y 
Baldo Prokurica (RN). Anatole Gubin lideró estos viajes y considera que fueron 
un éxito. “Hay varios parlamentarios que tenían una opinión negativa de la 
energía nuclear y cuando tuvieron contacto con nosotros, les expusimos la 
situación, viajaron a ver cómo funcionan los reactores y cambiaron su opinión”, 
afirma?, 


Esta es una clara señal respecto de las conexiones que existirían entre el lobby de 
determinadas industrias y las delegaciones diplomáticas de sus países de origen. 
Esta cuestión apareció claramente en el verano de 2011, cuando se conocieron 
los denominados Wikileaks relativos a la aprobación de la Central Campiche 
durante el primer gobierno de Michelle Bachelet. Dicha central fue aprobada en 
un área verde y, según revelaban los cables publicados en Ciper, hubo gestiones 
directas del embajador de Estados Unidos, Paul Simons. Además de Simons, 
aparecen mencionados el estudio jurídico de Andrés Jana y Rodrigo Hinzpeter y 
la empresa de lobby Azerta, a través de Cristina Bitar. El alto nivel de atención 
pública generado por estas afirmaciones no se compara con el bajo interés que 


generaron las acusaciones que hiciera el senador Alejandro Navarro, quien 
sostuvo que, en materias de alimentos y semillas, el padre de la entonces vocera 
de Gobierno, Ena von Baer, oficiaba de lobbista en el Senado para conseguir un 
trato preferente en materias de patentes y propiedad industrial. Así lo informaba 
radio Bio-Bio: 


Senadores de la Concertación presentarán mañana viernes ante el Tribunal 
Constitucional un requerimiento contra la ratificación del Convenio 
Internacional para la Protección de Obtenciones Vegetales. El convenio, 
conocido como UPOV 91 y que fue ratificado en el Senado, establece que quien 
crea una nueva cepa de algún vegetal o semilla será propietario de esta mediante 
una patente intelectual. Esto significa que el agricultor que quiera utilizarla 
deberá pagar por hacerlo durante un número determinado de años. 


(...) 


Mientras tanto el senador del MAS, Alejandro Navarro, dijo que la ratificación 
del UPOV 91 es el típico caso en que el lobby ante la Cámara Alta resultó 
exitoso. Estimó que el Gobierno debe explicar la intervención del padre de la 
vocera de La Moneda, Ena von Baer, el empresario del rubro Erik von Baer, 
quien participó en el debate en Senado para conseguir la aprobación del 
convenio%, 


Dirigentes políticos en el Congreso, como Alejandro Navarro, Enrique Accorsi o 
Guido Girardi, y ministros como Jaime Mañalich fueron solo algunos de los que 
concurrieron a la prensa a señalar la presencia de lobbistas operando en diversos 
proyectos de ley en 2011. Sin embargo, quien fue el más persistente inquisidor 
en esta materia fue el rector de la Universidad de Chile, Víctor Pérez Vera. En 
repetidas cartas a los diarios, el rector Pérez insistió en la necesidad de regular el 
lobby, práctica que señala como clave en la estrategia comunicacional de las 
universidades privadas. En plenas movilizaciones del año 2011, Pérez insistiría 
en repetidas ocasiones acerca de la necesidad de regular el lobby que generarían 


los planteles privados en pos de detener cualquier intento de reforma. Estas 
permanentes interpelaciones pasaron de ser menciones generales a directas 
peticiones al Ejecutivo. En una de ellas, publicada en el diario El Mercurio el día 
12 de octubre de 2011, el rector Víctor Pérez señala: 


El viernes pasado, en El Mercurio, David Gallagher decía que hay buenas ideas 
que son indispensables para el progreso y la estabilidad del país, y que cuentan 
con un apoyo amplio, pero que por alguna razón no logran nunca ser 
implementadas. Una de ellas es la regulación del lobby, que sigue actuando con 
total impunidad en nuestro país, pese a la creciente indignación ciudadana con 
los conflictos de interés y el tráfico de información e influencias. No se entiende 
bien por qué se sigue permitiendo la impunidad para los negocios de unos pocos 
en perjuicio de la convivencia democrática. Desde hace meses que hemos 
planteado que hay que regular el lobby en Chile, y hasta el momento, 
lamentablemente, no hay novedades concretas que impliquen proyectos, 
urgencias y plazos“. 


Esta carta de Pérez se refiere a una columna anterior de David Gallagher, 
intelectual vinculado al Centro de Estudios Públicos, que había señalado la 
regulación del lobby como una necesidad urgente*. Al mes siguiente, en el 
discurso por el aniversario de la Universidad de Chile, Pérez se preguntaba 
retóricamente: 


¿Tampoco es de sentido común pedir una ley para regular el lobby oscuro que se 
hace de espaldas a la ciudadanía y que beneficia a unos pocos y perjudica 
nuestra convivencia democrática? El silencio de las autoridades respecto de este 
tema oscurece cada vez más el asunto. 


(> 


¿No hay hipocresía cuando se habla de transparencia pero se permite que opere 
un lobby oscuro o que las universidades privadas no deban entregar balances o 
ser fiscalizadas por la Contraloría General de la República o cumplir con las 
mismas normas de transparencia e información pública que se pide a las 
universidades estatales, pese a recibir recursos públicos? 


Con la tramitación frenada en el Congreso, Larroulet llegaba al final del 2011 
con una gran presión legislativa sobre sus hombros. Por un lado, buena parte del 
programa del candidato Piñera se encontraba postergado por la reconstrucción 
posterior al terremoto. Por otro, los estudiantes colocaron en la agenda pública la 
necesidad de una reforma educacional. Esta arista había abierto flancos en los 
diversos grupos de interés vinculados a la educación, ya sea universidades 
estatales, privadas, institutos de formación técnica, liceos públicos, colegios 
subvencionados o particulares pagados. Fue probablemente esta carga legislativa 
y este afloramiento de flancos lo que postergó la tramitación de la ley de lobby. 


Jorge Burgos, diputado DC, otrora protagonista central del primer proyecto, 
decidió entonces volver a la carga. Junto al diputado Nicolás Monckeberg (RN) 
Salieron juntos a pedir con urgencia la regulación del lobby. Según consigna La 
Tercera, el día 13 de octubre de 2010, los diputados llamaron a un punto de 
prensa en el Congreso, donde señalaron: 


“Hoy, más que nunca, Chile necesita de una ley que regule el lobby. Por una u 
otra razón, lo concreto es que después de haberse presentado una moción para 
normar esta actividad, aún no hay un estatuto que lo regule, que lo limite, que lo 
haga efectivamente transparente. El Gobierno debe poner urgencia al actual 
proyecto, detenido en el Senado hace casi tres años. Si desea incorporar una 
indicación sustitutiva, que lo haga, pero ya”. 


Em) 


Los legisladores justificaron su petición, además, en que “en los próximos meses 
ingresará a trámite una nueva ley de pesca, el lobby allí ya está desatado”, por lo 
cual “lo decente sería tramitar esta nueva legislación en el ámbito pesquero, con 
un lobby regulado, donde todos los sectores den la cara”, concluyeron“. 


Llama la atención que ya entonces se hablara sobre el lobby respecto a la ley de 
pesca, incluso antes de que esta ingresara siquiera a tramitación. Pese a la 
presión de los diputados, pese a las menciones en prensa, Larroulet no reaccionó. 
De hecho, demoró casi dos años en cumplir la promesa que hizo en 2010. Se 
dejó pasar casi la mitad de la gestión del Gobierno de Piñera sin presentar nunca 
una urgencia al segundo proyecto ni un nuevo proyecto. El año 2012 fue el 
momento clave donde el Ejecutivo, comandado por Sebastián Piñera, tomó la 
decisión definitiva de darle un giro a la ley. Ya desde el verano de 2012 se 
observa que los medios de comunicación, incluso los más tradicionales, habían 
incluido el tema del lobby entre las prioridades informativas. El diario El 
Mercurio, durante enero, publicó artículos donde se señala el rol del lobby en 
diversos proyectos de ley y materias de regulación. Así, por ejemplo, en medio 
de la polémica por el rechazo a la indicación que prohibía fumar en espacios 
públicos cerrados, el diputado Enrique Accorsi (PPD) realizó duras 
declaraciones: 


Para el expresidente del Colegio Médico, el éxito de estas conversaciones “tiene 
que ver con el financiamiento de campañas políticas”. “La industria tabacalera, 
la industria de los pollos, la industria salmonera o la industria que tiene que ver 
con el retail siempre está presente (...). Eso es un hecho, nosotros sabemos que 

es así y, en general, estas grandes empresas aportan a todos por igual”, sostuvo 
Accorsi. “Por eso estamos tan preocupados por el financiamiento de la política, y 
lo que queremos es que haya un financiamiento transparente y que el lobby se 
regule”, añadió. En ese sentido, llamó a quienes votaron a favor de derogar la 
prohibición de fumar en bares, pubs y restoranes a “hacerse responsables” de su 
decisión*. 


Dos días después de esta noticia, fue el lobby en el rubro financiero el que 


concitó la atención del diario más tradicional del país. En un artículo publicado 
en Economía y Negocios, se señala a la empresa Multicaja, controlada por el 
exministro Javier Etcheberry y los empresarios Bruno Philippi y José Luis del 
Río. Según la información del artículo, esta empresa habría desplegado un lobby 
para conseguir que el Gobierno dictara regulación referente al acceso de esta 
empresa a las transacciones financieras, compitiendo así con el monopolio de 
Transbank, propiedad de un grupo de bancos. Para conseguir sus objetivos, los 
empresarios y el exministro se habrían reunido con el ministro de Desarrollo 
Social, Joaquín Lavín, y con el superintendente de Bancos, Rafael Bergoeing. 


A estas pautas informativas se sumó el ministro de Salud, Jaime Mañalich, quien 
apuntó a la industria del lobby como la responsable del rechazo al proyecto de 
ley sobre tabaco. En una polémica entrevista radial, el Ministro Mañalich señaló: 


“Yo no los recibo una vez que se traslada la discusión al Parlamento y antes 
también me prohíbo recibir agencias de este tipo. En dos años como ministro, lo 
que llamamos lobby o influencia es un dato de la causa, está presente en todo 
proyecto. En estos momentos se discute en el Congreso, a ley antitabaco y de 
alcoholes, que endurece las penas contra quienes conduzcan bajo la influencia 
del alcohol y en estado de ebriedad y el lobby está presente en todo momento. La 
semana antepasada vivimos una situación bochornosa en la Cámara de 
Diputados, en la cual se había llegado a un acuerdo político y en definitiva en la 
sala, por influencias legítimas o ilegítimas, ese proyecto de ley se desdibuja y 
tenemos que ir al Senado a representarlo. Esa ley evidentemente en su 
tramitación ha estado sujeta a todo tipo de influencia, de organizaciones que 
están en contra y a favor del tabaco”, puntualizó, 


No pasó una semana sin que el rector Víctor Pérez Vera aprovechara la 
oportunidad abierta por esta línea de artículos publicados en El Mercurio. En una 
carta al director, publicada la primera semana de febrero de 2012, que lleva el 
provocador título de “Lobby oscuro”, Pérez señala: 


A raíz de la votación sobre la ley antitabaco, varios parlamentarios denunciaron 
un gigantesco lobby de tabacaleras y casinos de juego. El propio ministro de 
Salud, doctor Jaime Mañalich, se sumó a las denuncias y dijo que es 
imprescindible regular esta práctica que implica influencias en nuestros actos 
políticos y ciudadanos, además de afirmar que él no recibe agencias de lobby. 


Es necesario que los poderes Ejecutivo y Legislativo informen públicamente 
sobre las agencias de lobby que han realizado gestiones o presiones para forzar 
la voluntad democrática a favor de intereses particulares, más aún en momentos 
en que se están tramitando proyectos de ley de gran interés social. Por lo mismo, 
llevamos meses pidiendo pública y reiteradamente que se termine la impunidad 
del lobby oscuro y no regulado que se realiza en nuestro país y que beneficia a 
unos pocos en perjuicio de todos”. 


Larroulet, entonces, reaccionó. La segunda semana de marzo de 2012, hizo el tan 
esperado anuncio de reimpulsar la regulación del lobby. Mediante un punto de 
prensa, el ministro anunció un conjunto de indicaciones al segundo proyecto, 
aquel que presentara Bachelet en 2008. La materialización de estas indicaciones 
ingresó a tramitación en el Congreso la última semana de mayo de 2012. Dentro 
de las indicaciones se lee un claro giro regulatorio. Las obligaciones legales que 
antes pesaban sobre los lobbistas desaparecen. En su lugar, se establece una 
obligación dirigida a las autoridades públicas, respecto a mantener la publicidad 
de sus agendas de reuniones. De esta forma, las reuniones solicitadas formarían 
un precipitado concentrado en los registros, donde aparecerían expuestos los 
lobbistas, con i latina, a partir del proyecto de 2012. Junto a los lobbistas aparece 
un nuevo concepto legal, denominados “gestores de interés”, para nombrar a 
aquellos sujetos que no cobran por la representación de intereses ante las 
autoridades. Reglas como la incompatibilidad con el financiamiento electoral, 
con los puestos directivos de los partidos políticos, así como aquella referente al 
registro previo, desaparecieron del texto legal. 


Un ácido crítico de las indicaciones propuestas por Larroulet fue el economista 
Eduardo Engel, quien escribió, junto al académico Daniel Kaufmann, una dura 


columna en contra del tercer proyecto. En ese texto, irónicamente titulado “Ley 
de lobby: ¿mejor es nada?”, los autores desmenuzan el proyecto del Gobierno de 
Piñera, lo contrastan con los anteriores y también con los estándares de la OCDE 
al respecto. Es necesario observar in extenso la columna de Engel y Kaufmann: 


Al igual que los Gobiernos de Lagos y Bachelet, el Gobierno de Piñera ha 
presentado al Congreso un proyecto de ley que propone normar la actividad de 
lobby. ¿Correrá mejor suerte este proyecto que sus antecesores? ¿Vale la pena 
que corra mejor suerte? ¿Cuáles son sus principales virtudes y defectos? ¿Cómo 
se compara con versiones anteriores, con las legislaciones de otros países, y con 
lo que se considera “mejor práctica” según la OCDE? Esas son las preguntas que 
abordamos a continuación. 


Tres son las principales recomendaciones que hace la OCDE para las 
legislaciones de lobby. La primera es una definición clara y amplia de qué 
constituye un lobista, la cual debe ser fiscalizada con determinación. Esta 
definición debe ir más allá de quienes se autodefinen como lobistas, dirigentes 
empresariales y sindicales, organizaciones no gubernamentales (ONG) y 
académicos con acceso regular a legisladores. Los lobistas también deben incluir 
quienes buscan influir sobre el Poder Ejecutivo además del Legislativo. 


Una segunda recomendación de la OCDE es que los lobistas deben hacer pública 
información relevante sobre su actividad. Dicha información incluye sus clientes 
y los destinatarios de sus actividades de lobby. Más aún, también debiera hacerse 
pública información financiera de las empresas del rubro. La tercera 
recomendación de la OCDE es que las regulaciones del lobby tengan por 
objetivo crear una “cultura de integridad” en el gobierno, las ONG y los propios 
lobistas. 


En Chile, el nuevo proyecto que ingresó al Congreso recientemente se centra en 
la creación de registros de la agenda pública de funcionarios y autoridades de 
gobierno, proponiendo la creación de un total de nueve (leyó correctamente, 


nueve) registros. En dichos registros se deberá indicar la persona, organización o 
entidad con quien se sostuvo la audiencia o reunión, el lugar o fecha de su 
realización y la materia específica tratada. 


El proyecto del Gobierno anterior combinaba los registros de audiencias con 
exigencias de transparencia para los lobistas, quienes tenían la obligación de 
inscribirse en un registro público. Las exigencias para los lobistas han 
desaparecido en la nueva versión. 


Con el nuevo proyecto de ley, será la institución fiscalizada quien dictará las 
normas que regulan sus registros, quien fiscalizará su aplicación y quien aplicará 
eventuales sanciones. Así, por ejemplo, “las normas que regulen los registros del 
Congreso Nacional serán, para cada Cámara, las que apruebe la Sala de cada una 
de ellas, a proposición de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia 
Parlamentaria, según corresponda”. En la versión anterior el rol fiscalizador lo 
jugaba el Consejo para la Transparencia, un ente autónomo cuyo independiente 
se ha ido demostrando con su actuar. 


Cabe preguntarse por qué se pasó de un esquema de contrapesos en la 
fiscalización a uno de “autofiscalización”, con los evidentes riesgos que tiene 
“dejar al gato cuidando la carnicería”. Aunque el Gobierno no justifica ninguno 
de los cambios, es probable que uno de los problemas que enfrentó el proyecto 
anterior haya sido, precisamente, las objeciones de parlamentarios a que la ley 
sea fiscalizada por un ente autónomo. Cabe preguntarse por qué la nueva 
legislación no regula directamente a las empresas lobistas. No dejaría de ser 
irónico que hayan sido estas empresas las que hayan convencido a la autoridad 
de la “conveniencia” de regular las actividades de los demás actores, pero no las 
propias. También cabe preguntarse por qué la nueva legislación no regula 
directamente a las empresas lobistas. 


La evidencia comparada sugiere que existe una clara relación entre cómo se 
financia la política y cómo se debiera regular el lobby. Dado que en Chile el 


Servicio Electoral no monitorea el gasto efectivo en las campañas, en la práctica 
no existe un límite al financiamiento privado de la política. En este escenario, es 
importante que una ley de lobby promueva la transparencia y regule las 
conductas. La legislación propuesta es sumamente débil en ambas dimensiones. 
El proyecto del Gobierno no incluye las principales recomendaciones de 
transparencia de la OCDE, centradas en que las empresas lobistas informen sus 
clientes, los destinatarios de sus actividades y sus finanzas. En cuanto a 
conductas, el proyecto no hace el menor atisbo para incorporar un Código de 
Conducta que promueva una cultura de integridad. 


Si se compara la legislación propuesta con las buenas prácticas internacionales, 
es difícil evitar la conclusión de que el proyecto que ingresó a la Cámara de 
Diputados el 18 de mayo no es más que un saludo a la bandera, que contribuirá 
poco o nada a transparentar la relación entre dinero y política. Probablemente 
sea mejor no tener una legislación para el lobby que aprobar el nuevo proyecto. 
La ausencia de una regulación al menos hace evidente una falencia importante 
de nuestro sistema político*%, 


Esta columna publicada en La Tercera surgía, entonces, como un dardo certero a 
la línea de flotación del proyecto presentado por Larroulet. Era el tercer proyecto 
de ley en diez años y aparecía como un saludo a la bandera, según respetados 
académicos. Además, según Engel y Kaufmann, el proyecto incumplía los 
estándares de la OCDE y, por si fuera poco, parecía un traje a la medida de los 
lobistas, con i latina y una sola b. La respuesta de Larroulet no se hizo esperar y, 
en una seguidilla de cartas al diario La Tercera, enfrentó una a una las críticas de 
Engel, quien a su vez retrucó y respondió. Era la primera vez que un ministro 
enfrentaba públicamente los cuestionamientos acumulados por casi diez años de 
proyectos fallidos. Era también la primera vez que Eduardo Engel asumía, en la 
opinión pública, un rol tan claro en materias de probidad y transparencia. 
Ambos, Larroulet y Engel, provenían del mundo de la academia y la 
investigación. Engel en Estados Unidos, en la prestigiosa Universidad de Yale, 
ubicada en New Haven. Larroulet, en la Universidad Católica y en el centro de 
estudios Libertad y Desarrollo. Por ende, este era un enfrentamiento de pesos 
pesados, en una materia central como la regulación del lobby. A la columna de 
Engel y Kaufmann, el ministro Larroulet decidió contestar mediante una carta a 


La Tercera, donde contraataca: 


El Gobierno presentó una indicación sustitutiva y puso urgencia al proyecto de 
ley que regula el lobby. Eduardo Engel criticó en una columna el nuevo 
proyecto. La indicación perfecciona la propuesta previa, amplía su ámbito de 
aplicación y elimina discriminaciones. El texto previo no consideraba lobby la 
promoción de intereses particulares hecha por asociaciones gremiales, 
sindicatos, ONG o fundaciones. El nuestro suprime esas excepciones, y se aplica 
a toda persona natural y jurídica que defienda intereses ante órganos del Estado. 
También amplía las autoridades y funcionarios considerados posibles 
destinatarios de tales gestiones. 


El proyecto actual pone el foco en las autoridades y funcionarios, para que los 
ciudadanos y órganos fiscalizadores conozcan qué gestiones de intereses 
particulares se hacen ante ellos. Por eso se optó por emplear registros de agenda 
pública, donde se estamparán las reuniones con personas que defiendan tales 
intereses, indicando con quién se hizo y qué materia se trató. Engel dice que el 
número de esos registros es excesivo, pero es positivo, porque además de 
publicarse en el sitio web de cada órgano, la Segpres los pondrá a disposición del 
público. Otra de sus críticas es que con el nuevo proyecto cada institución 
regulará y fiscalizará sus registros. No es así, salvo cuando proceda 
jurídicamente, igual que en el texto previo. Dice que las normas que regulen los 
registros del Congreso serán las que apruebe cada sala, lo cual estaba en el 
proyecto anterior, porque sería inconstitucional que otro organismo lo hiciera. 
Las autoridades y funcionarios del Gobierno y la administración, en cambio, 
serán fiscalizados por la Contraloría, porque la Constitución lo permite. 


Engel sugiere que el nuevo proyecto no contiene exigencias de transparencia 
para lobbistas, pero todas las gestiones de intereses particulares que estos 
realicen ante los órganos del Estado quedarán en los registros de agenda 
pública? 


Ante la respuesta de Larroulet a Engel, fue el rector Víctor Pérez quien salió a 
enfrentar al ministro Secretario General de la Presidencia. A los pocos días de 
publicarse el intercambio, el rector envió su propia misiva a La Tercera, donde 
sostiene: 


El ministro Secretario General de la Presidencia defendió, en carta a La Tercera, 
que solo se publique un registro de agenda pública con las reuniones de las 
autoridades, rebatiendo la propuesta de Eduardo Engel de que existan exigencias 
de transparencia para lobistas, en línea con las principales recomendaciones de 
transparencia de la OCDE. ¿Esa agenda pública que propone el ministro incluirá 
llamadas telefónicas, mensajes de texto, conversaciones informales o reuniones 
en casas particulares entre autoridades y lobistas? Sorprende que se defienda el 
ocultamiento de información por parte de quienes ejercen presiones sobre el 
Estado para forzar la voluntad democrática a favor de intereses particulares, más 
aún en momentos en que se están tramitando o dejando de tramitar proyectos de 
ley de gran interés social, cívico y económico. 


Para controlar el lobby y su tráfico de información, influencias y recursos, es 
necesario que todas las autoridades públicas informen sobre los llamados 
telefónicos, correos electrónicos y reuniones formales o sociales que reciben de 
parte de agencias de lobby, decisión que debería ser aplicada voluntariamente 
desde hoy y confirmada a través de una ley con discusión inmediata. Esta ley 
también debería forzar a las agencias de lobby a informar públicamente sobre su 
lista de clientes y los temas que están planteando a cada autoridad. No hay 
ninguna justificación para mantener esta situación de impunidad al lobby que 
solo trae beneficios espurios a unos pocos”, 


A esta carta de Pérez, Larroulet también contestó, intentando dar por 
solucionadas cada una de las críticas que hiciera el rector. En una nueva misiva a 
La Tercera, Larroulet señala: 


En relación con la carta publicada el 29 de junio, del rector de la Universidad de 


Chile, Víctor Pérez, cabe partir recordando que, al presentar una indicación 
sustitutiva y poner urgencia al proyecto de ley sobre lobby, el Gobierno reactivó 
una iniciativa cuya primera versión fue ingresada al Congreso en 2003. Es decir, 
luego de nueve años de discusión, Chile aún no cuenta con una ley sobre la 
materia y este nuevo impulso es una oportunidad cierta para dar otro importante 
paso en materia de transparencia. 


La nueva propuesta presenta múltiples ventajas: amplía el ámbito de aplicación 
respecto al proyecto original, elimina discriminaciones, sitúa el foco donde 
corresponde, que es en las actividades de las autoridades y funcionarios, y 
emplea instrumentos apropiados para incrementar la transparencia del Estado. 
En efecto, el medio de que se vale el texto son los registros de la agenda pública. 
En ellos deberá darse cuenta de todas las audiencias y reuniones sostenidas por 
las autoridades y funcionarios a que el proyecto alude, que tengan por objetivo la 
gestión de intereses particulares, cualquiera sea el sitio en que ocurran. 


Por otra parte, el Ministerio a mi cargo deberá poner a disposición de la 
ciudadanía esos registros. Por lo tanto, cualquiera podrá conocer todas las 
gestiones de intereses particulares hechas por una persona o institución. De esta 
manera, no solo se transparentará la actividad de las autoridades, sino que se 
podrá identificar también a los lobbystas y a quienes realizan gestiones de 
intereses particulares frente a aquellas. Quedan así resueltas las principales 
preocupaciones del rector Pérez. Sin perjuicio de ello, esas y otras observaciones 
podrán ser representadas durante el debate en el Parlamento, que es donde todo 
esto debe finalmente resolverse. Con todo, el Gobierno estará siempre a favor de 
mayor transparencia, sin que ello implique afectar garantías constitucionales, 
como la inviolabilidad de las comunicaciones privadas?!, 


Así, en un bando aparecía Engel junto a Pérez, y en otro el Ejecutivo en la pluma 
de Larroulet. Fue entonces cuando otros actores salieron a tomar posición 
respecto al proyecto del Gobierno de Piñera. Mario Drago, quien ya antes había 
publicado textos en conjunto con Enrique Correa, argumentó también en contra 
del proyecto de Larroulet: 


El proyecto sobre lobby enviado por el Gobierno a trámite legislativo constituye 
un retroceso en materia de transparencia, en comparación con el proyecto 
original ingresado al Congreso el año 2003. Uno de los mayores cambios es la 
eliminación de la obligación para los lobbystas de inscribirse en un Registro 
Público como condición para realizar sus actividades en forma legal. El proyecto 
original establecía que en tal registro, de libre acceso, los lobbystas debían 
registrar sus gestiones, mandantes, temas y autoridades contactadas. Así, se 
buscaba transparentar las actividades de lobbystas y grupos de interés con el 
objetivo de que los ciudadanos pudiéramos saber quiénes procuran influir con 
mayor o menor éxito en la adopción de decisiones y políticas públicas, a nombre 
de quién, ante qué autoridades y organismos y con qué argumentos, y a la vez 
poder distinguir entre actividades legítimas de lobby y el mero tráfico de 
influencias. 


El proyecto del Ejecutivo elimina este registro de lobbystas y solo mantiene para 
los funcionarios y autoridades públicas la obligación de “registrar las audiencias 
y reuniones sostenidas con personas que realicen actividades de lobby y con 
todas aquellas cuyo objeto sea promover un interés particular para influir” en 
decisiones públicas. El proyecto original buscaba promover la transparencia a 
través de un “doble control”: el Registro de Lobbystas, donde estos debían 
registrar sus actividades, mandantes y autoridades contactadas, y el Registro de 
Audiencias, que deberán completar los funcionarios y autoridades sobre las 
reuniones sostenidas con lobbystas y representantes de grupos de interés. Se 
buscaba así desalentar la omisión de información por parte de cualquiera de las 
partes. El actual proyecto desarma tal mecanismo y entrega la responsabilidad 
únicamente a las autoridades y funcionarios publicos®?. 


Ni Mario Drago, ni Eduardo Engel, ni Victor Pérez le daban su aprobación al 
giro propuesto por Larroulet. Desde otro punto de vista escribieron Gonzalo 
Cordero y Cristina Bitar, de Azerta, quienes no parecen tan disconformes con la 
propuesta del Gobierno de Piñera: 


La representación de legítimos intereses particulares es una actividad profesional 
muy avanzada en la mayoría de los países democráticos con un cierto nivel de 
desarrollo. Sin embargo, sin un estatuto que la formalice, esta actividad es vista 
con sospecha y se confunde con conductas reprochables, como tráfico de 
influencias o la presión que el dinero puede ejercer sobre la política cuando se 
dan ambientes de opacidad en la toma de decisiones en el aparato público. Nada 
más conveniente para quienes hacen lobby profesionalmente que cerrar la puerta 
a quienes intentan traficar con “contactos” o, peor, quieran presionar de 
cualquier manera a la autoridad. 


En el mundo hay dos modelos de regulación del lobby reconocidos: uno se 
enfoca en el lobbysta, y el segundo en la transparencia de las decisiones 
públicas. Creemos que el proyecto original ponía casi exclusivo énfasis en la 
regulación del privado, lo que debiera corregirse, pues es más eficiente hacer 
más transparentes las decisiones de la autoridad política, y más accesible la 
información relevante al ciudadano y medios de comunicación. En definitiva, lo 
que el bien común requiere es que exista un alto grado de escrutinio sobre las 
decisiones de la autoridad pública. 


(...) 


Se debe regular la actividad misma; vale decir, cualquier persona o entidad que 
represente intereses particulares ante una autoridad que debe tomar una decisión 
de alcance general tiene que estar sujeto a la legislación que regula el lobby, sin 
importar el título bajo el que lo hace (abogado, gerente, director de empresa, 
ONG, dirigente gremial/social, empresa de lobby, centro de estudios, etcétera). 
En segundo lugar, la regulación del lobby, como señalamos, debe tener un foco 
prioritario en aumentar el grado de transparencia y responsabilidad de las 
decisiones públicas. La publicidad de las agendas debe estar más 
institucionalizada y alcanzar no solo al Ejecutivo y Legislativo, sino también a 
otros órganos que también son o pueden ser sujeto pasivo de lobby en 
determinadas circunstancias?”, 


Este intenso intercambio de puntos de vista revela que la tramitación de la ley de 
lobby no sería fácil, pese al intento de Larroulet por dar un giro regulatorio. A la 
vez, comenzó un debate respecto a si los estudiantes organizados en la Confech 
eran o no lobbistas. De hecho, la prensa comienza a hablar del “lobby de los 
estudiantes” en los proyectos de ley. Esto supone un cambio radical respecto a la 
situación que se vivía casi una década antes. Diez años antes, nadie era lobbista, 
ni lobbysta, ni lobista, y raramente se hablaba del tema en la prensa. Diez años 
después, prácticamente todos los actores públicos podían ser considerados en tal 
categoría. 


Pese a este cambio cultural que comienza a ser visible en la opinión pública, el 
Ejecutivo de Piñera decidió frenar varias veces su propio proyecto. A partir de 
julio de 2012 en adelante, colocó urgencia simple al proyecto y luego la retiró en 
repetidas ocasiones. Así, el proyecto de ley durmió en el Congreso todo el 
segundo semestre de 2012 y no se avanzó ni un paso en la tramitación 
legislativa. El 2013 comenzó de la misma manera: el Ejecutivo colocó urgencia 
simple y luego la retiró en varias ocasiones. 


Hubo que esperar hasta la primera semana de junio de 2013, cuando Larroulet 
decidió compensar el proyecto y darles la razón, en parte, a sus críticos. Un año 
después de su ácido intercambio con Engel y con Pérez Vera, el ministro 
Larroulet decidió incluir nuevas indicaciones en el tercer proyecto de ley. Esta 
vez pretendía equilibrar la balanza y considerar obligaciones jurídicas no solo de 
las autoridades públicas, sino también de quienes ejercen el lobby. Sus 
intenciones, sin embargo, no disminuirían las críticas hacia este tercer proyecto. 
Con todo, Larroulet decidió, en junio de 2013, iniciar una carrera legislativa para 
aprobar la ley de lobby antes de que Sebastián Piñera abandonara La Moneda, en 
marzo de 2014. Entre junio de 2013 y marzo de 2014, entonces, terminó por 
jugarse el futuro de la ley de lobby, eventualmente aprobada durante los últimos 
días de la administración de derecha. Larroulet celebraría este hecho como parte 
del legado en materia de reformas políticas de Piñera. Los críticos, en cambio, 
señalarían que esta es una ley “a la chilena”, con virtudes y sombras. 


Capítulo Tres: Una ley a la chilena 


El lobo siempre será el malo si solo escuchamos a Caperucita. 


REFRÁN POPULAR 


La Ley 20.730 fue promulgada en marzo de 2014, pocos días antes de que se 
produjera el cambio de mando entre Sebastián Piñera y Michelle Bachelet. En un 
plano histórico, esta ley se enmarca en la larga agenda de probidad y 
transparencia que se inició en el gobierno de Eduardo Frei Ruiz-Tagle. En 1994, 
mediante una ley especialmente redactada para tal efecto, el Ejecutivo convocó a 
una Comisión Nacional de Ética Pública destinada a recomendar políticas para 
avanzar en materias de transparencia y probidad. Ya en esa época se hablaba de 
la prevención y la represión de los fenómenos de la corrupción, el tráfico de 
influencias y la colisión de intereses. Esta comisión hizo una serie de 
sugerencias legislativas, dentro de las cuales no se encontraba la regulación del 
lobby. Como vimos, esta inquietud aparecería recién empezando el gobierno de 
Lagos, cuya administración tomó la moción redactada por Jorge Burgos. Fue en 
2003 cuando comenzó la larga travesía por el desierto de conseguir regular el 
lobby. En 2008, ese proyecto fue vetado por la presidenta Bachelet, que presentó 
un segundo proyecto que naufragó en el Congreso. Antes, en 2006, Bachelet 
había convocado su propia Comisión de Probidad, bajo la conducción del 
destacado académico Alejandro Ferreiro. En ese informe tampoco se menciona 
la regulación del lobby, probablemente porque el foco de la atención estaba en la 
corrupción dentro del Estado y no en el rol de las influencias privadas en las 
decisiones públicas. 


Una historia similar se repetiría en 2015, cuando la presidenta gobernaba por 
segunda vez y debió convocar a una nueva comisión presidencial, esta vez 
conducida por Eduardo Engel, para hacer frente a los escándalos por 


financiamiento ilegal de la política. La ley de lobby, aprobada en 2014, se 
enmarca dentro de este esfuerzo de largo plazo que involucra otras leyes, como 
aquella que regula la transparencia y el acceso a la información pública. Para 
poder comprender a cabalidad cómo funciona esta ley es necesario entender su 
historia inmediata, aquella ocurrida entre el segundo semestre de 2013 y el 
comienzo de 2014, en paralelo a la campaña parlamentaria y la elección 
presidencial. En este capítulo se relatan las últimas negociaciones que 
permitieron aprobar la Ley 20.730, con el giro regulatorio propuesto por 
Larroulet e inicialmente resistido por varios actores. Enseguida, se relatan las 
normas de la ley y una comparación de estas con otras leyes de lobby en el 
mundo. Luego, se enumeran algunos defectos prácticos que ha demostrado tener 
la ley, a propósito de algunos casos surgidos durante su aplicación. A 
continuación, se analizan los datos que pueden colegirse de los registros creados 
por la ley, donde se indica quiénes son los que solicitan más reuniones a 
autoridades públicas. Finalmente, se analizan las normas referentes a viajes y 
regalos, que también se incluyeron en la ley de lobby. 


El triunfo de Larroulet 


Durante 2012 y 2013, el ministro Larroulet debió afrontar un complejo flanco de 
críticas levantado por Eduardo Engel, Víctor Pérez, Mario Drago y otros 
especialistas, tendientes a señalar que el giro regulatorio propuesto en materia de 
lobby era inconveniente. Larroulet, lejos de amilanarse, respondió todas y cada 
una de las cartas publicadas en los diarios donde se criticaba el nuevo proyecto 
de ley propuesto por el Gobierno de Piñera. Según informaba El Mercurio, 
Larroulet constituyó un equipo de especialistas de variadas militancias 
partidarias, a fin de acordar un texto común. Así, nació un grupo formado, entre 
otros, por el abogado José Francisco García, de Libertad y Desarrollo, vinculado 
a la UDL y el abogado Edgardo Riveros, del Centro de Estudios Comunidad y 
Desarrollo, vinculado a la Democracia Cristiana. Ambos, García y Riveros, 
tienen sus propias publicaciones sobre la regulación del lobby, siendo García la 
voz de Libertad y Desarrollo en la materia por casi una década. 


Mientras este grupo trabajaba en la propuesta legislativa, se sucedieron los casos 
donde se señaló la presencia de lobby de privados para conseguir beneficios 
públicos. Así, por ejemplo, volvió a destacar el ministro de Salud, Jaime 
Mañalich, quien se enfrentó duramente a las tabacaleras en el mes de enero de 
2013. En una entrevista radial, Mañalich señaló al negocio del tabaco como el 
principal actor responsable de que las leyes que atañen a esa industria se vean 
detenidas o entorpecidas en el Congreso. En lo respectivo a la ley sobre consumo 
de cigarrillos en espacios públicos, Jaime Mañalich sostuvo, en enero de 2013, 
lo siguiente: 


Yo he sido víctima del lobby de la industria tabacalera y no tengo ningún 
problema en venir a informar con mucho detalle cómo es que esa influencia se 
trató de hacer para que yo no siguiera adelante con esta ley. 


El ministro destacó también, en este punto, el testimonio que dio en la Sala el 
diputado independiente por Coquimbo, Pedro Velásquez, quien reveló haber sido 
contactado por las tabacaleras para que votara contra la ley. 


“Hace cuatro días me llama una dama de nombre Tamara, de Tabacos Chile 
(sic), y me dice que por favor vote en contra para que la comisión mixta arregle 
lo que hizo el Senado, que ella lo encuentra horroroso. Yo pregunto si eso no es 
lobby, si eso no es anormal, porque hoy nuevamente me llamó en varias 
oportunidades para juntarse con mi persona”, denunció, 


Esta entrevista del ministro de Salud no pasó desapercibida, pues, en parte, sus 
dardos apuntaban a la UDI, partido que se mostró siempre escéptico de la 
regulación del tabaco. Algunos diputados del gremialismo incluso llegaron a 
amenazar con interpelar al ministro Mañalich*, Según consigna la radio 
Cooperativa, los parlamentarios UDI no reaccionaron bien ante las palabras de 
un ministro de su propio Gobierno: 


“Nos parece que es una acusación grave que, además, rompe una regla del juego 
bastante útil que había tenido el Gobierno para con sus parlamentarios, que tenía 
que ver justamente con no criticar la labor parlamentaria. Nosotros queremos 
saber si el ministro se refería a los parlamentarios de la Concertación o a los 
parlamentarios de la Coalición por el Cambio”, dijo el exjefe de la bancada, 
Felipe Ward. “Nosotros no vamos a aceptar acusaciones gratuitas y que, además, 
se venga a hacer una denuncia tan grave en forma genérica, sin dar los nombres 
de las personas que están involucradas (supuestamente)”, refrendó el nuevo jefe 
de la bancada gremialista, Gustavo Hasbún. En medio de la propia sesión en la 
que se aprobó el texto, el diputado UDI Ignacio Urrutia encaró a Mañalich y lo 
desafió a dar los nombres de los parlamentarios que estarían actuando para 
proteger los intereses de la industria: “¿Quién hace más lobby, el ministro o las 
tabacaleras? Sin duda que el ministro. Yo le pido nombres y apellidos de los 
parlamentarios a los que se refiere con lobby, para que tengamos claridad de 
quiénes son los comprados”, dijo Urrutia®®. 


Las declaraciones de Mañalich despertaron la atención de la prensa, que volvió a 
preguntarse sobre el progreso del proyecto de ley que regulaba el lobby. Al 
mismo tiempo, seguían surgiendo casos como aquel registrado a finales del mes 
de enero de 2013, cuando el empresario Juan Pablo Sweet acusó que el lobby 
notarial estaba impidiendo la aprobación de la ley que permitía la creación de 
una empresa en un día”. Entrado el año, a finales del mes de marzo y comienzos 
de abril, el rector Pérez Vera volvió a la carga y denunció en cartas, foros y 
entrevistas el lobby de las universidades privadas para frenar la creación de un 
nuevo marco regulatorio para la educación superior. Fue en la inauguración del 
año académico en la Casa de Bello donde Pérez Vera volvió a disparar. Durante 
la ceremonia, la máxima autoridad de la Universidad de Chile se refirió a las 
universidades que estaban siendo investigadas por irregularidades en su proceso 
de acreditación. 


“Insisto en que es imprescindible que de una vez por todas se prohíba el lobby y 
se regule el tráfico de información, influencias y dineros, que se ha hecho sentir 
con mucha fuerza en la protección de universidades privadas nuevas que están 
siendo investigadas. (...) La mayoría de los cambios educacionales que se han 
producido han debido enfrentar y derrotar el lobby oscuro y no regulado de 


grupos minoritarios interesados en mantener un status quo que los favorece a 
costa del país”, 


Este tono de Pérez Vera se mantendría durante todo el año, especialmente 
durante los meses de abril, mayo y junio de 2013, cuando el movimiento 
estudiantil intentaba ser un factor en la campaña presidencial. Pérez Vera, voz 
recurrente en la televisión, radios y prensa escrita de la época, señalaba una y 
otra vez al supuesto “lobby oscuro” de los planteles privados en materia de 
reforma a la educación superior. A la vez, solicitaba insistentemente que se 
“regulara” el lobby, aunque otras veces también usaba la expresión “que se 
prohíba” el lobby. Recordemos que un año antes, en mayo de 2012, se habían 
presentado las indicaciones del Gobierno de Piñera que crearon, en la práctica, 
un tercer proyecto de ley que se agregaba a la lista del proyecto de Lagos en 
2003 y al de Bachelet en 2008. Sin embargo, estas indicaciones recién se 
discutieron durante el segundo semestre de 2013, en medio de la campaña 
presidencial. A diferencia de los proyectos anteriores, el proyecto de Larroulet 
pretendía poner al centro de la regulación las agendas de las autoridades, 
obligando a la publicación de los datos de cada encuentro que estas sostuvieran 
con representantes de intereses privados. 


A estos representantes se los dividió en dos grupos: aquellos que cobraban y 
aquellos que no. A los primeros se les llamó “lobbistas”, con i latina, y a los 
segundos se les llamó “gestores de intereses”. Aparte de proveer la información 
para los registros respectivos, en el proyecto de Larroulet estos actores no eran 
objeto de mayores obligaciones jurídicas. De hecho, durante la tramitación de las 
indicaciones, un grupo de diputados encabezados por Osvaldo Andrade (PS) 
intentaron incluir normas tales como la imposibilidad de que los lobbistas 
pudieran contribuir con dinero a las campañas electorales. La propuesta de 
Andrade fue rechazada en la Comisión de Constitución de la Cámara, según 
consta en el informe complementario evacuado el 3 de julio de 2013. 


Otra propuesta fue presentada por el diputado Harboe (PPD), que recogía una 
idea varias veces repetida durante la década anterior, según la cual debía existir 


un registro previo y obligatorio. Tampoco prosperó. En paralelo al trabajo de la 
Comisión de Constitución, un grupo de dirigentes de la Concertación anunciaba 
su rechazo frontal al proyecto de Larroulet. Los jefes de los comités de la DC y 
el PS en la Cámara de Diputados, Ricardo Rincón y Fidel Espinoza, 
respectivamente, señalaron que el pacto alcanzado en la comisión era 
“insuficiente” y que no representaba los planteamientos de las colectividades de 
oposición en esta materia. Los reparos de los diputados opositores coincidieron 
con la postura que manifestaron algunos senadores. Un dirigente insigne del PS, 
Camilo Escalona, también criticó al Gobierno por no incluir un registro de 
lobbistas, y el entonces presidente de la Cámara Alta, Jorge Pizarro, planteó que 
aún no existía un acuerdo sellado entre el oficialismo y la oposición para sacar 
adelante la ley. El mismo Escalona, en una entrevista en La Tercera, señaló que, 
más que un proyecto de ley, lo presentado por Larroulet era un puñado de 
“tímidas medidas”, 


Durante aquellos días, Chile vivía un intenso período de campaña para las 
primarias presidenciales, donde Andrés Allamand representaba a Renovación 
Nacional. Allamand, que fue parte de la industria del lobby a través de su estudio 
jurídico en sociedad con Jorge Schaulsohn, fue requerido por la prensa para dar 
su Opinión respecto del proyecto; sostuvo que esperaba que 


(...) podamos avanzar rápidamente en esta ley de lobby que se encuentra 
entrampada hace mucho tiempo y es muy importante dejar claro cuáles son las 
distancias que tienen que haber entre el mundo de los negocios y el mundo de la 
política, que tienen que tener una muralla china™. 


Esto en medio de la campaña presidencial, donde no se tocó mayormente el tema 
de la regulación del lobby, aunque sí el Ejecutivo intentó darle mayor realce en 
las intervenciones de los ministros. Jaime Mañalich fue uno de los que insistió 
con el asunto del lobby. Así, a mediados de junio de 2013, volvió a tener un 
conflicto público con un grupo de interés al que le concernía la regulación 
referente a su ministerio. Ya antes se había enfrentado con las tabacaleras; ahora 
lo haría con las farmacéuticas y los laboratorios. En un artículo de la revista Qué 


Pasa, el secretario de Estado señala las “altas presiones” que habría recibido para 
frenar el proyecto referente al expendio de remedios en las góndolas de los 
supermercados, quitándoles así el monopolio de comercialización a las cadenas 
farmacéuticas®. En el artículo de la revista pueden leerse algunos interesantes 
párrafos, que tocan aristas que se refieren a la tramitación no solo del 
mencionado proyecto sobre remedios, sino también de todas las leyes en el 
Congreso. Dice el texto firmado por la periodista Josefina Ríos: 


Las caras eran casi siempre las mismas. Poco antes de las seis de la tarde, hora 
en que comenzaba la sesión de la Comisión de Salud, la sala se llenaba de gente. 
Además de los diputados y sus asesores, se congregaban ahí representantes de 
varios grupos interesados en la tramitación de la Ley de Fármacos, que entre 
otras materias visaría la venta de medicamentos sin receta (OTC) en 
supermercados, almacenes y estaciones de servicio; y la obligación de que los 
médicos incluyeran en las recetas médicas no solo el remedio original, sino que 
además su bioequivalente. 


Esta es la cara más visible del lobby, y según autoridades de gobierno ocurre en 
la tramitación de casi todas las leyes. “Es cosa de ir al Parlamento y ver en un 
día común todas las reuniones que hay. Lo que sucede es que en este tipo de 
normativas, donde se involucran sectores de alto impacto para la sociedad, 
interesa más y queda en mayor evidencia”, comenta un ministro. El titular de 
Salud, Jaime Mañalich, fue más allá. En varias oportunidades ha acusado a los 
lobbistas de ser el “lado oscuro de la fuerza”. Estas declaraciones se 
intensificaron aún más la semana pasada, cuando la Cámara de Diputados 
aprobó la ley en general, pero rechazó los dos artículos antes mencionados. Ellos 
abrieron un delicado flanco: se levantó un manto de dudas sobre el accionar de 
los lobbistas y sus métodos para influir sobre las autoridades públicas. Se ha 
especulado sobre pagos directos, invitaciones a viajes y tráfico de influencia. 
Los lobbistas, sin embargo, niegan rotundamente cualquier tipo de pago. Dicen 
que lo que ellos hacen es representar los intereses propios o de terceros ante una 
autoridad. Lo otro es derechamente un delito. El tema entra en un terreno 
complejo cuando un ejecutivo de la industria farmacéutica comenta a Qué Pasa 
que efectivamente apoyan financieramente a políticos de todo el espectro de 
distintos modos. No solo a parlamentarios. También a alcaldes, intendentes y 


asesores. Los métodos son diversos: aportes a sus campañas, sobreprecio de 
estudios e informes, contrato en nombre de sus empresas a personas que 
finalmente terminan trabajando para los políticos. Luego, reconoce el mismo 
ejecutivo, piden distintos favores que se ejecutan con rapidez. En la misma línea, 
algunos parlamentarios acusan a las cadenas de querer “comprar votos” con 
iniciativas como las farmacias móviles que instaló Cruz Verde en las regiones I y 
IX. Aunque esa empresa retruca esa percepción y la tilda de “mala leche”®. 


La presencia de lobbistas ligados al mundo farmacéutico en la sala de la 
Comisión de Salud de la Cámara fue constatada por La Segunda en algunas de 
las sesiones donde se discutió el proyecto, incluida la última, donde se despachó 
el texto®. Uno de ellos era el asesor legal de Farmacias Cruz Verde, Luis 
Fernando Laso. También se hicieron asistentes recurrentes Sandra Kemp, 
abogada de Salcobrand; Jorge Velis, director de la Cámara de Medicamentos de 
Venta Directa (Cameved); y Mauricio Acevedo, presidente de la Federación 
Nacional de Trabajadores de Farmacias (Fenatrafar). La agenda de la regulación 
de los medicamentos despertó también el lobby de los laboratorios. En una nota 
del vespertino La Segunda, por primera vez los voceros de esta industria se 
refirieron públicamente a su estrategia de lobby. El presidente de la Cámara de 
Innovación Farmacéutica —que agrupa dieciocho laboratorios—, Richard 
Nevares, salió a defender su táctica de influencia en el contexto de la discusión 
sobre venta de medicamentos sin receta. En esta discusión, Nevares representaba 
a los laboratorios más importantes del mercado nacional, que a la vez son 
gigantes de la producción de remedios en todo el mundo. Entre otros, Nevares 
hablaba en nombre de Abbvie, Astrazeneca, Bayer, Boehringer Ingelheim, 
Bristol-Myers Squibb, GlaxoSmithKline, Janssen, Merck, Novartis, Pfizer y 
Roche. En el mencionado artículo en La Segunda, Richard Nevares describía su 
percepción sobre el lobby en materia de medicamentos. 


“Somos un gremio de 18 socios de laboratorios de investigación. Usamos 
distintas instancias para poder hacer ver nuestro punto de vista y compartir cosas 
que pensamos es importante para el país. Lo hacemos de forma transparente”. 
Con estas palabras el presidente de la Cámara de la Innovación Farmacéutica 
(CIF), Richard Nevares, defendió hoy la opción que posee este gremio de 
solicitar audiencias con parlamentarios durante la tramitación de la Ley de 


Fármacos. Fue así, de paso, como respondió a las acusaciones de “lobby 
descomunal” que se han realizado durante todo el proceso de discusión y 
votación del texto, que el próximo miércoles será votado en la Comisión de 
Salud del Senado. 


“Muchos opinan: ‘Eso es influencia indebida”. Yo digo, ¿desde cuando hablar 
con la verdad es influencia indebida?... Nosotros tratamos de entregar 
información fundamentada, con documentos y datos duros, es nuestra forma de 
hacerlo y cuando uno habla de lobby, lo mejor es que se señale si se hace de 
forma transparentemente o no”, dijo el representante del gremio. Y agregó: 
“Nosotros pedimos audiencias en las comisiones de Salud, que son públicas, y 
ahí decimos lo mismo que hemos puesto en inserciones en los diarios. Hemos 
hecho llegar los mismos informes, los mismos datos a diputados y senadores que 
nos reciben transparentemente, pedimos audiencias con ellos formalmente. 
Nuestro mensaje es uniforme, público y avalado por datos de organismos 
internacionales como la OMS”. 


—Eso es lobby igual (pregunta la periodista). 


—Nosotros no tenemos una maquinaria de lobby. Somos un gremio experto en 
nuestra área, somos fuente de datos para la prensa y también para los diputados y 
senadores. Los voceros nuestros han sido nuestro presidente ejecutivo (José 
Manuel Cousiño) y también hemos financiado estudios de derecho 
constitucional y hemos facilitado que ese abogado constitucionalista vaya a la 
Comisión de Salud a dar testimonio. Si todos los grupos de interés operan de la 
misma forma, lo desconozco, no es nuestro ámbito, pero nosotros vamos a seguir 
operando de la misma forma, con una intención de colaborar a que la Ley de 
Fármacos sea buena para el pais™. 


En una década, prácticamente todas las industrias habían sido mencionadas en 
actividades de lobby para conseguir mejores condiciones, regulaciones, frenar 
proyectos o promover iniciativas que les convenían. Las mineras, las tabacaleras, 


las pesqueras, las farmacéuticas, los laboratorios, los notarios, por mencionar 
solo algunos, habían sido protagonistas en la prensa por sus estrategias para 
relacionarse con el mundo público. Una industria había pasado desapercibida, 
sin embargo, y fue recién en los meses finales de 2013 cuando apareció: el retail. 
Tanto el proyecto que les permitía vender remedios en sus locales como aquel 
sobre la llamada “deuda consolidada”, despertaron a este gigante dormido. Fue, 
precisamente, el proyecto de deuda consolidada el que generó el punto más 
álgido de conflicto entre la industria del retail y el Gobierno de Piñera. Este 
proyecto pretendía la creación de un sistema de información donde se 
consolidaran los datos crediticios de todos los usuarios de tarjetas de crédito 
emitidas por el retail. Fue nada menos que el Ministerio de Hacienda quien se 
encargó de apuntar al lobby del retail en el freno del proyecto de deuda 
consolidada. El subsecretario Julio Dittborn, de la UDI, fue el mandatado para 
dirigirse a los medios, en una tarde de invierno en el mes de julio de 2013. 


El subsecretario de Hacienda, Julio Dittborn, atribuyó directamente al “lobby del 
retail” el retraso en el avance de la iniciativa legal, que sigue en primer trámite 
en la Cámara de Diputados. “La industria del retail se ha jugado por la idea de 
que el proyecto no avance y ha ejercido lobby, lo que, si bien es legítimo, no está 
regulado”, afirmó. 


Dittborn explicó que el principal punto de desencuentro se debe a que “el retail 
estima que la información de los clientes es de su propiedad; sin embargo, el 
Gobierno considera que esa información es de las personas, que tienen derecho a 
recibir ofertas del sector bancario y elegir la mejor oferta en base a esa 
información. Necesitamos un sistema competitivo en que las personas pueden 
recibir ofertas de financiamiento de cualquier parte y elegir la mejor oferta”, 
dijo. Si bien el Gobierno insistirá con el proyecto, reconoce que “no será fácil 
aprobarlo, porque después de dos años seguimos en primer trámite legislativo, 
ya que ha existido una industria que se siente perjudicada”, aseveró Dittborn®. 


En este episodio, así como en los protagonizados por Mañalich, se deja entrever 
cierto diseño global del Gobierno de Piñera. Al mismo tiempo que empujaba su 


proyecto de ley para regular el lobby, sus ministros denunciaban el lobby de 
determinadas industrias que detenían su agenda. Un juego win-win, que 
Larroulet supo llevar de la mano de las sesiones en las comisiones y, 
fundamentalmente, en las sesiones de la Comisión Mixta, donde la “urgencia por 
regular la materia” era un permanente argumento que derribó cualquier atisbo de 
bloqueo. Luego de estos meses, cargados de declaraciones, el tercer proyecto 
que buscaba regular el lobby aterrizó en el Congreso. Los puntos más álgidos de 
la tramitación durante el segundo semestre de 2013 se suscitaron a propósito de 
los desacuerdos entre la Cámara de Diputados y el Senado. En julio, la Cámara 
aprobó un texto legal que introducía varias modificaciones al texto ya 
modificado por Larroulet. Estas enmiendas de la Cámara fueron luego 
rechazadas por el Senado en una sesión de noviembre de 2013. Dentro de las 
intervenciones en la sala destaca la senadora Allende (PS), quien lamentó que el 
proyecto haya ido en la línea de transparentar la actividad y no se haya puesto 
mayor énfasis en generar “un registro serio”. 


Dadas las divergencias, fue necesario convocar a una nueva comisión mixta, 
conformada por senadores y diputados, a fin de concordar los puntos críticos del 
proyecto. Los nombres citados para esta tarea fueron, por el Senado, Carlos 
Bianchi (independiente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle (DC), Jaime Orpis (UDI), 
Fulvio Rossi (PS) y Hossain Sabag (DC). Por la Cámara de Diputados, Jorge 
Burgos (DC), Cristián Monckeberg (RN), Roberto Ceroni (PPD), Ernesto Silva 
(UDI) y Arturo Squella (UDI). Como consta en el informe final de esta comisión 
mixta, uno de los puntos cruciales fue la discusión respecto a qué institución 
tendría a su cargo la custodia de los registros de lobbistas, siendo que el 
Gobierno quería entregarle tal facultad al Ministerio Secretaría General de la 
Presidencia y la Cámara de Diputados quería dárselo al Consejo para la 
Transparencia. Finalmente, se acordó que fuera esta última la institución 
encargada de tal tarea, tal como había sido convenido en trámites anteriores del 
proyecto de Bachelet. 


Respecto al registro previo, el jefe de la División Jurídica del Ministerio 
Secretaría General de la Presidencia, Sebastián Soto, señaló que el proyecto 
aprobado en la Cámara de Diputados establecía un registro, tanto de lobbistas 
como de gestores de intereses, en el cual se incorporarían las personas que 


realizaran tales gestiones ante los sujetos pasivos durante los últimos seis meses. 
Por su parte, un reglamento establecería la información, plazos y procedimientos 
necesarios para la debida inscripción. Junto con ello, ofreció un registro público 
de lobbistas y gestores de intereses no solo generado por la acumulación de las 
audiencias solicitadas, sino de carácter previo y general. Sin embargo, en esta 
redacción de la comisión mixta no queda claro si los lobbistas “podían” o 
“debían” inscribirse antes de sostener una reunión con los sujetos pasivos. Con 
respecto a los asesores de los parlamentarios, uno de los puntos en discusión, 
estos quedaron incluidos para ser considerados sujetos pasivos, pero sería el 
parlamentario en cuestión el que tendría que indicar quién sería considerado 
como su asesor, mientras que sería la Comisión de Ética la encargada de 
producir el reglamento respectivo®. 


Todos estos acuerdos destrabaron meses de discordancias entre el Ejecutivo, la 
Cámara de Diputados y el Senado. En otras palabras, la ley de lobby 
eventualmente aprobada en marzo de 2014 fue el fruto del acuerdo que logró 
Larroulet con el grupo de parlamentarios que conformaron la comisión mixta. 
Ese acuerdo vino acompañado de una estrategia del Ejecutivo, colocando casos 
de connotación pública como ejemplos de lobby, de manera que la regulación de 
tal actividad apareciera como un tema importante, aun cuando no figuraba en 
ningún debate presidencial. De hecho, nadie nunca le preguntó a Bachelet por el 
veto a la ley en 2008. 


Quienes sí jugaron un rol central en la aprobación de la ley fueron las 
organizaciones de la sociedad civil, encabezadas por la Fundación Ciudadano 
Inteligente. Esta institución, dedicada a las causas de la transparencia y la 
probidad, generó una intensa presión en la opinión pública para que se aprobara 
la ley. A través de un portal web habilitado especialmente para el seguimiento de 
este proyecto, la Fundación Ciudadano Inteligente convocó a decenas de 
personajes públicos e instituciones en torno a la petición de que se aprobara 
prontamente la ley del lobby. Así, el día 30 de diciembre de 2013, cuarenta ONG 
y decenas de líderes de opinión hicieron pública una carta solicitando al 
Congreso que se aprobara el proyecto de ley acordado en la comisión mixta”. 
Por otro lado, Enrique Correa, señalado permanentemente como uno de los 
principales actores de la industria del lobby, también sostuvo la importancia de 


que la ley se aprobara. En una entrevista con CNN Chile, Correa señaló que era 
imprescindible que el proyecto del Gobierno se aprobara, aunque igualmente 
manifestó algunos reparos con el texto legal. En la entrevista, Correa señala: 


Un asunto importante es que la ley se apruebe, lo peor que puede ocurrir es que 
no tengamos una ley. Una ley sobre lobby va a ser siempre incompleta si no 
tiene registro, porque la sustancia y esencia de la regulación del lobby es el 
registro de lobbistas. Todos los que hacen lobby debieran estar bajo el paraguas 
de una misma ley. En relación al registro de lobbistas, si no se ha podido aprobar 
es porque existen muchos lobbistas informales y encubiertos que no quieren ser 
sometidos al reflector de la transparencia de una ley. El elemento más importante 
es el registro, pero lo peor es no tener ley®. 


Este impulso, que venía de la sociedad civil a través de Ciudadano Inteligente, 
soplaba también desde la industria. Larroulet, obviamente, leyó este escenario 
favorable y se jugó por entero por que la aprobación de la ley de lobby se 
produjera dentro de las semanas finales de la administración de la derecha, para 
presentarla como un triunfo del Gobierno de Piñera. Y lo consiguió. La comisión 
mixta evacuó su informe final la segunda semana de enero de 2014. El registro 
previo de lobbistas, la incompatibilidad con el financiamiento de la política y las 
puertas giratorias no fueron considerados en la versión final de la ley. Respecto 
al registro previo obligatorio, la comisión no aprobó su inclusión como norma 
legal. Sin embargo, se propuso la creación de un registro previo voluntario. Esto 
no les agradó a los senadores Frei y Rossi. Según informaba La Segunda, el día 
después de entregado el informe de la comisión mixta: 


Contrariados quedaron los senadores Eduardo Frei (DC) y Fulvio Rossi (DC) 
porque en la comisión mixta que despachó el proyecto que regula el lobby se 
rechazó una indicación que presentaron para establecer un registro obligatorio de 
lobbistas remunerados que habilitaría la práctica de dicha actividad. La molestia 
de los parlamentarios se debe a que la indicación —que también patrocinaron el 
senador independiente Carlos Bianchi y el DC Hosaín Sabag— no prosperó 
debido a que no contó con el apoyo de los diputados Jorge Burgos (DC) y 


Guillermo Ceroni (PPD), quienes apoyan la existencia de un registro voluntario 
de lobbistas y otro obligatorio donde se harán públicas audiencias de las 
autoridades con representantes de todo tipo de intereses, ambos aspectos en los 
que se llegó a acuerdo con el Gobierno. El desacuerdo en torno al registro 
obligatorio ha sido siempre la piedra de tope que ha obstaculizado los proyectos 
sobre regulación del lobby que se han tramitado desde hace más de una década 
en el Congreso, pero esta vez la tenacidad del ministro Larroulet y la división en 
las filas de la Nueva Mayoría parecen finalmente llevar a puerto la iniciativa. 
Ahora solo resta que la propuesta de la comisión mixta sea votada en ambas 
cámaras0, 


A la semana siguiente, el Senado aprobó el informe de la comisión mixta, 
cumpliéndose el segundo trámite constitucional del proyecto, a menos de dos 
meses de que Sebastián Piñera dejara La Moneda. Quedaba solamente un último 
paso para concretar la ley de lobby, después de largos once años de tramitación. 
En un hecho inusual, la Cámara de Diputados sesionó al día siguiente, el 22 de 
enero, dando su aprobación a la ley, que quedó entonces lista para ser 
promulgada. Antes, sin embargo, en febrero de 2014, ocurriría un nuevo 
escándalo donde el lobby aparecería como un elemento central de la narrativa 
periodística. Durante ese mes se hizo conocido el listado de libros comprados 
por el Estado para las bibliotecas públicas. Algunos de los títulos que eligieron 
bibliotecarios y profesores, para ser enviados a las más de cuatrocientas 
cincuenta bibliotecas públicas existentes entre Arica y Magallanes, generaron 
controversia, debido a que el listado parecía estar demasiado cerca de los 
rankings y lejos de criterios literarios. Ante esto, dos reconocidos nombres de la 
cultura dieron su opinión respecto a cómo se había configurado el listado de 
libros. Pablo Dittborn, exdirector de Random House y gerente de The Clinic, 
sostuvo: 


El concepto era que 300 bibliotecarios fueran a la Feria del Libro pasada y 
seleccionaran textos de acuerdo a lo que ellos consideraban conveniente. Es la 
primera vez que se hace. Habría que consultarles a ellos cuáles fueron sus 
criterios de selección, que no fueron impuestos desde arriba, por cierto. Fue algo 
democrático, que responde a una realidad: las necesidades de una biblioteca de 
Antofagasta deben ser distintas a las de Coyhaique. Acá los que reclaman son los 


mismos de siempre. Hacen lobby en el Consejo del Libro para que los títulos de 
su editorial sean seleccionados, y cuando les va mal salen llorando”, 


En la misma línea, el columnista del diario El Mercurio Cristian Warnken decía 
al respecto: 


Lo que hay que preguntarse es si existió en este proceso un espacio para el lobby 
de ciertas editoriales. Hay que transparentar las cosas, saber cómo se eligieron, 
quiénes estuvieron y cómo se hizo. Tenemos una gran crisis de la literatura y del 
sistema de promoción, estímulo y mediación. Tenemos recursos del Estado, pero 
hay una desprolijidad y políticas poco claras. Los libros por sí solos no llegan a 
nadie. Falta gente capaz de llevar el libro al lector, que obviamente va a optar a 
un best seller o un libro fácil. Pero con una pequeña ayuda de alguien sensible, 
uno es capaz conseguir lectores con los grandes clásicos. La lista es poco 
presentable como política pública”. 


Las reglas que tenemos 


El tema del lobby en la compra de libros para bibliotecas públicas no duró 
mucho en las pautas. El mes de febrero de 2014 estuvo marcado, en cambio, por 
el litigio en La Haya entre Perú y Chile, por el amistoso que jugó la selección 
nacional de fútbol contra Alemania y por el Festival de Viña del Mar. Al regreso 
de las vacaciones se produciría el cambio de mando entre Piñera y Bachelet, 
quien volvía a La Moneda para su segundo período. Antes de eso, la 
administración de derecha lograría promulgar la ley de lobby, tras largos once 
años de tramitación en el Congreso, tres proyectos de ley y docenas de trámites 
legislativos. Fue así como el día 8 de marzo de 2014, a tres días de dejar el 
poder, Sebastián Piñera anunció la promulgación de la ley de lobby. De esa 
manera, triunfó el giro de Larroulet. 


La encargada de implementar la ley de lobby y de dictar el reglamento 
respectivo fue la ministra Ximena Rincón. Ella decidió, antes de dictar el 
reglamento, abrir un período de consulta a organizaciones sociales que 
contribuyeron a la confección del reglamento emanado de Segpres durante 2014. 
Durante ese proceso, Rincón se mostró particularmente crítica respecto de la ley 
aprobada. Esto se hizo notorio cuando la ministra intervino en el seminario de 
presentación de la ley de lobby. Ante la mirada atenta de periodistas y activistas, 


la ministra manifestó sus reparos al cuerpo legal, que si bien ingresó durante el 
primer gobierno de Michelle Bachelet, se vio modificado por completo por la 
administración de Sebastián Piñera. El principal cambio realizado por el 
Gobierno de la Alianza pasó por enfocar la normativa en las autoridades de 
gobierno y el Estado, quienes deberán dar cuenta de reuniones de lobbistas. El 
texto de la Concertación apuntaba a que fueran estos últimos los que se 
registraran para poder defender intereses. 


Rincón dijo que “yo lo he dicho en más de una oportunidad: esta es una ley que 
no nos tiene satisfechos a todos, pero es una ley de la República. Ustedes dirán: 
¿pero por qué entonces es ley? Bueno, porque hubo un Gobierno, el del 
presidente Piñera, que decidió impulsarla de la manera que salió y está hoy día 
en un texto oficial que nos obliga a todos”. 


Posteriormente, en un punto de prensa, la ministra recalcó que “cuando la 
presidenta la presentó en 2008, que iba en un sentido distinto al que finalmente 
tramitó y lo hizo por una indicación sustitutiva el presidente Piñera. Nosotros 
creíamos que el sujeto de la ley tenía que ser el sujeto activo, sin perjuicio de 
todas las regulaciones a los sujetos pasivos”. 


“No fue posible cambiar esa definición política del Gobierno anterior y 
finalmente tenemos la ley que tenemos y eso hace que tengamos que estar muy 
atentos los sujetos pasivos de lobby a efectos de registrar las audiencias, cambiar 
los motivos de las audiencias cuando no son los cuales se pidieron. Suponen un 


esfuerzo que no es menor y que para nosotros no es el adecuado, pero 
reconocemos que es un paso importante en esta agenda de transparencia que ha 
venido impulsando el país””?. 


La Ley 20.730, denominada “Ley de Lobby”, consta de veinticinco artículos 
divididos en cuatro títulos. 


Este texto legal comienza con una declaración de principios, donde sostiene a la 
transparencia y la probidad como los estándares rectores de la ley. Luego, 
siguiendo los usos internacionales, la ley se ocupa de entregar las definiciones 
centrales. Comienza, en el segundo artículo, con una definición de qué es lobby, 
qué es gestión de intereses, qué es un registro de audiencia, qué es interés 
particular y quién es lobbista. Así se puede leer en la ley: 


Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por: 


Lobby: aquella gestión o actividad remunerada, ejercida por personas naturales o 
jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o 
representar cualquier interés particular, para influir en las decisiones que, en el 
ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos que se indican en 
los artículos 3° y 4°. Lo anterior incluye los esfuerzos específicos para influir en 
el proceso de toma de decisiones públicas y cambios en las políticas, planes o 
programas, en discusión o en desarrollo, o sobre cualquier medida implementada 
o materia que deba ser resuelta por el funcionario, la autoridad o el organismo 
público correspondiente, o bien para evitar tales decisiones, cambios y medidas. 


Gestión de interés particular: aquella gestión o actividad ejercida por personas 
naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, 
defender o representar cualquier interés particular, para influir en las decisiones 
que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos que se 
indican en los artículos 3° y 4°. 


Registro de agenda pública: registros de carácter público, en los cuales los 
sujetos pasivos deben incorporar la información establecida en el artículo 8°. 


Interés particular: cualquier propósito o beneficio, sean o no de carácter 
económico, de una persona natural o jurídica, chilena o extranjera, o de una 
asociación o entidad determinada. 


Lobbista: La persona natural o jurídica, chilena o extranjera, remunerada, que 
realiza lobby. Si no media remuneración se denominará gestor de intereses 
particulares, sean estos individuales o colectivos. Todo ello conforme a los 
términos definidos en los numerales 1. y 2. precedentes. 


Lo primero que salta a la vista es que el lobby, según la ley, es siempre una 
actividad remunerada. A la vez, genera una figura alternativa para englobar a 
aquellos que no cobran. A esa nueva categoría se le llama “gestión de intereses 
particulares”. Es decir, en esta definición toma como criterio central la 
remuneración, dividiendo así entre el lobby pagado y la representación de 
intereses por la cual no se cobra. Esto, como veremos más adelante, genera una 
serie de zonas grises, donde instituciones de diversa índole pueden refugiarse. 
De la misma forma, estas dos actividades generan dos actores o “sujetos 
activos”, que son los lobbistas, con i latina, y los gestores de intereses 
particulares. Estos sujetos activos son quienes contactan a las autoridades o 
“sujetos pasivos” para tener audiencias y presentar allí los argumentos 
respectivos. Esta relación entre sujetos activos y pasivos deberá quedar 
registrada en la agenda pública de la autoridad involucrada. Ese es el mecanismo 
fundamental establecido en la ley de lobby. 


¿Quiénes son considerados sujetos pasivos de lobby? En los artículos tercero y 
cuarto, la ley se ocupa de nombrar a todas las autoridades que quedan obligadas 
a mantener el registro público de sus audiencias. Esta lista involucra, en la 
práctica, a todos los sectores del Estado. En el artículo tercero encontramos 
como sujetos pasivos a los ministros, los subsecretarios, los jefes de servicios, 
los directores regionales de los servicios públicos, los intendentes, los 
gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y los embajadores. 
También están obligados por esta norma sus respectivos “jefes de Gabinete”. 


Esto responde a que es un uso extendido en la política chilena que cada 
autoridad tiene su respectivo jefe de Gabinete, que lleva y conduce toda su 
agenda. Los jefes de Gabinete, en general, también reciben lobbistas y 
representantes de asociaciones de toda índole. Además, suelen operar como jefes 
de los asesores de su jefe, por lo que también atienden asuntos “técnicos”. 


A esta lista deben sumarse, según el artículo cuarto, los consejeros regionales, 
los alcaldes, los concejales, los secretarios ejecutivos de los consejos regionales, 
los directores de obras municipales y los secretarios municipales. En la 
Contraloría General de la República también aparecen mencionados el contralor 
general y el subcontralor general. En el Banco Central son sujetos pasivos, según 
esta ley, el presidente, el vicepresidente y los consejeros. También están 
contemplados, en las Fuerzas Armadas y de Orden, los comandantes en jefe, el 
director general de la Policía de Investigaciones de Chile, el general director de 
Carabineros de Chile, el jefe y subjefe del Estado Mayor Conjunto y los 
encargados de las adquisiciones militares. En el Congreso Nacional, aparte de 
los diputados y los senadores, también son sujetos pasivos los secretarios 
generales y prosecretarios de la Cámara y el Senado. 


En el Poder Judicial es considerado solamente el director de la Corporación 
Administrativa, pues se entiende que las gestiones ante jueces están reguladas 
por los distintos códigos de procedimiento, tanto en lo civil como en lo penal. En 
otras instituciones relevantes, como el Ministerio Público, son considerados 
sujetos pasivos el fiscal nacional y los fiscales regionales. Son mencionados, 
también, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, del Consejo 
Directivo del Servicio Electoral, del Consejo para la Transparencia, del Consejo 
de Alta Dirección Pública, del Consejo Nacional de Televisión, del Instituto 
Nacional de Derechos Humanos y los integrantes de los “paneles de expertos”. 


Vemos, entonces, que son decenas las autoridades obligadas a mantener el 
registro público de sus audiencias. Todas estas autoridades intervienen en una 
serie de decisiones que se toman a nombre de todos los chilenos y, por ende, 
tenemos el derecho de conocer a quiénes escuchan para fundamentar esas 


decisiones y también ellos tienen el deber legal de entregar esa información. 
Para precisar las actividades reguladas de estos sujetos pasivos, el artículo quinto 
distingue cada una de las intervenciones que pueden tener estas autoridades: 


Artículo 5°.- Las actividades reguladas por esta ley son aquellas destinadas a 
obtener las siguientes decisiones: 


La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos 
administrativos, proyectos de ley y leyes, como también de las decisiones que 
adopten los sujetos pasivos mencionados en los artículos 3° y 4°. 


La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de 
acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional o sus miembros, 
incluidas sus comisiones. 


La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de contratos que 
realicen los sujetos pasivos señalados en esta ley y que sean necesarios para su 
funcionamiento. 


El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas 
efectuados por los sujetos pasivos señalados en esta ley, a quienes correspondan 
estas funciones. 


Asimismo, se comprenden dentro de las actividades reguladas por esta ley, 
aquellas destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en los 
numerales precedentes. 


En este artículo queda claro que el lobby puede intervenir en diversos planos y 
en diversas etapas de la configuración de las leyes y las políticas públicas. A la 
vez, se contempla aquellas acciones de lobby, o aquellas gestiones, destinadas a 
impedir que se adopten decisiones. La amplitud de la ley es clara, a la vez que su 
inquietud por cada fase del diseño y puesta en funcionamiento de las políticas 


públicas. 


Artículo 6°.- No obstante lo señalado en el artículo precedente, no están 
regulados por esta ley: 


Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, 
actividad o asamblea de carácter público y aquellos que tengan estricta relación 
con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un 
sujeto pasivo en el ejercicio de sus funciones. 


Toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el 
ejercicio de sus funciones. 


Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación 
de un determinado procedimiento administrativo. 


La información entregada a una autoridad pública, que la haya solicitado 
expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, 
dentro del ámbito de su competencia. 


Las presentaciones hechas formalmente en un procedimiento administrativo, por 
una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y 
segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por 
consanguinidad o afinidad en la colateral, siempre que no se solicite la adopción, 
modificación o derogación de normas legales o reglamentarias, ni el cambio de 
resultados de procesos administrativos o de selección. 


Las asesorías contratadas por órganos públicos y parlamentarios realizadas por 
profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, 
fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad 
análoga, así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier 
funcionario de un órgano del Estado. 


Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas ante una comisión 
del Congreso Nacional, así como la presencia y participación verbal o escrita en 
alguna de ellas de profesionales de las entidades señaladas en el número 


precedente, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dichas comisiones. 


Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para 
participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades 
señaladas en el número 6.. 


La defensa en juicio, el patrocinio de causas judiciales o administrativas o la 
participación en calidad de amicus curiae, cuando ello se permita, pero sólo 
respecto de aquellas actuaciones propias del procedimiento judicial o 
administrativo. 


Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o 
por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación 
administrativos. 


Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales 
registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita 
la participación de los interesados o de terceros. 


Es en el sexto numeral de este artículo donde encontramos la excepción más 
amplia. Más adelante veremos que esta norma genera una vasta zona gris donde 
se instalan los centros de estudios, que merecen un análisis detallado respecto de 
su condición regulatoria actual en nuestro país. Con todo, cabe señalar que no 
solo son los centros de estudios los excluidos de las categorías de sujetos activos, 
sino también las universidades, fundaciones y corporaciones, siempre y cuando 
sean invitados por órganos públicos o parlamentarios. En el séptimo numeral 
continúa la lista de actividades excluidas, destacando las declaraciones 
efectuadas o las informaciones entregadas ante una comisión del Congreso 
Nacional. En el octavo numeral se mencionan las invitaciones por parte de 
funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de 
carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en el sexto numeral; 
es decir, vuelve a referir a los centros de estudios, universidades, fundaciones y 
corporaciones, y esta vez las excluye no por estar contratadas, sino por ser 
“invitadas” a una determinada actividad. 


Así concluye el primer título de la ley, que consta de seis artículos y se ocupa de 


definir claramente los aspectos regulados por el texto legal, así como las 
actividades excluidas. El segundo título de la Ley 20.730 se ocupa directamente 
de los registros, estableciendo qué información debe ser registrada y quiénes 
custodiarán estos registros. De esta manera, en el séptimo artículo se establece: 


Artículo 7°.- Créanse los siguientes registros de agenda pública en los que deberá 
incorporarse la información señalada en el artículo 8*: 


Los registros a cargo del órgano o servicio al que pertenece el respectivo sujeto 
pasivo indicado en el artículo 3° y en los numerales 1., 4. y 7. del artículo 4°. 


Un registro a cargo de la Contraloría General de la República, en el que deberá 
consignarse la información relativa a los sujetos pasivos indicados en el numeral 
2. del artículo 4°. 


Un registro a cargo del Banco Central, en el que deberán incluir la información 
los sujetos pasivos indicados en el numeral 3. del artículo 4°. 


Dos registros, cada uno a cargo de las respectivas Comisiones de Etica y 
Transparencia Parlamentaria, en los que deberá incorporarse la información por 
los sujetos pasivos señalados en el numeral 5. del artículo 4”. 


Un registro a cargo del Ministerio Público, en el que deberá incluirse la 
información por los sujetos pasivos indicados en el numeral 6) del artículo 4°. 


Un registro a cargo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el 
que deberá incorporarse la información por el sujeto pasivo indicado en el 
numeral 8. del artículo 4°. 


En suma, esta norma contempla cerca de cuatrocientos registros, contando 
ministerios, municipalidades, instancias regionales, Contraloria, Banco Central, 
Congreso, Ministerio Publico y Poder Judicial. En cada una de estas anotaciones 
deben contemplarse las informaciones indicadas en el octavo articulo de la ley. 
En estos registros deben aparecer, segun la ley, las audiencias y reuniones 


sostenidas y que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares 
respecto de las decisiones antes señaladas. Según indica el artículo octavo, en 
estos registros se deberá indicar, en particular, la persona, organización o entidad 
con quien se sostuvo la audiencia o reunión, a nombre de quién se gestionan 
dichos intereses particulares, la individualización de los asistentes o personas 
presentes en la respectiva audiencia o reunión, si se percibe una remuneración 
por dichas gestiones, el lugar y fecha de su realización y la materia específica 
tratada. 


Todos estos ítems deben ser considerados por las autoridades a la hora de llenar 
los registros de sus audiencias. Toda la información recopilada en los registros 
desemboca en un portal web, que finalmente quedó a cargo del Ministerio 
Secretaría General de la Presidencia, tal como quería el ministro Larroulet. Sin 
embargo, el mismo artículo noveno contempla en su segundo inciso que el 
Consejo para la Transparencia también tendrá un portal web con la información. 
Fue así como nacieron los dos portales generados a propósito de la ley: 
InfoLobby.cl y LeyLobby.gob.cl, siendo el primero controlado por el Consejo 
para la Transparencia y el segundo por Segpres. El artículo décimo complementa 
estas normas, entregando a la potestad reglamentaria las normas técnicas sobre 
registros y publicidad de los mismos. 


En el decimoprimer artículo de la ley se consagra otro principio importante de 
esta regulación, cual es la igualdad de trato o —dicho en términos de derecho 
procesal— la “bilateralidad de la audiencia”. Esto quiere decir, en breve, que se 
establece la obligación para las autoridades de escuchar a todas las partes 
involucradas en una decisión particular. De esta forma se asegura que todos los 
posibles afectados por una decisión pública tengan el mismo derecho de 
presentar sus argumentos ante las autoridades. Así, este principio debe agregarse 
a la transparencia y la probidad contemplados en el artículo primero de la Ley 
20.730. En los artículos decimosegundo y decimotercero encontramos dos 
normas directamente referidas a los lobbistas como “sujeto activo”. En el 
decimosegundo artículo se establecen una serie de obligaciones para los 
lobbistas, que, sin embargo, parecen demasiado genéricas. Así se lee en la ley: 


Artículo 12.- Las personas que realicen lobby o gestiones de intereses 
particulares, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, estarán sujetas a las siguientes 
obligaciones: 


Proporcionar de manera oportuna y veraz a las autoridades y funcionarios 
respectivos, la información señalada en esta ley, cuando ésta les sea requerida, 
tanto para solicitar audiencias o reuniones, como para efectos de su publicación. 


Informar, al sujeto pasivo a quien solicitan la reunión o audiencia, el nombre de 
las personas a quienes representan, en su caso. 


Informar, al sujeto pasivo a quien solicitan la reunión o audiencia, si reciben una 
remuneración por las gestiones. 


Proporcionar, en el caso de las personas jurídicas, la información que se les 
solicite respecto de su estructura y conformación, sin que en caso alguno les sea 
obligatorio suministrar información confidencial o estratégica. 


Se observa que las obligaciones de los sujetos activos, lobbistas o gestores de 
interés están concentradas en la información entregada. No se observa ninguna 
prohibición, incompatibilidad o inhabilidad para ejercer el lobby y tener otras 
actividades paralelas, como la dirigencia político-partidaria o la representación 
gremial. Esta norma fue el fruto del acuerdo logrado por Larroulet, cuando en 
junio de 2013 introdujo esta regla a la discusión parlamentaria —mediante una 
indicación— para satisfacer la idea de que la ley contempla obligaciones para los 
sujetos pasivos y también para los activos. Sin embargo, si miramos en detalle, 
en realidad se observa que la balanza está inclinada de un lado y que son las 
autoridades quienes cargan con la responsabilidad de llevar los registros, 
mientras que los lobbistas y gestores solo deben limitarse a decir la verdad 
respecto de la información requerida. 


En el artículo decimotercero se establece que existirá un registro público de 
lobbistas correspondiente a cada autoridad considerada en la ley. Este registro, 
con todo, será producto de la acumulación de audiencias solicitadas, es decir, el 


registro de lobbistas y gestores será el resultado de las reuniones que ellos 
mismos solicitan. Más tarde, a través del reglamento de la ley, se pondría en 
funcionamiento un registro previo voluntario donde algunos actores relevantes 
se registrarían como lobbistas. De esta forma, en la actualidad conviven dos 
registros nacionales: A) Un registro que es previo y voluntario donde los 
privados pueden “inscribirse” como lobbistas ante cierta autoridad, sin la 
necesidad de pedir una audiencia; B) Un registro de todas las audiencias que han 
tenido las autoridades, informando sobre quién la solicitó y en representación de 
qué intereses. 


En lo relativo a las sanciones, los lobbistas enfrentan una posible sanción 
contemplada en el artículo octavo, donde se señala que quien omitiere 
inexcusablemente la información o entregara, a sabiendas, información inexacta 
O falsa, será sancionado con multa de diez a cincuenta unidades tributarias 
mensuales (10 a 50 UTM). En tanto, las autoridades se exponen a diversas 
sanciones, dependiendo de quién sea su superior jerárquico. 


Según señala el artículo decimocuarto, en el caso de los funcionarios de la 
Administración del Estado —llámese ministros, alcaldes, concejales, 
subsecretarios, jefes de servicio— están bajo la tutela de la Contraloría, quien se 
encarga de fiscalizar la información entregada en los registros. El artículo 
decimoquinto establece multas entre diez y treinta unidades tributarias 
mensuales (10 a 30 UTM) para aquellas autoridades que no registren toda la 
información solicitada. Además, en el artículo decimosexto se establece que las 
autoridades se exponen a multas entre veinte y cincuenta unidades tributarias 
mensuales (20 a 50 UTM) en caso de que la omisión sea inexcusable o la 
información falsa o inexacta haya sido registrada a sabiendas. El artículo 
decimoséptimo hace extensivas estas normas a los miembros de la 
administración municipal, sean alcaldes, concejales, directores de obras o 
secretarios municipales. En el artículo decimoctavo se establece que la Corte de 
Apelaciones respectiva conocerá de los reclamos emanados de la aplicación de 
estas normas. 


En el caso del Congreso, esta potestad sancionatoria está a cargo de las 
respectivas comisiones de ética de cada Cámara, según se señala en el artículo 
decimonoveno. Tanto senadores como diputados están expuestos a un 
procedimiento sancionatorio que podrá iniciarse de oficio por las comisiones 
señaladas o por denuncia de cualquier interesado. Luego de presentarse el oficio 
O la denuncia, esto será comunicado al afectado, quien tendrá derecho a contestar 
en el plazo de veinte días. La omisión inexcusable de la información que se debe 
incorporar en el registro o la manifestación a sabiendas de información inexacta 
o falsa en dicho registro se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades 
tributarias mensuales (20 a 50 UTM). Esto sin perjuicio de la responsabilidad 
penal a que hubiere lugar. En el sitio electrónico de la respectiva Cámara se 
publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes 
desde que la resolución que establece la sanción. Los artículos vigésimo, 
vigesimoprimero y vigesimosegundo establecen las sanciones respectivas para 
los registros y autoridades referentes al Banco Central, Ministerio Público y 
Poder Judicial. 


En el artículo vigesimotercero se señala que si durante el curso de la 
investigación o sumario administrativo el investigador conoce de acciones u 
omisiones que puedan ser constitutivas de delito, estará obligado a hacer la 
denuncia respectiva al Ministerio Público. Finalmente, el último artículo 
introduce cambios a los artículos 248 y 250 del Código Penal, referentes a los 
tipos de cohecho. Estos artículos son los utilizados en las causas de tráfico de 
influencias. Así, el cohecho aparece como “el lado de afuera” del lobby, 
constituyendo una práctica punible tanto para la autoridad que lo recibe como 
para el privado que efectúa el cohecho. 


Una evaluación global 


Una vez descritas las normas, podemos hacer una evaluación global de estas a la 
luz de los estándares generados por otras legislaciones. Es útil comenzar con una 


lista no exhaustiva de países que cuentan con regulaciones del lobby. En orden 
alfabético, son Alemania, Australia, Canadá, Estados Unidos, Hungría, Lituania, 
Polonia, Reino Unido y Taiwán. A esto deben agregarse algunos países con leyes 
de registros y de gestión de intereses, que pueden asemejarse a leyes de lobby. 
En Latinoamérica encontramos el caso de Perú y Argentina como legislaciones 
que contienen reglas similares o semejantes a leyes de lobby. También debemos 
tomar en cuenta los estándares internacionales y las normas de la Unión Europea 
y las reglas de cada estado en los Estados Unidos. 


La comparación global más completa entre estas leyes fue escrita por los 
profesores Raj Chari, John Hogan y Gary Murphy. En sus trabajos exploran la 
posibilidad de establecer criterios globales para comparar las reglas de lobby en 
cada país. Si bien no incluyen todos los países mencionados, su modelo de 
análisis es útil para perfilar la estructura de una buena ley de lobby. Siguiendo el 
sistema de clasificación creado por el Centro para la Integridad Publica (CPI), 
los autores identifican ocho criterios clave de las regulaciones del lobby. El 
primer criterio es que toda legislación debe tener una definición clara de quién es 
lobbista y quién no lo es. El segundo criterio se refiere a la presencia de una 
obligación de registro individual. El tercer criterio se traduce en la publicidad del 
gasto en lobby, es decir, cuánto cobra cada lobbista por sus gestiones, de modo 
de poder construir indicadores nacionales acumulados y poder distinguir por 
industria. El cuarto criterio solicita que cada lobbista identifique quién es su 
cliente. El quinto criterio considera si existen los sitios electrónicos que 
concentren la información. El sexto criterio evalúa si dicha información está 
disponible para que el público conozca los datos acumulados y detallados. El 
séptimo criterio evalúa las sanciones de las leyes de lobby para quienes 
incumplan con sus deberes y obligaciones. El octavo criterio se enfoca en si 
acaso se contemplan normas de “puertas giratorias”, es decir, reglas que regulen 
el paso de profesionales del lobby a puestos de gobierno y viceversa. 


El CPI divide los resultados de la clasificación en tres niveles. El primer nivel 
contiene sistemas regulados con estándares relativamente modestos. Países como 
Alemania y Polonia presentan este tipo de regulación. De acuerdo con Chari, 
Hogan y Murphy, estos sistemas tienen características cualitativas que las 
colocan en un nivel bajo de regulación. Por ejemplo, países con este nivel de 


regulación tienen reglas sobre el registro individual, donde los lobbistas deben 
registrarse, aunque no hay reglas en materia de divulgación de gastos 
individuales, es decir, no se conoce cuánto cobran los lobbistas por sus 
gestiones. En estos sistemas, los registros en línea son generales, sin mayores 
detalles de las conversaciones concretas registradas. Del mismo modo, las 
puertas giratorias no son un tema a regular en estos países, lo que configura un 
sistema regulatorio débil en torno a esta práctica. 


En un segundo nivel se incluyen sistemas con regulaciones medianas, es decir, 
sobre el nivel anterior, aunque no óptimas. En esta fase encontramos un grueso 
de naciones que han vivido diversos procesos de desarrollo. De acuerdo con los 
profesores Chari, Hogan y Murphy, países como Australia, Canadá, Hungría, 
Lituania, Taiwán y los Estados Unidos pertenecen a este nivel de regulación del 
lobby. Son cuerpos legales diversos, con historias particulares en cada caso. Son 
culturas políticas distintas, involucrando naciones de cuatro continentes. Aun así, 
hay características comunes que permiten establecer una métrica común. Dentro 
de estas regulaciones los registros son más detallados, incluyendo qué tema o 
proyecto en concreto fue discutido dentro de la audiencia respectiva. Se publican 
los gastos, es decir, cuánto cobran los lobbistas, lo que permite construir 
estadísticas, aunque no siempre los gastos están disponibles al conocimiento 
público. En general, dentro de estas regulaciones se prohíben los regalos o bien 
se limitan. Según Chari, Hogan y Murphy, igualmente existen deficiencias en 
estos países, tales como las zonas grises de las consultorías ejecutadas por 
grupos de presión a partidos políticos. Eso sí, en estos países suelen existir 
normas sobre puertas giratorias. 


En el nivel más alto, los profesores Chari, Hogan y Murphy colocan la 
regulación de algunos estados norteamericanos que tienen reglas aún más 
estrictas que las impuestas por el Gobierno federal. Así, por ejemplo, en 
Washington existen reglas estrictas sobre registros, incluyendo una fotografía del 
lobbista, los nombres de todos los contratistas de las empresas de lobby, así 
como el proyecto concreto donde se pretende intervenir. Del mismo modo, 
deben revelarse todos los gastos involucrados en las campañas de lobby, 
relacionados a todos los costos que han debido cubrir los grupos de interés. 
Además, se hace especial énfasis en que toda la información, incluyendo los 


gastos y costos, son de conocimiento público a través de los sitios web. 


Utilizando esta clasificación, la ley chilena de lobby puede ser analizada en 
relación a cada uno de los criterios propuestos por el CPI y los profesores Chari, 
Hogan y Murphy. Inmediatamente, podemos ver que cumple con entregar las 
definiciones mínimas para poder delimitar los marcos de la ley. El artículo 
segundo de la ley chilena es la que se encarga de esta tarea. Tal como señalamos 
antes, la ley chilena divide a los “sujetos activos” en “lobbistas” y “gestores de 
interés”. Esta no es una división usual en el mundo. Por ejemplo, en el caso de 
Canadá y del Reino Unido, podemos ver que la división es entre “lobbistas 
consultores” y “lobbistas in-house”. La primera categoría, en Canadá y Reino 
Unido, se refiere a aquellos lobbistas contratados específicamente para hacer 
lobby. La segunda categoría se refiere a aquellos que trabajan dentro de una 
empresa en un departamento especializado en la gestión de intereses. Por ende, 
la división que hace la ley chilena no coincide con la división que otras 
legislaciones contemplan. 


Sin embargo, un problema central es que la redacción de la ley chilena parece 
restringir el rango de interacciones solamente a las audiencias. No se hace 
mención específica de las llamadas telefónicas, correos electrónicos o reuniones 
privadas de carácter informal. Esto podría representar un problema para la 
aplicación de la ley, porque las tecnologías actuales posibilitan conversaciones 
de varias maneras, no solo a través de las reuniones presidenciales. Esto permite 
recordar las informaciones publicadas por medios de prensa durante los últimos 
meses, que señalan los intercambios vía correo electrónico entre Pablo 
Longueira y Patricio Contesse. El primero, entonces senador, comparte 
información y recibe argumentos del gerente general de SQM, la principal 
minera no metálica del país. La materia, un nuevo royalty minero presentado por 
el Gobierno de Piñera, daba pie para un fluido intercambio. Según consignaba la 
revista Qué Pasa, uno de los emails decía: 


“Pablo lo más complicado es que se busque un royalty a futuro en función de las 
ventas y no de las utilidades pues eso podría implicar que mineras podrían tener 


que cerrar si sus márgenes son malos”. Patricio Contesse a Pablo Longueira en 
correo electrónico del 10 de agosto de 2010”. 


¿Es esto lobby? Es decir, si la ley actual hubiere estado vigente en 2010: ¿sería 
este correo electrónico un acto de lobby? Es discutible, pues no se trata de una 
“audiencia” formal, lo que deja un amplio margen de acción no cubierto por la 
ley. En el caso concreto de los correos entre Longueira y Contesse, traspasan 
incluso la línea del lobby, y se convierten en objeto de investigación por 
cohecho. El tipo penal del cohecho contempla que la autoridad recibe dinero o 
una dádiva a cambio de una gestión a favor de un privado. Una pregunta similar 
puede hacerse respecto a los correos entre Ernesto Silva y Carlos Eugenio Lavín. 
El primero, entonces presidente de la UDI, recibía un email de parte del 
presidente del Grupo Penta. Según consigna Teletrece: 


“Ernesto: te transcribo el artículo de ley 198 que define lo que es el IPC de la 
Salud. ‘Para efectos de la modificación de precios del Plan Garantizado de 
Salud’. Según te entendí, los DC estarían llevando esta idea del reajuste máximo 
según IPC de la Salud, para el Plan Garantizado y para el Complemento. Si 
entendí bien esto, sería de la máxima gravedad. Para saber eso te estaba 
llamando y de acuerdo a eso ver si se nos ocurre algo. Saludos CEL” (Carlos 
Eugenio Lavín). 


Casi una hora y media después, a las 18:03 de ese mismo día, Silva le responde, 
según recoge la carpeta de la investigación, que: 


“Hola Carlos Eugenio. Es solo para el plan garantizado. Saludos cordiales, 
Ernesto””, 


Estos correos se enmarcan en la tramitación de una ley que afectaba 
directamente los intereses de la Isapre Banmédica, miembro del amplio grupo 


Penta. En este correo, Carlos Eugenio Lavín pretende incidir claramente en la 
legislación, entregando un punto de vista a un diputado. Se produce, además, la 
coincidencia de que ambos son militantes del mismo partido, al igual que Carlos 
Alberto Délano, la otra cabeza del grupo Penta. De esta forma, el correo entre 
Lavín y Silva puede leerse de muchas formas: como lobby, como presión, como 
comunicación entre militantes o como indicio de algún tipo de coordinación 
entre los intereses corporativos de Penta y los intereses partidarios del 
gremialismo. Al ser requerido por la prensa, el mismo Silva declaró: 


“Como parlamentario uno recibe muchos llamados, correos electrónicos con 
consultas sobre proyectos que están en tramitación y donde se hacen consultas 
sobre información pública. En este caso yo recibí una consulta y usted puede ver 
la respuesta que se ha planteado. Como parlamentarios tenemos el deber de 
recoger las distintas informaciones. Lo que sucede es que uno se forma una 
convicción personal, y sobre esa convicción y esos valores y sobre sus ideas uno 
toma decisiones y vota, y eso es lo que he hecho en todos los proyectos de ley 
siempre y en este caso también”. 


El presidente de la UDI añadió que “si uno mira las cosas en un contexto de una 
intención dudosa, lo que mira es el mail que llega. Si lo mira con buena fe y con 
el contexto completo mira la respuesta que yo he dado”. Consultado sobre la 
frase del correo donde el controlador de Penta le plantea reunirse para “ver si se 
nos ocurre algo” frente al proyecto, Silva recalcó que “hay un mail donde se 
hace una pregunta y una respuesta muy clara, que se aclara la duda sobre lo que 
ahí se plantea””*, 


Silva reconoce que los parlamentarios reciben llamadas y correos de este tipo, lo 
que reafirma la necesidad de regular estos espacios de interacción entre las 
autoridades y los lobbistas. Este tipo de problemas se conecta también con los 
espacios de informalidad, es decir, con aquellas reuniones que no se realizan en 
el despacho de las autoridades. Por ejemplo, así informaba La Tercera sobre las 
reuniones para decidir el nombre del actual fiscal nacional: 


Un empresario entrando a la oficina de un ministro; tres altos funcionarios de La 
Moneda reunidos en un restaurante capitalino con la plana mayor de un 
organismo gremial; más de una decena de encuentros secretos —en hoteles y 
residencias de parlamentarios— entre senadores y abogados que aspiran al cargo 
de fiscal nacional. Las escenas se parecen bastante a los ejemplos que hace una 
década se citaban cuando comenzaban a discutirse los primeros proyectos para 
transparentar la relación de las autoridades con los grupos de presión, aunque 
esta vez se trata de hechos concretos. Ocurridos todos durante los últimos meses 
y bajo el imperio de una ley que por estos días cumple su primer año de 
vigencia”. 


Estas reuniones informales constituyen un problema regulatorio, pues no están 
expresamente contenidas en las reglas de la ley actual. Igualmente, constituye un 
problema el delimitar dónde empieza y termina el límite entre la vida privada y 
pública de las autoridades. En este aspecto, es interesante pensar sobre el 
estándar que rige aquellos lugares donde las autoridades y los privados 
confluyen en otra calidad, como por ejemplo de apoderados en un mismo 
colegio, como hinchas de un mismo club de fútbol, o como clientes regulares de 
un mismo restaurante. En este sentido, la letra de la ley se ajusta a las audiencias 
formales que deben ser registradas en los registros públicos; nada se dice de otro 
tipo de comunicaciones. 


Otra polémica en torno a la letra de la ley es aquella referente a las audiencias 
que no son solicitadas por los lobbistas, sino que son convocadas por la 
autoridad. Un caso particularmente polémico fue el que involucró a la ministra 
de Minería, Aurora Williams, quien convocó una reunión con representantes de 
una reconocida empresa. Según trascendió, el 24 de marzo de 2015, con la ley de 
lobby ya vigente, la ministra Aurora Williams recibió en una de las oficinas del 
ministerio a la exsenadora Soledad Alvear y al abogado Andrés Jana, quienes 
asistieron como representantes de la empresa Antofagasta Minerals. La cita la 
solicitó el ministerio en días en que la minera suiza Glencore y Antofagasta 
Minerals, del grupo Luksic, mantenían un duro conflicto por una supuesta 
usurpación de terrenos. El encuentro se produjo cuatro días después de que la 
empresa Glencore interpusiera, a través de su filial transandina Pachón en 
Argentina, una querella criminal contra los ejecutivos de minera Pelambres por 


supuesta contaminación ambiental. Esto debe sumarse a la solicitud, en 2013, de 
que la empresa del grupo Luskic sacara sus escombros del terreno de Glencore, y 
una demanda civil de 2014, ante el juzgado del juez federal de la provincia de 
San Juan, con el mismo objetivo. 


En esta reunión entre Alvear, Jana y la ministra Williams se habrían discutido 
elementos esenciales de la estrategia de la minera chilena frente a este conflicto. 
Sin embargo, no fue registrada en la forma prescrita por la ley, puesto que se 
trataba de una audiencia solicitada por la misma ministra, y no por los 
representantes de Antofagasta Minerals. Este caso concreto muestra una 
situación aún más compleja, pues, semanas después, el Ministerio de Minería 
emitió una “carta de buena fe” sobre el proceder de la compañía minera y un 
estudio de aguas del laboratorio SGS, pagado por Los Pelambres, que un 
funcionario público del ministerio timbró y del cual consignó que había sido 
revisado y avalado por Sernageomin. Cabe consignar que Williams, antes de 
asumir como secretaria de Estado, se desempeñó como gerenta de 
Administración y Finanzas de Antofagasta Terminal Internacional, empresa 
controlada en 65% por el grupo Luksic a través de las sociedades SAAM Puertos 
S.A. e Inversiones Punta de Rieles Ltda. Este “favor” que le realizó el Ministerio 
de Minería al grupo Luksic traería consecuencias, pues se inició un 
procedimiento indagatorio al cual fueron citados a declarar, entre otros, los 
abogados involucrados en las audiencias. Según informaba el medio The Clinic 
Online, las declaraciones del abogado Andrés Jana son particularmente claras: 


“La señora Soledad Alvear, integrante del equipo jurídico BMAJ que asesora a 
MLP en estas materias y el que habla fuimos citados a una reunión en el 
Ministerio de Minería. La citación fue realizada a través de Soledad Alvear por 
medio de la ministra. En dicha reunión se encontraban presentes la señora 
ministra de Minería, el señor subsecretario de Minería, el director del 
Sernageomín, el jefe de Gabinete de la ministra de Minería, funcionarios de 
Relaciones Exteriores, ambos de apellido Pozo, y funcionarios de Interior de 
apellido Candia y un segundo cuyo nombre no recuerdo”, asegura en su 
testimonio Jana, al que tuvo acceso The Clinic Online. Fuentes de Los 
Pelambres precisan que efectivamente Alvear fue contactada por Williams”. 


(...) 


Jana aseveró en su declaración que en el encuentro el subsecretario Ignacio 
Moreno realizó exposición en power point informando de los resultados de una 
visita del Grupo de Trabajo Binacional Temporal que se había creado en agosto 
del año 2014 para que Glencore y Los Pelambres acercaran posiciones. La visita 
se realizó el 30 de enero de 2015 y, en su intervención, Moreno habría asegurado 
que esta había arrojado “resultados positivos, es decir, que no existía 
contaminación en las aguas argentinas por drenaje ácido”. 


En esa misma reunión, prosigue Jana, “se discutieron dos cosas”. La primera se 
enfocó en “la importancia de contar con los resultados del muestreo o monitoreo 
de la visita, ya que la cuestión de una posible contaminación que se había 
demostrado inexistente estaba generando preocupación en las autoridades 
argentinas, así como en presentaciones hechas al tribunal civil (...). Se señaló 
que dado que los resultados de la visita existían en poder de las autoridades 
chilenas se solicitarían para poder ser presentados ante los tribunales y 
autoridades argentinas”. En segundo lugar, relata el abogado, se habló respecto 
de que “dada la grave situación generada por la presentación de la denuncia 
criminal, hice presente la necesidad de contar con una comunicación del 
ministerio que confirmara lo que se nos había señalado en diversas 
oportunidades por autoridades de dicha institución, es decir, que MLP había 
actuado en la construcción y operación del botadero Cerro Amarillo con los 
debidos permisos entregados por las autoridades chilenas y que, por lo tanto, su 
conducta siempre habia sido de buena fe””3, 


Claramente, las audiencias tuvieron como foco el interés de los representados 
por Jana y Alvear, es decir, la empresa minera del grupo Luksic que enfrentaba 
un caso complejo en Argentina. Según la misma declaración de Jana, estas 
audiencias están vinculadas al comportamiento del ministerio, que se la jugó 
luego por los intereses de Antofagasta Minerals. Parece obvio, por ende, que las 
audiencias señaladas debieron haber sido registradas conforme a los 


procedimientos de la Ley 20.730. Sin embargo, no quedó registro alguno, pues el 
Ministerio de Minería consideró que las reuniones convocadas por las 
autoridades no deben ser registradas. Esta es una interpretación un tanto 
caprichosa de las normas legales, aunque igualmente encuentra sustento en la 
falta de mención explícita en la ley a este tipo de situaciones, como también a los 
correos y contactos informales. 


En similares circunstancias, con actores y objetivos distintos, la estrategia de las 
reuniones autoconvocadas se repitió en junio de 2015 cuando se realizó una 
reservada cena en el restaurante Raúl Correa y Familia, uno de los lugares más 
visitados por la elite política. Al local ubicado en la comuna de Vitacura —en la 
intersección que anuda Estoril, avenida Las Condes y Presidente Kennedy— 
llegaron entonces Jorge Burgos, ministro del Interior, y Rodrigo Valdés, ministro 
de Hacienda, junto al subsecretario de Interior, Mahmud Aleuy. En la misma 
mesa se sentaron representantes de la Confederación de la Producción y del 
Comercio (CPC). La cena, tal como se dijo esa semana en La Moneda, fue 
gestionada por Burgos, se acordó a fines de mayo y se adoptó el compromiso 
con los empresarios de mantenerla en secreto. Tampoco fue registrada, porque 
sería lobby si los agentes de interés, en este caso los empresarios, hubieran 
pedido el encuentro, lo que no fue así”?. No deja de ser curioso que, una década 
antes, el mismo Burgos luchaba por regular el lobby. Diez años después, el 
mismo personaje buscaba los intersticios de las normas para no registrar sus 
audiencias con empresarios de la CPC. 


Ante este problema regulatorio, un grupo de parlamentarios presentó un 
proyecto de ley tendiente a regular los aspectos no cubiertos por el registro de 
audiencias. El grupo de diputados, encabezados por Osvaldo Andrade, del PS, 
presentaron en mayo de 2016 un proyecto de ley que pretende dejar establecido 
que deben informarse todas las reuniones relativas a intereses particulares, hayan 
estado programadas o no. Según informó la Cámara de Diputados en su página 
web, el objetivo del texto es precisar que existe la obligación de dejar registro de 
este tipo de reuniones, hayan estado programadas o sean espontáneas, cualquiera 
sea el lugar donde se realicen y cualquiera sea la persona que la solicite, 
incluyendo al sujeto pasivo, esto es, la autoridad que es objeto del lobby. 
Actualmente, este proyecto, contenido en el Boletín número 10643-07, espera en 


el Congreso la discusión en primer trámite constitucional de la Comisión de 
Constitución de la Cámara de Diputados. 


Más allá de este proyecto, debemos concluir que una primera evaluación al item 
“definiciones” y al item “registros” señala que estos aprueban solo con nota 
mediocre, quedando en algún punto entre el modelo “débil” y el modelo 
“regular” que describen los profesores Chari, Hogan y Murphy. A esto debe 
agregarse que la ley chilena genera una categoría desconocida en el mundo, cual 
es el “gestor de intereses”, que, dicho en fácil, es un lobbista que no cobra. 
Dentro de esa descripción genérica, contenida en el artículo segundo, caben las 
fundaciones, los sindicatos, los gremios y todo tipo de representante de intereses 
que no cobra por tal tarea. Más adelante veremos que ello genera un amplio 
marco de zonas grises. Por ahora, es útil ver que, de acuerdo con la ley, un 
lobbista es un individuo o una empresa a quien se le paga para la representación 
de intereses particulares frente a las autoridades públicas. En virtud de esta 
definición legal, las principales empresas de lobby de Chile son empresas 
vinculadas a la comunicación estratégica, como Imaginacción, Azerta y Extend. 


En el tercer ítem propuesto por Chari, Hogan y Murphy como parámetro de 
evaluación encontramos la necesidad de publicar el gasto en lobby, es decir, 
cuánto cobran los lobbistas a sus clientes. En Chile, esta obligación existe solo 
como una pregunta binaria, de si acaso el lobbista cobra o no por su labor, sin 
preguntársele el monto. Por ende, tampoco parece aprobar completamente este 
parámetro, pues no permite la construcción de estadísticas públicas sobre gasto 
en lobby. El cuarto item se refiere a la publicidad del nombre del cliente que 
contrata al lobbista que solicita la audiencia. En Chile, este aspecto se cumple, 
aunque las empresas no tienen ningún deber de publicar una lista consolidada de 
sus clientes, sino que estas deben configurarse por acumulación de la 
información de las audiencias. El quinto y sexto criterio, referentes a la 
existencia de sitios electrónicos que sean accesibles al público, se cumplen en la 
legislación chilena a través de los portales web habilitados para tales efectos por 
Segpres y el Consejo para la Transparencia. En el portal de Segpres se pueden 
encontrar todos los lobbistas registrados, ya sea voluntariamente en el registro 
previo o ya sea por la solicitud de audiencias. En el portal del Consejo para la 
Transparencia se puede encontrar un detalle de todas las audiencias solicitadas, 


así como de los viajes y de los regalos recibidos por las autoridades. 


En el séptimo criterio para evaluar las leyes de lobby los profesores Chari, 
Hogan y Murphy se refieren a las sanciones estipuladas para las autoridades y 
los lobbistas que no cumplan con sus obligaciones legales. En comparación, la 
ley estadounidense castiga a todas las violaciones a la ley de lobby, con multas 
de hasta $50.000 USD, equivalentes a quince veces la multa máxima de la ley 
chilena. Por otra parte, en Estados Unidos también hay reglas que llevan 
sentencias de prisión de hasta doce meses y una prohibición de tres años para 
ejercer el lobby. En el caso de Canadá, hubo cambios en 2008 que incluyeron 
sanciones monetarias a lobbistas que sean declarados culpables de violar los 
requisitos de la ley, los cuales se incrementaron hasta un máximo de $200.000 
USD, lo que es sesenta veces el máximo chileno. 


Dado el énfasis que le dan los académicos y las entidades internacionales, resulta 
claro que el error más significativo de la ley de lobby chilena fue no incluir 
reglas de “puerta giratoria”. En Chile, suele creerse que la “puerta giratoria” es 
aquella que posibilita la entrada y salida de las cárceles, sin embargo, en el 
mundo la expresión “revolving doors” se refiere al flujo de personas clave entre 
el Gobierno y las empresas o viceversa. Se discute en la literatura si acaso las 
leyes de lobby deben contener reglas para todo tipo de puerta giratoria, aunque 
hay acuerdo respecto a que sí o sí deben existir normas dirigidas a los lobbistas 
para impedir que estos fluyan hacia posiciones de poder en el Estado y luego 
regresen a su industria. 


Este octavo criterio queda con nota cero en la ley chilena, pues no se incluye 
ninguna norma que establezca que los lobbistas no pueden pasar de esa calidad a 
funcionarios de gobierno sin que pase un tiempo prudente para ello. En el 
mundo, el plazo legal de intervalo entre un trabajo y otro suele ser de dos años. 
En Chile, la práctica de la puerta giratoria es un uso expandido en las elites, que 
no ven mayor problema en el circuito público-privado que se ha generado entre 
directorios y ministerios, entre organismos fiscalizadores y empresas 
fiscalizadas, entre la política y los negocios. El mundo del lobby no es ajeno a 


esa práctica; así lo hemos comprobado en al menos dos casos, donde 
reconocidos lobbistas han pasado de esa labor a puestos clave en La Moneda. 


Es interesante analizar algunos casos ocurridos con ocasión del cambio de 
mando en marzo de 2014. Al asumir Michelle Bachelet y salir de La Moneda 
Sebastián Piñera, volvió a ponerse en movimiento la puerta giratoria que une la 
industria del lobby y la política. Por ejemplo, el subsecretario de Gobierno de 
Piñera, Mauricio Lob, desembarcó en Azerta, la empresa de comunicación y 
lobby que dirigen Cristina Bitar y Gonzalo Cordero. Transitando a contramano, 
Carlos Correa Bau dejó la gerencia de Imaginacción, la empresa líder del 
mercado del lobby y propiedad de su padre, el exministro Enrique Correa Ríos. 
Correa Bau se instaló en La Moneda como número dos de la Secretaría de 
Comunicaciones (Secom), que encabezaba la periodista Paula Walker. El equipo 
fue reforzado también por Bárbara Rochefort, quien dejó la gerencia de la 
transnacional Burson-Marsteller, otra empresa dedicada a las comunicaciones y 
el lobby que había representado, entre otros, los intereses del controversial 
proyecto energético HidroAysén. 


La puerta giratoria entre el mundo de la política y el mundo del lobby también 
operó en el Gobierno de Sebastián Piñera, muy cerca del presidente, a pocos 
metros de su oficina. La empresaria Fernanda Otero, hija del dirigente de RN 
Miguel Otero, desembarcó en el segundo piso del palacio de gobierno. 
Curiosamente, Otero no se dedicó tiempo completo a su trabajo como asesora de 
Piñera, sino que combinó esta labor con su rol como dueña de una oficina de 
comunicaciones llamada B20. Esta confluencia de intereses se hizo visible 
cuando, en 2011, Piñera inauguró un complejo de centrales hidroeléctricas en la 
precordillera de San Fernando, en el inicio del cordón montañoso Sexta Región. 
En este proceso convergieron intereses de empresas internacionales, 
representadas por los ejecutivos de Tinguiririca Energía, de propiedad de la 
australiana Pacific Hydro y la noruega SN Power. Estas empresas eléctricas eran, 
a su vez, clientes de la empresa de comunicaciones de Fernanda Otero, quien 
acudió a la ceremonia de inauguración en una doble calidad: como asesora del 
presidente de la República y como asesora de la empresa Pacific Hydro. 


Según informó El Mostrador, la empresa de comunicaciones de Otero, B20, 
tenía entonces como clientes a Pacific Hydro y Tinguiririca Energía por el lado 
privado y por el lado público al Ministerio de Medioambiente, que tomaba 
decisiones que pueden afectar a dichas empresas. También tenía cuentas de 
grandes bancos, como Banco Falabella, BBVA y BCI. También tenía entre sus 
clientes al grupo DyS, entonces dueño de los supermercados Líder y la tarjeta 
Presto, es decir, sujetos a las regulaciones que surgirían del proyecto de Sernac 
Financiero promovido por el presidente, quien a su vez recibía asesoría 
comunicacional de Otero para enfrentar temas como este ante los medios. Al 
tener contrato a honorarios con la Presidencia, Otero no estaba obligada a 
declarar patrimonio ni intereses, así como tampoco estaba sujeta a los 
impedimentos legales de funcionarios de alta jerarquía ministerial. De este 
modo, los intereses públicos y privados se mezclaban en ella de forma no 
regulada por ningún instrumento. Consultada por la prensa al respecto, Otero se 
defendió y no aceptó la comparación con Eugenio Tironi, quien dos años antes 
había sido noticia por su “doble militancia” entre la campaña de Frei y su 
empresa de lobby. Así lo señala Otero: 


“Tengo muchos clientes grandes y ellos tienen clarísimo cuál es mi trabajo, 
tengo especial cuidado de no hacer ningún cruce al respecto, no transmito 
información por un tema objetivo y al presidente solo lo asesoro en 
comunicaciones”, dice Otero, en relación a eventuales conflictos de interés. 
Cuando se le pregunta por las posibles similitudes de su situación y la del 
exasesor de Frei, Otero responde: “Lo que hicieron con Tironi fue nada que ver, 
¿cuál es el problema que asesorara a una farmacia?”. La farmacia, Salcobrand, 
también es cliente de B20%0, 


En este sentido, la ley de lobby chilena perdió la oportunidad de incluir normas a 
este respecto, que establezcan límites y plazos a la puerta giratoria específica 
entre las oficinas de lobby y el Gobierno. En lo referente a la puerta giratoria en 
general, aquella que trasciende a la industria del lobby y toca a otras áreas, la 
Comisión Engel propuso un plazo general de un año de espera entre un cargo y 
otro. A julio de 2016, dicho proyecto presenta un magro avance en el Congreso, 
con un 33% de avance y nota 4,2 según el Observatorio Anticorrupción de 
Ciudadano Inteligente y Espacio Público. Además, el Informe Engel recomienda 


una norma específica para personas que emigren del Estado hacia la industria del 
lobby, con un plazo de dos años de intervalo necesario entre los empleos. 


Si analizamos las ocho variables, se puede concluir que la regulación chilena 
cumple de forma incompleta la primera y la segunda, referentes a las 
definiciones y los registros. Mejor desempeño tienen las variables quinta y sexta, 
con respecto al acceso del público a través de portales web. Sin embargo, la 
regulación chilena carece de disposiciones adecuadas relacionadas con la 
publicidad de los gastos, además de las sanciones, que parecen ser bajas en el 
contexto internacional. Por lo tanto, si aplicamos el modelo de clasificación del 
IPC, la ley de lobby de Chile se ubica entre un modelo débil y un modelo 
regular, muy lejos de los altos estándares de jurisdicciones como la de 
Washington D. C. En el contexto latinoamericano, esta ley chilena parece una 
pieza jurídica avanzada, en tanto se refiere a temas que son sensibles para 
cualquier democracia, pero de los que no todas se hacen cargo. 


En el Informe Engel se proponen una serie de medidas para mejorar la 
regulación existente. En el capítulo IV, letra D del informe se pueden encontrar 
una serie de propuestas. Destaca, en primer lugar, la creación de un código de 
conducta para lobbistas y gestores de intereses particulares, en el que se puedan 
establecer lineamientos sobre buenas prácticas y prohibiciones que deben tener 
estos actores en su interacción con las autoridades y funcionarios públicos. Esto 
se cumplió, y está disponible el código de conducta, que incluye normas sobre 
conflictos de interés, reglas relativas a la relación con la autoridad, así como con 
el cliente y la observación de determinados principios como la transparencia y la 
probidad. Estas reglas, en un sentido jurídico, no son obligatorias; sin embargo, 
se les reconoce un estándar superior a las meras recomendaciones. En inglés, 
este tipo de reglas recibe el nombre de “soft law”, es decir, reglas que se 
reconocen como propias de un ámbito, contexto o industria, aunque no se 
encuentran jurídicamente establecidas en una ley. De ahí que se les denomine 
“derecho suave”. Este punto tiene nota 7 en el Observatorio Anticorrupción, que 
Espacio Público y Ciudadano Inteligente levantó para monitorear el 
cumplimiento del Informe Engel. 


En segundo lugar, el Informe Engel recomienda la creación de un plan de 
capacitaciones y cursos sobre el contenido y la aplicación de la ley para 
autoridades y funcionarios públicos en cuanto ingresen a los órganos del Estado. 
Del mismo modo, dicho plan debe considerar una evaluación periódica mediante 
pruebas que permitan certificar conocimientos específicos y buenas prácticas. 
Este punto también se está cumpliendo y, desde diciembre de 2015, hay una serie 
de talleres en municipalidades y organismos del Estado. Sin embargo, aún no 
alcanza la totalidad de las instituciones públicas. Este punto tiene nota 5 en el 
Observatorio Anticorrupción, a agosto de 2016. En tercer lugar, se propone 
agregar al reglamento de la Ley 20.730 el registro de las audiencias no 
solicitadas por los lobbistas o gestores, es decir, convocadas por las mismas 
autoridades. En este punto, el Observatorio entrega nota 7. Sin embargo, entrega 
nota 1 a la propuesta de formación de un panel internacional de monitoreo de la 
ley de lobby. Esa idea no ha avanzado en lo absoluto, a agosto de 2016. Lo 
mismo para la propuesta que pide crear una norma técnica de entrega de datos al 
Consejo para la Transparencia, que asegurar una alta calidad de la información 
disponible en el portal infolobby.cl. Esto no se ha cumplido en absoluto y es 
grave, pues en Chile no existe una cultura de registro de datos, lo que hace muy 
difícil extraer datos de los sitios. No por una cuestión técnica del software, sino 
por la mala calidad de los registros, en cuanto al orden y la rigurosidad en el uso 
de cada celdilla de información. 


Así, vemos que la Ley 20.730 es todavía perfectible. Lo que más sorprende es su 
historia, llena de hitos y gestos comunicacionales. Los resultados, pareciera, no 
están aún a la altura de las expectativas que se levantaron en 2003. Muchas cosas 
cambiaron en ese periplo: tres proyectos de ley, cuatro Gobiernos, varios 
ministros acusando lobby, intelectuales y rectores solicitando regulación. En ese 
plazo, pareciera que la industria del lobby fue ganando espacio e importancia en 
la opinión pública, consolidándose como un agente de poder en la sociedad 
chilena. Sin embargo, es menester decir que esta ley constituye un enorme paso 
adelante respecto a los once años anteriores, donde la ley no existía, donde hubo 
miles de audiencias que jamás conoceremos, donde se trataron temas de los que 
jamás nos enteraremos. Hay países desarrollados, como España, que todavía 
están lejos de poder contar con una ley de lobby como la chilena. 


En Latinoamérica, Brasil discute un proyecto de ley que pretende introducir 
regulaciones que han sido fuertemente resistidas por diversos actores. En 
Colombia, ha generado gran discusión el proyecto de ley número 94 del 2014, 
presentado por el senador Carlos Fernando Galán, que pretende “regular las 
actividades de cabildeo y crear el registro único público de cabilderos”. En 
Argentina, encontramos que también existe una norma de registro de audiencias. 
Esta norma emana del Decreto 1172, del año 2003, que tiene por finalidad 
recabar información sobre el motivo y la fecha de reunión entre funcionarios del 
Poder Ejecutivo y agentes del sector privado. A esto se conoce como el registro 
de publicidad de gestión de intereses. No existe mención a lobbistas o al lobby 
como práctica en esta regulación argentina. Otras naciones, como Bolivia, 
Ecuador, Paraguay, Uruguay y Venezuela, todavía no entran en una discusión 
profunda sobre regulación del lobby. 


Perú tiene un sucedáneo de ley de lobby desde 2003. Esta regulación no se 
denomina “ley de lobby”, sino “ley de gestión de intereses ante la autoridad 
pública”. Si comparamos la ley chilena de lobby y la ley peruana de 2003, 
encontramos algunas diferencias estructurales. Por un lado, la ley peruana no 
define qué es lobby ni quién es “lobbista”, evitando por completo usar esas 
expresiones. En su lugar, el Gobierno peruano decidió utilizar la expresión 
genérica de “gestor de intereses”. A esos gestores la ley peruana los divide entre 
aquellos que representan sus propios intereses o los de un tercero. Otra 
diferencia sustancial es que en Perú estos gestores de intereses deben registrarse 
previa y obligatoriamente en un registro nacional de gestores; sin este trámite no 
podrán solicitar audiencias. En Chile, ese registro previo es solamente 
voluntario. En ambas legislaciones existe un registro de las audiencias 
solicitadas ante autoridades públicas. En Perú, eso sí, existe una norma de puerta 
giratoria que establece un plazo de un año para pasar de un cargo público a ser 
lobbista en esa área del Estado. 


A nivel internacional, un ejemplo a considerar es la reciente ley de lobby 
aprobada en Inglaterra. Si bien no es un texto legal que destaque en todos los 
aspectos, sí parece ser la que tiene la mejor comprensión global del problema 
regulatorio. El desempeño de esa ley, todavía joven en su aplicación, deberá ser 
analizado como un insumo para pensar futuras reformas en Chile. 


SEGUNDA PARTE 


SEMBLANZA DE UNA INDUSTRIA 


Capítulo Cuatro: Enrique Correa: vida, pasión y 
lobby 


“Enrique Correa es quien gobierna Chile”. 


MÓNICA ECHEVERRÍA YÁÑEZ 


La historia del lobby profesional, en Chile, no puede entenderse sin la empresa 
Imaginacción Consultores, cuyo fundador es el exministro Enrique Correa Ríos. 
Su relevancia en la vida pública chilena es indiscutible. Son décadas de 
liderazgo que se inician en Ovalle, lejos del valle central y de las elites 
tradicionales. Su trayectoria lo conecta personalmente con todos los personajes y 
los hechos importantes de la historia reciente de Chile. Correa es un testimonio 
vivo de lo que ha sido la larga transición desde los proyectos revolucionarios de 
los sesenta hasta la sociedad actual. Según resume la periodista Lenka Carvallo, 
en un agudo perfil de este personaje, 


La historia de Enrique Correa Ríos (licenciado en Filosofía, 68 años, siete 
hijos) está configurada de tantas identidades que bien parece una película: ha 
sido seminarista, locutor radial, presidente de la juventud DC, fundador del 
Mapu, exiliado en Rusia y en la RDA. En dictadura se las arregló para entrar y 
salir del país a través de una serie de “chapas”, para lo cual —cuenta la 
leyenda— bajó cuarenta kilos en solo tres meses y hasta se habría hecho una 
cirugía... Recién inaugurada la democracia se convirtió en el primer vocero en 
la era de la Concertación y en un miembro estratégico del gabinete de Patricio 
Aylwin, como ministro Secretario General de Gobierno (Segegob)*!. 


Correa es hijo de una familia de clase media obrera, nacido en noviembre del 


año 1945 a pocos meses de terminada la Segunda Guerra Mundial. Según el 
periodista Manuel Salazar, el padre de Enrique Correa era un masón que votaba 
por los liberales. Su madre, probablemente, es quien influye en que Correa 
resultara ser católico. A los doce años, decidió inscribirse en la Juventud de la 
Democracia Cristiana, donde conoció de cerca a Patricio Aylwin. Con trece años, 
Correa invitó a Aylwin a dar un discurso y conversar con otros jóvenes en una 
parroquia en Ovalle: este sería el comienzo de una larga relación. Su vocación 
política cedió paso, con el tiempo, a una pasión de orden teológico. Así, 
podemos encontrarlo en la adolescencia dirigiendo las Juventudes Estudiantiles 
Católicas en Ovalle. El llamado religioso fue muy profundo en él, tanto como 
para no seguir los deseos de su familia, que lo veían como un abogado en 
potencia. Así lo relata Manuel Salazar: 


La familia quería que estudiara derecho, pero el joven sintió el llamado de Dios. 
Viajó a Santiago para ingresar al Seminario Diocesano, dirigido en ese tiempo 
por el sacerdote Carlos González Cruchaga, quien se transformaría en uno de sus 
maestros y que, en los años 80, cumpliría relevante papel en la Conferencia 
Episcopal. En el Seminario fue compañero de Jaime Estévez, Luis Eugenio 
Silva, Cristián Precht y Miguel Ortega. Problemas familiares obligaron a Correa 
a retornar a Ovalle, donde se inició en la locución radial apoyando la candidatura 
presidencial de Eduardo Frei Montalva. Se transformó en lector asiduo de 
Jacques Maritain y de León Blois, de Graham Greene y de Morris West, en 
constante búsqueda de comprensión de los procesos que afectaban al mundo. En 
1965 viajó nuevamente a Santiago e ingresó a la Escuela de Filosofía de la 
Universidad Católica, estremecida por las reformas del Concilio Vaticano II. Los 
fines de semana acude al Seminario para sumergirse en discusiones teológicas y 
terrenales: pero empieza a alejarse de Santo Tomás y a interesarse en la lectura 
de Marx y otros pensadores socialistas. “El marxismo es parte de la modernidad 
de ese tiempo. Marx era un pensador tan legítimo como lo podían ser Freud, 
Darwin, Stuart Mills o Adam Smith”, ha dicho Correa en años recientes??, 


Del Mapu a la Concertación 


En la vida política de Correa se observa un interesante giro desde el catolicismo 
tomista hacia el marxismo católico, y luego hacia la renovación socialista. Si 
bien había decidido ser sacerdote diocesano, la muerte de su padre lo obliga a 
volver a Ovalle a hacerse cargo de su familia. Allí retoma su contacto con la 
política, a través de su trabajo como locutor radial. En ese rol se hace conocido 
en Ovalle y se vuelve partícipe de la campaña de Frei Montalva, que resultaría 
electo presidente de la República en 1964. El período presidencial de Frei sería 
un intenso momento en la vida de Enrique Correa, quien ingresa a estudiar 
Filosofía a la Universidad Católica, lugar donde tomará contacto con líderes 
trascendentales, como Jaime Castillo Velasco y Miguel Ángel Solar. Durante los 
primeros dos años en Santiago, Correa milita en la Juventud Demócrata 
Cristiana. En este escenario, resulta clave el liderazgo de Rodrigo Ambrosio, un 
joven y brillante dirigente especializado en sociología agraria, un tema clave en 
el contexto de la reforma al campo. Durante el gobierno de Frei, Rodrigo 
Ambrosio se incorporó al Instituto de Desarrollo Agropecuario, donde junto a 
Jacques Chochol, Jaime Gazmuri y Juan Enrique Vega forma un núcleo que 
aglutina a los “rebeldes” de la Juventud DC, disidentes de la línea oficial del 
presidente Frei Montalva y del timonel del partido, Patricio Aylwin Azócar. 
Estos rebeldes eran liderados orgánicamente por Enrique Correa y el dirigente 
Juan Enrique Vega. 


Este grupo decidió postular a Rodrigo Ambrosio a la presidencia de la Juventud 
del partido, a fin de disputar la estrategia “reformista” de La Moneda. Así, en 
1966, Ambrosio se presenta a la elección con altas expectativas, aunque resulta 
derrotado. Sin embargo, ese grupo articulado en torno a Ambrosio sería clave, 
pues en agosto de 1967 ocupan la Casa Central de la Universidad Católica y dan 
inicio a un convulsionado período. Este hecho, la toma de la Casa Central, es 
considerado una de las bisagras de la historia reciente de Chile. Ahí estuvo 
Enrique Correa Ríos, a las órdenes de dos de sus mentores: el líder del 
movimiento, Miguel Ángel Solar, y el vocero de la Toma, Carlos Montes. Esta 
ocupación pasaría a la historia por el lienzo desplegado por los estudiantes 
durante largos días, a la vista de la Alameda, donde se podía leer: “Chileno, El 
Mercurio miente”. Años más tarde, varios de esos dirigentes serían asiduos 
columnistas de ese diario. 


El impulso político propiciado por esta toma le permitió a Rodrigo Ambrosio 
ganar la presidencia de la Juventud DC, en una cómoda elección contra Luis 
Maira en 1967. El triunfo de la línea rebelde trajo como consecuencia el 
fraccionamiento del partido y la agudización del conflicto entre los jóvenes y 
Patricio Aylwin. En este contexto, Ambrosio y Correa fueron una dupla 
inseparable al momento de tensionar el escenario interno. En un encuentro 
nacional, el presidente de la Juventud DC fue particularmente crítico con la 
gestión del presidente Frei Montalva. Según relata el periodista Manuel Salazar, 
en ese encuentro nacional Ambrosio y Correa fueron los grandes ganadores, 
cuestión que molestó profundamente a su antiguo maestro Jaime Castillo 
Velasco, firmemente identificado con la línea freísta del partido: 


Ambrosio formula duras críticas al Gobierno de Frei e identifica tres sectores 
dentro del PDC: el oficialista, al que califica de “divorciado permanentemente 
del partido y de su programa”; los que provenían de la antigua Falange, a los que 
trata de “indefinidos”; y los de avanzada, “que están por la vía no capitalista”. 
Rodrigo Ambrosio entonces se pronunció por la bipolaridad para las siguientes 
elecciones presidenciales, manifestando que “para la campaña presidencial del 
70 deben desaparecer del mapa las alternativas centristas o terceristas, que 
encubren, distorsionan y amortiguan la vida social real del país”. Ambrosio es 
ovacionado y el sector rebelde se impone por 156 votos contra 74, asumiendo 
Enrique Correa como nuevo presidente de la JDC. 


Jaime Castillo no demora en responder: “Ambrosio y Correa, tan admiradores de 
la disciplina y del celo que existe en el Partido Comunista, donde la ropa sucia se 
lava en casa, llamaron a una conferencia de prensa —que la directiva prohibió— 
para mostrar nuestras reales o supuestas mugres a todos los redactores políticos. 
Los diarios de oposición no necesitan esforzarse para conocer nuestros 
problemas más serios y confidenciales. Sus “corresponsales” militan en nuestras 
propias filas y no en cargos subalternos$3, 


Correa, así, es un eslabón clave para comprender el quiebre en el partido de 
gobierno a partir de 1967, todo esto bajo las presidencias de Patricio Aylwin y 


Rafael Agustín Gumucio. En 1968, esta relación se vuelve insostenible, puesto 
que Correa critica públicamente al ministro del Interior, Edmundo Pérez Zujovic, 
luego que ocurrieran las manifestaciones de Pampa Irigoin, una toma de terrenos 
cerca de Puerto Montt. Allí resultaron heridos más de cincuenta manifestantes y 
fallecieron otros ocho pobladores. Ante este hecho, Correa se plegó a las voces 
de izquierda y criticó abiertamente las políticas represivas del ministro Pérez 
Zujovic. El presidente de la DC, Patricio Aylwin, decidió pasar a Correa al 
Tribunal de Disciplina y luego removerlo de la presidencia de la Juventud del 
partido. Esto dañaría seriamente las relaciones entre ambos, aunque no para 
siempre. Así llegó 1969, con un clima de polarización en el país, con el partido 
de gobierno severamente fraccionado y con una elección presidencial ad portas. 
Fue, precisamente, el nombre del candidato presidencial lo que terminaría por 
dividir las aguas. Así lo relata el periodista Manuel Salazar: 


El 9 de mayo de 1969, una semana después de la Junta Nacional del PDC en 
Talagante, donde se decide que Radomiro Tomic será candidato presidencial del 
partido, se reúne en Peñaflor la denominada comisión coordinadora nacional del 
Movimiento de Acción Popular Unitaria (Mapu), y se presenta un informe 
político que denuncia “el fracaso de la experiencia reformista” de Frei. Se le 
acusa de renunciar a un programa de reformas estructurales de la sociedad 
chilena. En su declaración de principios, los mapucistas se definen como “fuerza 
de vida y escuela para el poder” y reconocen que “nos construimos desde ahora 
para dirigir la Patria”. 


Tres meses después, el Mapu se integra a la Unidad Popular, designando como 
su candidato presidencial a Jacques Chonchol. Más tarde, apoyarían a Pablo 
Neruda, a Rafael Agustín Gumucio y a Aniceto Rodríguez. 


Rodrigo Ambrosio, a diferencia de Enrique Correa, se niega a apoyar a Salvador 
Allende. El 30 de octubre de 1970 el Mapu inicia su primer congreso. Ambrosio 
asume como secretario general y Enrique Correa como subsecretario. Este, para 
ganarse la vida, compartía su labor política con la enseñanza del marxismo en la 
Universidad Técnica del Estado. Ambrosio se marcha a Concepción. Está 


convencido de que los obreros del acero de Huachipato serán la nueva 
vanguardia de la revolución. El máximo dirigente del Mapu se consideraba un 
hombre de acción, con poco tiempo para la teoría. Para suplir esa falencia, sus 
compañeros Moulian y José Joaquín Brunner le hacían resúmenes sobre las ideas 
de los principales teóricos de izquierda. En 1971, Juan Enrique Vega es 
designado embajador en Cuba, y Correa pasa a desempeñarse como asesor 
político de Clodomiro Almeyda, en la Cancillería. En 1972 asume otro cargo en 
el Mapu y es reemplazado en el Ministerio de Relaciones Exteriores por José 
Miguel Insulza*. 


El MAPU es un grupo escindido de la Democracia Cristiana, inspirado por 
principios cercanos a la teología de la liberación. En un documento rescatado por 
The Clinic, se puede leer un discurso de Enrique Correa pronunciado en octubre 
de 1972, en pleno paro de los camioneros. En las palabras de Correa se lee el 
convencimiento de un joven revolucionario que critica al imperialismo y que 
sueña con un Gobierno Popular donde las masas tengan un lugar central. Así 
dice Correa en octubre 1972, donde diagnostica el estado del país ante la 
polarización política: 


Porque ¿cuál es, compañeros, la situación en nuestro país? Hoy día en Chile la 
cuestión del poder ha dejado de ser una cuestión mediatizada, la cuestión del 
poder ya no es una cuestión que tenemos que resolver a largo plazo, la cuestión 
del poder es lo que está hoy sobre la mesa, la cuestión de quién domina el poder, 
esa es la cuestión que hoy está planteada. La existencia del Gobierno Popular, la 
conquista del Gobierno Popular no significa por cierto que tengamos el poder en 
las manos. Esta cuestión, en todo caso, es obvia, compañeros, pero no lo es 
obvia para todos y nunca, compañeros, está de más repetirlo. El Gobierno nos ha 
permitido tener una posición privilegiada para luchar por el poder. En torno al 
Gobierno, en torno al poder que las masas han conquistado se plantea una lucha 
sin cuartel, una guerra a muerte, una guerra que tiene mil formas, en donde hay 
mil batallas, en donde hay repliegues, en donde hay avances, pero en donde todo 
está regido en el principio de acumular más fuerzas, en esa batalla histórica que 
es la batalla más importante que el pueblo de Chile ha tenido en su historia, en 
donde se han planteado los objetivos más importantes, más profundos que el 
pueblo de Chile se haya planteado en todo su desarrollo. Resulta, compañeros, 


que, en el contexto general de esta batalla por el poder, el imperialismo sabe que 
los pueblos y en concreto el pueblo chileno lo reconocen como su enemigo 
principal. 


(...) 


Por eso, compañeros, habrá que estar a la orden del dia en la tarea de multiplicar 
el control de las masas, de multiplicar el control de las masas en todos los 
niveles. De ese control de las masas depende la victoria. Las masas, entonces, 
compañeros, son indispensables, en esto todos estamos de acuerdo. Pero el 
Mapu, nuestro partido, no quiere a las masas en la galería, no las quiere 
aplaudiendo o pifiando, no las quiere pifiando a la oposición y aplaudiendo al 
Gobierno puramente. Nuestro partido quiere a las masas en el corazón del poder. 
Ese es el centro de nuestro planteamiento, las masas son el corazón del poder, en 
el corazón de la defensa del Gobierno Popular, en el corazón de la defensa de las 
tareas que hoy día la revolución chilena ha planeado y está desarrollando. Solo 
así estaremos en condiciones de triunfar en la guerra que se ha planteado contra 
el imperialismo y que el imperialismo ha planteado contra nosotros®. 


De esta forma, podemos ver cómo el MAPU fue un elemento clave dentro de la 
Unidad Popular, pues se planteaba como una ruptura radical del catolicismo con 
el mundo conservador. Junto con eso se propone una lucha explícita hacia el 
“imperialismo” norteamericano. Esta guerra, dice Correa, es una guerra a 
muerte. Correa habla aquí como un teórico de la revolución anticapitalista, un 
estratega que nos llama a una guerra que tiene mil formas, en donde hay mil 
batallas, todas regidas por el principio de acumular más fuerzas para llevar a las 
masas al corazón del poder. A este respecto, resultan claves los libros de Cristina 
Moyano y de Esteban Valenzuela, quienes analizan histórica y conceptualmente 
al MAPU*S, También son informativos los textos de Cristián Gazmuri, Ismael 
Llona y Carolina Torrejón. Según concuerdan los autores, estamos ante un 
partido de índole católico-marxista, inspirado en la Teología de la Liberación. Su 
importancia histórica es triple, según anota Valenzuela, por las siguientes 
razones principales: 


a. La creación de la Unidad Popular que llevó a Salvador Allende al poder en 
1970, cuyo gobierno fracasó en medio del complot y las fuertes divisiones de la 
izquierda entre revolucionarios y reformistas, que llevaron al propio MAPU a su 
escisión previa al golpe de Estado en 1973 (nace el MAPU Obrero Campesino, 
de tendencia moderada. 


b. La dura sobrevivencia en la clandestinidad y el exilio, aportando a redes de 
resistencia, eficiente trabajo contracultural, grupos de derechos humanos, 
recreación del sujeto popular y amplia influencia en redes de ONG en medio de 
la dictadura neoliberal de Pinochet. 


c. El proceso de autocrítica y renovación de la izquierda socialista tanto en la 
clandestinidad en Chile como en Europa —con el influjo eurocomunista y la 
emergencia de alternativas socialistas democráticas—. Ambos MAPU se hacen 
parte de la renovación socialista que concluyó con una coalición histórica 
socialdemócrata-demócrata cristiana que, desde 1990 hasta 2010, gobernó Chile: 
la Concertación de Partidos por la Democracia?” 


En estos tres puntos se resumen las notables influencias del MAPU en la historia 
reciente de Chile, la que comienza con la Unidad Popular, durante el gobierno de 
Allende, donde se enfrentan las tesis moderadas y revolucionarias. En ese 
episodio particular, Correa quedaría del lado de los moderados, es decir, los 
MAPU aliados del presidente Allende. Así lo relata Manuel Salazar: 


El Mapu en el período de la Unidad Popular consigue colocar numerosos 
militantes en cargos de gobierno: Jacques Chonchol, ministro de Agricultura; 
Juan Carlos Concha, ministro de Salud; José Antonio Viera-Gallo, subsecretario 
de Justicia; Óscar Guillermo Garretón, subsecretario de Economía; Carmen 
Gloria Aguayo, secretaria de Desarrollo Regional; Fernando Flores, ministro de 
Hacienda, además de los citados Vega, Correa e Insulza. Deciden dar un nuevo 


paso: declaran al Mapu un partido marxista. Esto hace que se retiren Chonchol, 
Rafael Agustín Gumucio, Alberto Jerez y Julio Silva Solar, que darán vida a la 
Izquierda Cristiana. 


En 1972, acompañado por Carlos Portales, Rodrigo Ambrosio parte en gira a 
China, Vietnam y Corea del Norte. Luego a Europa y finalmente a Cuba, donde 
se entrevista con Fidel Castro y le pide armas para defender la revolución 
chilena. A su regreso al país, muere en un accidente automovilístico, el 19 de 
mayo de 1972. La conducción del Mapu es asumida por Jaime Gazmuri. Enrique 
Correa renuncia durante dos meses, por considerar que el Mapu debía integrarse 
al Partido Comunista. Por esos días, algunos sectores de izquierda identificaban 
al movimiento como el “Partido Comunista Bandera Verde”. El 7 de marzo de 
1973, debido a crecientes disputas internas, el Mapu se divide en dos fracciones: 
una marxista-leninista, encabezada por Óscar Guillermo Garretón y Eduardo 
Aquevedo; la otra, por Gazmuri, Correa y Fernando Flores, que critica a 
Garretón por su apoyo a la ultraizquierda. Se suceden las declaraciones, 
expulsiones recíprocas e incluso enfrentamientos físicos entre ambos bandos, 
que pugnan por apropiarse de las sedes partidarias. El Mapu-Garretón recibe el 
apoyo del PS, del MIR y de la Izquierda Cristiana; el Mapu-Gazmuri cuenta con 
la simpatía del PC. En eso los sorprende el golpe militar del 11 de septiembre®. 


El 11 de septiembre, el MAPU era dos bandos divididos al interior de un partido 
católico-marxista, enfrentados por tesis políticas irreconciliables, escindidos ante 
la figura de Allende. La noche del golpe de Estado, Enrique Correa debió 
refugiarse en una población del paradero 20 de Santa Rosa. Luego debió pasar a 
la clandestinidad, primero en la Embajada de Perú, después en Lima y 
posteriormente en la Unión Soviética. Su historia política, hasta ahí, lo ata 
ineludiblemente al proceso político ocurrido en Chile entre finales de los sesenta 
y comienzos de los setenta. Ya en el exilio, Correa opera como interlocutor del 
MAPU Obrero-Campesino con el resto de la izquierda diseminada por Europa. 
En esta primera etapa vive en carne propia el régimen soviético, que era 
encabezado entonces por Brezhnev. En 1974, se publica el libro Archipiélago 
gulag, de Alexander Soljenitisin, en el que el destacado escritor ruso describe el 
sistema de campos de concentración soviéticos. Ese libro impacta seriamente en 
Enrique Correa, así como en buena parte de las elites de izquierda exiliadas en 


Europa. Sería el comienzo del giro ideológico de Correa, el MAPU y la 
izquierda chilena. 


En 1975, la cúpula del MAPU decide el regreso de Correa a Chile, que asume 
como jefe del aparato militar del partido. En ese contexto, lo someten a una 
estricta dieta que lo hacer perder más de cuarenta kilos y lo somete a cambios 
estéticos para hacerlo irreconocible. Ingresó al país clandestinamente y vivió en 
la comuna de Providencia, con la chapa de un sociólogo que trabajaba en un 
estudio de arquitectura y urbanismo. A partir de este punto, el exilio y el trabajo 
político clandestino, el perfil político de Enrique Correa da un giro. Este giro es 
también el resultado colectivo de un proceso de autocrítica y reflexión. La 
izquierda completa, aunque especialmente sus cuadros más ilustrados, entraron 
en un abismo de contradicciones y reproches. Todos los estudiosos del MAPU 
coinciden en un punto, cual es que este grupo —especialmente el MAPU-OC— 
es quien juega un rol central en la llamada “Renovación Socialista”. Sin Correa y 
sus cercanos, no se entiende plenamente este proceso. 


El rol de Correa es intrínsecamente intelectual. Según las investigaciones de 
Manuel Salazar, Correa regresa a Europa en 1977 a petición de Clodomiro 
Almeyda. Se instala en Berlín oriental, en un pequeño departamento, donde lo 
reciben otros exiliados, e inicia una serie de reuniones con altos dirigentes en el 
exilio. En esa ronda de conversaciones, Correa les transmite la solidez que 
observa en la dictadura y la impermeabilidad del régimen dado el férreo control 
que tenía Pinochet sobre cada zona del país. Las torturas, los asesinatos, los 
allanamientos ilegales son también materia de un largo análisis que Correa 
presenta ante los chilenos en Alemania y también en Italia. Es en Roma donde se 
reúne con sus viejos conocidos: José Miguel Insulza, José Antonio Viera-Gallo y 
Jaime Estévez. Eran ellos las cabezas visibles de, al menos, dos docenas de 
exiliados chilenos en Italia. Es, precisamente, en Italia donde Correa se 
sumergirá en la cultura política del PC italiano, dirigido entonces por el 
destacado dirigente Enrico Berlinguer Morte. Bajo la dirección de Berlinguer, el 
PC italiano dio un giro conceptual y generó el llamado “eurocomunismo”, que es 
la fuente intelectual más directa de la cual beben los dirigentes MAPU. Roma es 
otra hebra fundamental para entender la “Renovación Socialista”. 


En este escenario, las tesis del eurocomunismo coinciden con las expresadas por 
el exsenador Carlos Altamirano, quien promueve también ideas referentes a dar 
un giro hacia posiciones menos radicales. Desde este punto de vista, las posturas 
de Correa y Altamirano van coincidiendo a medida que avanza la década de los 
ochenta. Este período de la vida de Correa, entre 1980 y 1981, encaja también 
con la consolidación de las dos tesis fundamentales que, casi una década 
después, servirían de base para la Concertación de Partidos por la Democracia. 
Por un lado, se consolida la idea de que Pinochet no abandonaría el poder 
voluntariamente ni tampoco era posible un derrocamiento popular armado. La 
división del Ejército era aún menos viable. Por otro lado, la mayoría de las voces 
ilustradas y políticamente informadas, en el exilio y en Chile, giran desde la 
retórica revolucionaria de los sesenta hacia la renovación socialista que luego 
gobernaría Chile. 


Entre 1981 y 1983, la vida de Correa se mueve entre Berlín, Roma, Santiago y 
otras ciudades de Chile donde ingresaba con distintas chapas: “Agrónomo 
Ismael Carmona” o los nombres políticos de “Carlos”, “Walter” o “José”. 
Durante este período, trabaja con comunidades cristianas y parroquias, también 
con sindicatos y organizaciones obreras que, poco a poco, volvían a articularse. 
A partir de 1983, Correa se instala en Chile definitivamente y se vuelca por 
completo a una nueva tarea política. 


Correa comienza a tejer puentes hacia la Democracia Cristiana, desde donde 
había salido para crear el MAPU. Estos tejidos políticos serán también una de las 
claves para entender la constitución de un bloque político que dio por superados 
los enfrentamientos entre la DC y la Unidad Popular. Para esto, el MAPU fue 
madurando una tesis que, según la historiadora Cristina Moyano, se hizo pública 
en 1985, aunque tenía una larga historia de discusión interna en Chile y en el 
exilio. Esta tesis es la reunificación socialista, es decir, crear una sola gran fuerza 
que agrupara a todas las fracciones que se decían socialistas. Dicho de otro 
modo, el MAPU se rearticula a comienzos de los ochenta para converger hacia la 
reunificación socialista: 


Nuestro Comité Central ha concluido que es urgente llevar hoy a la práctica el 
acuerdo de nuestro congreso de unificar a todos los socialistas en un partido 
federado. En función de ello y considerando la actual negativa del PS que dirige 
Briones a hacer del Bloque Socialista una fuerza autónoma, hemos decidido 
apurar el camino, a partir por cierto de lo que tenemos construido, y trabajar 
desde el Bloque con el fin de superarlo y de posibilitar una concertación 
socialista superior en un partido único de los socialistas chilenos. Allí debemos 
encontrarnos todos los que queremos la democracia y el socialismo®. 


En este extracto se encuentran elementos interesantes para leer lo que sería el 
futuro de Chile. En el documento de 1985, el MAPU hablaba de converger en 
una fuerza socialista, que, varios años después, lograría cuajar en el actual 
Partido Socialista de Chile. Del mismo modo, el documento de 1985 habla de 
una “concertación socialista”, que, más tarde, sería una concertación no por el 
socialismo, sino para derrotar a Pinochet. Por ende, la importancia del MAPU en 
este proceso no puede ser minimizada. Así lo entiende la investigadora Cristina 
Moyano, que dedica un extenso volumen a cubrir al MAPU durante la dictadura. 
Según sus fuentes, Enrique Correa Ríos deja de pertenecer al ala MAPU-OC y se 
vuelve a registrar en el MAPU a secas junto a otros dirigentes, como Óscar 
Guillermo Garretón y Carlos Montes. Del mismo modo, se produjo una 
migración hacia el Partido Socialista de líderes MAPU-OC, como Jorge Molina, 
Jaime Estévez, Marcelo Contreras y Jaime Gazmuri. A medida que los MAPU se 
reacomodaban, los hechos ocurridos entre 1983 y 1986 van consolidando la idea 
de que será imposible sacar a Pinochet del poder de forma violenta o mediante 
un movimiento popular. Así lo resume el periodista Manuel Salazar: 


El 4 de septiembre de 1983 fracasó un nuevo intento por unificar al PS y 
surgieron las bases del Bloque Socialista. Al mismo tiempo irrumpió el 
Movimiento Democrático Popular, MDP, que agrupó al PC, al PS-Almeyda y al 
MIR. El 14 de diciembre debutó el Frente Patriótico Manuel Rodríguez con 
varios atentados explosivos contra torres de alta tensión. Esa acción marcó el 
giro del PC y el inicio de una política insurreccional. En marzo de 1984, tres días 
antes de la séptima protesta, en el Teatro Caupolicán el naciente Bloque 


Socialista propuso la unidad de la izquierda y el centro, sin exclusiones. Entre 
abril y mayo el PC eligió una nueva dirección y confirmó a Luis Corvalán como 
secretario general. El 25 de octubre la lista opositora ganó la presidencia de la 
Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, en las primeras elecciones 
democráticas desde 1973. La lista, integrada por la Juventud Demócrata 
Cristiana (Yerko Ljubetic), Juventud Socialista-Almeyda (Jaime Andrade), las 
Juventudes Comunistas (Gonzalo Rovira) y Bloque Socialista (Ricardo Brodsky) 
obtuvo 9.305 votos, contra 2.129 de la alianza de la derecha. Ese año se 
manifestaron también diferencias al interior del PS-Almeyda. 


El excanciller controlaba junto a Rolando Calderón y Camilo Escalona la 
mayoría de la dirigencia exterior. En Chile surgió una tendencia favorable a la 
estrategia de “ruptura pactada” que pasó a llamarse “Tercerismo”. Los que se 
mostraron partidarios de fortalecer al MDP fueron bautizados como “Los 
Comandantes”. Un tercer grupo, integrado por Róbinson Pérez, Jaime Durán y 
Gustavo Ruz, formó otra facción, conocida como “Bruselas”. Las pugnas 
finalmente quebraron al almeydismo. Ese año el Mapu-OC se fusionó con el PS- 
Briones, sumándose a la renovación militantes como Jorge Molina, Jaime 
Estévez, Marcelo Contreras, Jaime Gazmuri y Antonio Skármeta. Casi al mismo 
tiempo se efectuó el III Congreso del Mapu, donde se alinearon Enrique Correa, 
Alejandro Bell, Bernardo Bravo e Ismael Llona; y eligieron a Víctor Barrueto 
como secretario general. A comienzos de 1986, empezaron a surgir discrepancias 
con la renovación desde los mismos sectores que la habían impulsado. Dos 
críticos fueron Roberto Celedón y Tomas Moulian. En abril se creó la Asamblea 
de la Civilidad para retomar las protestas, convocándose a un paro nacional el 2 
y 3 de julio. Por esos días se supo de un masivo desembarco de armas en 
Carrizal, para el FPMR, iniciativa que sorprendió a la oposición. A su vez, el 
fallido atentado contra Pinochet en el Cajón del Maipo terminó por desmovilizar 
las protestas y aislar al PC. Pocos días después, el sociólogo José Joaquín 
Brunner, proveniente del Mapu, planteó el fracaso de la movilización popular, 
recomendó tomar distancia del MDP y proponer a las fuerzas armadas una 
“salida negociada”. Aquella “negociación sin ruptura” debía incluir al PDC, a 
los socialistas renovados y a la derecha democrática”, 


Entre el mes de abril de 1986 y octubre de 1988, Chile entra una frenética 


disputa entre los defensores del régimen y sus opositores. La visita de Juan Pablo 
II a Chile abrió la escena internacional para un país que vivía trece años de una 
siniestra dictadura. Ya para el segundo semestre de 1986, los grupos socialistas 
iniciaron una larga serie de reuniones que culminaría en 1987 con la creación de 
la alianza “Izquierda Unida”, donde coinciden el MAPU, el Partido Radical y la 
Izquierda Cristiana. A la cabeza de este conglomerado fue nombrado Clodomiro 
Almeyda, quien se encontraba preso por entrar ilegalmente al país. Ruptura tras 
ruptura, hecho político tras hecho político, Enrique Correa y sus aliados fueron 
tejiendo una alianza entre la DC y la izquierda. Correa se alineó férreamente a 
las tesis de Clodomiro Almeyda. Junto a Patricio Aylwin, que emergió como un 
líder clave desde la muerte de Frei Montalva, Almeyda fue uno de los puntales 
de la alianza que enfrentaría a Pinochet en el plebiscito. 


En marzo de 1987, mediante la Ley 18.603, Pinochet permitió que las 
organizaciones y movimientos contrarios a su régimen, que hasta ese entonces 
funcionaban en la clandestinidad, pudieran reorganizarse legalmente como 
partidos políticos. En este contexto, se legalizaron los partidos políticos 
preexistentes a 1973, como el Partido Demócrata Cristiano y el Partido Radical, 
entre otros, y se crearon una decena de otros partidos nuevos o que constituían 
facciones de otros partidos. Según las disposiciones transitorias de la 
Constitución Política de 1980, el régimen liderado por Augusto Pinochet debía 
cesar en el cargo el 11 de marzo de 1989. En los noventa días previos la Junta 
debía proponer un nuevo candidato a presidente, que debía ser ratificado por 
plebiscito. Dicha consulta fue fijada para el 5 de octubre de 1988. De ser 
rechazado el candidato del régimen, se debía convocar a elecciones abiertas para 
elegir un nuevo presidente, que iniciaría su período el 11 de marzo de 1990. 


En este cuadro, los contactos entre Correa y el resto de la elite de centro- 
izquierda era fluido y permanente. Su rol como articulador de las dirigencias 
partidarias era imprescindible y comienza a aparecer en la prensa como uno de 
los cerebros principales de la operación destinada a ganar el plebiscito. Junto con 
él, una serie de dirigentes de la Izquierda Unida formaron, en enero de 1988, el 
Comando Socialista por el No (Cosono). Tres semanas después, y gracias a las 
intensas conversaciones de los dirigentes, así como el liderazgo de Almeyda y 
Aylwin, en enero de 1988 se fundó el Comando Nacional por el No, a partir del 


cual, en febrero de ese año, se creó la Concertación de Partidos Por el No. El 
objetivo de este nuevo espacio político era organizar la campaña por el No para 
el plebiscito del 5 de octubre de 1988, donde se decidiría si Augusto Pinochet 
seguía o no en el poder hasta 1997. Fueron diecisiete los partidos que 
conformaron esta campaña. A fin de mantener comunicadas a todas las partes, 
Enrique Correa Ríos fue designado coordinador general de esta naciente 
Concertación de Partidos por el No. 


De esta forma, Correa y el MAPU jugaron un rol central en articular a todas 
estas fuerzas que confluyeron en la creación de la Concertación. Ocurrido el 
triunfo en el plebiscito de 1988, Enrique Correa Ríos se vuelca de inmediato a 
una nueva operación política de alta importancia. Convencido de la necesidad de 
tener un solo candidato presidencial, evalúa junto a uno de más fieles consejeros, 
Ricardo Solari Saavedra, la conveniencia de que el mundo socialista apoyara a 
un DC. Según reconoce Correa en una entrevista reciente, el apoyo a Aylwin no 
viene de él, sino de Almeyda: 


—¿Cómo se gestó su apoyo a Aylwin para la Presidencia en 1988? 


—F] origen fue don Cloro, en la cárcel. Estaba preso en Capuchinos y me dijo: 
“Aylwin va a ser el presidente”. Le pedí entonces a un amigo mío, Raimundo 
Valenzuela, que fuéramos a ver a don Patricio. Le dijimos: “Nosotros pensamos 
que usted debe ser el presidente de Chile, y queremos ser parte de ese esfuerzo”. 
Según he sabido después, por él mismo, fuimos los primeros no DC en decírselo, 
aunque Almeyda le dijo lo mismo a Solari, al tercerismo, a Germán Correa. Pero 
el autor de la idea no fui yo, sería presuntuoso. Ayudé harto, sí. Aylwin y 
Almeyda fueron muy amigos desde la universidad”. 


Del gabinete al lobby 


Hacia finales de 1989, con Aylwin ya electo como presidente, el antiguo MAPU 
aparece institucionalmente desmembrado, pues sus cabezas visibles han 
contribuido a formar el Partido por la Democracia, que, de la mano de Ricardo 
Lagos Escobar, se volvió un nicho fértil para los renovados. Por otro lado, 
durante casi una década, un grupo minoritario, encabezado por Guillermo 
Ossandón, se opuso a la orientación pacífica del MAPU y se marginó de la 
nueva política, conformando un grupo de orientación maoísta llamado MAPU 
Lautaro, que realizó acciones violentas en contra de la dictadura militar. Sin 
embargo, la influencia del MAPU sigue firme y latente en el PS, donde se logra 
una reunificación que integra a dirigentes como Enrique Correa, quien pasa a ser 
una de las voces más importantes del partido en los albores de la reestrenada 
democracia. 


Por ende, al asumir Aylwin, nadie se sorprendió de que, dentro del trío que 
gobernaría La Moneda, Enrique Correa Ríos haya tenido un espacio como 
ministro Secretario General de Gobierno. Junto a Enrique Krauss y Edgardo 
Boeninger construyeron un equipo que sobrevivió los cuatro años de la 
administración, con permanentes amenazas de Pinochet y ante la atención 
expectante de la prensa mundial. El experimento de una transición pacífica era 
un caso de estudio, así como lo había sido la vía chilena al socialismo, casi 
veinte años antes. La gestión del primer Gobierno civil ha sido objeto de 
múltiples estudios. La figura de Correa, con todo, no ha sido especialmente 
observada. Algo podemos encontrar en el extenso perfil que le realizara la 
periodista Lenka Carvallo, donde las buenas opiniones sobre el trabajo de Correa 
como ministro recorren todo el espectro político: 


“Enrique es capaz de entenderse con mucha gente; es como el grupo de sangre 0: 
compatible con todo el mundo, lo que fue crucial para nuestra transición”, lo 
recuerda Enrique Krauss, exministro del Interior en el Gobierno de Aylwin. 
Agrega: “Porque en Chile hicimos una transición singular, la única con un 
dictador vivo y completamente insertado en el proceso. Ahí Enrique 
complementó los talentos de Boeninger, que era un gran estratega, pero no tenía 
mucha experiencia política. Éramos los tres en La Moneda: yo, trabajólico y 
práctico, y ellos, más dados a la reflexión”. 


En ese tiempo Correa entabló diversos y transversales lazos, como su amistad 
con el exvocero de Pinochet y exembajador en el Vaticano, Francisco Javier 
Cuadra. “Lo conocí en marzo del 90, me convidó a tomar té a La Moneda y 
enfrenté la posibilidad de mantener contacto para intercambiar ideas y colaborar 
en muchas cosas que evidentemente podían darse en transición. Hoy tenemos 
muy buena comunicación, a veces damos conferencias juntos”. 


También tiene buenas palabras para Correa el senador RN Alberto Espina, 
entonces jefe de la bancada de diputados de su partido: “Me armé una gran 
opinión: confiable, todos los compromisos de la época se cumplieron, como la 
reforma tributaria, la Ley Cumplido —que cambio la legislación en materia de 
delitos cometidos en el gobierno militar—; la reforma laboral y la creación del 
estatuto de Televisión Nacional. Todas las negociamos con Edgardo Boeninger y 
con Enrique Correa. Él era muy directo, al pan pan y al vino vino; siempre 
respetó la palabra empeñada”, 


Durante el gobierno de Aylwin, Correa se desempeña como vocero, aunque su 
importancia trasciende con creces ese rol. Enrique Correa fue un activo 
interlocutor con el mundo militar, a través del general Ballerino, un hombre 
íntimamente ligado a Augusto Pinochet, que entonces era el comandante en jefe 
del Ejército. Este rol es criticado por Carlos Huneeus: 


El ministro Secretario General de Gobierno, Enrique Correa (PS), decidió ir más 
allá de su labor como vocero e intervenir en el principal y más espinoso tema de 
la democratización: la política frente a los militares y las relaciones con el 
general Pinochet. Actuó sin coordinarse con el ministro de Defensa, Patricio 
Rojas (DC), y mantuvo una interlocución reservada con Ballerino. Para el 
presidente Aylwin, la intervención de un ministro socialista en las relaciones con 
el general Pinochet tenía ventajas, pues implicaba que la izquierda se 
involucraba en ella y no solo la DC, su partido y el del titular de Defensa, con lo 
cual el PS y el PPD compartían costos de ella. Sin embargo, el mandatario no 
apreció en toda su dimensión los alcances del involucramiento de Correa en la 


política militar, pues, junto con debilitar al ministro de Defensa, mostró al 
gabinete dividido en una materia de crucial importancia, que exigía la máxima 
cohesión para impedir que el exdictador tomara acciones contra el Gobierno. 


Correa creyó tener habilidades que el ministro de Defensa no tendría para 
convencer al astuto militar de moderar sus demandas al Gobierno y no ser un 
actor que estorbara el proceso político. En esta iniciativa, Correa mostró una 
actitud de comprensión ante las demandas de los militares, que contrastaba con 
la posición decidida del ministro del ramo hacia los militares y el general 
Pinochet. 


Como señalé, Correa inició una interlocución con el general Jorge Ballerino 
antes del cambio de régimen, cuando este era secretario general de la 
Presidencia. Cuando se formó la Comisión Rettig, a fines de abril de 1990, 
Ballerino se reunió con los ministros Boeninger y Correa para expresarles la 
opinión crítica del Ejército hacia esta iniciativa presidencial. El general Ballerino 
y Correa se reunieron con frecuencia, en la casa del primero, constituyendo un 
canal informal de relaciones entre el Gobierno y los militares tolerado por el 
presidente Aylwin y con supervisión del ministro Boeninger, aunque sin la 
aprobación del ministro de Defensa”. 


En su libro, Huneeus señala que Correa habría traspasado los límites formales 
buscando una relación directa con los militares. Esto, en un gobierno marcado 
por el asedio de Pinochet, que realizó al menos dos demostraciones de fuerza, 
denominadas el “Ejercicio de Enlace”, acontecido el 19 de diciembre de 1990, y 
“el Boinazo”, ocurrido el 28 de mayo de 1993. Seis meses después de este hecho 
seria electo presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, en una cómoda elección 
presidencial. 


Una vez terminado el gobierno de Aylwin, el 11 de marzo de 1994, Correa 
decidió abandonar la primera línea de la política y dedicarse al ejercicio privado 
de las consultorías. 


Igualmente, decide continuar militando en el Partido Socialista de Chile. Su paso 
por La Moneda como ministro portavoz le permitió reclutar a jóvenes dirigentes 
que trabajaron con él, como Marcelo Díaz (PS) y Marco Antonio Núñez (PPD). 
También estrechó lazos con otros dirigentes, como Carolina Tohá (PPD), Jorge 
Insunza (PPD), Freddy Ponce (PS), Álvaro Elizalde (PS), Patricia Roa (PS) y 
Harold Correa (PPD). Desde 1995 en adelante, sus esfuerzos y energías se 
vuelcan al mundo académico, a través de Flacso, la Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales, donde ha tenido redes sólidas por varias décadas. En esta 
institución, Correa hace su propia “transición” entre investigaciones académicas 
y consultorías. Destacan, en esta época, sus ensayos sobre participación 
ciudadana, gobernabilidad y políticas públicas. Además, ejerce una cátedra en la 
Escuela de Gobierno y Gestión Pública de la Universidad de Chile. Durante 
1998, Correa publica un libro en conjunto con Marcela Noé, antigua 
colaboradora ya desde Segegob en adelante. Se trata de un volumen editado por 
Correa y Noé donde ser reúne una larga serie de trabajos escritos, entre otros, 
por José Joaquín Brunner, Hernán Courard y Marisa Weinstein. El título del libro 
es Nociones de una ciudadanía que crece”, 


En 1996, Correa decide embarcarse hacia el mundo empresarial. Así nació 
Correa y Correa Consultores, constituida en 1996 por los socios Enrique Correa 
Díaz y su hijo Nelson Correa Arriagada, con un capital inicial de cinco millones 
de pesos. El objeto de la sociedad se describe de la siguiente forma: 


La realización de consultorías, asesorías y estudios diversos a personas naturales, 
empresas u organismos públicos o privados, nacionales o extranjeros; la 
organización de eventos públicos, la preparación y realización de actividades 
informativas, de comunicación o culturales y la preparación y edición de 
publicaciones y programas de comunicación, tanto en Chile como fuera del 
pais®. 


Esta empresa se instaló primero en la calle Fidel Oteiza, en la comuna de 
Providencia, un camino interior que se abre paso entre las calles Pedro de 


Valdivia, Marchant Pereira y Carlos Antúnez. Este primer emprendimiento no 
contemplaba todavía el lobby, sino más bien las consultorías sobre impacto de 
políticas públicas y configuración de agendas de prensa. Ni Correa ni su hijo 
solicitaban audiencias con autoridades. Su perfil empresarial se fue consolidando 
en las consultorías y luego en la comunicación estratégica. Esto hasta el año 
1999, cuando Correa aparece —por primera vez— vinculado a un caso de lobby. 
Según informaciones que revelaron La Nación Domingo, revista Qué Pasa y El 
Periodista, fue en 1999 cuando Correa hizo gestiones en favor de su primer gran 
cliente: las tabacaleras. Ocurre que la industria del cigarrillo enfrentaba una 
profunda crisis internacional, cuyo eje estaba en Estados Unidos, donde se 
habían presentado demandas millonarias por daño a la salud. 


El primer semestre de 1999, en Estados Unidos se declaró culpables a Reynolds 
Tobacco Company, Philip Morris, The American Tobacco Company, Brown and 
Williamson Tobacco, Ligget Group y Dosal Tobacco de no informar 
debidamente a los consumidores sobre los daños generados por el tabaco. El 
abogado y exdiputado Jorge Schaulsohn aprovechó esta circunstancia y 
recomendó al Ejecutivo chileno, dirigido por Eduardo Frei Ruiz-Tagle, sumarse 
a esas acciones legales contra las tabacaleras en Estados Unidos. Esta idea fue 
secundada por el diputado PPD Guido Girardi y por el presidente del Colegio 
Médico, Enrique Accorsi. Más tarde se sumó el senador Mariano Ruiz Esquide. 


Así, fue tomando forma la idea de demandar a las tabacaleras en Estados 
Unidos. Como cabezas visibles de esta ofensiva judicial aparecieron los 
parlamentarios Girardi y Ruiz Esquide, quienes entregaban a menudo 
testimonios sobre daños a la salud en casos reales de tabaquismo. Así, en julio de 
1999, ambos anunciaron una acción judicial que se basaba en que existía una 
“conspiración” y “fraude” de parte de las empresas tabacaleras para ocultar los 
daños reales producidos por el tabaco, la nicotina y los demás componentes del 
cigarrillo. Un día más tarde del anuncio de Girardi y Ruiz Esquide, el DC Alex 
Figueroa, en ese entonces ministro de Salud, confirmó que su cartera estudiaba 
una demanda contra catorce empresas de los Estados Unidos. Por esos días, otras 
naciones, como Guatemala, Bolivia, Venezuela y Costa Rica, habían presentado 
demandas en contra de las tabacaleras. 


Las grandes empresas norteamericanas, entonces, vieron con preocupación que 
se abriera un flanco en Chile, por lo que enviaron a dos emisarios a evaluar la 
situación. Los representantes de la gigante Brown and Williamson, Gabriele 
Monahan y Neil Meller, arribaron a Santiago para mostrar, por un lado, la 
preocupación que existía en EE. UU. sobre el tema y, por el otro, sostener 
encuentros al más alto nivel con dirigentes chilenos. Los representantes de la 
tabacalera estadounidense sostuvieron encuentros en La Moneda. El propio 
ministro José Miguel Insulza los recibió en su oficina en Segpres. En aquella 
oportunidad le dijeron al ministro que su empresa no estaba dispuesta a llegar a 
arreglos extrajudiciales como lo hicieron en EE. UU., donde debieron pagar 
cifras elevadas para evitar los juicios. Sumado a esto, según la revista Qué Pasa, 
Carey y Cía. y el bufete de Juan Agustín Figueroa —ambos representantes de las 
catorce compañías de cigarrillos estadounidenses— recomendaron a Enrique 
Correa como asesor para evitar que el Estado demandara en EE. UU. a las 
tabacaleras. Según fuentes gubernamentales, citadas por revista El Periodista, la 
presencia de Correa fue fundamental para que el Gobierno aplazara su decisión y 
para que el ministro José Miguel Insulza diera públicamente la primera respuesta 
dilatoria sobre este tema”, El Estado de Chile nunca demandó a las tabacaleras. 
Este vínculo entre Correa y las empresas tabacaleras se extendería por años, 
siendo un personaje clave en todos los proyectos de ley que tocaran estos 
intereses. 


No fueron su único cliente. El negocio creció y obligó a refundarlo. En enero de 
2003, se constituye la sociedad Imaginacción Asuntos Públicos Correa & Correa 
Consultores, con los socios: Inversiones Altarraz Limitada, representada por 
Asesorías y Administración Correa Limitada, cuyos socios y administradores 
son Enrique Correa y Nelson Correa. También concurren a esta constitución la 
empresa Inversiones Nueva Época Limitada, constituida el 29 de enero de 2003, 
representada por Marcela Noé Echeverría y María Celedón Cariola. Todos estos 
socios acuerdan el siguiente giro de la empresa: 


Representación por cuenta propia o ajena de todo tipo de personas o empresa, 
nacionales o extranjeras; análisis y desarrollo de propuestas de políticas públicas 


en sectores económicos específicos; elaboración de propuestas para sector 
privado empresarial e industrial en su vínculo con el regulador; desarrollo y 
manejo de alternativas de solución a controversias; asesorías en autorregulación 
de sectores industriales y empresariales; evaluación de impacto y viabilidad de 
proyectos empresariales frente al regulador; exposición de propuestas técnicas 
ante el legislador por encargo de sus mandantes; elaboración y propuesta de 
soluciones a conflictos y situaciones de carácter público y privado”. 


El año 2003 fue importante para Correa, pues su empresa se amplió, sumando 
importantes cuadros que lo acompañarían por mucho tiempo. Correa integra a la 
propiedad a su ex jefa de gabinete en sus tiempos de ministro, Marcela Noé 
Echeverría, y también a la exsubdirectora de Cieplan, Carmen Celedón Cariola. 
El 2003 fue importante no solo por esta ampliación de la casa, sino también 
porque, entre finales de 2002 y comienzos de 2003, Correa se involucra en uno 
de los asuntos más delicados del Gobierno de Ricardo Lagos: el caso MOP-Gate. 


En enero de 2003, Correa fue golpeado por la noticia de la detención de un 
cercano amigo, el exministro de Transportes y Obras Públicas, Carlos Cruz 
Lorenzen (PS). Detenido por presunto delito de fraude al fisco, Cruz simbolizó 
una profunda crisis de la administración Lagos, que entró en una parálisis donde 
llegó a especularse incluso con la renuncia del presidente de la República. El 
pago de coimas y sobresueldos reventó en el seno de la familia concertacionista. 
Al ser detenido Carlos Cruz, Correa fue uno de los primeros en visitarlo en el 
antiguo anexo cárcel Capuchinos. Correa se cuadró con la versión entregada por 
el ministro de Obras Públicas, Javier Etcheberry, quien reconoció que 
funcionarios del MOP recibieron sobresueldos girados por la empresa GATE S. 
A., pero que esos pagos estaban lejos de constituir hechos de corrupción o 
desvíos de fondos públicos al haberse cancelado estudios y trabajos que jamás se 
hicieron. Al día siguiente, fuera de Capuchinos, Correa ratificó la versión del 
Gobierno. Así lo destacaba El Mercurio del 8 de enero de 2003: 


Al reconocimiento de Etcheberry se sumó el del exministro Secretario General 
de Gobierno durante el gobierno de Aylwin, Enrique Correa, quien a la salida del 


anexo cárcel Capuchinos puso atención en que los hechos por los cuales este 
permanece detenido responden a “vicios administrativos” existentes en esa 
cartera, los que —agregó— incluso tienen larga data. Apegado a la estrategia 
que comenzará a ser seguida por el Gobierno para evitar que la opinión pública 
relacione estos actos con hechos de corrupción —sobre todo cuando está 
involucrado un ex secretario de Estado—, el exministro Correa elogió las 
cualidades personales y el sentido de servicio público de Carlos Cruz, y enfatizó 
que su detención nada tiene que ver con actos de corrupción pública. Convertido 
en un “lobbysta” con una buena valoración en la opinión pública, la presencia de 
Correa no fue casual en el anexo cárcel, ya que el Gobierno aprovechó su caudal 
para poner en marcha la forma en cómo se hará sentir la defensa en torno al 
exministro Cruz*%, 


La presencia de Correa en “la gestión de crisis” de este caso no se acaba ese día; 
se prolonga durante toda la duración del caso, actuando siempre como asesor de 
Carlos Cruz y como parte del círculo íntimo que se reunía con el presidente 
Lagos a analizar los sucesos. 


En paralelo, el equipo de Imaginacción tuvo en 2003 un importante desafío. Se 
volvería a vincular a Correa con un antiguo compañero del MAPU: Óscar 
Guillermo Garretón, quien era entonces presidente de lansa, la principal empresa 
azucarera de Chile, privatizada durante la dictadura. En 2003, entró en fase final 
la discusión en el Congreso sobre un proyecto de ley que eliminaba las bandas 
de precios, liberalizando el mercado del azúcar y sus sucedáneos, entre ellos la 
fructosa, que es un sustituto de la remolacha. Hacia 2003, de la remolacha se 
obtenía cerca del 30% de la producción mundial de azúcar. Los agricultores y 
trabajadores de la remolacha sabían que si se eliminaban las bandas de precios se 
haría inviable el cultivo. El lobby de Iansa lo encabezó su presidente, Oscar 
Guillermo Garretón, y su gerente general, Christian Chadwick, asesorados por la 
consultora de Enrique Correa, quienes sumaron el apoyo del Consorcio Agrícola 
del Sur, el Consorcio Agrícola del Centro, la Federación Nacional de 
Remolacheros (Fenare), la Federación Nacional de Productores de Leche 
(Fedeleche) y la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA). Hacia mediados de 
2003, Garretón consiguió que las bandas de precios se protegieran. Así lo 
informaba La Tercera: 


Garretón tuvo así un primer y simbólico triunfo, pese a defender la impopular 
postura del proteccionismo, a la que no solo se oponen importantes empresarios 
—entre ellos José Said, la cuarta fortuna del pais— e influyentes lobbystas como 
Eugenio Tironi y Jorge Schaulsohn, sino también —en su fuero más íntimo— el 
mismo presidente de la República, su hijo Ricardo Lagos Weber y su ministro de 
Hacienda, Nicolás Eyzaguirre. 


¿Cuál es la clave de su éxito? Una experta asesoría en el terreno del lobby 
político —la de Enrique Correa—, el apoyo incondicional de la poderosa SNA, 
inmejorables contactos y el cuidadoso manejo de la idea de que “más que las 
utilidades de Iansa, lo que está en juego es el futuro de 7.500 productores de 
remolacha y varios miles de empleos en tres regiones del país”, 


Enrique Correa aparece, así, como un elemento clave en el “triunfo” de los 
remolacheros, que consiguieron parte de sus objetivos, aunque su industria 
decaería en los años siguientes. No fue así con la industria del lobby, que creció 
exponencialmente durante la década de los 2000. El año 2003 es el comienzo de 
la discusión de la ley que pretendía regular el lobby, en paralelo al debate 
legislativo sobre el royalty minero. En 2003 ocurrió, además, el único impasse 
que se recuerde entre Correa y la prensa. Fue en el programa Caníbal de 
Chilevisión, conducido por la periodista Carolina Delpiano y el escritor Rafael 
Gumucio Araya. En la grabación de este programa, Delpiano presentó a Correa 
de una forma particularmente provocativa. Al poco andar, antes de iniciarse el 
tercer bloque, Correa se levantó de su silla y se retiró del programa. Ese capítulo 
de Caníbal fue exhibido durante la tercera semana de agosto. A este respecto, el 
diario El Mercurio de Valparaíso señalaba: 


Correa afirma que no está molesto con Delpiano y Gumucio, y si lo estuvo, ya se 
le pasó el enojo. El exministro Secretario General de Gobierno fue presentado 
por Carolina Delpiano de la siguiente forma: “Gordo y tartamudo cuando chico, 
tanto que le parece casi un milagro haber podido hacer algo bien en la vida; 
adicto a los chunchules confeso; fue panadero sin saber distinguir un uslero de 


una marraqueta. Estuvo a punto de ser cura, pero optó por el sexo y la política; 
alguna vez apodado el pebre, ya sabrán quién es, quizás... Ahora se venga de los 
malhablados desde su flamante empresa Correa €: Correa Consultores, que 
asesora a lo más granado de Chile y el mundo”. Es decir, de partida las cosas no 
venían muy bien para el político, quien reconoce que no acostumbra a ir a este 
tipo de espacios, pero como se había comprometido con la conductora cumplió 
su promesa y se sometió al especial cuestionario que incluyó cuestionamientos 
sobre el dinero que gana en su consultora y los “apodos” que algunos le 
achacaron desde la época del gobierno de Patricio Aylwin. Sobre su 
participación en este programa que no tuvo un final de entrevista, porque antes 
que llegara ese punto él lisa y llanamente se retiró del estudio, cuenta que “esa 
grabación se hizo hace como seis semanas, de hecho, era el primer programa que 
grababan. Lo que pasa es que a mí me invitaron a un programa político y luego 
eso no resultó, por eso dije que no era lo hablado”. Según la versión de Correa, 
él no se retiró abruptamente del estudio, “de hecho fue la periodista quien en 
cámara reconoció que no tenía preparada ninguna pregunta política y por eso le 
indiqué que no era lo acordado”. Y agrega que esperaba otra cosa de su 
presencia en Caníbal, porque “cuando fui ni siquiera sabía que se llamaba así”, 


El político histórico de la izquierda chilena, cercano al presidente Allende y 
antiguo patrimonio de la Concertación, era desafiado por los periodistas jóvenes, 
que no sentían el “temor reverencial” (la expresión es del Código Civil) que este 
tipo de figuras solían proyectar antes. Ese año 2003, Correa asumió un rol 
importante en el asunto indígena, pues el presidente Lagos lo convocó a una 
Comisión de Verdad y Nuevo Trato, presidida por el expresidente Aylwin. Y en 
lo empresarial, a finales de 2003 constituyó una nueva sociedad. En diciembre 
de 2003 se constituye la sociedad Imaginacción Diseño de Negocios S. A., con 
los socios: Imaginacción Asuntos Públicos, Correa & Correa Consultores 
Limitada, representada por Inversiones Altarraz Limitada; Correa & Correa 
Consultores Limitada; todos representados por Enrique Correa Díaz e 
Inversiones y Asesorías Públicas y Privadas S. A., representada por Eduardo 
Leopoldo D’ Hainaut. Todo esto con un capital de setenta millones de pesos. Esto 
es interesante, pues Eduardo Leopoldo D’ Hainaut aparece también en el caso 
MOP-Gate, como jefe de prensa del ministro Carlos Cruz en Obras Públicas. Es 
decir, uno de los testigos clave del caso MOP-Gate, funcionario dependiente de 
Carlos Cruz, se asoció con Enrique Correa. Este caso sería un foco de especial 
preocupación para el Gobierno de Lagos, especialmente a partir del mes de 


mayo de 2004. En ese mismo mes, Carlos Cruz entró a Imaginacción como 
consultor y más tarde sería socio de la empresa. En paralelo, la convicción de la 
jueza Gloria Ana Chevesich llevó al Ejecutivo a momentos sumamente 
incómodos, como la citación a declarar a un cercano amigo del presidente. La 
primera semana de mayo de 2004, Lagos convocaba de emergencia a una 
comisión improvisada, dada la citación a declarar de Fernando Bustamante 
Huerta, ex-MAPU, que en 2004 era director de Metro. Este amigo de Lagos 
había sido el encargado de recaudación de dinero durante la campaña 
presidencial de 1999. En ese comité de crisis estaba Enrique Correa. 


El mismo año 2004 avanzaba la tramitación el primer proyecto que regulaba el 
lobby, luego de que el Ejecutivo decidiera respaldar la moción parlamentaria 
ideada por Jorge Burgos (DC). Los casos de lobby registrados por la prensa 
seguían creciendo. A comienzos de 2004, se señaló que el expresidente argentino 
Carlos Saúl Menem había contratado a Correa como asesor comunicacional para 
evitar su extradición a Argentinat. A mediados de 2004, se hizo conocido el 
ácido conflicto que enfrentaba a las viñas de la comuna de Buin con el 
empresario Max Marambio. Todo esto a raíz de que este último promovía un 
proyecto para levantar un aeródromo. La idea aún se encontraba en etapa de 
evaluación de impacto ambiental, aunque ya enfrentaba a dos pesos pesados del 
“lobbismo nacional”. Enrique Correa, por el lado de las viñas, y el estudio 
Allamand & Schaulsohn, en representación de Max Marambio. 


Pese a que nunca negó su rol en el mundo del lobby, Correa comenzó a pagar 
altos costos políticos por su vinculación con las mineras en el caso del royalty. 
Durante el primer semestre de 2004, el presidente del Partido Socialista, 
Gonzalo Martner, se ocupó de alinear a todo el partido detrás del proyecto de ley 
de royalty impulsado por Lagos. Al ser asesor de las mineras, Correa quedó en 
una tensa posición que ponía en conflicto, por primera vez, su militancia con sus 
negocios. La segunda semana de julio, Correa anunció que se retiraba del 
partido. A este respecto, el ministro del Interior, José Miguel Insulza, y el 
presidente Lagos lamentaron la decisión: 


“Me entristece mucho. Creo que es uno de los hombres más inteligentes y 
capaces que han tenido los Gobiernos de la Concertación. Su militancia debería 
haber sido un orgullo para el PS. Desgraciadamente hubo gente que no lo 
entendió así, que se dedicó a juzgarlo apresuradamente sin siquiera conversar 
con él”, indicó Insulza!0, 


“El presidente Ricardo Lagos calificó como un hecho lamentable la salida del 
exministro y lobbista Enrique Correa del Partido Socialista (PS). El primer 
mandatario se sumó así a las palabras del ministro del Interior, José Miguel 
Insulza, quien ayer confesó estar triste con la noticia y criticó a quienes 
cuestionaron al ex secretario de Estado sin antes cerciorarse si realmente estaba 
asesorando a la industria minera en el tema del royalty. Lagos destacó los 
múltiples servicios que Enrique Correa ha prestado al país y recalcó que se trata 
de un gran servidor público. “Creo que es lamentable. Enrique Correa es un gran 
servidor público, Chile le debe grandes servicios. Es una decisión personal de él 
que obviamente respeto, pero estoy seguro de que Enrique va a seguir sirviendo 
al país”, dijo el jefe de Estado1%, 


El periodista Manuel Salazar, en cambio, sostuvo que la renuncia de Correa al 
PS no se debió al asunto del royalty, sino a un plan para apoyar la candidatura 
presidencial de Soledad Alvear (DC), con quien Correa tuvo desde los noventa 
una relación cercana, dado que compartieron gabinete en el Gobierno de Aylwin. 
Además, el MAPU y el dirigente Gutenberg Martínez (DC), marido de Alvear, 
construyeron una estrecha alianza, llegándose incluso a hablar de un “MAPU- 
Martínez”, es decir, la unión de los viejos e influyentes dirigentes MAPU con los 
allegados a Martínez en la DC. La candidatura presidencial de Alvear motivaba, 
así, simpatías transversales en la Concertación. Respecto a la renuncia de Correa 
al PS, Manuel Salazar escribió: 


Siempre supo navegar en mares tormentosos y manejar hábilmente el timón para 
hacer frente a cuanta turbulencia política amenazara a la Concertación. Por eso, 
la renuncia de Enrique Correa Ríos a su militancia en el Partido Socialista 
produjo el efecto de un terremoto en las huestes gobiernistas, sorprendiendo a 


moros y cristianos. La razón esgrimida fue su discrepancia con el royalty minero 
impulsado por La Moneda, pero hasta el socialista más despistado sabe que tras 
la decisión de Correa se acumulan otras explicaciones. Correa se transformó en 
los últimos años en el lobbysta más importante del país, con una red de contactos 
e influencias que despierta la envidia y desconfianza de mucha gente. Experto en 
manejo de crisis y conocedor profundo de los resortes que mueven a los medios 
de comunicación, suma, además, una proverbial habilidad para leer los 
escenarios de conflicto y pulsar las cuerdas que puedan inclinarlos en uno u otro 
sentido. La lista de sus clientes indica también la relevancia que ha adquirido en 
las esferas empresariales y en instituciones de todo tipo, sumiendo a sus 
detractores en múltiples sospechas y lucubraciones. Asesor privilegiado de 
Soledad Alvear, muchos han querido ver su renuncia al PS como la obtención de 
una patente de corsario que le permita trabajar para que la actual Canciller se 
transforme en la candidata presidencial de la Concertación, en las elecciones de 
diciembre del 200510, 


Según señala el perfil de Lenka Carvallo, Enrique Correa volvió al Partido 
Socialista el año 20091%, Sin embargo, en una entrevista del año 2016, el 
expresidente del PS Camilo Escalona sostuvo que Correa nunca volvió a militar 
formalmente: 


—Usted mencionó también al exministro Enrique Correa. El es un socialista 
histórico... 


No, no. Exmilitante. Él en su minuto, cuando yo era presidente del PS, me 
entregó una carta de solicitud de reingreso al PS, pero yo le dije que esa carta se 
tenía que presentar ante el congreso del partido. Y hubo dos congresos. Uno que 
presidió la propia Isabel Allende y el último que presidió Álvaro Elizalde. Y en 
ninguno de los dos la presentó!” 


De ser cierto lo que dice Escalona, la militancia activa de Correa habría 
terminado el 2004, finalizando con casi cincuenta años de vida política desde la 


DC, pasando por el MAPU, hasta el PS. Desde entonces, la vida pública de 
Correa se limitaría a los múltiples perfiles que se le han realizado en la prensa, la 
aparición en foros empresariales y el ejercicio profesional en su consultora. Su 
última tarea en el campo político propiamente tal fue la corta participación que 
tuvo en el comando presidencial de Soledad Alvear. Según informaba La 
Nación, en enero de 2005: 


Alvear cuenta con el respaldo de importantes nombres, tanto de su partido como 
de la Concertación. Entre ellos está el expresidente Patricio Aylwin; los 
senadores Edgardo Boeninger y Alejandro Foxley; el exdiputado Gutenberg 
Martínez; y los más criticados: el sociólogo PPD Eugenio Tironi y el lobbysta 
exmilitante del PS, Enrique Correa. Son hombres de peso, ya sea por su carácter 
emblemático o por el hecho de que se manejan sin problemas en las aguas del 
poder. Son los costaleros de Alvear. Uno de sus cercanos, en alusión a la 
metáfora andaluza, afirma que “a veces da la sensación de que la virgen Bachelet 
flotara sola”, en referencia a la tardanza en la constitución de su equipo. Agrega 
que en ningún caso desconoce su capacidad, pero sostiene que para la 
presidencia del país se requiere un sólido y avezado equipo de trabajo, que 
además de asesorarla en determinadas áreas, le diseñe estrategias y negocie por 
ella. Algunos personeros del PPD comparten este criterio. Un parlamentario 
afirma que este partido fue majadero en su insistencia para conformar el 
comando, pues “tenemos claro que esto se trata de política, no de un concurso de 
simpatía”. Añade que Tironi y Correa también lo tienen claro, que en eso no se 
equivocarían nunca. “Pero esta vez tomaron en cuenta solo variables políticas y 
resulta que en cualquier primaria gana Bachelet”, concluye?%, 


Esta operación tuvo un aterrizaje forzoso. Pese al empuje inicial, Soledad Alvear 
decidió abandonar la carrera presidencial luego de dos debates con Michelle 
Bachelet en Hualpén y Santiago. Así, la última semana de mayo de 2005, quedó 
claro que la candidatura de Soledad Alvear no tendría destino. A partir de esto, 
algunos de los miembros del comando DC pasaron al comando de Bachelet, 
como Eugenio Tironi, quien reforzó el equipo que comandaba Ricardo Solari. 
Enrique Correa, en tanto, no se vinculó al comando y desapareció de la escena 
pública durante la campaña presidencial. Solo hizo noticia por la estafa de la 
cual fue víctima, en el caso denominado “el contador de las estrellas”. En ese 


caso, un reconocido contador estafó a una serie de personajes públicos. Según la 
información de la prensa, Correa perdió setenta millones de pesos en esa 
estafal%, Además, se dedicó a las tareas académicas, publicando un texto 
llamado “El lobby y la prensa en Chile: relaciones positivas”. Este artículo fue 
escrito en conjunto con Luis Álvarez, director de Comunicaciones de 
Imaginacción. En el escrito los autores reflexionan sobre los vínculos entre la 
labor del lobby y la prensa, cuestión que en el caso chileno es particularmente 
interesantet, 


Ya en 2006, avanzado el primer año de Bachelet, la empresa Imaginacción se 
encontraba en pleno crecimiento. Carmen Celedón, una de las mujeres más 
cercanas a Correa en su vida profesional, daba en El Mercurio algunas señales 
respecto al estado de la compañía hacia 2006: 


En Imaginacción, la gerenta de Asuntos Públicos, Carmen Celedón, cuenta que 
la forma de proceder generalmente consiste en analizar la situación del cliente 
desde distintos ángulos —contexto, impacto, soluciones— y si se requiere pedir 
una reunión de trabajo con las autoridades, tener una conversación técnica y 
establecer una agenda de trabajo. Solo en el área de asuntos públicos cuentan 
con unos 30 clientes permanentes, a los que se suman los que llegan por temas 
específicos, 


Estos treinta clientes permanentes no eran del todo conocidos por la prensa, pues 
desde el comienzo del negocio Imaginacción no ha dado a conocer quiénes 
contratan sus servicios. Entrado 2007, la revista Capital informaba que 
Imaginacción crecía en su ámbito de acción hacia la comunicación estratégica. 
Según decía la citada revista: 


Imaginacción, la empresa de Enrique Correa, también ha tenido novedades. 
Aunque Correa partió en la vereda del lobby, hoy está muy empeñado en 
potenciar el área comunicacional de su empresa, actualmente a cargo de Claudio 
Rutland, sociólogo de la Academia de Humanismo Cristiano, quien trabajó como 


consultor en VTR y como consultor junior en Tironi. En el último año, Correa ha 
sumado fuerzas que le han permitido captar nuevas cuentas. Primero con 
Germán Silva, quien arribó con la cuenta de la minera BHP Billiton bajo el 
brazo, y luego con Leonardo Cerda, quien venía de Tironi y Feedback con su 
expertise y cuentas incluidas, como es el caso de CorpBanca. 


También Correa ha estado explorando nuevos frentes. Hace algún tiempo 
comenzó a publicar encuestas en algunos medios de comunicación, sondeos que 
son hechos por Carlos Vergara, uno de los ex hombres fuertes del segundo piso 
de La Moneda durante Lagos. Y aunque aún la relación no se formaliza, se 
espera que durante el segundo semestre haya novedades". 


En ese año 2007, Imaginacción sumó a Rutland, Vergara, Silva y Cerda como 
colaboradores con diversos perfiles, trayendo todos sus cuentas propias y redes 
de contactos. Así, llegaron dos empresas como Corpbanca y BHP Billiton. En el 
plano internacional, entre finales de 2006 y comienzos de 2007 Correa se integró 
a los trabajos de la OEA en América Latina. En diciembre de 2006 participó 
como observador de la OEA en las elecciones presidenciales de Venezuela, 
donde Hugo Chávez se reeligió, derrotando al opositor Manuel Rosales. 
También fue observador en la elección presidencial de Ecuador en 2009, donde 
fue el encargo de la misión de la OEA en dicho proceso eleccionario. 


En 2009, Correa levantó una plataforma para catapultar figuras en el ámbito 
político: la Fundación ProyectAmérica, organismo al que confluyeron jóvenes 
líderes de otros partidos, como el hoy intendente Claudio Orrego (DC) y el 
senador Felipe Harboe (PPD), quienes, por su carácter más independiente, nunca 
sintonizaron con el mundo transversal de Correa. Aunque ProyectAmérica quedó 
en suspenso, permitió a Correa establecer un diseño político propio con jóvenes 
dirigentes que representarían la renovación de la Concertación. De hecho, sigue 
manteniendo reuniones habituales con ellos para analizar y desmenuzar el 
acontecer político. 


En 2009, además, Correa se ve directamente involucrado con los proyectos 
energéticos, tanto con Suez Energy como con Eike Batista, figurando como 
asesor en ambos casos. En esta tarea, Correa coincidiría con otro lobbista de 
larga trayectoria: el abogado Ignacio Pérez Walker. Así lo consignaba la revista 
Qué Pasa: 


No solo los dueños de Suez Energy se vieron sorprendidos por la decisión del 
presidente Piñera de frenar la construcción de la central termoeléctrica 
Barrancones en Punta de Choros, sino también uno de sus mejores amigos: 
Ignacio Pérez Walker. El exsenador RN por la III Región es asesor de la 
multinacional desde hace más de ocho años. Su trabajo consiste en entregarle 
lineamientos en el área legal. Pero no es el único colaborador de primera línea 
que asesora a la empresa franco-belga. En el otro lado del espectro político 
cuentan con el exministro Enrique Correa, quien la asesora en temas político- 
comunicacionales?'3, 


El vínculo con Eike Batista se materializa en el proyecto Castilla, donde el 
empresario brasileño enfrentó la tenaz resistencia de agricultores locales, que se 
opusieron a la construcción de la termoeléctrica. En ese caso, la Comunidad 
Agrícola Totoral argumentó que tenían plantaciones y animales que se verían 
afectados por la Empresa Transnacional MPX Energía de Chile Ltda. y su 
proyecto termoeléctrico Castilla. El dueño de MPX es Eike Batista, un 
importante magnate brasilero, que es la tercera fortuna más importante de su 
país. Según señala el Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales: 


Los comuneros denunciaron que la empresa está llevando una estrategia 
sistemática de persuasión y engaño, y están abusando de su poder político para 
hacernos desaparecer como comunidad agrícola, todo esto con la asesoría del 
conocido lobbysta Enrique Correa y su empresa de comunicaciones 
Imaginacción**, 


Al terminar el primer gobierno de Michelle Bachelet, dos importantes 


colaboradores del segundo piso de la mandataria pasaron a trabajar en 
Imaginacción. Se trata de Juan Carvajal, militante PS y periodista de formación, 
quien fuera el director de la Secretaría de Comunicaciones, SECOM, durante la 
primera administración de Bachelet. Desde mediados de 2010, Carvajal se 
encuentra vinculado a Imaginacción. Durante 2011, Correa estuvo asesorando al 
reconocido animador Mario Kreutzberger, Don Francisco, dada la demanda de 
paternidad interpuesta en su contrat. En 2011, además, Correa aparece 
vinculado al caso de lobby asociado a la regulación de la telefonía celular, 
representando a Nextel. Junto a Correa aparece otra empresa de lobby, la 
reconocida Azerta, donde se desempeña Cristina Bitar Maluk. Según señala El 
Mostrador, fueron contratadas dos empresas para representar los intereses de las 
compañías telefónicas. 


Enrique Correa y su empresa Imaginacción fueron contratados por Nextel para 
hacer valer sus intereses ante los congresistas. Aunque el exministro Correa no 
acostumbra frecuentar los pasillos del Congreso, sí monitorea el trabajo en 
terreno de su área de Asuntos Públicos y hace los llamados telefónicos que le 
hicieron famosos y lo convirtieron en uno de los dos lobbistas top, junto a 
Eugenio Tironi, en la época concertacionista. 


En el otro extremo político, el acento peruano-chileno de Cristina Bitar, socia de 
Azerta junto a Gonzalo Cordero, se oye con regularidad en los pasillos del 
Congreso y la antesala de la Comisión. Cuando ella no está, sus boys aplanan los 
pasillos del edificio de Valparaíso rastreando minutas y definiendo estrategias 
para VTR y otros clientes!!°, 


Ambas empresas, Imaginacción y Azerta, volverían a coincidir pocos meses 
después, en una de las leyes más relevantes que se ha tramitado en el Congreso 
en los últimos años. La ley de pesca es uno de los hitos que marcan la relevancia 
de los grupos de interés en la discusión legislativa. Según informaba la prensa, 
hacia finales de 2011 y mediados de 2012, Imaginacción asesoró a la empresa 
noruega Lota Protein, que buscaba implementar en Chile un sistema de cuotas 
licitadas, a lo que las empresas nacionales se opusieron. La Segunda destacaba a 


(...) la empresa Lota Protein, principal impulsora de las licitaciones pesqueras, 
en un ya largo lobby para el que contrató los servicios de Imaginacción, firma 
que encabeza Enrique Correa. Otro experto que entró a la discusión es el 
profesor de economía de Stanford Paul Milgrom, fundador de la consultora 
especializada en subastas Auctionomics, quien al exponer en pro de las 
licitaciones el debate en la Adolfo Ibáñez aclaró su condición de asesor de Lota 
Protein y su participación invitado por Imaginacción!”, 


La posición de Lota Protein fue derrotada. La industria nacional, a través de sus 
entes gremiales Asipes y Sonapesca, criticó desde el comienzo la idea de licitar 
las cuotas pesqueras, asegurando que afectaría a la industria chilena abrir la 
posibilidad de que entren actores extranjeros. Porque la idea podría derivar en la 
destrucción de los recursos y un grave impacto a la actividad local. Su lobby 
contra las cuotas fue conducido por Azerta, a través de Cristina Bitar. Participó, 
además, el exsubsecretario de Pesca del Gobierno de Lagos, Felipe Sandoval 
(DC). Finalmente, al asumir Pablo Longueira en el Ministerio de Economía, se 
aprobó una ley de pesca que beneficia directamente a siete conglomerados. A 
este respecto, el senador Carlos Montes calificó la tramitación de esta ley como 
“un picnic del lobby”*18, Desde entonces, arrecian las críticas sobre la forma en 
que esta ley se tramitó y los diversos escándalos que se suscitaron. 


Ese caso, dicen sus cercanos, es una de las escasas derrotas que ha 
experimentado Enrique Correa. Uno de los elementos centrales en su éxito es 
que se mantiene siempre informado de cuál es el estado de la tramitación de los 
proyectos que le interesan. A este respecto, el diario El Mostrador realizó un 
interesante reportaje sobre los métodos por los cuales Imaginacción se hace de la 
información del Congreso, en sus respectivas comisiones. Fue a propósito de la 
tramitación de un proyecto sobre etiquetado de bebidas alcohólicas, cuando El 
Mostrador publicó un artículo señalando que Imaginacción ejercía un 
“monitoreo” legislativo a través de periodistas acreditados por medios regionales 
o provinciales. Es decir, periodistas que reportean para su medio a la vez que 
enviarían informes a Imaginacción. Así lo señala claramente el reportaje: 


El jueves 25 de septiembre, Dirk Leisewitz Timmermann —director y gerente de 
operaciones de CCU— le envió un correo electrónico a la directora y consultora 
senior de Imaginacción, Carmen Celedón, preguntándole por el proyecto de 
etiquetado de bebidas alcohólicas que se tramita en las comisiones unidas de 
Salud y Agricultura del Senado. La duda de uno de los hombres de la empresa de 
Luksic apuntaba a si las nuevas modificaciones introducidas a la iniciativa 
podrían estar infringiendo el libre comercio. 


De inmediato, la máquina que Imaginacción tiene montada en el Congreso se 
activó para solucionar la consulta de uno de sus tantos clientes, los que no son 
públicos, y que la empresa de Enrique Correa se ha esmerado en mantener bajo 
la más absoluta confidencialidad. 


El Mostrador tuvo acceso a una serie de correos electrónicos que desnudan el 
funcionamiento interno de la empresa que se ha transformado en el “niño 
símbolo” del lobby en Chile, hoguera alimentada además por el sigilo con que 
esta opera, lo que a la larga ha influido en que sus relaciones, contactos y 
gestiones estén siempre siendo objeto de sospecha y que la lupa pública se pose 
sobre sus integrantes, los que además son cuestionados por saltar del mundo 
público al privado, utilizando sus orígenes y redes en la política para operar al 
servicio de los grupos económicos. 


La consulta del gerente de CCU pudo ser respondida gracias a la red de 
colaboradores de Correa en el Congreso. De hecho, los mails a los que El 
Mostrador tuvo acceso dan cuenta de cómo el mismo 25 de septiembre otra 
funcionaria de Imaginacción, Jacqueline González, indica que los documentos 
que obtuvo el periodista Gonzalo Cruzat desde la misma Comisión le fueron 
entregados “solo a él, por la amistad y confianza que le tienen”. Gracias a tal 
gestión, CCU pudo aclarar sus dudas al respecto. Cruzat está acreditado 
oficialmente en el Congreso como periodista del diario El Líder de San Antonio, 
aunque en realidad su labor es elaborar informes cotidianos sobre el trabajo de 
las comisiones que a la empresa le interesan, dar cuenta de las declaraciones de 


los parlamentarios y de sus intenciones en influir en los proyectos de ley que la 
consultora monitorea desde Santiago. 


Desde El Líder de San Antonio —perteneciente a la cadena de El Mercurio— 
indicaron que están al tanto de la doble labor que realiza su periodista, mientras 
que él señaló que debe acreditarse por un medio de comunicación, ya que “el 
Congreso solamente acredita en medios de comunicación, no acepta a otras 
empresas!%”, 


Meses antes de publicarse este reportaje, se había conocido a través del mismo 
diario que tanto Julio Ponce Lerou como Álvaro Saieh, cabezas ambos de 
grandes grupos económicos, habían contratado a Imaginacción como asesor para 
enfrentar sus respectivas crisis. Por un lado, el exyerno de Pinochet enfrentaba 
cargos por ser el cerebro de una compra y venta de acciones en sociedades 
cascadas de SQM, la principal empresa de litio del mundo. Por otro lado, Álvaro 
Saieh enfrentaba una crisis por los cuestionamientos sobre la triangulación de 
dinero entre Corpbanca y SMU, la controladora de Supermercados Unimarc. 


Este sería el comienzo del involucramiento de Correa e Imaginacción en el 
manejo de la crisis empresarial y política que se ha desatado desde 2014 a la 
fecha. Imaginacción y Correa harían noticia, desde entonces, como asesores de 
las empresas más cuestionadas del país: SQM y Penta. 


Socios, audiencias y clientes 


La “maquinaria” de información con la que contaría Imaginacción en el 
Congreso puede ser uno de sus puntos fuertes en el mercado. A este respecto, 
cabe decir que Imaginacción es una de las empresas líderes en cantidad de 
audiencias solicitadas bajo las reglas de la ley de lobby (Ley 20.730). Esto 
coincide con la apreciación pública que señala que Correa es el lobbista más 


importante del país. Así lo comprobó, por ejemplo, una encuesta de la revista 
Qué Pasa, que les solicitó a los principales líderes nacionales que señalaran cuál 
es el lobbista más relevante del pais!”°. 


Cuando se le pregunta quién le recomendó dedicarse a este negocio, Enrique 
Correa contesta que fue Eugenio Tironi. Así lo declara en una entrevista en The 
Clinic: 


—¿ Cuándo tuvo en su cabeza Imaginacción? 


Mi partida fue con Eugenio Tironi, en Tironi & Asociados. Él me fue sugiriendo, 
recomendando, instalarme con una empresa propia que viera con más precisión 
el tema de la colaboración pública-privada y políticas públicas que involucraban 
a privados y finalmente el lobby. Y bueno, las cosas ocurren así, prácticamente 
ninguna cosa de la vida tiene objetivos tan predeterminados. A medida que 
fuimos trabajando con nuestros primeros clientes, fue madurando en el grupo 
fundador, la idea que podíamos echar luz sobre una actividad que había sido por 
años oscura en Chile, que era el lobby. Junto con instalarnos, en el mismo 
momento, nos propusimos trabajar por una ley de lobby, que es la que nos rige 
en la actualidad??!, 


El consejo de Tironi resultó ser altamente rentable. En diversas notas de prensa 
se especula con listas de empresas que han sido clientes de Imaginacción, tanto 
en servicios de comunicación estratégica como lobby. Si realizamos un listado 
consolidado, aparecen empresas tales como ADT, Aguas Andinas, Almacenes 
París, American Monarch, Puerto de Antofagasta, Anatel, Asociación Chilena de 
Seguridad, Asociación de Isapres, Asociación de Notarios y Conservadores, 
Asociación de Avisadores A. G. (ANDA), Asociación de Mutuales de 
Seguridad, Banco del Desarrollo, Banco Santander, BHP Billiton, Blanco y 
Negro controladora de Colo-Colo, CAP, CCU, Cemento Melón, Citibank, Claro, 
Consalud, CTC, Crystal Lagoons, Colbún, Córpora Tres Montes, Clínicas de 
Chile, CorpGroup, Cruz Blanca, Cruz Verde, Lota Protein, Mall Plaza, Madeco, 


Nextel, SMU, Soprole, SQM, Tecnorec y Universidad Santo Tomás. 


No solo ha tenido clientes privados. Entre 2007 y 2011, el área de Imaginacción 
Comunicación Estratégica materializó contratos con varios organismos públicos. 
Según registros de Mercado Público, entre 2008 y 2009 prestó asesoría 
comunicacional a la Subsecretaría de Planificación, dirigida entonces por el DC 
Eduardo Abedrapo; hizo talleres de vocería para defensores laborales pagados 
por la Subsecretaría de Justicia; seminarios para los Gobiernos regionales de 
Coquimbo y la Araucanía; diseño, estrategias y elementos gráficos para 
Cochilco; talleres para la Subpesca; asesoró a los municipios de Laguna Blanca 
y Torres del Paine; y organizó eventos para el Consejo Nacional de la Cultura y 
las Artes. En 2011 realizó seminarios de manejo de conflictos y comunicación 
para la Dirección Nacional de Servicio Civil. Imaginacción también ha 
asesorado al Banco Central y a Televisión Nacional de Chile. 


En solitario, Correa también asesora a instituciones como la Iglesia católica y a 
sus jerarcas. Así lo dejó en claro un comentado episodio. La escena quedó al 
descubierto una vez conocido un correo electrónico escrito por el cardenal 
Francisco Javier Errázuriz, en el mes de junio de 2014, donde se dirige al 
arzobispo de Santiago, Ricardo Ezzati. En esta misiva, se lee cómo Errázuriz 
contactó a Enrique Correa para realizar gestiones ante el Gobierno de Michelle 
Bachelet para impedir el nombramiento del sacerdote jesuita Felipe Berríos 
como capellán de La Moneda. Según reveló el diario El Mostrador, el cardenal 
Errázuriz le dice al Arzobispo Ezzati: 


Antes de salir de Chile llamé a E. Correa para decirle que si el gobierno 
nombrara al personaje [se refieren a Felipe Berríos] capellán de La Moneda 
estaría armando un gran e innecesario conflicto, porque te obligaría a rechazarlo, 
lo cual crearía serias tensiones entre el gobierno y la Iglesia, y al interior de la 
Iglesia. Me dijo que lo transmitiría de inmediato!. 


Ante esta revelación, los periodistas acudieron prontos a solicitar la opinión del 


recién nombrado jefe de Gabinete, el ministro Jorge Burgos. Cualquiera podría 
haber anticipado que Burgos se referiría al lobby que estaba realizando la Iglesia 
a través de un reconocido profesional de la representación de intereses. Sin 
embargo, Burgos contestó escuetamente: “Enrique Correa es una persona amiga 
del Gobierno, con la que se puede conversar, pero no presiona”12, Burgos, 
recordemos, había sido el principal promotor del primer proyecto de ley que 
pretendía regular el lobby. 


Actualmente, Imaginacción es una empresa compleja, con varias áreas y 
profesionales a cargo de ellas. En el plano corporativo, Imaginacción está 
compuesta por cuatro sociedades que representan a su vez cuatro tópicos: 
Asuntos Públicos, Comunicación Estratégica, Diseño de Negocios y Encuestas. 
La cabeza es el directorio presidido por Enrique Correa Ríos y en el que además 
participa su hijo Nelson Correa. También tienen un lugar en ese directorio 
Marcela Noé Echeverría, quien fue su jefa de gabinete y asesora en sus tiempos 
de ministro, y el abogado Eduardo Báez, exmilitante de la Izquierda Cristiana, 
exalcalde de Lo Espejo por el PPD. A través de las cuatro áreas de la compañía, 
Correa tiene como socios a Carmen Celedón Cariola, exsubdirectora de Cieplan, 
quien es sobrina del publicista Jaime Celedón. También son socios Sergio García 
Opazo, exdirector del Instituto Nacional de la Juventud, y Leonardo Cortés, 
quien fuera gerente de Asuntos Corporativos de Nextel cuando esta contrató a 
Imaginacción. También aparece Rodrigo Quintana, abogado y exconsejero del 
Consejo de Defensa del Estado. Otro que destaca es Carlos Cruz, exministro de 
Lagos condenado por el caso MOP-Gate en 2016, luego de más de una década 
de procesos judiciales. Uno de los cercanos a Cruz es Eduardo D’ Hainnaut, 
quien también es socio de Imaginacción. Deben considerarse, para efectos 
operativos, los consultores de la empresa, entre ellos Juan Carvajal, exdirector de 
la Secom en el primer gobierno de Bachelet, y el abogado Natalio Dorfman, que 
fuera asesor en Segpres cuando José Antonio Viera-Gallo fue ministro. Dorfman 
fue uno de los hombres importantes en la tramitación de la ley de lobby, al 
menos durante el tiempo en que fue asesor de Viera-Gallo. 


A través de la sociedad Nueva Altarraz, Enrique Correa ha formado otras 
sociedades con amigos como José Miguel Insulza y María Teresa Chadwick, 
esposa de José Antonio Viera-Gallo y muy cercana amiga de Correa. A través de 


Inversiones Altarraz se asoció también con los hermanos Rodrigo y Javier Luis 
Egaña. Con Rodrigo Egaña generó el proyecto Antipolis, dedicado a asesorías en 
gobernabilidad y responsabilidad social. Con Javier Luis Egaña creó JL Eventos 
S. A. Dicha empresa actuó como editorial del libro Las iglesias de Santiago en 
2008, editado por la Municipalidad de Santiago. Con el exdirector de 
Presupuestos de Bachelet, Mario Marcel, formaron la Inmobiliaria Besalú, la que 
durante un tiempo arrendó un inmueble a Conicyt en calle Bernarda Morín, 
comuna de Providencia. De acuerdo a La Segunda, el patrimonio de Correa 
incluye al menos doce propiedades, entre departamentos, oficinas, bodegas y 
parcelas en Melipilla, por un avalúo fiscal cercano a los $656 millones, 


En el área de lobby, conocida como “Asuntos Públicos”, la cabeza de 
Imaginacción es Moisés Valenzuela, hombre estrechamente vinculado a Soledad 
Alvear, exsenadora DC. Valenzuela es uno de los puentes entre Imaginacción y 
la Falange y es también el vocero de la empresa en entrevistas relacionadas 
específicamente al lobby. Así, en una entrevista en La Segunda, habló sobre el 
tema sin mayores tapujos: 


“Esta es una empresa privada”. Es la primera aclaración con que Moisés 
Valenzuela, gerente del área de Asuntos Públicos de Imaginacción, marca el 
límite de nuestras consultas especialmente en materia económica. El ex 
secretario nacional de la Democracia Cristiana fue la persona que designó 
Enrique Correa para responder nuestras inquietudes sobre el quehacer de la 
consultora. “Somos una empresa que está mirando siempre el futuro. Y ahora 
estamos viendo cómo abordar nuestro negocio cuando comience a regir la ley de 
lobby que nosotros creemos que nos beneficia”. 


(...) “Nosotros no le pedimos voto a nadie. Quiero aclarar lo que nosotros 
hacemos en Asuntos Públicos porque al parecer hay una cierta confusión: 
nosotros no somos un organismo colegislador; representamos un interés y ese 
interés lo analizamos y lo transformamos en un lenguaje que ponemos en 
conocimiento de los tomadores de decisiones. Punto. A veces directamente 
nosotros, a veces acompañando a nuestros representados. En cualquiera de esos 


casos, nuestra asesoría va hacia las empresas y nunca le vamos a pedir a un 
determinado parlamentario un tipo de conducta A, Bo C”. 


(...) “La empresa tiene una participación importante en el mercado. A juicio 
nuestro, somos la número 1. Representamos a muchas empresas importantes, 
muchas asociaciones en el país y obviamente tiene un correlato en nuestros 
ingresos y también en nuestros gastos”12, 


En los registros de audiencias de la ley del lobby podemos encontrar a 
“Consultores en Asuntos Públicos S. A.” y a “Consultores en Comunicación 
Estratégica” con decenas de audiencias solicitadas cada una. Además, podemos 
encontrar a “Imaginacción Diseño de Negocios” solicitando audiencias. En total, 
la empresa de Enrique Correa registra más de noventa audiencias considerando 
los registros hasta octubre de 2016, audiencias solicitadas desde que comenzó la 
aplicación efectiva de la ley de lobby en noviembre de 2014. En promedio, 
Imaginacción tiene una audiencia con una autoridad cada ocho días. 


A este respecto, cabe destacar algunas audiencias solicitadas por miembros de 
Imaginacción. Destacan aquellas solicitadas por Carlos Cruz como representante 
de las empresas Agunsa y Sacyr ante diversas autoridades del MOP. Entre julio 
de 2015 y mayo de 2016, Carlos Cruz Lorenzen solicitó seis audiencias en el 
MOP para tratar temas sobre las concesiones del aeropuerto Pudahuel. Según los 
registros, Cruz mantuvo reuniones con el ministro Undurraga, con el director de 
Vialidad, con el coordinador de Concesiones y con el director general de Obras 
Públicas, entre otros. 


La periodista Claudia Núñez Peña ha solicitado audiencias a nombre de 
Imaginacción. Dieciocho de esas audiencias fueron con diputados, donde el 
representado fue la Asociación de Empresas Consultoras de Ingeniería de Chile. 
Las demás audiencias de Claudia Núñez Peña se produjeron en representación 
de tres inmobiliarias: Agua Dulce, Huechuraba y Sinergía. La primera realizó 
una donación de terrenos que fue coordinada por Claudia Núñez a través de una 


serie de audiencias con autoridades. La Inmobiliaria Huechuraba, por su parte, 
intenta levantar un proyecto en la zona de Santa Marta de Huechuraba. Para ello, 
Claudia Núñez ha solicitado audiencias en la municipalidad. La inmobiliaria 
Sinergia, en tanto, tiene un proyecto en La Reina, lo que ha requerido de 
similares gestiones ante el municipio local. 


Otras audiencias de Núñez se refieren a la empresa InterChile S. A., vinculadas 
al proyecto energético Cardones Polpaico, consistente en una línea de 
transmisión eléctrica de alto voltaje. El proyecto tiene una extensión aproximada 
de 753 km y su localización comprende las regiones de Atacama, Coquimbo, 
Valparaíso y Metropolitana. Cuatro regiones y veinte comunas atraviesa el 
trazado de la línea de transmisión eléctrica que realiza la empresa Interchile, 
propiedad de la colombiana ISA. La línea se encuentra tramitando su permiso 
ambiental. Para estos efectos, Claudia Núñez, de Imaginacción, ha solicitado 
diversas audiencias con autoridades. 


Eduardo D’ Hainaut también solicita audiencias a nombre de Imaginacción. Él 
registra catorce audiencias, doce solicitadas en representación de Applus 
Revisiones Técnicas, empresa dedicada a prestar este servicio. A este respecto, 
Eduardo D’ Hainaut ha tenido audiencias en municipalidades, así como con 
seremis, con el subsecretario de Transporte y con el ministro. Registra también 
una audiencia con el jefe de división de Transporte Público Regional, en 
representación de Naviera Austral S. A., que presentó un plan para la 
implementación de una nueva ruta que comunique Yungay, Tortel y Natales, y 
además informó la necesidad de reemplazo de naves para las rutas Puerto Montt- 
Chaitén y Quellón-Cisne. La otra audiencia solicitada por parte de Eduardo 

D’ ‘Hainaut fue en representación de Aaikei Energía por el proyecto Transmisora 
Continental Biobío. 


Natalio Dorfman registra diez audiencias en representación del proyecto minero 
Vizcachitas, un yacimiento minero de cobre y molibdeno, ubicado en la comuna 
de Putaendo. Los recursos estimados permitirían la producción en torno a las 
ciento ochenta mil toneladas de cobre fino por más de veinticinco años. Su 


dueño es la compañía Andes Copper. Dorfman se ha reunido con autoridades de 
diversos ministerios y también con autoridades locales para tratar sobre este 
proyecto, que se encuentra en fase de estudio. Dorfman también ha solicitado 
audiencias con trece diputados para tratar sobre la ley de etiquetado de 
alimentos. 


Moisés Valenzuela, por su parte, registra tres audiencias en representación de 
Minera Candelaria de BNAmericas con el ministro de Medioambiente, en dos 
ocasiones, y una con el seremi de la Región Metropolitana. 


Enrique Correa no figura en ningún registro, pues no ha solicitado ninguna 
audiencia. En tanto se ha posicionado como líder de la industria del lobby, 
también se ha mantenido como un “guardián del Allendismo”. Pese a que su 
juventud no estuvo vinculada al socialismo, el gobierno de Allende generó en 
Correa una experiencia tal que, desde entonces, trabaja por el mantenimiento de 
la imagen y la herencia política del doctor socialista. Durante el gobierno de 
Aylwin, el 4 de septiembre de 1990, se organizó un funeral a Allende, todo 
coordinado por el ministro Correa. Además de ese gesto histórico, Correa 
integró durante años el directorio de la Fundación Allende —que se inauguró 
cuando todavía era ministro— y ha estado siempre junto a la familia del 
expresidente, especialmente con su hija, la senadora Isabel Allende. 
Recientemente, la senadora socialista anunció su disposición para competir en 
primarias para ser la candidata presidencial de la Nueva Mayoría y suceder, así, 
a Michelle Bachelet. No han sido pocos quienes han apuntado al rol de Correa 
como asesor de Isabel Allende. Quizás quien mayor atención le ha otorgado a 
este punto es la viuda de Fernando Castillo Velasco, la señora Mónica 
Echeverría Yáñez. Ella publicó un polémico libro sobre los hombres clave de la 
generación del MAPU**, En una entrevista, Echeverría fue incluso más allá, 
llegando a sostener que es Correa quien realmente gobierna Chile: 


“A Correa lo puse en un lugar protagónico por una clara razón: hoy su poder es 
tal que está gobernando Chile. 


(E) 


—No estoy exagerando. Está en la izquierda y en la derecha, en la Fundación 
Salvador Allende y con los máximos empresarios de este país, incluyendo a 
Julio Ponce Lerou, el yerno de Pinochet. Tiene lazos en el Ejército, en la Iglesia 
y en el Congreso. Está en todos lados. Pero aspira apropiarse del poder político y 
ahora está apostando sus fichas a Isabel Allende, con quien habla casi a 
diario”1?”, 


En octubre de 2016, Isabel Allende anunció que se retiraba de la carrera 
presidencial. Se desconoce el rol de Enrique Correa en tal decisión. Claramente, 
las decisiones políticas no pasan todas por el escritorio de Correa, aunque su 
poder no está en esa dimensión. Su reino no es de ese mundo. La influencia de 
Correa es cultural, es el símbolo de una era marcada por la comunión entre la 
clase política y la clase empresarial. Enrique Correa es un símbolo de ese 
entendimiento, el hombre que gestiona la “comunicación estratégica” de las 
elites en el Chile actual. En medio de la crisis política, su poder simbólico ha 
aparecido en toda su dimensión como un “gestor de crisis” de las elites. “El 
financiamiento irregular de la política no es corrupción”, dijo, absolviendo a los 
políticos pecadores. También ha sido asesor de Carlos Alberto Délano, de Penta, 
y Julio Ponce Lerou, de SQM. 


Otro que recibió sus consejos fue el general Fuentealba, quien solicitó su 
asesoría para lidiar con el “Milico Gate”. Una gestión de crisis de marca mayor, 
con gran exposición pública en los medios. Juan Emilio Cheyre, otro ex 
comandante en jefe del Ejército, también lo contrató como asesor ante su 
procesamiento por el caso Caravana de la Muerte. Dos militares del mayor rango 
institucional recurren al mismo hombre. Y no podemos pasar por alto que 
también apareció protagonizando correos electrónicos entre el cardenal Errázuriz 
y el cardenal Ezzati. La tarea que le encomendaban a Correa era comunicar a La 
Moneda la preocupación de la Iglesia ante el posible nombramiento de Felipe 
Berrios S. J. como capellán del palacio. Hoy, Correa es un testimonio vivo de 
cuarenta años de historia política. De la revolución en libertad al neoliberalismo. 


Del sacerdocio al lobby. De Ovalle al corazón del poder. 


Capítulo Cinco: Las reinas del mercado 


Quien quiera ver prosperar sus negocios, consulte a una mujer. 


BENJAMIN FRANKLIN 


En el capítulo 4 analizamos a Imaginacción, la compañía líder del país en 
materia de lobby y comunicación estratégica. En este capítulo se analizan otras 
compañías relevantes del mercado, de las cuales se reconstruye la historia de sus 
dueños y su registro de audiencias. El primer caso analizado es el de Cristina 
Bitar y Gonzalo Cordero, quienes se encuentran asociados en la empresa Azerta. 
Esta compañía tiene redes especialmente densas en la derecha. La historia de 
Bitar es particularmente interesante, pues se trata de una ciudadana peruana, 
sobrina de un destacado político de la izquierda chilena. Ella ha sabido construir 
redes amplias desde comienzos de los noventa, asesorando a grandes empresas 
en temas de comunicación y lobby. La segunda oficina analizada es Extend, 
propiedad de las hermanas María del Pilar y María de la Luz Velasco Silva, hijas 
del exministro Belisario Velasco. Esta compañía tiene también vínculos 
transversales, pues durante varios años el presidente de su directorio ha sido el 
exministro de Educación de Pinochet, Juan Andrés Guzmán Molinari. 


Bitar y las hermanas Velasco son una muestra de que las mujeres tienen un lugar 
preponderante en la industria del lobby chileno. ¿Quién dijo que el lobby era 
terreno de hombres? A continuación, una semblanza de las reinas del mercado. 


Cristina Bitar: la peruana transversal 


El mercado del lobby, en Chile, cuenta con mujeres y hombres casi por partes 
iguales. Hay mujeres que destacan en este rubro, aunque ninguna lo hace con el 
brillo y el vuelo propio de María Cristina Bitar Maluk. Su marcado tono peruano 
y su amplia red de contactos la convierten en uno de los símbolos de la industria. 
Es interesante que una de las principales lobbistas del país sea una mujer 
peruana, que vivió en Lima hasta los dieciocho años. Hija de una familia de 
“clase media-alta”, formada por una madre ecuatoriana y un padre chileno, tuvo 
el privilegio de estudiar en Estados Unidos, donde cursó un pregrado en 
Economía, con minor en Sociología, en Dartmouth College. Esta es una 
universidad tradicional de Estados Unidos, que forma parte del Ivy League y es 
reconocida por su carácter elitista y liberal. Más adelante estudiaría un master en 
Negocios de Tulane University, en una doble titulación con la Universidad de 
Chile. Esta formación americana le da a Cristina Bitar ciertas características 
“liberales” que compensan su marcado catolicismo. 


Su padre, Lorenzo Bitar, emigró a Perú a los diecinueve años. Allá montó una 
serie de negocios, entre otros, una empresa de papeles murales. Cierta relevancia 
tomó Lorenzo Bitar en Lima cuando su hermano, Sergio, acudió a apoyar en 
repetidas ocasiones la candidatura presidencial de Alejandro Toledo. En Perú, 
Cristina Bitar asesoró a las empresas Luchetti, del grupo Luksic. Esta compañía 
fue objeto de escándalo tras aparecer uno de sus ejecutivos en los llamados 
“Vladivideos”, una serie de grabaciones que realizó Vladimiro Montesinos, 
asesor de Alberto Fujimori. 


Cristina Bitar llegó a Chile con veintidós años. Su primer trabajo en Santiago fue 
como asesora en el Ministerio de Hacienda, bajo la conducción de Alejandro 
Foxley (DC). Allí destacó por ser bilingüe, en un tiempo en que pocas personas 
hablaban inglés en Chile. En ese entonces, su tío, Sergio Bitar, era el presidente 
del PPD. Al terminar la administración Aylwin, Cristina Bitar pasó a ocupar la 
dirección del Departamento de la APEC en la Cancillería. Esta era una oficina 
dedicada a consolidar los tratados de libre comercio e insertar al país dentro del 
escenario mundial, luego de décadas de postergación. En ese rol, Cristina Bitar 
recorrió decenas de países, construyendo redes en muchos lugares. Tenía solo 
veinticuatro años y ya conocía a las elites dirigentes de la gran mayoría de las 
naciones del Asia-Pacífico. Terminó esa tarea en 1996, cuando decidió dar el 


gran salto al mundo privado. Confluían en ella sus conocimientos adquiridos en 
Estados Unidos, sus redes políticas crecientes en Chile, además de su alcance en 
países con los que se firmaban acuerdos de libre comercio. Su paso al mundo 
privado, entonces, parecía natural. Así nació la empresa Captiva, una de las 
pioneras de la comunicación estratégica y el lobby. Su primer cliente fue 
ProChile y su primer encargo: Crear una imagen favorable de Chile en el Asia- 
Pacífico. 


A diferencia de Imaginacción, Bitar no logró la cantidad de prensa y atención 
mediática que atraía Correa, aunque su gran jugada cambiaría de plano el 
mercado chileno del lobby. Era 1999 cuando Cristina Bitar, recién con 
veintiocho años, anunció la fusión entre su empresa Captiva y la gigante Hill & 
Knowlton, la empresa líder mundial en lobby y comunicación estratégica. Este 
fue un anuncio que remeció al mercado chileno, que no conocía entonces el rigor 
ni los métodos de las compañías internacionales. Cristina Bitar consiguió, a muy 
poco andar, atraer a un gigante transnacional hacia Chile y no solo eso, sino que, 
además, la empresa en Chile asumió el nombre Hill & Knowlton Captiva. Esta 
compañía norteamericana, con sede en Nueva York, tiene presencia en cincuenta 
países alrededor del mundo. Chile es el único lugar en el mundo donde cambió 
su nombre y agregó “Captiva”. Esto es una muestra simbólica del grado de 
relevancia que tomó Cristina Bitar en la oficina en Santiago. Se transformó en 
socia, gerenta general y, luego, directora ejecutiva. Se asoció a uno de los 
nombres que marcarían la década siguiente, el exalcalde de La Florida y 
Santiago Pablo Zalaquett, quien fue socio de Bitar hasta finales de 1999, cuando 
anunció su candidatura para el sillón edilicio de La Florida. El arduo trabajo y 
las redes de Cristina Bitar y Pablo Zalaquett transformaron a Captiva en una de 
las empresas de asesoría comunicacional más influyentes del país. Entre sus 
clientes figuraban compañías de talla mundial, como Chile Alimentos, Clínica 
Alemana, Parque Arauco, radio Cooperativa, el Consejo Minero, Apec Ceo 
Summit, Altair, Biovías, Balthus, Liberty Media Corporation, Banco del 
Desarrollo, Viñas de Chile, Facultad de Medicina de la Universidad de Chile, 
Costanera Norte Concesionaria, Comunidad Mujer, Coca-Cola Embonor, Aes 
Gener, Angloamerican, Asipes, EFE, Delta Airlines, P & G, Quiñenco S. A., 
Telefónica del Sur, Saesa, Sky, Transbank, Nestlé, Luchetti y Amcham Chile. 


El equipo de Captiva fue reclutado directamente por Bitar y Zalaquett. Entre los 
escogidos figuran periodistas que habían ocupado espacios en diversos medios 
de prensa. Entre ellos destacaba León Guzmán Gatica, quien fuera jefe de 
Gabinete del expresidente de la Cámara de Diputados, José Antonio Viera-Gallo. 
También aparece el nombre de Felipe Edwards Marín, quien antes fuera 
subeditor de Economía y Negocios de El Mercurio y que, con el tiempo, se 
transformaría en uno de los mejores amigos de Cristina Bitar. En la primera 
camada de Captiva figura también Felipe Risopatrón Echenique, que antes fuera 
director de Comunicaciones de la Unicef para Argentina, Chile y Uruguay. 
Podemos encontrar también a Daniela Lipari Pinochet, que durante los noventa 
fue redactora de revista Qué Pasa. Aparece, entre los fichajes de Captiva, la 
periodista Begoña Bofill Carrascal, ex asesora de prensa del superintendente de 
Valores y Seguros, y que permanecería junto a Bitar hasta el presente. Otros 
periodistas de Captiva fueron Denise Humphreys, exredactora de El Mercurio y 
La Segunda; Rosario Moreno Concha, exeditora del diario El Metropolitano; 
Cindy Ruff, excorresponsal en Estados Unidos de Qué Pasa y El Mercurio; Luz 
María Barros, experiodista del área de investigación de Canal 13; Victoria Burr 
Guarachi, experiodista del área de producción de Megavisión; Javiera Coddou 
Balmaceda, experiodista de investigación del programa Contacto de Canal 13; 
Pilar Pascual, experiodista de las páginas sociales de la revista Cosas y de El 
Mercurio y Martita Willoughby, exeditora de vida social de El Diario. Tender 
puentes hacia los principales medios del país era, así, parte fundamental del 
diseño corporativo de Captiva. 


Hacia finales del año 2000, Cristina Bitar apareció en el primer listado de 
Jóvenes Líderes, publicado en la revista Sábado de El Mercurio. Así se la 
describe en uno de los párrafos: 


Socia de Hill & Knowlton Captiva, vende a sus clientes la capacidad de 
comunicarse interna y externamente, de prevenir y afrontar crisis, y de 
relacionarse a alto nivel, compitiendo con otros peces gordos del rubro. 
Energética e hiperactiva, recién a los treinta le ha robado un poco de tiempo al 
trabajo para hacer gimnasia, jugar bridge y hasta mirarse de repente en el espejo. 
Cuestión esencial para no olvidar que además es bonita!?, 


Un año después, Cristina Bitar tuvo su primera participación en un foro de Icare, 
lo que se volvería una tendencia en los años siguientes. Por esa época, 
comenzando la década de los 2000, los intereses de Cristina Bitar se centraban 
en el concepto de la “reputación corporativa”. Tanto en los espacios de 
conversación con empresarios como en sus publicaciones en La Tercera, Cristina 
Bitar se perfila como una analista de las estrategias públicas de marcas privadas. 
Así, construye rankings que luego son publicados en La Tercera. Con ello, su 
empresa continúa la incansable tarea de posicionarse en el mercado de la 
comunicación estratégica en Chile. 


Hacia mediados de 2002, Bitar sería contratada por uno de los clientes más 
complejos de su carrera: la empresa Inverlink. Esta compañía, dedicada a 
diversos nichos en el rubro financiero, sería protagonista de un escándalo de 
proporciones al conocerse los detalles de su funcionamiento. 


La primera hebra del caso detonó por la querella presentada por cohecho y 
violación a la ley de delitos informáticos, por robo de información del mail del 
entonces presidente del Banco Central, Carlos Massad. Los correos electrónicos 
eran interceptados por su secretaria, Pamela Andrada, quien los enviaba a Enzo 
Bertinelli, gerente de la corredora Inverlink. Lo que vino después fue la 
sustitución del modus operandi. Al detonar el escándalo en el Banco Central, los 
clientes de Inverlink concurrieron a solicitar sus bienes, produciéndose una 
“estampida financiera”. Para entonces, febrero de 2003, el pasivo de Inverlink 
era de $5.000 millones aproximadamente. La solución ideada por Eduardo 
Monasterio, cabeza del grupo Inverlink, fue radical. Monasterio procedió a 
contactar a un ejecutivo de Corfo para robar documentos por más de $48.000 
millones, los que fueron vendidos a través de dos corredoras de bolsa. Luego de 
descubrirse este nuevo delito, detonó la investigación por diversas aristas 
jurídicas: civiles, penales, tributarias y administrativas. Era la primera vez que 
un cliente de Cristina Bitar se veía envuelto en actos de este tipo. En marzo de 
2003, Bitar decidió renunciar a la cuenta de Inverlink y abandonó el barco de 
Eduardo Monasterio, quien finalmente sería condenado y moriría en la cárcel. 


Este caso no dañó de ninguna manera a Cristina Bitar. Diez años llevaba en 
Chile y ya era conocida por toda la elite. Sus vínculos se extendían en ambas 
coaliciones y asistía regularmente a seminarios, encuentros y mesas redondas. 
También fue pionera en el discurso feminista y la integración de mujeres a 
puestos de decisión. En 2003, colaboró en la fundación de Comunidad Mujer, 
una influyente organización que promueve las políticas de género. El mismo año 
2003, Bitar fue reconocida como una de las cien mujeres líderes de Chile, en un 
ranking elaborado por El Mercurio. 


Ya para finales de 2004 y comienzos de 2005, Bitar era todo un personaje de la 
prensa chilena, donde se comienza a especular con su salto a la política. Entre 
1999 y 2005 formó nueve sociedades distintas; en todas ellas aparece como socia 
junto a su padre y su marido, Juan Pablo Solís de Ovando Lavín, gerente general 
de Viña San Pedro y Viña Tabalí, del Grupo Luksic. Dentro de sus empresas 
destaca Convergia Chile S. A., creada en mayo del 2000. En agosto del mismo 
año, esta firma se asoció con Telsocom Investment Inc., una empresa creada en 
el paraíso fiscal de las Islas Vírgenes Británicas, dando origen a Convergia 
Telecom. S. A., que participaba en el mercado chileno de la telefonía de larga 
distancia con el carrier 112. Esta empresa chilena es parte de un holding 
internacional de telefonía, con sede en Canadá, cuyo presidente es su hermano 
Lorenzo Bitar. También participa junto a su padre en Global Foods, una empresa 
asociada a Capitales españoles que inició actividades en Chile en 2004. En 2005, 
además, Bitar decidió incursionar en el mundo de la moda y abrió una lujosa 
boutique en el sector oriente de Santiago. No duró mucho en ese 
emprendimiento. Sus intereses reales estaban en otros asuntos. 


El 2005 María Cristina Bitar Maluk decidió dar un paso adelante en su carrera 
política. 


En medio de gran expectación mediática, Joaquín Lavín la presentó como su jefa 
de campaña para la presidencial de diciembre de ese año. Los vínculos entre 
ambos son profundos y se extienden en varios planos. En primer lugar, el marido 


de Cristina Bitar es primo de Lavín. En segundo lugar, Pablo Zalaquett es amigo 
de ambos. Fue el mismo Lavín quien convocó a Cristina Bitar a sumarse a su 
equipo íntimo, donde conoció a Gonzalo Cordero Mendoza, uno de los 
“samurais” del candidato y encargado de temas comunicacionales. Su rol como 
jefa de campaña no le fue fácil de llevar, teniendo diversos roces con dirigentes 
politicos de la derecha!?. Finalmente, el candidato Lavín resultó tercero en la 
primera vuelta presidencial y apoyó a Sebastián Piñera en la segunda vuelta de 
enero 2006, donde fue electa Michelle Bachelet. 


Luego de este paso por la política, Cristina Bitar volvió durante 2006 a su 
empresa, donde retomó el control de las mayores cuentas y de los temas más 
sensibles. A partir de 2007, sin embargo, se embarcó en un nuevo proyecto 
político: Independientes en Red. Esta “pyme política” —como la llamaría uno de 
sus miembros, Cristóbal Bellolio Badiola— ganaría terreno rápidamente en los 
medios, posicionándose como una “derecha liberal”. Allí confluyeron nombres 
como Daniel Brieba, académico que se encargaba de entregarle el “relato” al 
movimiento. En uno de los documentos de Brieba, presentado en un congreso de 
Independientes en Red, se puede leer: 


Este nuevo país no salió de la nada, sino que es el producto directo de la obra 
política que hemos venido construyendo desde hace décadas. En los años 80, la 
actual generación aliancista puso los cimientos económicos y legales del actual 
orden. En los 90 y también en esta década, la Concertación —a veces con 
colaboración de la Alianza— no solo perfeccionó (y reformó) lo recibido y le 
otorgó la imprescindible legitimidad democrática, sino que le agregó a esta obra 
en construcción sus cimientos políticos y sociales. El gobernar por medio de 
coaliciones estables, la cultura de diálogo y consensos, la ausencia de populismo, 
la disciplina partidista, la consistencia programática, el pragmatismo político y la 
civilidad en el trato público son algunos ejemplos de esa cultura política que nos 
parece normal pero que hace 20 años atrás no existía!?0, 


Esta cita transmite el orgullo que Brieba y los “Independientes en Red” sentían 
por el “nuevo orden” heredado de la dictadura. La estabilidad, los consensos, la 


ausencia de populismos, la disciplina partidista, la consistencia programática, 
según Brieba, no existían antes de este régimen. Este discurso es muy similar al 
que se puede leer en Cristina Bitar a comienzos de la década, y luego como 
generalísima de Joaquín Lavín. En Independientes en Red también recalaron 
figuras como Ena von Baer o Felipe Kast, quienes luego serían ministros de 
Piñera. El concepto “en red” representa muy bien las tácticas de Cristina Bitar, 
pues se trata de construir amplios grupos transversales con confianzas recíprocas 
y luego repartirse en diversos lugares del Estado y las empresas. Esta estrategia 
dio, incluso, para integrarse a la naciente campaña de Piñera en 2009 y ocupar 
—luego— cargos importantes tanto en ministerios como en el “segundo piso”, 
donde destaca el nombre de Hernán Larraín Matte, al que volveremos más 
adelante. 


En paralelo a su trabajo con Independientes en Red, Cristina Bitar continuó 
ganando espacio en el mercado del lobby chileno. Era 2008, en medio de la 
tramitación del primer proyecto para regular la actividad, que fue vetado por 
Bachelet en marzo de ese año. El diario La Nación, en un reportaje sobre la 
industria de las influencias, señalaba: 


(...) los consejos de Bitar y su equipo han sido requeridos por las AFP, 
Transelec, Coca-Cola, Quiñenco, la Cámara de la Construcción, radio 
Cooperativa, Anglo American, el grupo Saesa, Nestlé, Nike, el Santiago College 
y muchos más. ¿Uno de las más recientes? El grupo Santo Tomás los contrató 
para evitar que el crimen que protagonizó su dueño, Gerardo Rocha, deteriorara 
la imagen del holding educacional. Su empresa es la única que transparenta el 
listado de sus cuentas!™!, 


En esta cita cabe destacar el listado de clientes que se relaciona con Bitar, así 
como el hecho de que ella era la única que publicaba en su web quiénes eran sus 
clientes, yendo en contra del uso que tenía y tiene, por ejemplo, Imaginacción, 
de Enrique Correa. Enseguida, aparece en la cita uno de los clientes clave de 
Bitar durante 2008 y 2009, la Universidad Santo Tomás, que se viera bajo un 
asedio judicial y periodístico. Esto, a raíz del macabro crimen y posterior muerte 


de Gerardo Rocha, empresario controlador de este plantel superior. Bitar no sería 
la única asesora de esta universidad, pues más tarde contratarían también a 
Imaginacción. 


En agosto de 2008 pareció que Cristina Bitar daría el salto definitivo y 
anunciaría una candidatura parlamentaria en algún distrito simbólico!??, A 
mediados de ese mes comunicó que renunciaba a su cargo en Hill & Knowlton 
Captiva y se abocaba de lleno a Independientes en Red, que evaluaba convertirse 
en partido político. Meses antes había renunciado también Felipe Edwards, 
gerente general de la firma, quien anunció la creación de una nueva compañía de 
la mano de su socio Gonzalo Cordero Mendoza. 


No hubo candidatura ni cargo relevante en el comando de Piñera. Cristina Bitar 
no compitió en la elección parlamentaria de 2009 ni tampoco asumió como 
vocera del candidato de la derecha, como se especulaba en los medios. Hacia 
finales de ese año, parecía evidente que Independientes en Red no tendría mayor 
futuro. Aun así, la prensa especulaba respecto a si, en el fondo, estaban con 
Piñera o con Lavín. Así contestaba Cristina Bitar a esta pregunta, donde se le 
imputaba tener un “partido en las sombras”: 


—Dada la presencia de Vasco Moulian y la tuya, hay quienes piensan que 
perfectamente podría ser un “partido en las sombras” de una candidatura de 
Joaquín Lavín... 


—Absolutamente, no. De hecho, tenemos a gente muy cercana a Sebastián muy 
metida, como José Miguel Izquierdo y Cristóbal Bellolio. Pero lo más 
interesante de todo es que tenemos un grupo de gente joven que no está 
identificada con nadie, que son los sub 30, que claramente va a demorar más que 
los conozcan, pero que son bastante más brillantes que todos los de mi 
generación. Está también Pablo Valenzuela, la Coca Edwards, gente que la 
puedes identificar en un mundo, pero que sobre todo son profesionales a los que 
les importa Chile. Vamos a mostrar que estamos dispuestos a conversar con todo 


el mundo, como lo hemos hecho con los partidos Comunista, el PPD, la 
Democracia Cristiana, la UDI, RN...193 


Sorprendentemente, en 2009, Bitar decidió volver al mundo privado. Fueron 
Cordero y Edwards quienes le ofrecieron, primero, una “comunidad de techo” en 
las oficinas de Azerta, y luego la hicieron socia del proyecto*?*, Fue así como 
nació una alianza estratégica de grandes proporciones entre Gonzalo Cordero 
Mendoza, un hombre de la médula ideológica de la UDI, y Cristina Bitar Maluk, 
una lobbista que había intentado armar un partido de independientes liberales. La 
mezcla, a nivel simbólico, era perfecta, y se sumaba a la trayectoria de Felipe 
Edwards, otro de los nombres mejor valorados en el mundo del lobby nacional. 
Fue así como nació Azerta, que en apariencia es una alianza de dos, aunque en 
realidad es una alianza de tres. Bitar, Cordero y Edwards formarían, así, unas de 
las empresas de lobby más importantes de Chile. 


Gonzalo Cordero Mendoza es un hombre sumamente influyente en la derecha 
chilena. Oriundo de La Serena, estudió en el Colegio Seminario de esa ciudad, 
una institución de clase media. Al egresar se estableció en Santiago, donde 
ingresó a estudiar Medicina en la Universidad de Chile. Al paso de tres años, y 
pese a que tenía buenas calificaciones, Cordero decidió dejar la carrera y se 
matriculó en Derecho en la Universidad Católica. Allí fue alumno de Jaime 
Guzmán, con quien estableció una cercana relación, al punto que fue invitado 
varias veces a militar en el gremialismo. En los patios de la UC hizo amigos para 
toda la vida, como Juan Carlos Eichholz, quien también militó en Independientes 
en Red con Cristina Bitar. Cordero también fue compañero de Felipe Bulnes, 
Mauricio Zelada, Gonzalo Fernández, Germán Concha y Carlos Frontaura, entre 
otros importantes abogados cercanos a la UDI. En 1988, Cordero fue invitado a 
formar parte del comando por el Sí, que apoyaba la continuidad de Pinochet. En 
esa tarea, Cordero conoció a Darío Paya, uno de sus amigos más cercanos, y 
también a Marcela Cubillos, hija del ex Canciller pinochetista Hernán Cubillos. 
Meses después de la derrota plebiscitaria, Cordero firmó por la Unión 
Demócrata Independiente. 


Durante los noventa, Cordero alternó su trabajo como abogado con las 
consultorías de marketing y comunicaciones, un tema en el que siempre depositó 
gran interés. Quienes lo conocen dicen que vivió un largo duelo, de años, por el 
asesinato de Jaime Guzmán en manos del Frente Patriótico Manuel Rodríguez, 
en 1991. Desde entonces, Cordero se ha autoimpuesto la tarea de defender las 
ideas de Guzmán, a la vez que adecuarlas a los tiempos que se viven. Ávido 
lector de sociólogos y sicólogos, Cordero se fue perfilando como un pensador 
detrás de la UDI. Su influencia sobre Joaquín Lavín se puede rastrear antes de la 
campaña de 1999, en la reelección como edil en Las Condes en 1997. Lo que 
sembró durante los noventa, Cordero supo cosecharlo en los 2000, consolidado 
como uno de los “samurais” de Joaquín Lavín. En 2008, cuando decide 
incursionar formalmente en la comunicación estratégica y el lobby, Cordero ya 
tenía gran experiencia en las lides políticas. En 2009, con Azerta ya 
funcionando, fue llamado desde la Universidad Andrés Bello para asumir el 
decanato de la Facultad de Derecho. Aceptó y, a la vez que consolidaba Azerta, 
fue el decano de Derecho de la UNAB. Por ello, no tuvo mayor participación en 
el diseño de la campaña de Sebastián Piñera en 2009. 


El Gobierno de Piñera les vino como anillo al dedo. Al tener redes profundas en 
todo el espectro de la derecha, Azerta creció rápidamente entre 2010 y 2014. 
Apenas asumió Piñera, nombró a Bitar en el directorio del diario La Nación. A 
Bitar se le adjudica parte de la tesis que se instaló en La Moneda sobre “quitarle 
banderas” a la Concertación, es decir, tomar ciertas ideas del bloque opositor e 
incluirlas dentro del discurso propio de Piñera. De hecho, existe cierto 
paralelismo entre esa tesis política y uno de los casos que atendió Azerta durante 
2010. La tienda de retail Paris, que también ha tenido como asesor a Enrique 
Correa, llevó a cabo ese año una campaña que incluía el tema “Todos juntos” de 
Los Jaivas, lo que fue interpretado como una manipulación de los símbolos 
contenidos en esa canción!%, Del mismo modo, el Gobierno de Piñera intentó en 
un comienzo mimetizarse con ciertos conceptos concertacionistas, como la 
política de los acuerdos, los grandes consensos y la justicia social. 


La influencia de Cristina Bitar también llegó a Laurence Golborne, quien, luego 
del rescate de los treinta y tres mineros en el norte de Chile, se posicionó como 
candidato presidencial. Según consigna la prensa de la época, Cristina Bitar 


comenzó a asesorar a Golborne en el manejo de su repentina popularidad, 
cuando la prensa se volcó a conocer su historia. Junto con ello, Bitar se integró a 
los grupos de conversación que formó Golborne para ir diseñando su estrategia 
presidencial. Haciendo equipo con su amigo Pablo Zalaquett, Cristina Bitar solía 
coincidir en reuniones con la hermana de este, la diputada Mónica Zalaquett, el 
ministro Pablo Longueira y el senador Gonzalo Uriarte. En estas conversaciones 
informales se fue perfilando la candidatura de Golborne. Llama la atención el 
interés de Golborne en la figura de Bachelet, lo que coincide con los postulados 
tácticos de Bitar referentes a tomar las banderas de la Concertación. Así relataba 
La Tercera una de las reuniones del grupo: 


Durante una cena en la casa de la diputada UDI Mónica Zalaquett, el sábado de 
la semana pasada, a los presentes les sorprendió el especial interés mostrado por 
el ministro Laurence Golborne respecto de la figura de la expresidenta Michelle 
Bachelet. En la cita, en la que también participaron el ministro Pablo Longueira, 
el alcalde Pablo Zalaquett, el senador UDI Gonzalo Uriarte y Cristina Bitar, 
Golborne les formuló varias preguntas sobre la imagen que tienen de la 
exmandataria y el escenario que enfrenta, en medio del proceso de reformulación 
de la Concertación y cuando el debate sobre los presidenciables ya comienza a 
ganar terreno. Otro tema abordado fue la próxima interna de la UDI, asunto en el 
que Longueira —si bien no explicitó su postura— habría expresado su 
disposición a dar cabida a las nuevas generaciones!*®, 


Gonzalo Cordero, en cambio, fue siempre un defensor férreo de las ideas de la 
derecha. En sus columnas y participaciones en foros, entre 2009 y 2011, Cordero 
señala que no es conveniente tomar las banderas del adversario, sino que se debe 
potenciar las banderas propias. Incluso más, ciertos artículos de prensa lo 
señalan como uno de los dirigentes UDI que se oponían a apoyar al millonario 
empresario137. En 2011, Cordero pasaría a ser asesor del ministro de Defensa, 
Andrés Allamand (RN), quien se transformó en un activo vocero de la estrategia 
de potenciar las ideas de la derecha. Uno de los puentes entre ambos lo formó la 
pareja de Allamand, Marcela Cubillos, antigua amiga de Cordero desde el año 
1988. Como asesor de Allamand, Cordero sería clave en el posicionamiento del 
ministro como candidato presidencial, especialmente luego de ocurrida la 
tragedia de Juan Fernández, donde fallecieron, entre otros, el animador Felipe 


Camiroaga y el hermano de Marcela Cubillos, Felipe, fundador de Desafío 
Levantemos Chile. Luego de ese acontecimiento, Allamand se posicionó como 
uno de los ministros mejor evaluados. Su proyección se asociaba, en la prensa, 
con el trabajo de Cordero. Así lo informaba El Mostrador cuando se hizo público 
el vínculo entre Cordero y el antiguo líder de la patrulla juvenil: 


Allamand optó por incluir en su equipo de asesores a Cordero —uno de los 
dueños de Azerta Comunicación Estratégica, donde también participa la ex jefa 
de campaña de Lavín, Cristina Bitar—. Y si bien en el entorno de Allamand el 
miércoles celebraban la buena aprobación con que figura en el sondeo Adimark 
dado a conocer ese día, en el círculo de Cordero reconocen con humildad que 
eso no fue efecto de la asesoría, que comenzó de lleno recién esta semana. 
Cordero fue quien condujo la comunicación estratégica de las campañas de 
Lavín y fue el jefe político de las mismas. Es reconocido en la UDI no solo 
como un experto en esta materia, sino también en estrategia política. Lo que 
calza muy bien con las aspiraciones que el propio titular de Defensa ha hecho 
públicas en más de una ocasión de ser quien reemplace a Piñera en un próximo 
período de su sector en La Monedat*, 


Al ganar espacio en la opinión pública, Azerta también ganó críticos. Uno de los 
más duros ha sido Tomás Mosciatti, de radio Bio-Bio. En 2011, a comienzos del 
mes de abril, Felipe Edwards decidió mandar una carta a Mosciatti, luego que 
este mencionara a Azerta en diversas ocasiones en sus comentarios en radio Bio- 
Bio y CNN Chile. Mosciatti decidió leer la carta al aire, en la edición de la 
mañana del lunes 18 de abril de 2011. Así comenzaba su lectura Tomás 
Mosciatti, a eso de las nueve y media de la mañana: “Hemos recibido una carta 
de la empresa Azerta, la firma Felipe Edwards, socio director. La carta dice así”: 


Junto con saludarlo cordialmente, es de mi interés compartir por esta vía un 
asunto que me inquieta. En los últimos meses, a través de programas de Radio 
Bio-Bio en los que participa usted, ha mencionado en múltiples ocasiones a la 
empresa Azerta y a dos de sus socios, Cristina Bitar y Gonzalo Cordero, como 
protagonistas de apasionantes relatos que sitúan a la compañía como un actor 


principal de la agenda pública nacional. Además de agradecer tan privilegiada 
preocupación por el quehacer profesional de Azerta, lo que no se repite, por 
cierto, con nuestra vasta competencia, me permito plantearle un par de asuntos 
para ser sometidos a su consideración. Ello, augurando que su manifiesta 
curiosidad por Azerta lo motivará a referirse a esta 0 a sus integrantes en el 
futuro, ya que incluso se nos ha adjudicado proezas en las que no hemos sido en 
absoluto partícipes. Mis ideas, que estoy cierto potenciarán vuestra entrega 
informativa y la mejor comprensión de sus oyentes, son las siguientes: 


— Mencionarme como socio de Azerta, soy nada menos que su socio fundador, 
con igual o mayor incidencia que Cristina o Gonzalo en el éxito de la empresa. A 
ellos les ha dedicado valiosos segundos relacionados a clientes que son 
atendidos exclusivamente por el suscrito. Al César lo que es del César. 


— Tener un espacio, de preferencia los viernes y de no más de cinco minutos, en 
los que alguno de los socios de Azerta, idealmente yo, pueda comentar en vivo y 
con detalles cualquier materia de su interés. Si bien este formato tiene el riesgo 
de restar un cierto halo de misterio a nuestro trabajo, permitiría a sus oyentes 
imponerse de relatos únicos y claves del acontecer noticioso. Los auspicios 
generados por este espacio serían exclusivamente de radio Bio-Bio, ya que 
Azerta se vería gratuitamente retribuida con una publicidad más explícita de la 
que ha obtenido hasta la fecha. 


— Si la anterior moción le parece descabellada, le rogaría, por mínimo rigor 
periodístico, que cuando usted tenga alguna inquietud sobre el trabajo que 
realiza Azerta, se comunique conmigo o con cualquiera de sus socios, y no se 
conforme con la versión relatada por una agencia competidora!*?. 


La carta que Edwards le envía a Mosciatti es una muestra paradigmática sobre 
cómo la industria de las influencias se comunica con la prensa. Dado que 
Mosciatti había sido particularmente agudo en señalar a Cristina Bitar y a 
Cordero, Edwards se toma el tiempo para escribirle. Reclama su propia 


importancia en los “apasionantes relatos” que la radio Bio-Bio comunicaba sobre 
Azerta. También solicita un espacio para comentar la actualidad, dejándole los 
auspicios a la radio. Y, finalmente, le pide ser consultado cuando su empresa sea 
mencionada. Esa mañana de abril de 2011, Mosciatti no se limitó a leer la carta 
al aire. Tomás Mosciatti, oriundo de Concepción, criticó severamente el tono y el 
fondo de la carta de Edwards. Su respuesta merece ser citada en extenso: 


El tono burlesco de la carta que ustedes han escuchado posiblemente no merezca 
respuesta. Salvo que sea una oportunidad para hablar del lobby y sus 
consecuencias. Azerta es una empresa de comunicaciones y lobby con acceso a 
amplios espacios en que se condensa el poder. Entre sus clientes están Gener, 
MPX, Farmacias Ahumada, Costanera Center, Cencosud, Jumbo, Almacenes 
Paris, Alsacia, entre otros. En su página web no figuran las asesorías personales; 
por ejemplo, no es claro si a los ministros Andrés Allamand y Laurence 
Golborne los asesora Azerta o su socia, Cristina Bitar. Reclama Azerta porque 
nombramos a Cristina Bitar, su socia directora, pero ella ha sido figura estelar en 
esta empresa, empeñándose personalmente en gestiones a favor de sus clientes. 
Cuando Azerta quiso a hablar en favor de la empresa MPX, la que va a construir 
la central termoeléctrica Castilla, fue Cristina Bitar la que se acercó y habló en 
favor de su cliente. Gonzalo Cordero, otro socio director; es decano de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Andrés Bello y miembro del Consejo 
Nacional de Televisión. Formar abogados y participar en el ente estatal que 
fiscaliza y sanciona a los canales de televisión es incompatible con participar en 
las actividades de Azerta, es decir, participar en el lobby. 


Más que con ironía, con desfachatez, piden cinco minutos para exponer su 
trabajo, señalando que los auspicios serían de la radio. Pareciera innecesario 
contestar, pero para nosotros estos son temas delicados, son temas importantes. 
Jamás Bio-Bio ha arrendado espacios, como sí hacen otras importantes radios. 
Jamás en Bio-Bio los contenidos han estado supeditados a intereses comerciales. 
Nunca en Bio-Bio nuestros conductores de noticias han leído avisos, como sí lo 
hacen medios asesorados por Azerta. Esto nos hace únicos en el país. Por eso, no 
aceptamos que Azerta festine principios que para nosotros son intransables. 
Sostenidos por muchos años y que han tenido y tienen grandes costos. Azerta, 
por lo demás, nunca ha hecho llegar una nota, una rectificación, una observación 


sobre lo que hemos dicho. Salvo esta carta que linda con la insolencia. 


Una vez, Cristina Bitar, como les contamos, pidió ser escuchada para defender el 
proyecto de la Central Castilla y pudo explicar aquí, en plenitud, sus puntos de 
vista. Azerta afirma que solo nos referimos a ella y no a su competencia, pero 
eso es falso. Solo en los últimos días hemos hablado de Enrique Correa, 
autoconfeso lobbista, y sus asesorías a Don Francisco por el juicio de paternidad 
que se sigue en su contra, y a Anatel. También nos hemos referido a Extend, de 
las hermanas Velasco, y su asesoría a Jaqueline van Rysselberghe. 


El lobby no está normado en Chile. A diferencia de otros países, no hay ley. Se 
mueve a sus anchas, en la impunidad total. Todo esto tiene que ver con la 
democracia. La pretendida igualdad democrática se rompe a favor solo de 
quienes pueden pagar altas sumas de dinero para influir y obtener del poder lo 
que otros no pueden. 


Azerta asesora a la empresa que comenzó a levantar el rascacielos más alto de 
Sudamérica, sin permiso de construcción. A la empresa que construirá la central 
termoeléctrica a carbón Castilla, la más grande de Latinoamérica, y que logró 
que la autoridad cambiara la calificación de contaminante a molesta. Y a otra 
empresa, que levantó una central termoeléctrica en un área verde en Puchuncaví, 
cerca de los niños contaminados de la Escuela La Greda. Es por todo esto que 
algunos, como Azerta, pueden festinar y reír. Por eso tanto desparpajo. Nosotros 
seguiremos reporteando, seguiremos informando y seguiremos opinando, aunque 
Azerta siga riendo y nos continúe ofendiendo™®. 


Mosciatti no paró ahí. Desde entonces, él y Bio-Bio han sido un dolor de cabeza 
para los socios de Azerta. A partir de 2011 se volvió uno de los más incisivos 
fiscalizadores de los lobbistas. Así, ese mismo año grabó una editorial 
audiovisual que se “viralizó” a través de las redes sociales a gran velocidad. En 
su intervención, Mosciatti se refiere al proyecto Campiche y señala el rol 
conjunto del abogado Andrés Jana Linetzsky y Cristina Bitar. Tiempo después 


volvería a apuntar al dúo Bitar-Jana, esta vez sobre el proyecto Castilla del 
brasileño Eike Batista. Jana y Bitar se conocían desde hacía años, cuando fueron 
partes enfrentadas en el caso Inverlink; sin embargo, pocas veces habían 
coincidido detrás del mismo cliente. Ese fue el caso en las dos situaciones, 
Castilla y Campiche, que Mosciatti indagó en varias oportunidades entre 2011 y 
2013. 


En 2012 Azerta volvió a hacer noticia nacional por varios flancos distintos. Por 
un lado, Cristina Bitar fue parte de la decisión adoptada por el directorio de La 
Nación de terminar su edición impresa. Esto abrió un fuerte debate en la opinión 
pública respecto al pluralismo informativo y al rol del Estado en esta tarea. 
Además, Bitar ingresó formalmente al directorio de la AFP Provida, en calidad 
de directora independiente. Junto con eso, Azerta asumió la representación de las 
empresas Von Appen, en todo lo relacionado a la licitación del puerto de 
Valparaíso. También fue representante de la empresa de televisión VTR, que se 
volvió un agente de opinión en los temas vinculados con la televisión digital, 
reforma legal que —ya en 2016— todavía no se produce. Asimismo, Bitar 
representó a VTR en todo lo referente a antenas para celulares. Hacia finales de 
ese año, ya era claro que Golborne y Allamand tenían la primera chance para ser 
los candidatos de la derecha, y Bitar y Cordero seguían asesorándolos 
estrechamente. 


Hacia 2013, Bitar y Azerta protagonizaron otra ácida polémica, esta vez contra 
Jaime Mañalich, ministro de Salud del Gobierno de Piñera. Durante enero de ese 
año, Mañalich tuvo fuertes cruces con diputados UDI luego que el médico 
acusara un “gigantesco lobby” de la industria tabacalera y, posteriormente, de las 
farmacéuticas. Bitar respondió que Mañalich hacía un daño a la democracia con 
sus declaraciones. En una entrevista de la periodista Paula Palacios para revista 
Caras, Mañalich le contestó: 


—Cristina Bitar lo acusó de dañar la democracia por mezclar lobby con 
corrupción. 


—Entiendo que ella tenga una industria muy importante dedicada al lobby, y que 
se sienta tocada, pero jamás lo he vinculado a corrupción. Esta práctica es 
legítima, pero debe estar sobre la mesa, no fuera de la oficina, en un cafecito o 
en un viaje. Hoy ningún médico podría publicar un artículo científico en una 
revista de prestigio sin decir mi conflicto de interés es tal, fui al Caribe pagado 
por... 141 


En ese momento, mitad del año 2013, Azerta tenía importantes cuentas, 
vinculadas a clientes que enfrentaban procesos de alta exposición pública. Por 
ejemplo, Azerta se ocupó de la comunicación estratégica y el lobby del proyecto 
Pascua Lama. Este yacimiento de oro se encuentra entre Chile y Argentina, por 
lo que la empresa Barrick Gold debió tener estrategias de lobby y comunicación 
tanto en Buenos Aires como en Santiago. En el plano chileno, Cristina Bitar 
tomó la representación de Barrick. De esta manera, en pocos años, Azerta se 
hizo de un lugar privilegiado en el mercado del lobby en Chile. Sus vínculos 
transversales, sumados a la experiencia de sus tres socios principales, le fueron 
dando un espacio de influencia innegable. Las apariciones en los medios, 
además, fueron consolidando el perfil público de Cristina Bitar. Ella supo 
hacerse de un espacio en diarios, televisión, radio y también en internet. Si bien 
ninguno de sus candidatos pudo hacerse de la nominación presidencial 
derechista, Azerta igualmente fue un ganador del ciclo del Gobierno de Piñera. 
En enero de 2014, la firma de lobby celebró su quinto aniversario. En una nota 
del vespertino La Segunda, puede verse una fotografía de Cristina Bitar 
acompañada de los exitosos empresarios Juan Obach y Jorge Errázuriz. Junto a 
la imagen se lee: 


Un variado grupo de empresarios, políticos y periodistas llegaron el lunes pasado 
hasta el restaurante Osadía para felicitar a los socios de Azerta Felipe Edwards, 
Gonzalo Cordero y Cristina Bitar, quien es columnista de La Segunda, en su 
quinto aniversario. Desde figuras socialistas como Osvaldo Puccio hasta los UDI 
estuvieron brindando con quien fuera generalísima de la campaña presidencial 
de Joaquín Lavín (quien, por cierto, participó del encuentro). Y autoridades 
también llegaron: entre ellos, el subsecretario de Hacienda, Julio Dittborn, y el 
jefe de la Subdere, Miguel Flores!“2. 


La transversalidad de este encuentro revela el éxito de Azerta en la elite chilena. 
En cinco años Bitar, Cordero y Edwards levantaron y consolidaron una empresa 
de lobby y comunicaciones que disputa palmo a palmo con compañías —como 
Imaginacción— que llevan ya casi veinte años en el mercado. Actualmente, 
Azerta sigue funcionando bajo el esquema de tres socios directores, dueños de la 
compañía, a los que se suman los directores y los gerentes. En la plana de 
directores podemos encontrar nombres que han acompañado a Bitar durante casi 
dos décadas, como las periodistas Begoña Bofill y Daniela Lipari, que fueron 
reclutadas en Captiva, a finales de los noventa. También pueden encontrarse 
nombres nuevos, como el de Miguel Flores, exsubdere, que pasó de ese cargo a 
Azerta. Flores es, además, un reconocido militante UDI. Flores provenía del 
Gobierno de Piñera, al igual que Mauricio Lob, quien pasó de ser subsecretario a 
ser gerente de Asuntos Púbicos de Azerta. En la plana de los gerentes de Azerta 
destaca también Alejandro Latoja, quien fuera periodista en Agricultura, 
Infoweek y otros medios especializados en temas económicos, como el Diario 
Financiero. También destaca Alejandro Sáez, quien fuera redactor de El 
Mercurio por más de diez años. 


En noviembre de 2014, al comenzar la implementación de la ley de lobby, 
Azerta fue uno de los primeros agentes en registrarse en el registro previo 
voluntario creado por la ley. En ese registro voluntario, Azerta está inscrito como 
lobbista ante veinte ministerios y dieciocho subsecretarias, y también en el 
Senado y la Cámara de Diputados. 


En el registro de audiencias podemos encontrar diversas gestiones de Azerta 
para sus respectivos clientes. Miguel Flores registra audiencias a nombre de 
Azerta. Una de ellas con el alcalde de Maipú, Cristián Vittori, donde representó 
los intereses de ASA Ambiente, una empresa dedicada a la extracción de áridos. 
Flores también registra audiencias en el Parlamento: una con el diputado UDI 
Jaime Bellolio y otra con el diputado RN José Manuel Edwards. En ambos 
casos, la conversación se trató sobre el proyecto de que modifica el DFL N° 5 de 
2003 sobre cooperativas. En ambos casos no se menciona al cliente que 
representa Flores. Daniela Lipari, otra reconocida ejecutiva de Azerta, registra 


solo una audiencia. Fue con Katia Trusich, subsecretaria de Economía. En la 
ocasión, Lipari representó a la empresa india Tata. En la descripción de la 
audiencia se puede leer: “Plantear espacios de colaboración público-privado para 
fortalecer la capacitación del capital humano del país, y el intercambio de 
experiencias formativas entre Chile y la India, especialmente en el ámbito de las 
tecnologías de la información”. 


Cristina Bitar registra algunas audiencias. Cuatro de ellas se han tratado sobre 
proyectos eléctricos o energéticos, una sobre minería y otra sui generis. En 
representación de Transelec y Sunedison se reunió con el ministro de Energía, 
Máximo Pacheco Matte. Allí le representó la preocupación de sus clientes a raíz 
de la nueva ley de transmisión eléctrica. Representando a las mismas empresas, 
Bitar también se reunió con el seremi de la Región Metropolitana para hablar 
sobre proyectos fotovoltaicos. En representación de Eletrans, Bitar tuvo una 
audiencia con el jefe del Servicio de Evaluación de Impacto Ambiental, donde 
trataron del proyecto de esa empresa entre Melipilla y Rapel. Este proyecto 
contempla la instalación de torres de alta tensión en el valle de Culiprán, en 
Melipilla. Cristina Bitar también tuvo una audiencia con Pablo Badenier, 
ministro de Medio Ambiente, para tratar sobre el proyecto Guacolda, de AES 
Gener, ubicado en Huasco. Bitar también se reunió con el ministro Badenier para 
conversar sobre el proyecto Pascua Lama, en representación de Barrick, a través 
de su filial Nevada. Otra de las audiencias de Bitar fue con Marco Antonio 
Núñez (PPD), para presentar al nuevo presidente de Coca-Cola en Chile. No deja 
de ser curioso que una empresa gigantesca como Coca-Cola contrate a una 
lobbista para pedir una audiencia donde se presenta a su nuevo presidente ante 
un diputado. 


A finales de 2016, en la página web de Azerta puede encontrarse una extensa 
lista de clientes compuesta por: AES Gener, Algeciras, Alsacia, Alto, AmiChile, 
Atton Hoteles, Ariztía, Camport, Cencosud, Costanera Center, Coca-Cola, 
Comité de Retail Financiero, Easy, Grupo Costanera, lansa, Iberoamerican 
Radio, InvesaBriones, Hortifrut, Johnson, Jumbo, Los Héroes Caja de 
Compensación, Masisa, Paris, Pro Chile, PWC, Santa Isabel, Tata, Teck, TPA, 
TPC, TPS, Transelec, Ultramar y VTR. 


María Cristina Bitar Maluk ocupó un sillón en el directorio de AFP Provida 
hasta 2012. También ha sido consejera de políticas públicas de Libertad y 
Desarrollo. Del mismo modo, es parte de la plana mayor del Colegio Saint 
Joseph School, fundado por la comunidad de los sodalicios en Chile. Asimismo, 
es consejera de Comunidad Mujer, directora de Techo y miembro del World 
Economic Forum. Todas estas tareas las busca compatibilizar con su rol como 
lobbista profesional y socia de Azerta. Quienes la conocen destacan su capacidad 
para mantenerse activa en el mercado, mediante una acción constante y un 
intenso trabajo de creación de redes. Sus relaciones con los medios de 
comunicación es una de sus principales herramientas. De hecho, destina parte de 
su tiempo libre a organizar reuniones de networking en su casa en Lo Curro, 
donde participa ella con su marido y convida a diversos ejecutivos, abogados, 
periodistas y figuras relevantes de la sociedad chilena. Durante la semana 
laboral, llega todas las mañanas muy temprano a las oficinas de Azerta, ubicadas 
en Américo Vespucio, pasada la calle Las Hualtatas, antes de llegar a Vitacura. 


Extend: las hermanas lobby 


Belisario Velasco Baraona es un dirigente DC que fue férreo opositor al 
Gobierno de Salvador Allende. Sin embargo, dos días después de ocurrido el 
golpe de Estado, Velasco firmó una carta junto a un grupo conocido como “Los 
Trece”, donde repudiaron la intervención militar y clamaron por una vuelta 
inmediata a la democracia. Entre 1973 y 1976, Velasco dirigió la radio 
Balmaceda. Posteriormente, en los años ochenta, haría lo propio con la revista 
Análisis. Por ende, durante la dictadura el nombre de Belisario Velasco estuvo 
permanentemente asociado a los medios críticos, que utilizaban los espacios 
periodísticos para resistir al régimen de Pinochet. Comenzado el gobierno de 
Aylwin, Velasco Baraona asumió como subsecretario del Interior, el cargo más 
íntimamente ligado a la seguridad pública. Como tal, debió lidiar con el 
asesinato de Jaime Guzmán y la desarticulación de los movimientos radicales de 
izquierda, como el Frente Patriótico Manuel Rodríguez y el Lautaro. Al ganar 
Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Velasco fue confirmado en el cargo, donde se mantuvo 
hasta 1999. Ese año partió como embajador en Portugal, donde se mantuvo hasta 


2003. En 2006, Michelle Bachelet lo nombró ministro del Interior, siendo 
reemplazado luego, en 2008, por su camarada Edmundo Pérez Yoma. 


Del matrimonio entre Belisario Velasco Baraona y la señora María de la Luz 
Silva nacieron sus hijos María de la Luz, María del Pilar, Ana María y Felipe. En 
un comienzo, las tres hijas asistieron al colegio Villa María Academy, ubicado 
en la avenida Presidente Errázuriz, en la comuna de Las Condes. A ese mismo 
colegio había asistido su madre, cuya familia era oriunda de Talca y la había 
enviado a estudiar muy joven al prestigioso colegio privado para señoritas. En 
los albores de la Unidad Popular, la madre decidió cambiar a las niñas al colegio 
Saint George, como forma de adherir al movimiento interno que ocurría en ese 
establecimiento. Mediante medidas de inclusión, que iban de la mano de las 
políticas de la Escuela Nacional Unificada (ENU), el colegio Saint George se 
abocó a recibir estudiantes de estratos sociales pobres e hijos de obreros. Esto 
dividió aguas en las elites santiaguinas, tal como puede verse en la película 
Machuca, del realizador Andrés Wood. 


Hacia ese entonces, Belisario Velasco era un alto directivo de la Empresa de 
Comercio Agrícola (ECA), lo que permitió ofrecerles la mejor educación escolar 
a sus hijos. Al producirse la polarización del Saint George, decidió sacar a sus 
hijas de ese colegio y matricularlas en el Santiago College, otra institución de 
gran prestigio que, con el tiempo, se ha enraizado en las elites nacionales. En 
este colegio, los Velasco Silva marcarían época, siendo recordados por ser un 
clan muy compacto, que mostraba gran reciprocidad y sentido familiar. Esto fue 
puesto a prueba en numerosas circunstancias, con su padre preso por la 
dictadura, y un entorno de apoderados de derecha. Duraron allí cuatro años; 
luego volvieron a cambiarse. El colegio final fue Las Teresianas, una institución 
de clase media santiaguina, donde completarían su educación escolar. María del 
Pilar estudió Periodismo en la Universidad de Chile; María de la Luz hizo lo 
propio en la Universidad Católica, mientras que Ana María estudió Publicidad. 


Comenzado el gobierno de Aylwin, María del Pilar Velasco fue contratada como 
secretaria de prensa del presidente. Provenía del comando del No, donde 


conoció, entre otros, a Jaime Celedón y Carolina Rosetti. Desde entonces se 
volvió la encargada de prensa de Aylwin. Conoció, así, a prácticamente todos los 
periodistas importantes de Chile. Estuvo los cuatro años del gobierno junto al 
presidente. Al terminar el período, se sumó a la naciente empresa que su 
hermana María de la Luz —Marilú— había formado en 1991. La empresa 
Extend nació en los albores de la democracia, como una tímida oficina de 
prensa, donde se realizaban servicios de comunicaciones. Con el tiempo, sus 
socios fueron perfilando a esta compañía dentro del mundo de la imagen 
corporativa y, más adelante, hacia la representación de intereses y el lobby. Uno 
de los socios clave de la primera etapa de la empresa fue Marcelo Trivelli. La 
energía de Marilú, sumada a la capacidad ejecutiva de Trivelli, posicionaron 
rápidamente a Extend en el mercado chileno. Al igual que María del Pilar 
Velasco, Marcelo Trivelli fue asesor personal de Patricio Aylwin, con quien, 
además, tiene un parentesco a través de su viuda Leonor Oyarzún. 


Ya hacia 1994, no había nadie en Santiago que no conociera la empresa de las 
hermanas Velasco y sus socios. Las hijas de Belisario Velasco heredaron el 
talento político del padre. A ello sumaron las extensas redes que supieron sumar 
a lo largo de su vida. No comparten la filiación falangista, aunque sí la 
sensibilidad concertacionista. Las hermanas Velasco Silva, hijas de Belisario y 
María de la Luz Silva, son cercanas al Partido Socialista, aunque no militan 
formalmente. La empresa es esencialmente un proyecto familiar, donde también 
tiene un espacio su hermano Felipe, y operan como una familia unida en el 
mundo de los negocios. Trivelli salió de la compañía en el año 2002, cuando fue 
nombrado intendente de Santiago en el Gobierno de Ricardo Lagos. Entre 1992 
y 2002, Extend acumuló clientes en diversos rubros: inmobiliarias, laboratorios, 
universidades y gremios, entre otros. 


Fue en 2003 cuando la empresa se expuso por primera vez a un asunto de 
máxima atención pública, cuando la Asociación de Productores Avícolas (APA) 
contrató a Extend. El caso trató sobre el manejo comunicacional de la crisis que 
enfrentaban diversas empresas avícolas. Esto, luego de reportajes escritos y 
audiovisuales que mostraron cómo estas productoras inyectaban agua, sales, 
fosfatos y proteínas a los pollos para que pesaran más. Este método, conocido 
como “marinado”, colocó a las productoras avícolas en las portadas de los 


diarios, en los noticiarios de televisión y en la conversación de las radios. Por 
ende, las empresas requerían de un manejo de crisis de una compañía experta. 
Fue así como Extend se hizo explícitamente famosa en la prensa chilena. Antes 
de ese episodio, las hermanas Velasco eran conocidas en las redacciones de los 
diarios, sin embargo, nunca habían aparecido como protagonistas de las 
noticias!%, 


A finales de 2003, las Velasco serían contactadas por la plana mayor de Barrick 
Gold para Latinoamérica. La transnacional de la minería aurífera contrató a 
Extend como la encargada de sus comunicaciones en Chile. Así, a partir de 
2004, las hermanas Velasco se convirtieron en las principales asesoras 
comunicacionales del proyecto Pascua Lama. Este proyecto ha involucrado a 
diversas oficinas de lobby y comunicaciones a lo largo de los trece años desde su 
concepción, aunque Extend ha sido siempre la cabeza de las operaciones. 


Al igual que Correa y Bitar, las hermanas Velasco entienden muy bien que una 
de las claves para triunfar en el mercado es tener excelentes contactos con la 
prensa. En 2006, Extend cumplió quince años en el mercado, por lo que las 
hermanas Velasco decidieron celebrarlo en grande. Convocaron a decenas de 
periodistas a un reconocido bar del barrio Bellas Artes y, entre pisco sour y pisco 
sour, dirigieron sentidas palabras a sus colaboradores y clientes. Hasta allí llegó 
lo más granado de la elite nacional. Así lo reportaba una irónica crónica 
publicada en La Nación Domingo, en octubre de 2006, titulada “Dando jugo con 
Extend”: 


“Hola! Yo reporteé contigo cuando era estudiante en práctica”, me saluda 
Marcela Llopis, rebobinando la memoria casi una década atrás. Ahora ella 
pertenece al staff de Extend —“la mayor empresa de comunicaciones 
corporativas”, según reza su página web, y que se caracteriza porque sus 
ejecutivos y empleados también son parte de la sociedad—. El que no es socio 
fundador, es socio director y... hasta socio junior creo que tienen. Las socias 
principales son las hermanas Velasco, Marilú y Pilar, quienes asumen como 
“viceprimeras hijas” cada vez que Michelle Bachelet sale de viaje y el ministro 


del Interior, Belisario Velasco, es investido como vicepresidente de la República, 
banda tricolor mediante. Extend fue creada en 1991 por Marilú y Marcelo 
Trivelli, quien 10 años después renunció para asumir la Intendencia 
Metropolitana por pura vocación de servicio. Ahora la empresa celebra 
“exitosos” 15 años “generando relaciones” y convocaron a reporteros de todos 
los pelajes a los “estratégicos” festejos. 


(...) 


Ahora viene una rifa con aportes de los clientes, “diseñamos políticas de 
donaciones”, dice la web. Restriego mis bolsillos en busca de mi numerito, 
cuando sube el primer premio que es espectacular perdón, es la socia animadora 
que tira dos al agua y al A-70, Katy Díaz, de LUN, la General Motors le regala 
dos seguros; al A-99, Ximena Pérez, de El Sábado, se gana una parrilla a gas de 
Home Center, “más cerca de usted con 58 tiendas a lo largo del país”, publicita 
la socia animadora. 


(...) 


“¡A la parrilla! ¡A la parrilla!”, gritan todos cuando Ximena regresa orgullosa 
con su premio. Para el A-4, un canasto familiar de Lider; la agencia de viajes de 
Nicolás Ibáñez sacará a pasear al A-29 un fin de semana; al A-94, salmón 
ahumado de Salmonero Multiexport. Al A-62, Motorola le dona un celular 
cototo. Se va el ultimo premio y no tocamos nada. Otra vez mala suerte. 


Comienza el baile. “No te acuerdas de mi”, me dice la “viceprimera hija”: 
“Cómo voy a olvidarla, si en los 80 éramos pocos y queríamos hacer tanto”, 
parafraseo a Dittborn. “Tampoco te acuerdas de mí”, me reprocha la socia 
animadora: “De ti sí... no de que estabas tan bien”, responde un envalentonado 
fresco que, solo en ese instante, llevo dentro de mí. 


Cristián Fariña —noctámbulo relevo de Fidel Oyarzo en TVN— aprueba mi 
parecer. Se acerca Paulina Zedan, de Extend, y el rostro arremete, pero “¿Ze dan 
o no Ze dan?”. “¡No se dan!”, responde ella asustada. La socia animadora 
también huye. Un pisco sour se quiebra en el suelo. Ya estamos dando jugo. El 
socio rugbysta maneja la crisis. Mejor nos vamos. ¿¡Quién empinó las 
escaleras!?1% 


Esta hilarante crónica muestra el grado de intimidad que las hermanas Velasco 
habían logrado con la prensa nacional. Se ocupaban de sortear productos, 
gentileza de sus clientes. Se daban el tiempo de construir lazos con periodistas 
de diversos medios y grupos, para lo cual no escatimaban en gastos. La crónica 
habla a las claras del éxito de esa estrategia. Esta exposición pública de la 
compañía alcanzó un nuevo peak en el año 2008, cuando fueron contratadas por 
la empresa australiana Admiralty, por su conflicto contra el empresario Leonardo 
Farkas. Los exsocios del millonario se querellaron en su contra por diversos 
delitos relacionados con la mina Santa Bárbara de Vallenar. Para todo lo 
referente a las querellas, los australianos contrataron al abogado Davor Harasic. 
Junto con ello, contrataron a las hermanas Velasco para el manejo 
comunicacional del conflicto. La prensa, entonces, volvió a ocuparse de Extend. 


Sin embargo, nada golpeó tanto a la compañía como las acusaciones que levantó 
la Superintendencia de Valores y Seguros en contra de una de sus socias, a 
mediados del año 2008. La sanción de cien UF impuesta por la Superintendencia 
de Valores y Seguros (SVS) a Ana María Laguna, una de las socias de Extend, 
tocó las fibras más íntimas del clan Velasco. Laguna fue —durante más de una 
década— una cercana amiga de Marilú. En Extend se ocupaba de atender a uno 
de los clientes más importantes, la supermercadista D&S, entonces dueña de la 
cadena Lider. Durante el año 2007 se conocieron los planes que D&S tenia para 
fusionarse con Falabella, para crear así un gigante del retail. Durante este 
proceso, Laguna habría entregado información privilegiada a su marido Peter 
Studer sobre el acuerdo de fusión de ambas compañías, y este adquirió acciones 
de la supermercadista en mayo de 2007. Es decir, un día antes que se anunciara 
públicamente la fusión. Según un reportaje publicado por The Clinic, el rol de 


Extend en la fusión fue particularmente intenso: 


La tarea de la unidad dirigida por Laguna es seducir a los periodistas 
especializados del área económica, alimentarlos con datos sobre lo bueno del 
proceso de fusión. Para ello organizan periódicamente almuerzos privados en el 
Club de la Unión y en las dependencias de Extend, ¿Los invitados? De un lado, 
periodistas económicos; del otro, nada menos que los inalcanzables ejecutivos 
encargados de la fusión: Hans Eben (D&S, quien también fue sancionado) y 
Alfredo Moreno (Falabella). ¿El menú? Glamour empresarial, primicias de Eben 
y Moreno (todo en off the record), y mucho salmón con salsa de camarones. 


Un asistente recuerda que a medida que se acercaba el fin de año y el fallo del 
TDLGC, la periodicidad de los encuentros fue aumentando. Y es que la pista se 
había puesto dura para D&S y Falabella. Los estudios sobre competencia con 
que contaba el tribunal daban cuenta de los riesgos asociados al negocio. A ello 
se sumaban los reparos de instituciones como la Fiscalía Nacional Económica 
(FNE), el Sernac y el hasta entonces casi desconocido economista Manuel 
Cruzat Valdés, hijo del mítico empresario de los 80, Manuel Cruzat Infante. Para 
contrarrestar esos argumentos, Eben y Moreno encargaron otra batería de 
estudios económicos sobre las ventajas de la operación. Fueron 12 textos en total 
que entregaron al TDLC para demostrar los beneficios que traería al país la 
fusión. Tras cada uno de ellos, Extend organizaba un almuerzo con los 
periodistas y representantes de los medios especializados del sector económico. 


Las citas eran producidas y conducidas por los periodistas de Extend. Al día 
siguiente, los matutinos amanecían con sendos titulares sobre la presentación de 
un nuevo estudio ante el Tribunal que hablaba una vez más sobre las bondades 
de la fusión para el mercado chileno. Ello, pese a que en más de una oportunidad 
los escritos aún estaban en la oficina de recepción del TDLC, es decir, 
teóricamente, en absoluta reserva!%, 


El escándalo de la multa a Laguna no impidió que en Extend siguieran sumando 


clientes, entre otros la cadena de locales comerciales Mall Plaza. Como parte de 
su estrategia de posicionamiento, Extend tomó la cuenta de Chile Transparente 
de forma pro bono, es decir, gratuitamente. A finales de 2008, además, Extend 
realizó una millonaria donación a Chile Transparente, en conjunto con empresas 
como VTR y el Grupo Matte. En 2008, asimismo, fueron contratadas para 
representar los intereses de Cruz Verde, que era objeto de una acusación de 
colusión en conjunto con otras farmacias. También asesoraron a la ministra de 
Educación, Yasna Provoste, quien enfrentó un complejo escenario de destitución 
por una acusación constitucional aprobada por la derecha!*, Asi lo refleja una 
nota de El Mostrador: 


Bastó una nota breve en La Segunda para que Pilar Velasco —dueña de Extend 
Comunicaciones, junto a sus hermanas Marilú y Ana María— reapareciera 
vinculada al Ministerio de Educación, entidad asesorada por su compañía hasta 
diciembre de 2007. El lunes 5 de marzo pasado, la mayor de las hijas del 
exministro del Interior Belisario Velasco recibió un llamado de Yasna Provoste. 
No sería el primero ni el último. Aunque la asesoría de Velasco a la cuestionada 
secretaria de Estado sería “ad honorem”, tal como aseguró la experta en 
comunicación estratégica, la información del vespertino puso el acento en que 
Velasco acordó asesorar de urgencia a Provoste apenas dos meses después que 
concluyera el contrato de Extend con el Mineduc. Para nadie es un misterio que 
el vínculo falangista de las hermanas Velasco con Provoste, a través del “Bela”, 
como le dicen a su padre, pudo pesar en la decisión de Pilar de aceptar la 
asesoría. Sin embargo, la fundadora de Extend asegura que la motivó “la 
amistad” con la ministra”. 


El Gobierno de Bachelet supuso un momento de consolidación de la influencia 
de Extend, que se expandió como ente relevante en la elite nacional. Clientes 
como Agrosúper, Barrick, Colbún o Entel, por nombrar algunos, recurrieron a 
sus servicios durante esta época. En 2010, al cambiar el Gobierno y la coalición 
en el poder, el diario El Mostrador ubicaba a Extend dentro de los “perdedores” 
por el cambio de mando: 


María de la Luz y María del Pilar Velasco trabajaron en el equipo de prensa de 
Patricio Aylwin. Hasta ahora forman una de las empresas destacadas por una 
grilla de clientes muy nutrida en la empresa privada. Pero según la evaluación 
del mercado, el cambio de Gobierno les va a afectar en una de las condiciones 
que muchos clientes quieren acreditar antes de firmar un contrato. “Obviamente 
un cliente cuando te llama quiere saber si tienes llegada con el Gobierno. Las 
agencias que tuvieron vínculos con los Gobiernos de la Concertación no están 
siendo consideradas, necesariamente. Para las que son políticamente más 
“independientes” sin duda se abrirán algunas puertas”, dice el ejecutivo a cargo 
de la oficina en Santiago de una agencia transnacional**, 


Pese a lo que vaticinaba este artículo, la situación de Extend no empeoró. No 
hubo fusión entre D&S y Falabella en 2008, por lo que la familia Ibáñez, tiempo 
después, decidió vender a Walmart. Esta empresa norteamericana decidió 
contratar también a Extend en 2010, quien se hizo cargo de las comunicaciones 
de toda la operación y de los posteriores conflictos que enfrentó Walmart en 
2011. Específicamente, estos conflictos surgieron por las condiciones laborales 
de sus trabajadores, luego que la Dirección del Trabajo le cursara cuarenta 
infracciones en menos de seis meses”. Otra de las polémicas que enfrentó la 
supermercadista fue la asociación de su imagen a la de Augusto Pinochet, dado 
el pasado pinochetista del dueño de Líder, Nicolás Ibáñez Scott. Luego que un 
lector enviara una foto a The Clinic, Walmart decidió salir a aclarar sus vínculos 
con el dictador. Así describía The Clinic la placa fotografiada y la reacción de la 
empresa: 


En la placa, donde figuraba el rostro de Pinochet en medio, se podía leer la frase: 
“Augusto Pinochet Ugarte, Patriota Soldado y Estadista Visionario”. El tema 
había pasado piola, entre tanta celebración y caña mediante. Pero cuando se 
dieron cuenta esta semana que su marca seguía asociada a Pinochet en las redes 
sociales, decidieron dar una explicación. Pese a que en un comienzo, y a través 
de la empresa Extend, quien se encarga de sus comuncaciones, habían decidido 
guardar estricto silencio. Así las cosas, Walmart Chile salió al baile y le cerró el 
portón al homenajeado y a su ideólogo: la empresa “no adscribe a ninguna 
tendencia politica en particular”, 


Esta posición de Walmart va de la mano con las declaraciones que han realizado 
las hermanas Velasco, quienes han señalado que rehúyen de la “trifulca política”. 
Extend reconoció, en 2011, que realizaba lobby. El reconocimiento vino 
acompañado de la creación de un departamento especializado en esta materia, 
para lo cual contrataron a una persona que, al poco tiempo, se convertiría en una 
destacada figura del mercado. Se trata del periodista y politólogo Felipe del 
Solar. 


Felipe del Solar es un periodista titulado en la Universidad de Chile y magíster 
en Ciencia Política de la Universidad Católica. Tiene una larga y nutrida 
experiencia en temas vinculados al lobby y los asuntos públicos. Se hizo 
conocido en el rubro como manager de Asuntos Públicos en Burson-Marsteller, 
una transnacional del lobby instalada en Chile. También fue profesor de la 
Escuela de Gobierno de la Universidad Adolfo Ibáñez, y luego jefe de estudios 
de Chile Transparente. Posteriormente, durante el gobierno de Michelle 
Bachelet, fue secretario ejecutivo de la Comisión de Probidad y Transparencia, 
dependiente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Luego de 
renunciar, fue asesor de esos mismos temas en dicha cartera ministerial. Al 
momento de ser contratado por Extend, Felipe del Solar era una de las personas 
que más conocía sobre los temas de probidad y transparencia en el país. Sin 
duda, un fichaje mayor, que fue anunciado con bombos y platillos por la prensa: 


La empresa de comunicaciones Extend, vinculada a las hermanas Marilú y Pilar 
Velasco, creó un área de lobby para ofrecer abiertamente a sus clientes el 
servicio de representación de intereses ante autoridades, parlamentarios y 
distintos actores políticos La nueva área de Relaciones Políticas y Legislativas se 
enmarca en el proceso de ampliar la presencia de la firma. Para encabezarla, la 
agencia reclutó al periodista y cientista político Felipe del Solar, quien ya habría 
anunciado a las autoridades de gobierno su decisión de abandonar su actual 
cargo como asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Del Solar 
ocupó antes el cargo de ex secretario ejecutivo de la Comisión de Probidad y 
Transparencia. 


Extend partió a principios de los 90 y ha ido sumando rubros, como la presencia 
corporativa en redes sociales, publicidad y marketing y producción de eventos. 
El directorio de la agencia de comunicaciones es presidido por el empresario 
Juan Antonio Guzman"!, 


Tal como señala esta nota, la presidencia del directorio de Extend ha sido 
ocupado, por largos años, por Juan Antonio Guzman Molinari, exministro de 
Educación de Pinochet. Guzmán Molinari es ingeniero civil químico de la 
Universidad Católica de Chile. Ha aparecido en la prensa como asesor cercano 
del excandidato a senador Laurence Golborne. Guzmán fue presidente del 
directorio de Express, uno de los operadores del Transantiago, por más de cuatro 
años. Familiarmente, es cuñado del exsubsecretario de Hacienda Julio Dittborn. 
Ha sido parte también de la empresa Sonda, propiedad de Andrés Navarro, 
quienes están a cargo de gestionar la tecnología del Transantiago. Además, 
actualmente Guzmán preside el directorio de SQM, la empresa de Julio Ponce 
Lerou (exyerno de Pinochet) que está siendo cuestionada por la SVS por sus 
sociedades cascada. Guzmán también está a la cabeza del directorio de Clínica 
Indisa. Asimismo, se desempeña como consejero de la Sofofa y forma parte del 
directorio de Banco Scotiabank y del Consejo Directivo de la Universidad 
Andrés Bello. La presidencia de Extend es sola una de las múltiples ocupaciones 
de Guzmán Molinari. Se trata de un personaje central de la sociedad chilena y no 
ha sido objeto de mayor estudio. Uno de los pocos perfiles que se le han 
realizado comienza relatando su capacidad intelectual y su labor como ministro: 


Guzmán fue el segundo mejor alumno de su generación, detrás de Felipe 
Bacarreza, actual obispo de Los Ángeles. Se tituló con 22 años, en 1971, y a los 
33 años ya era jefe del Departamento de Ingeniería Química de la UC. Entre 
1983 y 1986 se desempeñó como director de docencia de toda la universidad. 
Antes de la universidad, estudió en el Liceo Alemán —y no en el San Ignacio, 
como casi toda su parentela—, porque estaba más cerca de su casa. En ese 
establecimiento compartió aulas con el exdiputado DC Juan Carlos Latorre y 
coincidió con Mauricio Larraín, expresidente del Banco Santander, y el 
sociólogo Carlos Huneeus, entre otros. De la academia saltó al Gobierno de 


Augusto Pinochet. Primero en la Comisión Nacional de Investigación Científica 
y Tecnológica (Conicyt), donde colaboró en la creación de los primeros fondos 
concursables para investigación, y luego como ministro de Educación, en 1987, 
a los 39 años, transformándose en uno de los más jóvenes del gabinete. “No lo 
considero una desventaja (...). Uno debe afrontar sus desafíos en los momentos 
en que le tocan”, dijo en agosto de 1987 en una entrevista con La Tercera. 


(...) Guzmán no conocía a Pinochet, pero sí a Philippi, que hasta 1984 fue titular 
de la Comisión Nacional de Energía (CNE), y, por su intermedio, al entonces 
ministro de Hacienda, Hernán Biichi. Como titular de la cartera, Guzmán 
impulsó el ingreso de los privados a la educación superior, lo que considera uno 
de los grandes legados de su paso por el sector público. La ley de 1981 había 
autorizado la inversión privada, pero las autorizaciones para nuevos planteles se 
habían congelado al poco andar. Guzmán las descongeló, pero antes debió 
convencer al propio Pinochet, en cuyo círculo cercano había temores y 
aprensiones sobre ese paso. También implementó la prueba Simce”, 


Aparte de su presencia en Extend, Guzmán tiene una fuerte inversión en la 
empresa Central Parking. Se trata de uno de los principales operadores de 
estacionamientos privados del país. Administra cerca de seiscientos lugares para 
estacionar, cada uno con capacidad promedio de dos mil vehículos. Esta cifra 
contiene lugares como Clínica Alemana, Parque Arauco, Hotel W, Ciudad 
Empresarial y Hotel Sheraton. Está en otras cuatro regiones de Chile y también 
tiene presencia en Colombia. Guzmán controla ese negocio a través de su 
sociedad Inmobiliaria Gundemara. Guzmán también tiene un extenso campo en 
la zona de Calbuco, con plantaciones de eucaliptos. También es conocido por 
tener un valioso criadero de caballos y una producción anual de ganado bovino. 
Guzmán presidió, durante cuatro años, la junta directiva de la Universidad 
Andrés Bello. Esta institución lo registró como socio hasta que en 2003, junto a 
otros empresarios, Guzmán decidió venderla en setenta millones de dólares a 
Sylvan Learning Systems, hoy Laureate Education. 


La presencia de Guzmán Molinari en su directorio muestra la transversalidad de 


Extend. En principio, Imaginacción y Azerta son compañías con nichos claros en 
la Concertación y en la derecha, respectivamente. Sin embargo, en el caso de 
Extend esa clasificación se vuele inútil. Su influencia traspasa el arco político y 
la presencia de Guzmán Molinari es uno de los pilares de esa estrategia. Entre 
otras operaciones relevantes, Guzmán Molinari fue la cabeza de las 
negociaciones que, en 2012, asociaron a Extend con una transnacional del lobby 
y la comunicación estratégica: Weber Shandwick, dependiente de Interpublic 
Group. La revista Capital reporteó estos “coqueteos” en 2012: 


El mercado de las comunicaciones estratégicas ya lleva varios meses con sus 
aguas revueltas. A los movimientos de fin de año en Hill & Knowlton Captiva, 
de la que salieron su principal ejecutivo y varios directores además de otros 
empleados, se suma ahora la posible venta de Extend —de las hermanas Marilú 
y Pilar Velasco— a la gigante norteamericana Weber Shandwick, que es filial de 
Interpublic Group. Aunque no hay nada concreto todavía, lo cierto es que ambas 
partes están coqueteando. En todo caso, esta no es la primera vez que Weber 
Shandwick intenta conquistar a las hermanas Velasco. A principios de los 2000, 
también hubo un proceso de negociación, el que incluso llegó a la etapa de due 
diligence, sin que el noviazgo terminara en matrimonio. Los posibles nuevos 
dueños de Extend están lejos de ser unos desconocidos. Se trata de una de las 
empresas de relaciones públicas, asuntos públicos y comunicaciones estratégicas 
más grandes a nivel mundial, con presencia en 81 países y ganadora de varias 
distinciones en su categoría. Fuentes del mercado comentan que la firma 
norteamericana tiene una relación cercana y de muchos años con las hermanas 
Velasco —de hecho, hoy existe una alianza estratégica entre ambas compañías 
—, por lo que no resultaría extraña la operación. Eso sí, cualquier transacción 
sería con un amarre de las Velasco como máximas ejecutivas de la empresa, 
porque sin ellas, se comenta, Extend deja de ser lo que est. 


Weber Shandwick, finalmente, no compró Extend, aunque sí profundizaron su 
alianza estratégica. Esto les abrió a las hermanas Velasco un grupo de mercados 
conectados a una gran empresa de comunicaciones y lobby. El crecimiento en el 
mercado nacional también fue significativo. Entre 2012 y 2013, Extend se 
dedicó a asesorar y representar a empresas tales como Time Ibope, con quienes 
trabajaron en el marco de Ley de Televisión Digital Terrestre (TVD). También 


representaron a la Asociación de Productores de Semilla, la cual estuvo 
fuertemente involucrada en la discusión del proyecto que reguló los derechos de 
obtenciones vegetales, también conocida como “Ley Monsanto”. Otros de sus 
clientes fueron la Universidad San Sebastián y la Asociación Chilena de 
Seguridad. Actualmente, en la página web de Extend se puede encontrar la 
siguiente lista de clientes: Abertis, Aconcagua, Agrosuper, Aguas Chañar, Aguas 
Nuevas, American Tower, Apoce, Aramark, BTG Pactual, Bupa, Ceresita, Chile 
Transparente, Clínica Indisa, Consorcio Puente Chacao, Coopeuch, Corona, 
CruzBlanca, DLP, Colegio Dunalastair, Echeverría Izquierdo, Ellucian, 
Empresas Penta, Enersis, Enjoy Casinos, Entel, Fundación Reconocer, GNL 
Chile, Hidronor, Ingevec, Integramédica, Maersk, Metlife, Minera Pampa 
Camarones, NeoRentas, Nike, Ocean Spray, Onemi, Parque del Recuerdo, PF, 
Pizarreño, Provida, Puerto, Robert Half, Roche, SalfaCorp, Siena, Sistema B, 
Sonami, Sonapesca, SQM, Telepizza, Tottus, Transoceánica, TresMontes, Uber, 
Universidad San Sebastián. 


No todas estas empresas contratan lobby, dado que Extend también presta otros 
servicios, como manejo de prensa, gestión de crisis, mapeo de actores, relaciones 
con las comunidades, entre otros. El lobby, sin embargo, es el engranaje 
fundamental del modelo de negocios. En 2014, la empresa se reconoció como 
lobbista en los registros voluntarios. Extend y Azerta fueron, de hecho, las dos 
primeras empresas de lobby en registrarse en los registros voluntarios abiertos 
por la Ley 20.730. Así consignó el vespertino La Segunda el registro de estas 
dos empresas, además de la CPC y de cuatro personas: 


Con algunas dificultades técnicas en el proceso de inscripción, las empresas de 
comunicaciones Extend y Azerta materializaron su ingreso al registro de 
lobbistas creado por la nueva normativa para el desarrollo de dicha actividad, 
mientras que la entidad de cúpula del empresariado, la Confederación de la 
Producción y el Comercio, hizo lo propio, pero como gestora de intereses 
particulares. 


Las empresas de lobby y comunicaciones de los hermanos Velasco (Extend) y de 


la economista Cristina Bitar y el abogado Gonzalo Cordero (Azerta) son las 
primeras en incorporarse al registro voluntario habilitado en los ministerios a 
tres días de la entrada en vigencia de los reglamentos de la Ley 20.730 que 
ponen en vigencia la normativa que regula el lobby. Así lo pudo comprobar esta 
mañana La Segunda al revisar los sitios de internet de los 23 ministerios que 
componen el gabinete. En la revisión quedó en evidencia que en 11 de los 23 
ministerios aparecen registradas la CPC y las dos empresas de comunicaciones, 
además de cuatro personas naturales: tres en el registro del Ministerio de Minería 
(David Peters, José Joaquín Jara Donoso y Gustavo Lagos Cruz-Coke) y otro en 
el Ministerio de Medio Ambiente (Miguel Ángel Cortés Marchant)!%, 


Actualmente, Extend se encuentra registrada voluntariamente como lobbista en 
diecisiete ministerios y diecinueve subsecretarías, además del Senado y la 
Cámara de Diputados. En materia de audiencias, Felipe del Solar es el campeón 
nacional en número de audiencias solicitadas: hacia octubre de 2016, ha 
registrado un total de ochenta y ocho audiencias. En seis de estas reuniones ha 
representado a la empresa Uber, dedicada al transporte de pasajeros en base a 
smartphones. Actualmente, Uber enfrenta un conflicto con los taxistas chilenos 
que piden que este servicio sea prohibido. En representación de Uber, Del Solar 
se ha reunido con los directores de tránsito y otras autoridades de Las Condes, 
Concepción y Vitacura, además del subsecretario de Obras Públicas y 
autoridades del Ministerio de Transportes. En julio de 2015 Felipe del Solar 
registra una reunión con el senador Guido Girardi. En esa oportunidad expuso 
“las estrategias viales que presenta Uber para Santiago, así como de las 
alternativas de transporte con Uber X y otras iniciativas que han llevado adelante 
en Latinoamérica y Estados Unidos”. Dos meses más tarde, en septiembre de ese 
año, el lobbista tuvo una cita con el subsecretario de Medio Ambiente, Marcelo 
Mena. Y en octubre, con el jefe de la División Jurídica del Sernac, Andrés 
Herrera Troncoso, donde expuso sobre los servicios que presta Uber, su 
funcionamiento y sus estándares de protección de los consumidores. Luego en 
febrero de 2016 se registra una audiencia con el seremi de Transportes de la 
Región Metropolitana, Matías Salazar. Aquí, Del Solar “dio a conocer los 
servicios que entrega Uber a nivel internacional, destacando su experiencia en 
modelos de carsharing y carpooling dado que podrían ser una buena alternativa 
para paliar la congestión en la ciudad de Santiago”. En marzo de 2016, Felipe 
del Solar se consigna una reunión con el director de tránsito de la Municipalidad 
de Las Condes, Óscar Arévalo. El motivo del encuentro “fue dar a conocer los 


servicios y productos que la empresa presta en Santiago y, además, informar 
sobre los beneficios potenciales en el municipio que podría ser una buena 
alternativa para disminuir el número de vehículos en la calles”, 


Otra empresa representada por Felipe del Solar es NeoRentas, dedicada al 
desarrollo inmobiliario. Se trata de una administradora de fondos, cuyo objetivo 
es generar, invertir y administrar proyectos de desarrollo y de renta inmobiliaria. 
Actualmente administra activos por sobre seis millones de UF, equivalentes a 
unos doscientos cincuenta millones de dólares. Cuenta con ubicaciones a lo largo 
de Chile, desde Antofagasta a Chiloé. En particular, el proyecto “Paseo 
Balmaceda”, ubicado en la cuarta región, ha sido objeto de un intenso lobby 
encabezado por Del Solar. Este proyecto es un amplio centro comercial que se 
instaló en un lugar de importancia patrimonial para La Serena. El proyecto 
contará con una superficie construida de cuarenta mil metros cuadrados, en el 
lugar en que antes se ubicaba la antigua “Casona Stiepovich”. El propietario del 
terreno en que se emplaza este centro comercial es Metlife Chile Seguros, que 
suscribió un contrato de leasing con Inversiones Neorentas, con el fin de 
desarrollar el proyecto. Si bien la casa ubicada en el terreno en el que se 
construirá este centro comercial no cuenta con ningún tipo de conservación 
patrimonial, igualmente ha existido cierta reticencia en las autoridades y en los 
vecinos. A este respecto, Felipe del Solar se ha reunido con una docena de 
autoridades a nivel local y nacional, donde argumenta en favor del proyecto, de 
su importancia urbanística y de la cantidad de puestos laborales que genera. 
También se ha reunido con los diputados de la zona. 


En el Congreso, Del Solar ha tenido cincuenta y cuatro audiencias con 
diputados. En catorce de estas reuniones ha representado los intereses de Apoce, 
la Asociación de Propietarios, Operadores y Concesionarios de 
Estacionamientos. Esta asociación es la principal opositora al proyecto de ley 
que establece la gratuidad de los estacionamientos en centros comerciales 
durante la primera media hora. En otras diez audiencias con diputados, Del Solar 
ha representado los intereses de la empresa Dipralsa, Distribuidora de Productos 
Alimenticios, que surte de alimentación a la Junaeb. Entre finales de 2015 y 
comienzos de 2016, esta empresa entró en conflicto con Junaeb de la Región del 
Maule. Sucede que la institución gubernamental sufrió una complicación en la 


licitación pública del suministro de alimentación escolar para el año 2016. Esta 
licitación fue publicada tardíamente el 6 de noviembre de 2015 y adjudicada el 
27 de enero de 2016, tras la contratación de una consultora externa encargada de 
evaluar financieramente a las empresas postulantes. El problema radicó en que 
una de estas empresas no habría entregado la información requerida y 
supuestamente se habría falseado la información. La Junaeb determinó invalidar 
la licitación y presentar el caso ante la Contraloría General de la República, 
interponiendo igualmente denuncia ante el Ministerio Público, además de 
solicitar al Consejo de Defensa del Estado que se haga parte legalmente de esta 
anómala situación. Luego se conoció en la prensa que la empresa afectada sería 
Dipralsa. Las autoridades de Junaeb en Maule decidieron cortar todo vínculo con 
Dipralsa, lo que provocó la contratación de Extend y el lobby de su mejor 
hombre, Felipe del Solar. 


Otra empresa representada por este experto en lobby es Hidronor, 
específicamente en su proyecto Pudahuel. Esta empresa, dedicada al manejo de 
residuos y basura, ha tenido algunos problemas dada la recepción de desechos de 
arsénico provenientes de la mina El Teniente. El proyecto Hidronor Pudahuel 
recibió gran atención mediática a partir de marzo de 2015, cuando ocurrió un 
incendio en sus dependencias y el posterior fallecimiento de uno de sus 
trabajadores. De ahí el lobby y las campañas de imagen que encabeza Extend, en 
búsqueda de recuperar el prestigio corporativo de Hidronor. 


En el Congreso, Felipe del Solar también ha desplegado un intenso lobby a 
propósito de la reforma laboral, en representación de la Asociación Gremial de 
Diálisis Independiente (Anadi). En el rubro de la energía, ha solicitado 
audiencias a nombre de la empresa de gas GNL a propósito de su planta en 
Quintero. GNL busca la ampliación de la participación del gas natural en el 
mercado de la energía en Chile. Para ello, Del Solar se ha reunido con las 
autoridades del Ministerio de Energía y algunos diputados. Extend también fue 
contratado por la canadiense Alberta Investment, que tiene importantes 
inversiones en las carreteras chilenas. A cargo de esa cuenta también está Del 
Solar, que ha solicitado una serie de audiencias. También representa los intereses 
de la empresa mexicana Deacero, que está acusada en Chile por “dumping”, es 
decir, por bajar artificialmente los precios en el mercado de las vigas. 


Su récord de audiencias, así como su prestigio en el mercado, constituyen a 
Felipe del Solar como una de las figuras centrales de Extend. La empresa es 
conducida día a día por sus tres líderes principales, las hermanas Velasco Silva. 
Detrás de ellas, un directorio perfila la empresa, comandado por un hombre 
firmemente conectado a la derecha y al mundo empresarial, como es Juan 
Antonio Guzmán Molinari. En el plano operativo, cuentan con un grupo humano 
de más de setenta profesionales, entre periodistas, sociólogos y otras carreras 
vinculadas al humanismo. Nadie desconoce que Marilú Velasco, la mayor de las 
tres hermanas, es la cabeza del proyecto, desde sus comienzos en los noventa. 
Ella es una de las primeras en llegar, todas las mañanas, a sus oficinas de la calle 
Rosario Norte, en la comuna de Las Condes. 


Capítulo Seis: Los polifuncionales 


Un lobbista es una persona que puede explicarme en cinco minutos algo que 
cualquiera de mis asesores demoraría semanas. 


JOHN F. KENNEDY 


Uno de los aspectos más interesantes de la industria del lobby en Chile es que 
los profesionales de esta actividad están estrechamente vinculados con la 
política. En ese sentido, cabe decir que las oficinas de lobby que más reputación 
tienen en el mercado chileno son, a menudo, empresas dedicadas a la 
“comunicación estratégica”. Este concepto ha penetrado con fuerza en el 
mercado nacional, a partir de mediados de los años noventa, cuando la 
comunicación, la reputación y la imagen se volvieron elementos clave para el 
éxito en los mercados. Como tal, la comunicación estratégica admite una serie de 
elementos que configuran una “estrategia de comunicación”. En este marco, las 
estrategias involucran a la prensa, mediante la instalación de un discurso, 
palabras clave del debate y líderes de opinión. También involucra a las 
comunidades, donde debe entregarse información, crear un ambiente de diálogo 
de las empresas con los habitantes y perfilar posibles aterrizajes de la 
responsabilidad social empresarial. A su vez, esta tarea involucra un “mapeo de 
actores”, es decir, una investigación respecto a quienes tienen intereses 
comprometidos en la regulación que se discute, el proyecto que se tramita O la 
política pública que se construye. Una de las tareas, dentro de la comunicación 
estratégica, es el lobby o la representación de intereses. Sin embargo, no todas 
las oficinas dedicadas a la comunicación estratégica hacen lobby. En este 
capítulo se analizan los perfiles empresariales y públicos de los líderes de las 
principales empresas de comunicación estratégica, que compiten con 
Imaginacción, Azerta y Extend, ya descritas. En este capítulo, se analizan una 
serie de empresas que prestan servicios de comunicación estratégica y que, 
además, ofrecerían servicios de lobby. En algunos casos, como el de Eugenio 
Tironi, la empresa niega ser lobbista. También se describen Grupo Etcheberry, 


Bernstein y Woodward, ICC Crisis y las transnacionales Hill & Knowlton, 
Burson-Marsteller y Newlink. 


Tironi Asociados: “Yo no soy lobbista” 


Eugenio Tironi es uno de los hombres más influyentes de Chile. Junto con ser 
columnista de El Mercurio y un prolífico escritor, Tironi está conectado a la raíz 
de la historia política reciente. Estudió en el prestigioso colegio Saint George, 
desde donde egresó en 1969 para estudiar Arquitectura en la Pontificia 
Universidad Católica de Chile. En el colegio lo recuerdan como una persona 
introspectiva, meditabundo, a quien la política encandiló desde joven. Entre 
tercero y cuarto medio se volvió un voluntario de trabajo en poblaciones. 
Durante los años finales de su etapa escolar, Tironi es parte de un grupo de 
estudiantes del Saint George que se reunían a menudo con los del San Ignacio y 
del Seminario Menor. Este grupo, articulado en torno al trabajo social, se 
volvería el primer espacio de interacción política del joven Eugenio Tironi. El 
catolicismo, que vivía entonces redefiniciones profundas, tuvo un hito en 
Medellín en 1968 en la Conferencia General del Episcopado Latinoamericano, 
desde donde emanó un mensaje marcadamente socialcristiano. 


Su padre, un histórico ejecutivo de Canal 13, fue una figura reconocida en el 
mundo de los medios. Era tesorero de la Universidad Católica, siendo un hombre 
de confianza de rectores y autoridades canónicas. Por eso, en 1959 se le 
encomendó la tarea de ser el primer director ejecutivo de Canal 13, creado por la 
Universidad Católica de Chile para ingresar al incipiente mundo de la televisión. 
La influencia de su padre es una de las marcas indelebles en la capacidad 
intuitiva que tiene Tironi respecto de los medios. Él mismo lo señala en una 
entrevista realizada por Patricia Arancibia Clavel: 


Yo de cabro chico pasaba los sábados enteros en el Canal 13. De eso me alejé 
durante muchos años. Finalmente, el animal vuelve a la selva. Quizás fui 


volviendo a eso. Me gusta el hecho de emplear las ciencias sociales, la 
sociología, para ejercer influencia en la vida pública, y eso se puede vía la 
política, la militancia, la carrera política, que es una cuestión que me empezó a 
desinteresar hace 20 años. La otra alternativa era esta, las comunicaciones. Otra 
víal56, 


La vocación por la arquitectura le duró poco al joven Eugenio, quien se cambió a 
Sociología a los dos años. Con todo, su paso por el antiguo campus de Pedro de 
Valdivia Norte lo marcaría en su interés por el urbanismo, la estética y el diseño. 
En la carrera de Sociología profundizó sus inquietudes políticas, volviéndose un 
disciplinado militante del MAPU. Sus vínculos con el partido de la bandera 
verde se extendían desde 1968, cuando Tironi asistía a los seminarios sobre 
filosofía política en la Universidad Católica. En esta época de militante, nunca 
conoció directamente a Rodrigo Ambrosio ni a Enrique Correa Ríos, aunque sí 
reconocía en ellos un importante liderazgo intelectual. Durante el gobierno de 
Allende, Tironi fue parte del grupo de dirigentes que se mudó hacia las 
poblaciones más pobres de Santiago. En 1973, con la división del MAPU, Tironi 
pasó a ser parte del grupo de Garretón, opuesto al de Correa y compañía. La 
militancia de Tironi revela siempre a un militante de segunda o tercera línea, 
alejado de los grandes discursos y de los podios. El golpe de Estado lo encuentra 
viviendo en la comuna de Padre Hurtado, al fondo de una parcela donde su padre 
se había retirado. Allí el joven Eugenio tenía una pequeña vivienda. Su trabajo 
político lo realizaba en poblaciones del sur de Santiago, las cuales recorre 
durante la noche del golpe, comunicándose con los cordones industriales, 
confirmando que los militares estaban desalojando y ocupando las fábricas. 


En 1975, luego de dos largos años de dictadura, Tironi es seleccionado para 
dirigir el frente exterior del MAPU, lo que le conduce a trasladarse a París y 
posteriormente a México. En este puesto, Tironi tomó contacto con la mayoría 
de los cabecillas de los chilenos en el exilio. En este proceso, comienza a 
producirse la moderación paulatina del joven Tironi, que poco a poco se va 
acercando a los “renovados”. Tironi estuvo cuatro años en permanente 
movimiento entre las principales capitales del viejo mundo. Su regreso a Chile, 
tras cuatro años de peregrinaje europeo, estuvo marcado por su interés 
académico, que había despertado en sus tiempos de estudiante. Cerca de los 


treinta años, Tironi figuraba integrándose como investigador al programa de 
economía del trabajo de la Academia de Humanismo Cristiano y al llamado 
“Grupo de los Veinticuatro”, que fue el primer esfuerzo por unir a la oposición a 
Pinochet. En paralelo, comienza a escribir en las revistas Mensaje, Apsi, 
Análisis, Hoy y Proposiciones. Desde estas tribunas va ganando cada vez más 
respeto intelectual. Comenzando los años ochenta, junto a José Bengoa, Rodrigo 
Vera y Francisco Vergara fundan SUR, una ONG volcada a la investigación y 
apoyo de los nacientes movimientos sociales. En esta época, Eugenio Tironi fue 
uno de los líderes de la renovación socialista, escribiendo decenas de artículos en 
prensa. 


En 1983, decidió volver a París a realizar un posgrado en Sociología en la 
Escuela de Altos Estudios en Ciencias Sociales (EHESS), bajo la tutela del 
sociólogo francés Alain Touraine. En estricto rigor, Tironi no tenía un pregrado 
terminado en Chile, pues sus estudios de Sociología en la Universidad Católica 
quedaron inconclusos. El mismo Tironi relata cómo logró entrar a un posgrado 
sin un pregrado: 


Comencé a averiguar cómo podría estudiar sociología. Empezar de nuevo con la 
carrera me tomaría cinco años, por lo menos. Conversé el asunto con Manuel A. 
Garretón, con quien tenía una gran cercanía intelectual y política. Él se ofreció a 
hablar con Alain Touraine, un renombrado sociólogo francés muy vinculado a 
Chile por motivos profesionales y personales (era casado con chilena). Le escribí 
solicitándole que me recibiera como alumno, explicándole quién era, lo que 
había hecho y escrito, y el tema que me interesaba. Pasado un tiempo recibí una 
carta de Touraine en la que me aceptaba como alumno para hacer el DEA 
(Diploma de Estudios en Profundidad), lo que equivalía a algo menos que un 
magíster. Si lo hacía bien, podía después postular al doctorado. ¿Cómo me 
aceptó sin una licenciatura? Touraine era director de estudios de la Escuela de 
Altos Estudios en Ciencias Sociales de París, la heredera de la Escuela Práctica 
de Altos Estudios. En ella, si un postulante podía demostrar los conocimientos 
adecuados y el profesor lo avalaba, podía ingresar al posgrado sin poseer una 
licenciatura. Fue mi caso’. 


Esta experiencia sería un eje fundamental del futuro personal de Tironi. En su 
tesis de doctorado se dedica a realizar una “sociología del pinochetismo”, bajo el 
título Autoritarismo, modernización y marginalidad. Durante su regreso a Chile, 
a partir de 1986, se vincula con la convergencia socialista, a la vez que con los 
grupos articulados por Ricardo Lagos. En paralelo, Tironi levanta, junto a Juan 
Gabriel Valdés y Mariano Fernández, un grupo llamado CIS, que se aboca desde 
1986 al diseño de una estrategia para derrotar a Pinochet en el plebiscito que se 
realizaría el 5 de octubre de 1988. En el CIS, de Tironi, Valdés y Fernández, 
participaron también Guillermo Campero, Javier Martínez, Carlos Vergara y 
Eugenia Weinstein. En el trabajo de la franja del No, este equipo también contó 
con la colaboración de la firma estadounidense Sawyer & Miller. 


Desde temprano en los ochenta, Tironi comprendió que la única forma de 
derrotar a Pinochet era un plebiscito. Al volver de Francia, era una de las 
cabezas mejor entrenadas para entender la sociología de la dictadura y una 
manera de derrotarla. En base a ese rol intelectual, Tironi mantiene una fluida y 
estrecha interacción con varios de los dirigentes políticos más importantes de la 
oposición a Pinochet. Él fue uno de los principales promotores de la idea de que 
la oposición aceptara la estrategia de participar en el plebiscito con un mensaje 
pacífico e integrador. Esta táctica corrió en paralelo a la formación de una 
coalición amplia, que superara la polarización entre el centro y la izquierda que 
desembocó en el golpe militar de 1973. Este esfuerzo es coronado, en febrero de 
1988, cuando se funda la Concertación de Partidos por el “No”, y Tironi se 
incorpora al “Comité Técnico” de la campaña. 


En 1988, Eugenio Tironi presentó el libro Los silencios de la revolución, en 
respuesta a La revolución silenciosa, lanzado masivamente meses antes por 
Joaquín Lavín y el aparato comunicacional de la dictadura. En buena medida, 
ambos libros, el de Tironi y el de Lavín, fueron utilizados como “relatos” 
conceptuales de las campañas del “No” y el “Sí”, respectivamente. El comando 
opositor nombró a Tironi a cargo del equipo que produjo la exitosa franja de 
televisión en la campaña del plebiscito del 1988. El 2012, esta historia fue 
llevada al cine por el director Pablo Larraín Matte. La película NO es 
protagonizada por el actor mexicano Gael García Bernal, y en la misma Tironi 
tiene un pequeño papel actuando como él mismo en la mesa de discusión del 


contenido de la franja. Meses después de la película, Tironi lanzaría un libro 
donde repasa su historia política desde el MAPU hasta el Gobierno de Aylwin. 
En cierto sentido, Tironi es un gran estudioso del MAPU. De tanto en tanto, 
vuelve a reflexionar sobre esa experiencia militante que cambió su vida. En una 
entrevista realizada por la investigadora Cristina Moyano, Tironi se refiere a las 
fibras sociológicas de este partido: 


El MAPU es un encuentro generacional, de una elite que por su misma 
naturaleza tuvo y que ha tenido mucha influencia, casi por razones de inercia. 
Después del golpe, tuvo mucha influencia en lo que fue la renovación, tuvo 
mucha influencia en la regeneración de las confianzas entre la DC y la izquierda, 
que es lo que da origen a la Concertación. Colocó a esa generación en el primer 
lugar, porque conoce perfectamente los códigos de la Democracia Cristiana, y 
que a su vez había generado grandes confianzas en el mundo de la izquierda, con 
la cual habíamos gobernado y pasado veinte años de exilio y penurias. Todo esto 
sumado a sus competencias profesionales intelectuales, reforzadas por años de 
exilio y estudios afuera. A esto tienes que sumar que, por razones sociales, este 
era un grupo de la elite, de una elite que viene de sectores acomodados, y que 
tiene y tuvo vínculos con el mundo empresarial, redes que por lo demás eran 
naturales, con el mundo artístico, con el mundo intelectual. Yo creo que no es 
posible entender a la elite chilena en cualquier dominio sin entender al MAPU*8, 


Con el retorno de la democracia, Tironi fue un estrecho colaborador del 
presidente Patricio Aylwin. Por recomendación del ministro Enrique Correa, 
Tironi fue nombrado a cargo de lo que es la actual Secretaría de 
Comunicaciones, “Secom”. Antiguamente, se le denominaba “Dinacos”. 
Después de dejar el Gobierno en marzo de 1994, el sociólogo funda Tironi 
Asociados, empresa que comienza como una consultora en temas de cultura 
organizacional, identidad y comunicación, gestión de controversias y diseño 
estratégico. Esto supuso un gran giro en la vida de Tironi, que nunca había 
tenido una empresa propiamente tal, y que siempre se había dedicado a los 
ensayos, la academia y el activismo político. Desde entonces, va y viene entre la 
contingencia y la reflexión de largo plazo. Por ejemplo, apoyó a Ricardo Lagos 
en 1999 y fue nombrado jefe de comunicaciones del comando de segunda vuelta, 
luego que el candidato sacara de su puesto a Manuela Gumucio, Carlos 


Ominami y su hijo Marco Enríquez-Ominami. En 2005, junto a Enrique Correa, 
apoyó a Soledad Alvear y luego a Michelle Bachelet. En 2005, además, realizó 
una curiosa declaración. A propósito de las reformas constitucionales 
recientemente aprobadas, Tironi aprovechó la coyuntura para anunciar “la 
muerte del MAPU”. Fue en una entrevista en La Tercera, publicada un 11 de 
septiembre de 2005. 


Actualmente, Tironi figura como presidente ejecutivo de Tironi Asociados y 
director de Gestión Social. Es, además, director de la Fundación Paz Ciudadana, 
miembro del Consejo Superior de la Universidad Alberto Hurtado e integrante 
del Consejo Directivo de Elige Educar. Desde 2002 es columnista regular del 
diario El Mercurio. En 2014 la revista eGlobal lo eligió entre los cincuenta 
intelectuales latinoamericanos más influyentes y su opinión informada es 
habitualmente requerida por medios escritos y audiovisuales, tanto chilenos 
como internacionales. En julio de 2015 la Academia de Ciencias Sociales, 
Políticas y Morales del Instituto de Chile lo incorporó como miembro de 
número. Este es un reconocimiento de máximo nivel, que habla a las claras del 
perfil intelectual de Tironi. Ha sido profesor del Instituto de Sociología de la 
Universidad Católica de Chile, de la Universidad Sorbonne-Nouvelle (Paris III) 
en Francia, de la Universidad de Notre Dame en los Estados Unidos y de la 
Universidad Adolfo Ibáñez. 


El perfil intelectual de Tironi muestra su cercanía con los autores franceses, 
especialmente con la sociología de Durkheim, uno de los tótems de la teoría 
social moderna. Del mismo modo, aparecen lecturas sobre psicoanálisis, 
específicamente algunas obras de Freud. También lo influye la sociología de 
Serge Moscovici, un influyente autor rumano que enseñaba en París. A la fecha, 
se pueden contar veintisiete libros publicados por Tironi y decenas de artículos y 
conferencias. En la segunda mitad de los ochenta publica seis libros, incluyendo 
Los silencios de la revolución. Todos ellos pasan por un eje común, cual es la 
investigación de los componentes sociológicos de la clase media chilena durante 
Pinochet. Esta investigación tiene un vínculo inherente con la sociología de 
Durkheim, que a principios de siglo pensó en los efectos de la división del 
trabajo en los vínculos sociales. ¿Qué mantiene unida a la sociedad en los 
tiempos modernos? Esta es la principal pregunta del trabajo de Durkheim, quien 


propone una conexión entre la morfología de la sociedad y su estructura laboral. 
En las sociedades mecánicas, piensa Durkheim, la cohesión y la integración se 
guían por un principio de homogeneidad porque los individuos se conectan en un 
trasfondo religioso similar y un estilo de vida confluyente. Esta forma de 
solidaridad opera en pequeñas sociedades basadas en lazos de parentesco de las 
redes familiares, y una división del trabajo rudimentaria. En estas sociedades 
tradicionales existe una fuerte “conciencia colectiva”, el conjunto de principios, 
creencias, ideas y sentimientos morales operan como un código unificador. Por 
otro lado, con la división del trabajo surgen sociedades orgánicas marcadas por 
la especialización del trabajo, y la posterior individualización y el pluralismo 
moral. El conjunto de creencias compartidas es abstracto, y la conciencia 
colectiva es más difusa. Esta tesis de Durkheim informa, de manera general, la 
obra de Tironi en buena parte de sus escritos de los ochenta, donde señala que el 
neoliberalismo pinochetista posibilitaba, en el fondo, el paso de una sociedad 
mecánica a una sociedad orgánica. Esta modernización ocurre en un contexto de 
profundo miedo psicoanalítico, donde el sistema de valores previo al golpe se 
había derrumbado. Estas obras se complementan con aquella publicada más 
tarde, en 1998, titulada El régimen autoritario. Para una sociología de Pinochet. 


Al año siguiente, en plena campaña electoral, Tironi publicó un libro best seller, 
cuya tesis fundamental era que las elites sentían un profundo malestar por la 
irrupción de las masas en diversos planos de la vida social chilena. Ese ensayo, 
titulado La irrupción de las masas y el malestar de las élites, vendió varios miles 
de copias. Desde entonces, publica al menos un libro al año. Las temáticas son 
variadas. La familia es un tópico que lo ocupa en dos libros a mediados de la 
década de los 2000, lo que también constituye un vínculo con la sociología de 
Durkheim. También pueden destacarse sus libros más políticos, como aquel 
referente a la caída de Eduardo Frei en manos de Sebastián Piñera, llamado 
Radiografía de una derrota, y el posterior ¿Por qué no me quieren?, donde 
analiza la personalidad del empresario y los primeros meses de su gobierno. 
Recientemente, Tironi ha publicado libros sobre la felicidad, la reforma 
educacional y la empresa. 


¿Hace lobby Tironi Asociados? En los registros públicos surgidos de la Ley 
20.730 se puede encontrar a la empresa Vanguardia Spa inscrita como lobbista 


ante la Subsecretaría de Energía, la Subsecretaría de Transportes y la 
Subsecretaría del Medio Ambiente. Tres puntos neurálgicos del Gobierno donde 
la empresa Vanguardia Spa reconoce ser lobbista. Además, la empresa se 
encuentra registrada como lobbista en los registros del Senado. Si el lector 
ingresa al sitio web de Vanguardia, se encontrará inmediatamente con el logo de 
Tironi Asociados y en la misma página se reconoce: 


En 2011, la empresa de comunicaciones Tironi Asociados se integró a la 
propiedad de Vanguardia Comunicación. De este modo, ambas agencias 
sumaron una larga experiencia en la asesoría y gestión de comunicaciones, lo 
que hoy nos permite ofrecer un sólido análisis estratégico y una implementación 
especializada y efectiva!®?. 


Desde hace al menos una década, la prensa se pregunta si Tironi hace lobby o 

no. Es un tema recurrente que va y viene en las pautas, a la vez que el sociólogo 
se mueve a sus anchas como columnista, analista e invitado. En un reportaje del 
diario La Nación del año 2008, se retrataba de la siguiente manera a la empresa: 


“Nosotros no hacemos lobby, ¿quién dijo eso?”, se pregunta sorprendido uno de 
los asesores de Tironi Asociados. Sin embargo, cuando se acerca alguno de sus 
poderosos clientes para pedir una ayudita es principalmente para eso, para 
pedirles que hagan lobby por alguna causa. “Es que sigue siendo una dirty word 
en todo el mundo”, se excusa Eugenio Tironi, el director y hombre clave de la 
consultora. (...) El plus de esta consultora se basa, en parte, en la influencia y los 
contactos que tiene el sociólogo, principalmente en la Concertación. De hecho, 
era uno de los asesores informales de Ricardo Lagos, de esos que subían 
habitualmente al segundo piso de La Moneda. Por estas razones, empresas como 
Endesa, Gas Andes, BancoEstado, Carter, Holt Harvey, Lucchetti-Perú y Ralco, 
y organismos como la Corfo y Teletón, le han pegado más de un telefonazo. 
¿Dos de sus últimos grandes casos? La crisis que generó la muerte de los cisnes 
que hizo tambalear a Celulosa Arauco y el posicionamiento comunicacional de 
las megacentrales en Aysén!%, 


Años más tarde, en el invierno de 2012, Tironi fue invitado al Congreso a 
comentar su experiencia como lobbista, en el contexto de la tramitación de la ley 
del lobby. En concreto, fue llamado por la Comisión de Constitución, 
Legislación y Justicia para que expusiera sobre el lobby en Chile, en la sesión 
del 6 de junio de 2012. Sin embargo, dos días antes del encuentro, los diputados 
acusaron recibo de una carta del sociólogo, excusándose de participar en la 
instancia. 


El señor Eugenio Tironi excusa su asistencia a la sesión del día miércoles (...) 
debido a que carece de experiencia directa al respecto y de conocimientos 
especiales sobre la materia, además de no haber seguido el debate de dicho 
proyecto!®, 


Dentro de los clientes que ha tenido Tironi Asociados durante los ultimos veinte 
años se pueden destacar los siguientes: AngloAmerican, BancoEstado, Banco 
Santander, Bresler, Canal 13, Carter Holt Harvey, Celco, Consalud, Dicom- 
Equifax, Enersis, Gas Andes, LAN, Luchetti, Mall Plaza, McDonald's, Movistar, 
Ralco, Sonda, Sura y Unilever. 


Tironi Asociados es más amplio que Eugenio Tironi. Esta compañía tiene un 
equipo multidisciplinario formado por más de cincuenta profesionales, incluidos 
sociólogos, periodistas, comunicadores audiovisuales, psicólogos, antropólogos, 
abogados, ingenieros y diseñadores, a los que se suman numerosos 
colaboradores asociados. Sus socios, profesionales y colaboradores son a 
menudo académicos, escritores, columnistas y conferencistas con amplia 
influencia en sus respectivos campos de investigación. Es, por ende, una 
compañía sumamente conectada, que reúne, como punto de encuentro, un 
amplio abanico de redes. 


Entre los socios destaca el nombre de Rodrigo Araya, quien es doctor en 
Antropología por la Universidad Autónoma de Barcelona. Es antropólogo y 
magíster en Ciencia Política de la Universidad de Chile, donde fue ayudante de 


diversas cátedras. Araya también fue investigador del laboratorio de redes y 
comunidades en la Universidad Autónoma de Barcelona e investigador visitante 
en la Universidad de Belgrado. Fue investigador en Flacso y socio director de 
Ekhos. Actualmente, ejerce la docencia en la Pontificia Universidad Católica de 
Chile y en la Universidad Adolfo Ibáñez. Dentro de Tironi Asociados, Rodrigo 
Araya dirige el grupo de Gestión de Controversias. 


Otro socio es Manuel Melero, quien es doctor en Derecho de la Universidad de 
Navarra. Melero estudió en la Academia Diplomática, teniendo a su cargo 
diversas responsabilidades diplomáticas dentro y fuera de Chile hasta 1980. 
Melero fue secretario general de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y 
Turismo, y gerente general de la Fundación del Comercio para la Educación. 
También ha sido presidente de la Cámara Chilena del Libro, gerente general de 
la Asociación de Industrias Metalúrgicas y Metalmecánicas, director del capítulo 
chileno de la Cámara Internacional de Comercio, director de la Cámara de 
Comercio de Santiago y de la Cámara Oficial Española de Comercio en Chile. 
Actualmente es presidente de la Cámara Chilena de Centros Comerciales. Es 
hermano de Patricio Melero, diputado y expresidente de la UDI. 


En el grupo de los socios también destaca el sociólogo Eugenio Marcos, titulado 
en la Universidad Arcis. Marcos formó la consultora Básica, con especialidad en 
estudios de opinión y prensa. En el plano profesional, ha trabajado en el Fondo 
de Solidaridad Social, la Fundación Friedrich Ebert, el Ministerio Secretaría 
General de Gobierno y el Consejo Nacional de Televisión. Ha sido consultor de 
empresas, municipios e instituciones, especializándose en temas comunitarios, 
medioambientales y culturales. Desde 1999 ha ejercido como profesor en las 
universidades Alberto Hurtado y Adolfo Ibáñez. En Tironi Asociados se encarga 
de los estudios de opinión y el análisis de la prensa. 


También hay mujeres destacadas en Tironi Asociados. Isabel Gajardo es 
periodista, graduada en la Universidad Austral. Anteriormente, fue redactora de 
negocios, telecomunicaciones y consumo del diario Estrategia; más tarde se 
integró al Diario Financiero, desde donde emigró hacia Tironi Asociados. 


Gajardo actualmente es socia y es considerada una de las cabezas de los planes 
de medios que diseña la compañía. Otra mujer destacada en la empresa es la 
socia Macarena Manzur, quien es periodista, titulada en la Universidad Católica, 
y magíster en Dirección de Recursos Humanos y Desarrollo Organizacional de la 
Universidad Autónoma de Madrid. Manzur ha sido docente en el Diplomado en 
Comunicación Estratégica de la Universidad Católica y en el magíster en 
Gestión de Personas de la Universidad Alberto Hurtado. En Tironi Asociados, 
Manzur dirige el grupo de Organizaciones. Otra área relevante dentro de la 
empresa es el grupo de Sostenibilidad, vinculado a los proyectos energéticos y su 
impacto ambiental. A este respecto, el trabajo con las comunidades locales 
constituye un eje de acción en Tironi Asociados, a cargo de Karen Rodríguez, 
periodista de la Universidad Católica que ingresó a la empresa en 2004. 
Rodríguez es la socia a cargo del grupo de Sostenibilidad. 


Actualmente, uno de los directivos más importantes de Tironi Asociados es 
Ascanio Cavallo, quien es, con seguridad, uno de los periodistas más influyentes 
de su generación. Su pluma ágil e informada, siempre aguda y calculada, lo 
hacen uno de los analistas políticos imprescindibles para entender el acontecer 
del valle central. Sus libros, que van desde el cine a las crónicas, son también 
textos bien escritos y reflexionados: La historia oculta del régimen militar, 
Historia oculta de la transición, Los hombres de la transición y Golpe: 11 de 
septiembre de 1973, por nombrar solo algunos, son ineludibles para entender a 
cabalidad lo ocurrido en Chile en los últimos cuarenta años. Vale la pena 
también el libro sobre su madre, escrito con notable sensibilidad y compasión. 
Su vida académica es también fecunda, habiendo sido docente en varios 
planteles universitarios y decano de la Escuela de Periodismo de la Universidad 
Adolfo Ibáñez. En el mundo de los medios, Ascanio Cavallo ha sido director de 
la revista Hoy y del diario La Época. Actualmente es columnista del diario La 
Tercera, donde escribe sobre política contingente, y de la revista Sábado, donde 
escribe sobre cine. En radios ha sido panelista del programa Terapia chilensis, de 
radio Duna y, luego, en T13 Radio. 


Actualmente, Cavallo es asesor de la Cancillería en los temas referentes al litigio 
internacional con Bolivia. Esto ocurre dado que la Ley 20.730 que regula el 
lobby no contempla ninguna inhabilidad ni incompatibilidad para que los 


directivos de las empresas de lobby no puedan, al mismo tiempo, prestar 
servicios al Gobierno. Esta dualidad, entre lobbista y asesor, es uno de los 
síntomas más claros respecto a cómo la ley de lobby, en realidad, no regula a los 
lobbistas sino a las autoridades que reciben el lobby. De esta manera, las oficinas 
de lobby no tienen mayores cargas jurídicas que soportar. Incluso se ha 
publicado información que indica que esta empresa estaría detrás del diseño del 
proceso constituyente presentado por el Gobierno. Es decir, no solo están 
presentes en la Cancillería en el tema Bolivia, sino también en La Moneda, en el 
asunto más importante de nuestra convivencia democrática. 


En el plano intelectual, Cavallo y Tironi publicaron en 2004 un libro conjunto 
donde exploran nociones básicas y casos complejos sobre comunicación 
estratégica. En ese volumen se refieren a la teoría social moderna y su 
comprensión del fenómeno de la comunicación. Los autores invitan a un 
razonamiento conjunto, mediado por la comunicación, donde las señales que 
emiten las empresas y las autoridades deben ser posibles de decodificar por los 
ciudadanos y los consumidores. Según Cavallo y Tironi, el fin específico de la 
comunicación estratégica es construir puentes capaces de integrar a la institución 
en torno a su identidad, es decir, a una definición de sí misma y de su proyecto 
corporativo. Ningún autor chileno ha pensado con la profundidad que lo han 
hecho Cavallo y Tironi respecto a la comunicación estratégica, aunque no se 
refieren al lobby en ninguna parte del libro!®. 


En 2007 Tironi publicó otro libro que se ha convertido en un verdadero manual 
de “gestión de crisis”. Inspirado en la sociología de Bruno Latour y Michel 
Callon, promotores de la “Actor-Network Theory”, Tironi publicó un texto 
titulado Abierta: gestión de controversias y justificaciones. Este libro contiene lo 
que podemos llamar “el modelo Tironi” que se ha aplicado en las crisis que ha 
gestionado. El mismo Tironi describe el método que ha desarrollado en su 
empresa: 


¿Qué tienen en común nuestra propuesta para encarar la certificación de Arauco 
y la de Telefónica-Movistar para revisar su reputación corporativa? Que ambas 


se basan en la noción de que el conocimiento surge de una deliberación 
institucionalizada entre los directivos o expertos con legos o profanos 
provenientes de los grupos concernidos o stakeholders estratégicos. Este diálogo 
es el que permite, en un caso, encarar las controversias, delimitar las zonas 
donde hay que hacer correcciones y definir los modos de emprenderlas, para 
cumplir con los principios en que se basa la certificación. En el otro caso, es el 
que permite identificar las pruebas por las cuales una organización debe pasar y 
las evidencias que tiene que aportar, para conquistar confianza y estima en los 
grupos que son referentes de su lógica de justificación. Esa convergencia fue la 
que nos condujo a bautizar esta metodología como ABIERTA. Proponemos que 
la gestión, tanto de las controversias socio-técnicas como de las justificaciones 
en que reposa la llamada reputación corporativa, no quede clausurada en las 
paredes de las organizaciones ni circunscrita al cenáculo de los técnicos, sino 
que incorpore en su núcleo la intervención de grupos externos cuyo 
conocimiento se basa en su experiencia y no exclusivamente en el razonamiento 
científico-técnico. Esta intervención no está dirigida a “informar” o a “educar”, 
ni a “hacerles sentir” que “participan” y son “tomados en cuenta”, sino a 
producir con ellos un conocimiento que, por sí solo, el saber científico no es 
Capaz de generar en un mundo de desbordes e incertidumbres!®. 


Tironi, Cavallo y sus socios son expertos en comunicación estratégica. Uno de 
los casos más interesantes que han enfrentado, en este plano, fue aquel referente 
a McDonald's, que enfrentó una crisis de imagen por la aparición del virus SHU. 
Gracias a la asesoría de Tironi, la compañía de los arcos dorados logró revertir lo 
que parecía una tormenta perfecta. Todo comenzó con que los inspectores 
sanitarios descubrieron una bacteria en un céntrico local. El Servicio de Salud 
del Ambiente ordenó de inmediato la clausura preventiva, a la espera de los 
resultados de los llamados análisis de contramuestras del Instituto de Salud 
Pública. En medio de esa espera, y con un gran despliegue de prensa gráfica y 
televisiva, el ministro del Trabajo, Ricardo Solari (PS), y el subsecretario de 
Salud, Ernesto Behnke (DC), comieron hamburguesas frente a las cámaras. Todo 
esto ideado por la oficina de Tironi, según reporta la prensa de la época. La 
vicepresidenta del Comité de Inversiones Extranjeras, Karen Poniachik, y el 
director del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, Daniel Farcas, 
participaron en el acto, justificado por sus protagonistas como una muestra de 
confianza hacia la empresa. Ellos no comieron hamburguesas. Tras la merienda, 
Solari y Behnke dijeron que correspondía dar una señal positiva en medio de las 


dificultades económicas que vive el país, con una tendencia al aumento del 
desempleo. Un mes antes que en Santiago, las autoridades sanitarias de Buenos 
Aires detectaron el virus SHU en las hamburguesas de pollo de cuatro 
restaurantes McDonald's. Los locales fueron clausurados con un enorme impacto 
mediático. En Chile, sin embargo, el asunto no pasó a mayores. 


Otro caso trascendental para la firma Tironi Asociados fueron los referentes a 
Celco y la muerte de los cisnes de cuello negro en el sur de Chile. El documental 
Un mundo miserable cuestiona el rol de Eugenio Tironi como asesor de Celco en 
la crisis por la muerte de los cisnes de cuello negro en Valdivia. Sindicando a 
Tironi como lobbista, el documental —dirigido por el periodista y escritor 
Dauno Tótoro— versa sobre el impacto negativo que tuvo Celco en las 
comunidades y en el medioambiente. El proyecto fue realizado originalmente 
para la televisión sueca y hoy circula en la plataforma YouTube. En uno de los 
pasajes más polémicos, dedicado al rol y características de los lobbistas en Chile, 
se entrevista a Armando Uribe, profesor de Derecho Minero de la Escuela de 
Derecho de la Universidad de Chile. El abogado y poeta, conocido por su fuerte 
temperamento, cuestiona la actividad indicando que “en realidad son lobos” que 
en el pasado eran llamados “gestores” en “la defensa de intereses privados contra 
el bien público”, una función que, en el video, califica sin miramientos de 
“corrupta”. Eugenio Tironi contesta en el documental: 


El lobby ha existido desde que el mundo es mundo. 


(E) 


O sea, la intención de actores privados por ejercer influencia sobre las decisiones 
públicas es lo que hacen los sindicatos, lo que hacen los partidos políticos, es lo 
que hacen los protectores, no sé pues, de los zorros, los protectores de los cisnes 
o los protectores de las ballenas. Ahora, lo que es complicado es que esta 
actividad sea mediada por personas inescrupulosas, por personas que hacen 
tráfico de influencias, que dice yo te puedo ayudar porque yo Conozco a este, 


este y este otro, y soy pariente, o soy correligionario. Ha sucedido en Chile toda 
la vida. Los lazos pueden ser aristocrático-familiares o los lazos pueden ser 
clientelísticos, político-clientelísticos, y eso claro que ha existido y existe en el 
Chile de hoy, por supuesto. 


(...) 


Yo creo que uno no transgrede ninguna ética si vive en un mundo feliz en que 
toda la gente es santa y donde el pecado original ni ningún tipo de pecado existe. 
Y todos nos movemos por valores y no por intereses. Ahora ese mundo 
lamentablemente no existe y no existe ni en la derecha ni en la izquierda, ni en 
los empresarios ni en los trabajadores, ni en los sindicatos ni en las iglesias. 
Tenemos que resignarnos a nuestra condición de seres miserables. Ahora, yo 
actúo y vivo en ese mundo. Ahora, efectivamente un cliente nuestro es Celco!™. 


Este rol en Celco también coincide con el rol que habría tenido Tironi como 
asesor en el proyecto HidroAysén. Según informaba en 2009 una declaración de 
Patagonia sin Represas: 


Un personaje clave del “lobby feroz” del proyecto HidroAysén es Eugenio 
Tironi, uno de los fundadores de la Concertación, director de Comunicaciones 
del Gobierno de Aylwin. Hoy director de Enersis, consorcio controlador de 
Endesa, empresa a la que asesoró facilitando su aterrizaje en Chile y la puesta en 
marcha de sus grandes proyectos a fines de los 90. Tironi hoy es asesor 
comunicacional de HidroAysén, a través de Tironi Asociados, empresa de 
comunicación estratégica y de manejo de crisis de la que es fundador y socio 
principal*65, 


Hidroaysén, Celco y Barrancones no fueron los únicos flancos que se abrieron 
respecto de Tironi en 2009; también apareció vinculado a las grandes cadenas de 


farmacias, que enfrentaban entonces el escándalo de la colusión. El diario El 
Mostrador señalaba, en abril de ese año, que Tironi tenía “dos almas”: una 
vinculada al mundo de la comunicación estratégica, y otra vinculada al mundo 
de la política en la campaña presidencial de Eduardo Frei. El Mostrador informó 
que, en plena crisis por el estallido de la colusión, Eugenio Tironi participó en 
una reunión en las oficinas de Luis Enrique Yarur, quien controlaba Salcobrand. 
El motivo de la reunión habría sido analizar cómo sortear el reconocimiento 
realizado por Farmacias Ahumada ante la Fiscalía Nacional Económica (FNE). 
Para contrarrestar esta decisión, los tres hermanos Yarur —Luis Enrique, Juan 
Carlos y Carlos Alberto— contrataron a Tironi y al estudio jurídico Vial y 
Compañía, quienes concurrieron a la cita en el barrio El Golf. Tironi, según 
informa El Mostrador, fue contratado especialmente para el manejo de las 
comunicaciones en este caso, de la misma forma en que la cadena Cruz Verde 
reclutó al lobbista y exministro Enrique Correa Ríos!%, 


Otro caso en que Tironi aplicó su modelo “Abierta” tuvo que ver con un 
proyecto de Endesa en Neltume. En ese lugar la comunidad levantó la oposición 
a una central de pasada que Endesa pretende instalar entre el lago Neltume y el 
Pirihueico. En la localidad de la Región de Los Ríos los trabajadores de Tironi y 
Asociados salieron a realizar encuestas y sumaron la implementación de un 
plebiscito, para que fuera la misma comunidad la que decidiera en qué se 
gastaría el dinero que Endesa donaría para mitigar los efectos negativos de su 
central!®. 


Tironi, quien hoy se describe como “un capitalista reformador”!®, participó 
durante mas de una década en el directorio de Enersis. De hecho, fue uno de los 
hombres clave en el tratamiento mediatico del aumento de capital aprobado por 
el directorio en 2012. En esa ocasion se produjo una polémica publica por el rol 
de Tironi como director y como asesor comunicacional de la empresa. Ocurre 
que, en plena crisis económica europea, se aprobó un plan por ocho mil millones 
de dólares como aumento de capital de Enersis. Las especulaciones no se 
hicieron esperar y crecieron, como bola de nieve, hasta que el superintendente de 
Valores y Seguros, Fernando Coloma, calificó la operación como un “acto entre 
relacionados”. Esto por la dependencia financiera y orgánica entre la empresa 
chilena y la española Endesa, que aportaría la mitad de los ochos mil millones, 


pero no a través de un desembolso líquido sino en acciones de otras de sus 
filiales sudamericanas. El perito contratado por el directorio tasó estos activos en 
cuatro mil millones de dólares, cifra que fue objetada por los socios minoritarios, 
que se sintieron pasados a llevar y sin capacidad de detener la operación. Sucede 
que los restantes cuatro mil millones de dólares consistirían en un aporte en 
dinero por parte de las AFP chilenas, copropietarias de Enersis, que adquirirían 
las nuevas acciones que se emitirían para recaudar los fondos. Los medios 
colocaron el grito en el cielo cuando, como guinda de la torta, se enteraron de 
que la propietaria de Endesa es la italiana Enel, endeudada por más de cincuenta 
mil millones de euros. Por eso, el anuncio del superintendente no sorprendió al 
mercado, que ya había diagnosticado críticamente el plan de aumento de capital. 
En una semana, la acción de Enersis cayó 18% y terminó acumulando un 
detrimento del 26% durante julio de 2012. 


Ante esto, el nombre de Tironi fue apuntado como uno de los responsables, dado 
su voto favorable a todas estas operaciones. José Antonio Guzmán, presidente de 
la AFP Habitat, las emprendió contra Tironi en una entrevista de un periódico de 
circulación nacional: “Hay un columnista que escribe para un prestigioso diario 
que dice proteger a los débiles. En este caso no protege a los débiles, decidió 
proteger a los poderosos”!®. Incluso un ex-MAPU, Óscar Guillermo Garretón, 
en Tolerancia cero, adjetivó como “impresentable” la operación anunciada por 
Enersis: “Para Enel, que es la controladora de Endesa España, es una estupenda 
noticia esto, pero para los accionistas minoritarios, las AFP, es un mal 
negocio”, En 2014, Enersis decidió dejar de contar con Tironi en su directorio 
y, además, cortó el vínculo de asesorías con Tironi Asociados. Eso no ha 
significado ningún drama para Eugenio Tironi, quien sigue tan activo como 
siempre, publicando libros y columnas, organizando seminarios y charlas. Hacia 
finales de 2016, lo encontramos en la prensa como un ferviente promotor de la 
candidatura presidencial de Ricardo Lagos Escobar. Todas estas ideas y 
proyectos los piensa desde su oficina en Tironi Asociados, ubicada en el edificio 
Espacio Matta, en la calle Rosario Norte, comuna de Las Condes. 


Otros actores relevantes 


Las cuatro empresas descritas —Imaginacción, Azerta, Extend y Tironi 
Asociados— no son todos los actores relevantes en el mundo del lobby chileno. 
Como hemos repetido varias veces, esta industria se encuentra entrecruzada con 
la de la comunicación estratégica, por lo que no es tan nítida la frontera entre 
ambos mercados. Un criterio a considerar son los registros de lobbistas, tanto el 
registro voluntario de lobbistas como los registros de audiencias. A continuación, 
una breve descripción de otras empresas que son o han sido relevantes en la 
industria de las influencias. 


Grupo Etcheberry 


Esta compañía es propiedad de la exsuperintendenta de Isapres del Gobierno de 
Frei, la abogada María Elena Etcheberry Court, hija del reconocido profesor de 
derecho penal Alfredo Etcheberry Orthusteguy, quien formó parte de la 
Comisión Engel. Esta empresa figura en los registros voluntarios, inscrita como 
lobbista ante nueve subsecretarías: Vivienda, Energía, Transporte, Salud, 
Relaciones Exteriores, Obras Públicas, Hacienda, Economía y Segpres. Al 
visitar el sitio web de Grupo Etcheberry no se encuentra una lista de sus clientes, 
aunque sí los rubros a los cuales la agencia se dedica: bancario y financiero, 
concesiones, educación superior privada, exportación, farmacéuticas, fondos de 
inversión, innovación, salud, social-ambiental, transporte y otros. 


Dentro del equipo de Grupo Etcheberry destaca Nelson Urrutia, periodista y 
MBA, que tiene una carrera de dos décadas de experiencia en el ámbito político. 
Fue asesor de prensa de autoridades de gobierno y del Poder Legislativo de 
ambas coaliciones. Actualmente, Urrutia es socio en Grupo Etcheberry. También 
destaca el consultor Alex Ramos, quien es director de la ONG Pacto Ambiente. 
Ramos es ingeniero mecánico, ingeniero civil industrial y MBA, con más de 
veinte años de experiencia laboral en grandes empresas del sector manufacturero 
y energético, como Shell, Celulosa Arauco, Gerdau AZA, Colbún y Compañía 
General de Electricidad. En el plano de las estrategias, el encargado en Grupo 
Etcheberry es Camilo Pacheco, quien es periodista especializado en el diseño de 
planes comunicacionales. Cuenta con diecisiete años de experiencia en empresas 


de servicios, banca, seguros y salud. Uno de sus cargos más importantes fue 
como subgerente de Comunicaciones de Aguas Andinas. Un cargo similar ocupó 
en el Banco Bci y en la Asociación Chilena de Seguridad. El área de estudios de 
Grupo de Etcheberry lo conduce el periodista Nelson Oteíza, quien fue reportero 
y editor en radio Chilena y radio Bio-Bio. 


Grupo Etcheberry tiene un marcado tinte femenino, con destacadas periodistas y 
profesionales en su equipo. La periodista Carola de Aguirre es directora de 
Comunicaciones, donde vuelca sus dos décadas de experiencia en el mundo de 
los medios. Trabajó como periodista del Departamento de Prensa del canal Mega 
y luego como editora de política y economía de la misma estación. La directora 
de Comunicaciones Corporativas es Carmen Vergara, otra periodista de larga 
experiencia en medios y magíster en Gestión Comercial. La directora de Asuntos 
Públicos, donde cabe el lobby, es Paula García, quien fuera editora de radio 
Agricultura y periodista en La Tercera. Otra mujer clave de Grupo Etcheberry es 
la químico-farmacéutica María Angélica Sánchez, que lleva dos décadas 
trabajando en diversas empresas nacionales e internacionales, como Procter & 
Gamble y la Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos, donde 
actualmente es vicepresidenta ejecutiva. La mujer más poderosa dentro de Grupo 
Etcheberry, después de María Elena Etcheberry, es la periodista Nicole Keller, 
quien es socia directora. Ella se tituló en la Universidad Católica y luego realizó 
un diplomado en Gestión de Marketing de la Universidad de Chile. Al comienzo 
de su carrera, trabajó en Economía y Negocios de El Mercurio, incorporándose 
luego de dos años a Grupo Etcheberry como gerenta de Cuentas. Allí se ha 
especializado en la implementación de planes de comunicación y gestión de 
crisis. Entre 2010 y 2014 trabajó en el Ministerio de Obras Públicas, estando a 
cargo de la estrategia de comunicaciones, relacionamiento con públicos de 
interés y manejo de crisis. Al regresar en 2014, fue nombrada socia directora de 
Grupo Etcheberry. En la actualidad, la empresa funciona en la calle Francisco de 
Aguirre, en la comuna de Vitacura. 


ICC Crisis 


En estricto rigor, esta empresa es considerada la primera firma de comunicación 
estratégica en el país, fundada en 1989 por su actual presidente ejecutivo, 
Francisco Javier Celedón. Si bien es un personaje desconocido para el gran 
público, Celedón tiene gran reputación en la elite. Es periodista de la 
Universidad Católica de Caracas, Venezuela y también tiene estudios no 
terminados de periodismo en la Universidad de Chile. Su desarrollo profesional 
ha estado ligado a los ámbitos de la publicidad, el periodismo, el marketing 
político, asuntos públicos y de gobierno, como consultor de comunicación y 
como asesor. Esta última actividad está ligada al desarrollo de su empresa ICC 
Crisis. Según su página web, ha asesorado a más de ciento cincuenta empresas e 
instituciones, de los ámbitos público y privado. Estas se ubican en los más 
diversos rubros: mineras, pesqueras, forestales, bancos, inmobiliarias, líneas 
aéreas, rellenos sanitarios, fondos de pensiones, asociaciones gremiales, 
laboratorios y concesiones viales. Celedón es también uno de los precursores del 
desarrollo de estrategias en el formato “Marca País” para Chile, desde la 
recordada Expo Sevilla 92. 


ICC tiene alianzas internacionales con tres empresas. La primera es Jeffrey 
Group, que es una agencia de marketing y comunicación corporativa líder en el 
mundo de habla hispana. Ha trabajado en todo el continente desde 1993, tiene 
más de cien empleados y oficinas en Estados Unidos, Argentina, Brasil y 
México. La segunda alianza es con ICC Baraldo, que opera en Argentina, con 
más de quince años de experiencia. La tercera es Apostol, compañía de 
comunicación y estrategia de negocio global con base en Rusia, que destaca por 
su trabajo en comunicación estratégica, relaciones públicas internacionales, 
desarrollo de contenidos y branding. 


Una de las cabezas operativas más importantes de ICC en Chile es Rafael Sousa, 
director general de la firma. Es periodista y magíster en Comunicación de la 
Universidad Diego Portales. Ha asesorado y dirigido proyectos de comunicación 
corporativa, asuntos públicos, gestión de crisis, comunicación interna, branding 
y planificación. Frecuentemente expone sobre estos temas en talleres y charlas. 
En el campo académico, es profesor titular del magíster de Comunicación 
Estratégica de la Universidad Mayor y profesor titular de la Facultad de 
Comunicación y Letras de la Universidad Diego Portales. Dentro de los clientes 


de ICC Crisis se encuentran la Mutual de Seguridad, la carretera Vespucio Norte, 
Amazon, Spotify, Subus, los Colegios Particulares de Chile, Costa, Copec, 
Guacolda, Grupo Security, Casinos Monticello, Laboratorios Recalcine, 
Samsung, San Jorge, Soprole, TVN, Xerox, Airbus, Isapres de Chile, Autopista 
Central, Coca-Cola, Carozzi, la Cámara Chilena de la Construcción, el Banco 
BBVA, entre otros. No es claro si estos clientes han contratado servicios de 
lobby; sin embargo, ICC Crisis fue una de las voces que participó en la discusión 
de la ley de lobby y a menudo se cita a Celedón como un experto en el asunto. 
Con todo, ICC Crisis no figura en los registros de lobbistas. 


Bernstein & Woodward 


En los registros voluntarios de lobbistas se repite el nombre de la empresa 
Bernstein & Woodward. No deja de llamar la atención que una empresa de lobby 
utilice un nombre de fantasía con los apellidos de los periodistas del caso 
Watergate. No deja de ser misterioso que una empresa de lobby registrada como 
tal ante más de veinte instituciones públicas, incluyendo subsecretarías y 
servicios regionales, no haya pedido aún ninguna audiencia. 


¿Quiénes son Bernstein & Woodward? Según fuentes consultadas para esta 
investigación, se trata de una empresa formada por los periodistas Sergio Jaña y 
Felipe Laso Dittborn, donde además participa el productor Juan de Dios Larraín 
Matte como inversionista. Anteriormente, Jaña trabajó primero en Burson- 
Marsteller y luego en Extend, por lo que es un hombre que conoce el mercado de 
la comunicación estratégica y el lobby. Aunque Bernstein 8: Woodward no 
solicita audiencias de lobby, se inscribió voluntariamente como lobbista. 


Burson-Marsteller 


Burson-Marsteller es una firma global de relaciones públicas y comunicación 


con sede en la ciudad de Nueva York. Opera sesenta y siete oficinas propias y 
setenta y una oficinas afiliadas, en noventa y ocho países, en seis continentes. La 
compañía fue fundada por Harold Burson y William Marsteller en 1953. En la 
década de 1980 se convirtió en una de las mayores empresas de relaciones 
públicas del mundo. El actual CEO de Burson-Marsteller es Don Baer, 
exdirector de Comunicaciones de la administración de Bill Clinton. Baer se unió 
a la compañía en 2007 y sustituyó a Mark Penn, como director general mundial, 
en julio de 2012. 


La firma ofrece servicios de relaciones públicas y de publicidad a clientes, 
incluidas las empresas multinacionales y agencias gubernamentales. Es conocida 
principalmente por sus servicios de gestión de crisis y el lobby. Ha ganado 
numerosos premios de la industria de las relaciones públicas en los últimos años 
de su labor de gestión de crisis de alto perfil, incluyendo la crisis financiera 
asiática de 1990 y un intento de extorsión de 2002 contra la compañía británica 
GlaxoSmithKline. Otros casos de crisis de alto perfil incluyen los fabricantes de 
la estación de generación nuclear de Three Mile Island. Burson-Marsteller 
también ha sido objeto de protestas y críticas por su uso de publicidad para 
socavar preocupaciones sobre el tabaquismo pasivo, en un plan ideado para su 
cliente Philip Morris en los años 1990. Recientemente, Burson-Marsteller hizo 
noticia, pues se le acusó de generar una campaña anti-Google, supuestamente 
como parte de un servicio comunicacional contratado por Facebook en 2011. En 
Chile, esta transnacional del lobby se instaló en 1994, con un personal de treinta 
miembros. Hacia 2012, la empresa generaba dos millones de dólares al año en 
Chile. Entre 1994 y 2016 tuvo clientes relevantes, destacando Intel, Danone, 
lansa, CGE y Guacolda. 


Actualmente su gerente general, cabeza de la firma en Chile, es el psicólogo 
León Guzmán. Titulado en la Universidad Diego Portales y master en Ciencias 
Políticas de la Universidad de Columbia, cuenta con más de veinte años de 
experiencia en consultoría de comunicaciones, responsabilidad social 
empresarial, desarrollo sustentable, comunicación política, asuntos públicos y 
manejo de crisis. En el marco de su trayectoria académica, fue ganador de las 
becas Fulbright y Presidente de la República de Chile. Es diplomado en 
Psicología Política de la Universidad de Ohio y en Liderazgo Estratégico de la 


Universidad Adolfo Ibáñez. Además, se certificó como coach ontológico, título 
que también obtuvo en Newfield Network, Estados Unidos. Su extensa carrera 
profesional lo vincula al mundo del lobby y la comunicación. Primero como 
socio y director de Comunicación Estratégica de Hill & Knowlton Captiva por 
seis años; luego como gerente general de Acción RSE; posteriormente como 
asesor senior de la Gerencia de Public Affairs de Wal-Mart Chile; y también 
como consultor senior en programas de coaching y formación de equipos. En el 
plano político, Guzmán fue jefe de Gabinete de José Antonio Viera-Gallo, que 
fue presidente de la Cámara de Diputados entre 1990 y 1993. En los años 2000, 
Guzmán ha combinado la academia con la vida profesional; fue socio director de 
Add-Value, consultora en materias de desarrollo sustentable, responsabilidad 
social y comunicación. Desde esa posición asesoró a diversas organizaciones 
públicas y privadas, como Nestlé, Codelco, BASF, Wal-Mart Chile, Masisa, 
Copec, Kinross, Caja de Compensación Los Héroes, Clínica Las Condes, 
Federación de Cafeteros de Colombia y Ministerio de Defensa de Chile, entre 
otras. 


Bajo la dirección de Guzmán, la firma Burson-Marsteller ha consolidado su 
cartera de clientes con multinacionales como Ford, P&G, Pepsico, Marine 
Harvest, Sun International y Grupo Griinenthal. Los nuevos negocios durante 
2014 representaron el 30% de los ingresos de la agencia. Guzmán es considerado 
dentro de la multinacional como uno de los directivos con mayor proyección 
continental y a menudo es invitado a exponer en foros internacionales. 


Hill + Knowlton Strategies 


Hill & Knowlton compite con Burson-Marsteller en el mercado chileno; sin 
embargo, ambos pertenecen al mismo consorcio internacional denominado 
“WPP”. Hill & Knowlton llegó a Chile de la mano de Cristina Bitar, quien 
asoció su empresa Captiva a la de la marca americana. Originalmente, esta 
empresa data de la década de los veinte, cuando el periodista John Hill fundó 
una oficina de comunicaciones en Cleveland, Ohio. Luego de la Gran Depresión, 
la empresa volvió a fundarse como Hill & Knowlton, dada la sociedad entre Hill 


y Don Knowlton, un publicista que había hecho fama y fortuna en Nueva York. 
Ambos se trasladaron a la Gran Manzana en 1933, donde se convirtieron en una 
de las compañías más grandes del mundo. En 1977, al morir Hill, la empresa 
contaba con quinientos sesenta empleados y cincuenta y cuatro oficinas en todo 
el mundo. En 1980, los herederos de ambas familias deciden vender al Grupo de 
JWT, una de las mayores agencias de publicidad de ese momento. Desde 
entonces, su poder y su reputación han ido en aumento, posicionándose como un 
actor relevante prácticamente en todos los mercados emergentes del mundo. 
Desde la década de los noventa, el conglomerado está en los cinco continentes 
bajo la marca mundial WPP. No todo ha sido color de rosa, pues también ha 
tenido escándalos, como su gestión de la imagen de la Iglesia de la cienciología 
o su asesoría al Gobierno de Kuwait. 


Su desembarco en Chile, a finales de los noventa, es producto de una estrategia 
global de generación de polos de atracción, especialmente en aquellas economías 
vinculadas a tratados de libre comercio. Su aparición en Chile, de la mano de 
Cristina Bitar, supuso un gran revuelo y un cambio cultural relevante que 
configuró a un nuevo actor en el mercado de las comunicaciones y las 
influencias. Luego de la partida de Bitar, la empresa tuvo vaivenes que fueron 
dándole otra forma. 


Según informó El Mostrador, en 2012 se produjo una profunda crisis al interior 
de esta empresa, dada la renuncia de dos de sus principales socios, Paula 
Lacámara y Max Cano. Ellos formaron una agencia competidora, llamada 
Simplicity, llevándose clientes de Hill & Knowlton como Puerto de Valparaíso, 
Gasco, Correos de Chile y la cadena de casinos Dreams. No solo eso: Lacámara 
y Cano presentaron sendas acciones judiciales contra Hill £ Knowlton. Según 
afirman las fuentes citadas por El Mostrador, la acción judicial provino del no 
pago de bonos equivalentes al 10% de las utilidades generadas por la filial 
chilena, que en principio se pagaría a los principales ejecutivos de la empresa. 
Para tratar de encontrar una solución a la crisis, estuvieron en Santiago dos altos 
ejecutivos de Hill & Knowlton —los mexicanos Marcelo Quiroga, 
vicepresidente de finanzas para Latinoamérica, y Julio Madrazo, vicepresidente 
para la región—, quienes vinieron a informarse del terremoto que sacudía a la 
empresa e intentar apaciguar los ánimos. 


Durante ese año 2012, su gerente general era Matías Cartajena, quien atendía 
personalmente a uno de los principales clientes: Pablo Alcalde, el expresidente 
de La Polar. Bajo la dirección de Cartajena, entre 2008 y 2012, las utilidades de 
la agencia se dispararon. Cartajena, periodista de Universidad Finis Terrae y 
master en Políticas Públicas, tiene una reputación de tener carácter fuerte y 
manejar la presión. Le reconocen sus cualidades como asesor de crisis y su 
capacidad de generar ingresos. A Cartajena igualmente se le da crédito por haber 
expandido el negocio al área de marketing y producción de eventos, los que, de 
acuerdo a expertos de la industria, son una fuente de ingresos más predecibles y 
con buenos márgenes. Según informaba El Mostrador, los números de la 
empresa eran espectaculares: 


El 2011 Hill £ Knowlton Captiva tuvo ingresos de alrededor de US$5 millones 
y una utilidad de casi US$1 millón. Fuentes al interno de la firma y que conocen 
los números dicen que los ingresos se han triplicado en el último cuadrienio. El 
año pasado las utilidades de H&K Chile representaron alrededor del 60 % de las 
utilidades del grupo en la región!”!, 


En 2012, Hill & Knowlton Captiva cambió de nombre a Hill+Knowlton 
Strategies. Ese mismo año, Cartajena dejó la compañía y se mudó a Desafío 
Levantemos Chile, donde estuvo trece meses, y finalmente recaló en la 
compañía de Lacámara y Cano, Simplicity. Hoy, Cartajena es gerente general de 
Simplicity, una empresa dedicada a la publicidad y la gestión de crisis, aunque 
no realiza lobby. 


Actualmente, Hill+Knowlton Strategies es encabezado por Pamela Leonard, 
quien tomó la Gerencia General luego de la partida de Cartajena. Leonard es 
periodista de la Universidad Andrés Bello y se ha desempeñado como consultora 
de comunicaciones. Comenzó su carrera como periodista y productora de 
programas de televisión en TVN. En el plano de la comunicación estratégica, fue 
fundadora, socia y directora ejecutiva de las agencias Calorio, Leonard Ltda. y 
Ko2. Bajo su gestión, Hill+Knowlton ha atendido a empresas como Nestlé, 


Coca-Cola Embonor, OHL Construcción, Mutual de Seguridad, América 
Solidaria Internacional, Nescafé, Sencillito, Purina y Maggi. 


En el registro de lobbistas, la compañía aparece en el registro voluntario en más 
de cincuenta reparticiones públicas, incluyendo: la Armada de Chile, el Consejo 
de Defensa del Estado, el Ejército, la Fuerza Aérea, los ministerios de Salud, 
Educación, Trabajo, Energía, Economía, Cultura, Agricultura, Transporte, 
Bienes Nacionales y Segpres, veinte municipalidades, el Servicio Electoral, el 
Servicio Nacional de la Mujer, entre otros. En materia de registro de audiencias, 
solo tiene dos audiencias registradas, siendo una de ellas con el Consejo para la 
Transparencia. Según el registro, la temática fue la ley del lobby. Otra audiencia 
registrada tuvo lugar con el intendente de la Región de Los Lagos. Allí la 
temática, según el registro, fue la presentación de la empresa Hill+Knowlton, sin 
indicar a nombre de qué cliente. Actualmente, las oficinas de Hill+Knowlton en 
Santiago están ubicadas en la calle Alcántara, comuna de Las Condes. 


Strategika-NewLink 


Una tercera transnacional, menos conocida que las anteriores, aunque con fuertes 
intereses en Chile, es NewLink, que opera con el nombre Strategika. Se trata de 
una multinacional presente en varios países del Cono Sur. En Chile operan desde 
2001, donde han representado a empresas como el Instituto AIEP de la 
Universidad Andrés Bello, Cementos Melón, Airbus, Johnson & Johnson, HBO, 
Scania y Fundación Las Rosas, entre otros. Actualmente Strategika tiene tres 
socios principales. Destaca Carmen Rivas, quien se desempeñó en televisión por 
más de diez años, tanto en producción como en investigación de documentales 
para Televisión Nacional de Chile. En esa misma área, también trabajó como 
editora e investigadora para empresas y organizaciones internacionales. 
Posteriormente, trabajó en la Dirección de Comunicaciones y Medios de 
Nielsen, multinacional especializada en investigación de mercados. Desde 2004, 
trabaja en Strategika en cuentas de Gobierno y Comunicación de Salud, 
dirigiendo y coordinando los proyectos. Es periodista de la Universidad Diego 
Portales y tiene un magíster en Dirección y Edición de Prensa por la Universidad 


Católica de Chile. 


El gerente de Asuntos Públicos de Strategika es Fernando Valdés, quien cuenta 
con más de diecisiete años de experiencia en el ámbito de las comunicaciones, 
especialmente en lo relacionado con asuntos públicos y relaciones con la 
comunidad. Su trayectoria profesional ha estado ligada principalmente a las 
áreas de minería, banca y energía. En el ámbito minero ha desempeñado trabajos 
tanto para compañías privadas como públicas. En el área financiera, desempeñó 
durante siete años el cargo de jefe de Comunicaciones de la Superintendencia de 
Bancos, relacionándose con el ámbito político y fiscalizador. Fernando Valdés es 
periodista y cuenta con un magíster en Comunicaciones Estratégicas, cursado en 
la Escuela Superior de Marketing, en Barcelona. 


El director ejecutivo de Strategika es el periodista Paul Venturino. Comenzó su 
carrera laboral en el diario La Segunda; posteriormente integró el equipo de 
Burson-Marsteller como senior associate, liderando trabajos de asuntos públicos 
y gobierno. Luego, fue reclutado por Telefónica como jefe de prensa del grupo. 
En 2001, se asoció a María Eugenia Bentsen para crear Strategika, en donde ha 
liderado la práctica de asuntos públicos corporativos por quince años. Desde 
2015, es director ejecutivo de la firma. Paul Venturino tiene una larga carrera 
académica como profesor de las universidades Finis Terrae y la Universidad 
Católica de Chile. Ha publicado una serie de artículos de comunicación y crisis y 
es autor de dos libros de comunicación estratégica: Comunicación estratégica, 
siete casos para la reflexión (2012) y Relaciones públicas y comunicación 
estratégica (2012). Además, fue editor del libro Casos exitosos de relaciones 
públicas (2009). 


Actualmente, esta empresa figura como lobbista a través de su nombre Newlink 
S. A. en una serie de registros voluntarios en más de sesenta instituciones del 
Estado, entre las cuales destacan los ministerios de Obras Públicas, Salud, 
Transporte, Educación, Energía y Minería, además de intendencias, 
municipalidades, seremis, Cámara de Diputados y Senado. En materia de 
audiencias, Newlink registra dieciséis, dentro de las cuales destacan ocho 


audiencias en representación de la empresa Luz Atacama. Este proyecto, que se 
ubica a veinticinco kilómetros al norte de Caldera, es una iniciativa que 
demandará inversiones por unos US$4.200 millones y es liderado por el fondo 
South Andes Capital, ligado a los empresarios Francisco Gutiérrez y Pedro 
Iriberry. En junio de 2016, la empresa no logró la aprobación del estudio de 
impacto ambiental, por lo que fue rechazado el proyecto. En representación de 
Luz Atacama, Newlink ha solicitado ocho audiencias con autoridades de 
Caldera, concejales, intendente y también con el subsecretario de Energía. 


Otro conjunto de audiencias ha sido solicitado por Newlink para representar los 
intereses de Acciona Energía, una empresa que tiene un proyecto de energía 
eólica en Valdivia, a metros de la entrada del área silvestre protegida de Parque 
Oncol. En junio de 2015 reingresó el proyecto a evaluación ambiental tras su 
suspensión en el año 2012. En abril de 2016, se supo que el estudio de impacto 
ambiental había recibido más de trescientas observaciones. Entre ellas, destaca 
que el proyecto causaría un impacto significativo en los ecosistemas para la 
fauna terrestre. En el intertanto, la empresa se ha hecho representar por Newlink, 
que se ha reunido con autoridades de la Conaf, con el superintendente respectivo 
y con autoridades locales en Valdivia. Todas estas audiencias son diseñadas por 
Paul Venturino, quien es la cabeza de Strategika-Newlink. Las oficinas de esta 
compañía se ubican en la calle La Concepción, en la comuna de Providencia. 


TERCERA PARTE 


RETRATO DE UNA SOCIEDAD 


Capítulo Siete: Gestión de crisis 


Si no eres parte de la solución, eres parte del problema. 


VLADIMIR LENIN 


A partir del año 2014, Chile enfrenta una profunda crisis política producto de los 
diversos escándalos relativos al financiamiento electoral. En este contexto, la 
imagen de los partidos políticos, así como de las demás instituciones públicas, ha 
caído a niveles nunca vistos en las encuestas. Empresas como Penta y SQM, dos 
gigantes de la economía nacional, han recurrido a los servicios profesionales de 
las empresas dedicadas al lobby y la comunicación estratégica. Es así como los 
nombres de Imaginacción y Extend han aparecido en la prensa. También lo ha 
hecho la empresa Azerta. Del mismo modo, los ejecutivos de estas compañías 
han sido protagonistas de las noticias referentes al financiamiento de campañas. 
Sin ir más lejos, Cristina Bitar Maluk ha sido citada a declarar dos veces ante la 
Fiscalía por investigaciones referentes al financiamiento de las campañas de 
Joaquín Lavín. Imaginacción también ha figurado, pues uno de sus exejecutivos, 
Jorge Insunza, fue nombrado ministro en medio de la crisis. A los pocos días 
debió renunciar, tras reconocer sus vínculos con empresas mineras del Grupo 
Luksic. El mismo Enrique Correa Ríos fue citado por el Servicio de Impuestos 
Internos, aunque no concurrió a dicha citación. En este capítulo, se analizan los 
hechos ocurridos entre 2014 y 2016, colocando el foco en los vínculos de la 
industria del lobby con las aristas investigadas por la Fiscalía y con la “gestión 
de crisis” desplegada por las empresas acusadas de financiamiento ilegal. 


Los lobbistas (no) declaran 


Los casos Penta y SQM revolucionaron la política chilena. En ambos se detectó 
el financiamiento ilegal de campañas políticas a través de boletas 
ideológicamente falsas. Penta apareció vinculada a varias candidaturas de la 
UDI, además de la del independiente Andrés Velasco. En el caso de SQM, los 
vínculos son transversales, financiando a un amplio abanico de dirigentes. 


“Penta es una máquina cuyo corazón ha latido para crear empleo”, decía Carlos 
Alberto Délano a la salida del Juzgado de Garantía donde fue formalizado. 
Horas antes, la obra de su vida había sido expuesta cual trama para defraudar al 
Estado. Él mismo salió a defenderse ante las cámaras, a decir que el corazón de 
Penta había latido para dar bienestar a la población chilena y no para efectuar 
artimañas. Mundos opuestos defendidos cada uno por talentosos abogados, 
mundos incompatibles donde no se puede ser un prohombre de la nación y a la 
vez conducir una estrategia para pagar menos impuestos. Según la defensa, los 
controladores del grupo Penta no conocían la secuencia orquestada por Hugo 
Bravo y, pagadas las multas y los montos adeudados, no tenían responsabilidad 
penal alguna. La Fiscalía y el Consejo de Defensa del Estado, en tanto, sugieren 
que los controladores de Penta sí conocían del ardid y sindican en ellos la 
confección última de la estrategia delictiva. La radical incompatibilidad de estas 
dos visiones del caso Penta, los prohombres contra los delincuentes de cuello y 
corbata, expresa una tensión que supera con creces las fronteras del derecho 
penal. Es la huella de la comunicación estratégica, fruto del comité de crisis que 
montó Carlos Alberto Délano. 


Délano entiende, como pocos, la clave comunicacional que domina hoy en Chile 
y el mundo. Además, comprende la trascendental arista de la gestión de crisis, 
por lo que apuntó su propio comité ad hoc, donde destacan tres empresas de 
comunicación estratégica y lobby. Así lo informaba un reportaje de la periodista 
Ximena Pérez, en El Mostrador: 


En medio de la investigación por el financiamiento irregular de campañas 
políticas de personeros de la UDI y ex candidatos presidenciales y la acusación 
de evasión tributaria del Servicio de Impuestos Internos (SIT) por la entrega de 


boletas de sus cónyuges por trabajos no realizados, Carlos Alberto “Choclo” 
Délano y Carlos Eugenio Lavín, dueños de Empresas Penta, recurrieron a los 
servicios de Imaginacción, la compañía de Enrique Correa. 


Personaje familiar cuando las empresas están en problemas, requieren tender 
puentes con el Gobierno o hacer lobby frente a proyectos de ley, el ex vocero de 
Gobierno de Patricio Aylwin asesora también a Julio Ponce Lerou, a quien la 
Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) aplicó la multa más alta de la 
historia —US$70 millones— por infringir tres artículos de la Ley de Sociedades 
Anónimas y dos de la Ley de Mercados de Valores, y a Álvaro Saieh, cuya 
cadena de supermercados SMU ha debido renegociar pasivos después de caer en 
mora y evitar la quiebra. En ambos casos, Soquimich y CorpBanca son clientes 
con los que trabaja desde hace, al menos, cinco años. No está solo: Matías 
Cartajena y su agencia Simplicity se encargan del manejo de crisis. Correa, de 
las relaciones institucionales, prensa y del lobby con autoridades y 
parlamentarios. 


(...) 


Correa no es la unica agencia contratada en medio de la crisis que viven 
Empresas Penta y sus socios, Délano y Lavin. Extend, la empresa de las 
hermanas Marilú y Pilar Velasco, quienes al igual que Correa son cercanas a la 
Nueva Mayoria —la segunda fue secretaria de prensa del Gobierno de Aylwin—, 
también esta prestando asesoría. “No podemos confirmar ni desmentir”, afirma 
Pilar Velasco, pero fuentes consultadas por este diario aseguran que su empresa 
está trabajando con el grupo Penta en el manejo de crisis. De hecho, estas 
fuentes precisan que ambas consultoras conforman un comité de crisis, que es 
presidido por el excanciller de Piñera, Alfredo Moreno, director de varias 
empresas del grupo y quien reemplazó a Hugo Bravo cuando este renunció. Es 
un exdirector de Falabella, expresidente de Icare y hombre cercano a Agustín 
Edwards”, 


Así, Délano sumó a Imaginacción, Extend y Simplicity al comité de crisis de 
Penta. Este comité de crisis tuvo a su cargo el diseño de la estrategia para 
enfrentar la formalización judicial, que fue transmitida por televisión y radio a 
todo Chile. Por ende, Délano se ocupó de pensar paso a paso la forma de 
enfrentar a la prensa. Es que Délano advirtió con sagacidad que su defensa se 
jugaba fundamentalmente en la creación de mensaje. Él mismo se dio el tiempo 
de escribir y leer articuladamente una declaración, contestando a la Fiscalía y 
reclamando su honor en tanto gestor de un grupo exitoso. 


Julio Ponce Lerou, en tanto, también supo hacerse asesorar por especialistas. 
Durante varios años se había especulado sobre el rol de Enrique Correa como 
asesor de SQM. En 2015, en medio del escándalo por financiamiento irregular 
de campañas políticas, Correa apareció formalmente como miembro del comité 
de crisis que Ponce Lerou diseñó. En este grupo destaca el abogado Pablo 
González Suau, quien fuera subdirector jurídico del Servicio de Impuestos 
Internos en el gobierno de Lagos. Otro de los cerebros de la “mesa chica” de 
Ponce Lerou era Enrique Correa, quien tomó un activo rol en el diseño del plan 
de SQM para enfrentar la tormenta. Según informaba a comienzos de 2015 el 
sitio Ciper Chile: 


En el diseño de sus jugadas para bloquear la investigación de los fiscales, Ponce 
Lerou ha contado con los consejos del lobista Enrique Correa, que como siempre 
ha actuado en las sombras. El dueño de la agencia Imaginacción asesora también 
al grupo Penta y sigue siendo una de las personas influyentes dentro de la ex- 
Concertación. En el SII lo apuntan como uno de los ideólogos de trasladar el 
peso del futuro del caso hasta los hombros de Jorratt, cuando este lunes 16 de 
marzo SQM le entregó a Impuestos Internos los antecedentes contables que le 
había negado al Ministerio Público. Es en el SII, explica un ex asesor legal del 
Gobierno, donde Correa tiene posibilidades de influir, mientras que en el 
Ministerio Público pierde todo el control. “En una investigación administrativa 
(en el SIT) se conversa, se negocia y se puede presionar”, acota la misma fuente. 


Siempre cuidadoso de su bajo perfil, no está claro de qué forma ha influido 


Correa, pero se le menciona como uno de los que ha movido sus piezas en La 
Moneda, donde también habrían operado algunos parlamentarios —en especial 
del PPD, pero también de otros partidos oficialistas y de oposición—, temerosos 
de verse salpicados por un escándalo de financiamiento ilegal. La puerta de 
entrada del lobby sería el Ministerio del Interior, con una escala en Hacienda y 
desde ahí vía directa hasta la oficina de Michel Jorratt. 


Durante el caso Cascadas, en el que Ponce Lerou recibió una millonaria multa de 
la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) y aún está siendo investigado 
penalmente, Correa intentó mantenerse al margen y desmintió haber hecho 
asesorías en ese proceso”, 


Tal como indica este reportaje de Ciper, Correa fue uno de los estrategas que 
asesoraron a Ponce Lerou. ¿Desde cuándo se extendía este vínculo? Esta es una 
pregunta compleja, pues Enrique Correa también fue señalado como asesor de 
SQM en el caso Cascadas. Incluso más: fue invitado a la comisión investigadora 
de la Cámara de Diputados sobre el tema, para aclarar dudas de los 
parlamentarios. Ante esta invitación, el lobbista declinó asistir. Así lo señala El 
Mostrador: 


“Agradezco la invitación, pero no tengo nada que aportar a vuestra 
investigación. Como es de público conocimiento, nunca he sido asesor del señor 
Julio Ponce Lerou”, aseguró Correa a través del escrito con el que se excusó de 
asistir. 


Como respuesta, el diputado de RN Nicolás Monckeberg indicó que “si él dice 
que es público que no es asesor de Julio Ponce, es público que es contratado y es 
asesor de Soquimich. En consecuencia, ese era el motivo de su invitación, y si 
creemos que tenía mucho que aportar a esta investigación”. “Preguntémosle 
entonces”, propuso el diputado Osvaldo Andrade, presidente del Partido 
Socialista. Luego de eso, la Comisión acordó enviar por escrito a Correa la 
pregunta de si Soquimich o alguna de las sociedades cascadas es cliente suyo o 


de su consultora!”4. 


Correa negó su participación como asesor de SQM en 2015, aunque tal vínculo 
se volvió explícito en 2016. La crisis de la empresa develó todos los vínculos de 
Ponce Lerou y fue, uno por uno, mostrando sus juegos de naipes en la elite 
chilena. Entre 2015 y 2016, Ponce Lerou intentó dilatar su salida de la dirección 
de SQM. Por un lado, Ponce Lerou era presidente de las sociedades “cascadas” 
que estructuran la compañía de litio; por otro lado, era el presidente del 
directorio de SQM. Cuando ya no pudo sostenerse más en los cargos, se inició 
una búsqueda de reemplazantes para cada cargo. Para tomar su sillón como 
presidente de las cascadas, Ponce Lerou eligió a Rafael Guilisasti, propietario de 
viña Concha y Toro, que fuera uno de los financistas de la campaña presidencial 
de Andrés Velasco. Guilisasti es un íntimo amigo de Enrique Correa, a quien 
conoce de los tiempos del MAPU, donde ambos fueron militantes. Para 
reemplazarlo en la presidencia del directorio de SQM, Ponce Lerou eligió a un 
hombre estrechamente vinculado al mundo del lobby. El seleccionado fue el 
presidente del directorio de Extend, el ingeniero Juan Antonio Guzmán Molinari. 


Así, en pocos meses, la industria del lobby se vio fuertemente vinculada a la 
crisis que atravesaban las dos empresas neurálgicas de la tormenta política: 
Penta y SQM. Délano integró a Extend y a Imaginacción a su comité de crisis. 
Ponce Lerou también recurrió a Correa para asesorarlo, y al presidente de 
Extend para tomar su sillón en SQM. Al poco andar, además, se publicó que 
Cristina Bitar, de la agencia de lobby Azerta, había sido citada a declarar en la 
causa Penta y luego también en la arista SQM en tanto jefa de campaña de 
Joaquín Lavín en 2005 y 2009. En el caso Penta, ella figura recibiendo dineros 
cobrados a través de boletas de la cuñada de Pablo Wagner, María Carolina de la 
Cerda, para pagar supuestos gastos de la campaña senatorial de 2009 de Joaquín 
Lavín. Su nombre también aparece vinculado a la empresa OXO Chile y a 
Asesorías e Inversiones Lima, una empresa que comparte con su padre, Lorenzo 
Bitar. La sociedad, que es representada legalmente por Cristina Bitar, emitió 
siete facturas a SQM por un total de $215 millones. Bitar fue citada a declarar 
dos veces, primero por Penta y después por SQM. En su primera presentación 
ante la Fiscalía fue interrogada por el fiscal Carlos Gajardo. Según publicó el 
sitio 24horas de TVN, Bitar declaró haber recibido pagos irregulares desde 


Penta: 


“Respecto del cheque de Carolina de la Cerda, me enteré de esto por la prensa 
hace algunos días, no lo recordaba. Solicité a mi banco información y he podido 
confirmar que el 7 de agosto de 2009 se depositó a mi cuenta corriente personal 
un cheque por $2.500.000, emitido por Carolina, a quien no conozco”. De esta 
forma, la directora Operacional y comunicacional de la campaña senatorial de 
Joaquín Lavin (UDI), Cristina Bitar, afirmó ante el fiscal Carlos Gajardo — 
quien investiga el Caso Penta— haber recibido dinero procedente de la cuñada 
del extitular de Minería Pablo Wagner. 


“Nunca hasta ahora habia visto ese cheque o al menos no tengo recuerdo de 
haberlo visto. Desde el comando deben haber avisado que estaba listo el cheque 
por la plata que me debía (...). No recuerdo qué gastos me fueron reembolsados”, 
precisó. Bitar agregó que, si bien no conocía a De la Cerda, “sí conocí a su 
hermana, con quien compartí en instancias sociales por ser la señora de Pablo 
Wagner, a quien conocía desde 2004, durante el periodo de campaña presidencial 
de Lavín”. En esta misma línea, Bitar explicó que “esos fondos tienen que haber 
sido para reembolsar gastos que yo había realizado para la campaña”. Fue en ese 
momento en donde la directora de campaña de Lavín mencionó a Ernesto Silva 
Bafalluy, el fallecido padre del actual presidente de la UDI. “En cosas menores 
yo incurría en gastos para la campaña y Ernesto Silva Bafalluy me lo devolvía 
(...). Todo el tema de la rendición de los dineros yo lo veía con Ernesto Silva 
Bafalluy. Yo le acompañaba a Silva Bafalluy los comprobantes de todos los 
gastos y Ernesto me reembolsó cada uno de esos gastos”, declaró. Bitar llegó a 
declarar al Ministerio Público de manera voluntaria por el Caso Penta, luego que 
De la Cerda reconociera que emitió boletas ideológicamente falsas a la empresa 
SQM en 2009 por “asesorías financieras” inexistentes, cuyo pago fue transferido 
a su cuenta bancaria. No obstante, Bitar señaló al fiscal Gajardo desconocer que 
los fondos provinieran de las empresas Soquimich y se desmarcó de los temas de 
financiamiento de la campaña senatorial del candidato de la UDI. “Ignoro 
absolutamente los temas de financiamiento de la campaña de Joaquín Lavín. 
Esos temas los veía Ernesto Silva Bafalluy. Tampoco supe que estos fondos 
tuvieran su origen en la empresa Soquimich. Nunca participé de alguna reunión 
con los controladores de Soquimich ni con ninguna otra empresa para pedir 


fondos para la campaña de Joaquín Lavín ni para ninguna otra”, aseguró", 


Esta primera declaración ocurrió en enero de 2015, cuando la atención se 
centraba en el caso Penta y recién explotaba el caso SQM. En abril de ese año, 
Cristina Bitar volvería a prestar declaración, esta vez enfocada en el caso SQM. 
Si bien estuvo tres horas en esta diligencia, la prensa informó que Bitar se acogió 
a su derecho de guardar silencio ante el fiscal”, Pese a este silencio, la prensa 
ha logrado seguir la pista a algunos movimientos financieros vinculados a las 
empresas de Bitar y su padre. La periodista María Olivia Monckeberg, en su 
libro La máquina de defraudar, se detiene a analizar estos movimientos 
financieros. Así desglosa algunas operaciones registradas en Inversiones Lima: 


Curiosamente, la firma manifestó una serie de movimientos legales — 
registrados en el Diario Oficial— el 8 de enero de 2015, justo cuando el caso 
Soquimich empezaba a ser investigado. Hasta esa fecha, la dueña y gerenta 
general de esa sociedad era Cristina Bitar, a través la sociedad Oxo Chile 
Limitada. Ese día ella y su padre —socio minoritario— se salieron de Oxo y 
quedaron como personas naturales y luego traspasaron sus acciones a Agusta 
Asesorías Legales Limitada, una firma que tiene domicilio en Américo Vespucio 
1090, que los habría reemplazado en la propiedad. Casi en forma simultánea se 
produjeron unos extraños movimientos en torno a esta sociedad de papel que 
dejaron su huella en las escrituras públicas: se produjeron retiros significativos 
—cercanos a los trescientos millones de pesos—, así como un aumento de 
Capital aún superior. Esos movimientos en Inversiones Lima podrían estar 
relacionados con una estrategia frente a los posibles cargos por los pagos de 
SQM"7, 


Como decíamos, Bitar no sería la única lobbista citada a declarar. A mediados de 
febrero de 2016, la fiscal Carmen Gloria Segura envió un oficio al SII sobre 
antecedentes de delitos tributarios. En dicho documento se detalla la emisión de 
facturas de la empresa Creatika Comunicación Digital, de propiedad del 
periodista Claudio Canales, a la empresa Kybalion Estratégica Consultores y a la 
empresa Imaginacción Estratégica Consultores. Según consigna El Mostrador, 


Canales confirmó una triangulación con el PPD. En su declaración ante la 
fiscalía señaló además al director del Museo de la Memoria, Roberto Brodsky, 
como la persona que le solicitó facturar a Imaginacción: 


Según el testimonio del dueño de Creatika Comunicaciones Digital, el periodista 
Claudio Canales Jaramillo, esto fue en 2011 y en el marco de unos trabajos que 
efectuó para el PPD, consistentes en asesorías a la página web del partido, con 
un costo de 8,5 millones de pesos. Pero a la hora de entregar la factura, le 
pidieron que no la hiciera a nombre de la tienda, sino que la enviara a la 
consultora Imaginacción. 


La declaración de Canales, que se encuentra en reserva, detalla que quien le 
pidió facturar a la empresa de Correa fue el PPD Ricardo Brodsky, ex director 
ejecutivo del Museo de la Memoria y los Derechos Humanos. Al respecto, 
Brodsky señaló a este medio no recordar esa situación”, 


Esta hebra le costó su puesto a Brodsky, quien debió dejar su cargo en el Museo 
de la Memoria. Toda esa operación de triangulación entre el financiamiento de 
SQM y los servicios prestados al PPD ocurrió bajo la presidencia partidaria de 
Carolina Tohá, quien ha enfrentado duros cuestionamientos desde que se conoció 
la noticia. A raíz de esta arista, a Enrique Correa se le solicitaron detalles sobre 
cuarenta y dos contratos entre Imaginacción y SQM. No solo eso: el SII también 
le solicitó entregar información respecto a la boleta por quince millones de pesos 
emitida en 2013 por el lobbista y que Inversiones Caburgua, del Grupo Said, 
rectificó ante el SII por tratarse de un documento ideológicamente falso. Pese a 
la citación, Correa no llegó a declarar. Así lo informó radio Bio-Bio a través de 
su plataforma digital: 


Pese a que el SII citó a declarar a Enrique Correa por boletas de Imaginacción 
para pagar servicios al PPD, el lobbista no acudió y solo se remitió a entregar 
antecedentes respecto de los hechos. Esto en el marco de la investigación en 
torno al pago por servicios prestados a la empresa Creatika, del periodista 


Claudio Canales, por la implementación de una página web para la colectividad, 
Canales declaró en la Fiscalía, donde se investiga el caso SQM, que estos 
trabajos fueron acordados con la actual alcaldesa de Santiago, Carolina Tohá, por 
ese entonces presidenta del PPD. 


Sin embargo, en su testimonio el profesional también dijo que posterior al 
trabajo, se le pidió emitir las boletas de pago a nombre de las firmas Kybalion, 
del exembajador en Paraguay y militante PPD Alejandro Bahamondes, y otra a 
Imaginacción, la consultora de lobby y comunicación estratégica de Enrique 
Correa. El abogado de Ciudadano Inteligente, Mauricio Daza, lamentó que el 
exministro no acudiera a declarar, asegurando que esperan que el Ministerio 
Público lo cite para indagar los movimientos de dinero que este haya realizado 
de manera personal y con su empresa!” 


Enrique Correa no ha vuelto a ser citado a declarar ni por el SII ni por la 
Fiscalía. Esto, pese a las peticiones de Mauricio Daza, abogado de Ciudadano 
Inteligente, que se ha vinculado como querellante en las causas de 
financiamiento ilegal de la política. Con todo, la imagen de Correa, que otrora 
fuera un tótem de la centro-izquierda chilena, en menos de dos años se ha vuelto 
incómoda para algunos sectores de la elite. Su influencia, sin embargo, no ha 
decaído. Eso sí, la tormenta política que atraviesa el país le ha asestado a Correa 
varias derrotas simbólicas. Probablemente la más cruda de ellas fue la que 
involucró al exministro Jorge Insunza, quien fuera nombrado por Bachelet a 
cargo de Segpres y tuviera que renunciar a los pocos días. 


La caída de los hijos pródigos 


La primera semana de mayo de 2015, Canal 13 emitió una serie de entrevistas 
realizadas por Mario Kreutzberger, Don Francisco, a los expresidentes Lagos y 
Piñera y a la presidenta Bachelet. El tópico de estos diálogos fue la profunda 
crisis que vivía el país. En la última emisión, Bachelet le confesó a Don 


Francisco que realizaría un cambio de gabinete. La presidenta se dio un plazo de 
setenta y dos horas para concretar este anuncio. “Yo no quiero hacer cosas que 
resulten más mal”, dijo para justificar el tiempo que se daba para reflexionar. 


Insunza: auge y caída 


El ajuste se efectuó dentro del plazo e involucró un cambio sustantivo. Dentro de 
los cambios más significativos, Bachelet le pidió la renuncia a quien era 
percibido, hasta entonces, como su delfín político o su hijo pródigo. El ministro 
del Interior, Rodrigo Peñailillo, se encontraba bajo la lupa de la Fiscalía y de la 
opinión pública por el financiamiento irregular de la campaña de Bachelet, con 
dineros provenientes de SQM. En lugar de Peñailillo, la presidenta nombró a 
Jorge Burgos (DC) como ministro del Interior. La salida de Peñailillo no fue el 
único cambio relevante; Bachelet también removió al redactor de su programa 
de gobierno, el economista Alberto Arenas, quien fue reemplazado por Rodrigo 
Valdés. También sustituyó a su ministro vocero, el socialista Álvaro Elizalde, por 
otro socialista: el exembajador en Argentina Marcelo Díaz. Y en el cargo de 
Segpres, Bachelet decidió remover a Ximena Rincón, a quien envió al Ministerio 
del Trabajo. El puesto de Segpres suponía un cargo trascendental en el nuevo 
ciclo del Gobierno, pues el nuevo ministro tendría a su cargo la gestión de las 
reformas propuestas por la Comisión Engel. Esta nueva agenda, vinculada a la 
transparencia y la probidad, hacía pensar que Bachelet elegiría un nombre 
cercano al mundo de la sociedad civil o bien a un exparlamentario con amplias 
redes en el Congreso. No fue ni lo uno ni lo otro. El impacto del nombramiento 
de Jorge Insunza como ministro Secretario General de la Presidencia caló 
profundo en los medios y en la elite política. Sin embargo, su historia no hacía 
presagiar su destino. 


Jorge Insunza es hijo de Jorge Insunza Becker y Magda Gregorio de las Heras. 
Su padre es un reconocido militante comunista, ícono del partido durante la 
dictadura. Su madre es descendiente directa de uno de los héroes patriotas de la 
Batalla de Maipú. En su juventud, siguiendo a su padre, Jorge Insunza también 
militó en el Partido Comunista, donde se instruyó en literatura leninista y 


gramsciana. La mayoría de sus estudios escolares los realizó en el Liceo 
Experimental Manuel de Salas, del cual fue expulsado en agosto de 1984 por 
organizar actividades políticas. Una vez expulsado, se matricula en el Liceo 
Valentín Letelier de Recoleta. En medio de una toma, es víctima de un intento de 
secuestro por parte de la Central Nacional de Informaciones (CNT) que lo obligó 
a huir a Argentina, donde se mantuvo en la clandestinidad durante seis meses. En 
su regreso a Chile, estudió Derecho en la Universidad Diego Portales y, 
finalmente, en la Universidad Bolivariana de Chile. 


Su vida profesional comienza en los noventa en la consultora Civitas, del 
exministro de Pinochet Francisco Javier Cuadra. En 1996 se independiza y 
forma Sistema Consultores, donde logra cierto renombre como diseñador de 
estrategias y comunicación. Fue asesor y diseñador de las campañas 
parlamentarias de Patricio Hales en 1997 y de Fernando Flores en 2001. 
También realizó asesorías políticas a los presidentes Eduardo Frei y Ricardo 
Lagos, a los ministerios de Hacienda y Salud y a la Cámara de Diputados. 
Además, fue colaborador de Sergio Bitar en la redacción de sus discursos 
políticos. En 1998 trabajó para el senador Fernando Flores como traductor de 
uno de sus libros. Por ende, sus vínculos políticos son amplios y densos. 


En 1996, Insunza decidió inscribirse en el PPD, donde inició una rápida carrera 
que pronto lo transformó en uno de los cuadros más dotados del partido. En los 
años siguientes, fue integrándose a las diversas comisiones de trabajo interno, 
hasta llegar, a comienzos de los 2000, a la Comisión Política del PPD. Desde ahí, 
su salto a la Cámara de Diputados era cuestión de tiempo. En las elecciones 
parlamentarias de diciembre de 2005 fue elegido diputado por el antiguo distrito 
28, integrado por las comunas de Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda y San Miguel. 
Durante su gestión, integró las comisiones permanentes de Familia, Vivienda, 
Ciencia y Hacienda. Junto con eso, participó en las comisiones investigadoras 
sobre casinos de juego, sobre platas públicas entregadas a la Corporación de 
Desarrollo de Arica y Parinacota (Cordap) y sobre Codelco Chile. Insunza fue 
quien presidió la comisión investigadora sobre Codelco. 


Para las elecciones parlamentarias de diciembre de 2009, se presentó a la 
reelección por el mismo distrito. Allí, fue derrotado por la amplia votación del 
secretario general del Partido Comunista, Guillermo Teillier. Y aunque Insunza 
obtuvo un 24% de los votos, no resultó electo por obra y gracia del sistema 
binominal. Así, a partir de 2010, se vio obligado a privatizarse, aunque se 
mantuvo activo en su vida partidaria. En paralelo a su trabajo como dirigente, 
ingresó a trabajar a Imaginacción Consultores, donde construyó un estrecho 
vínculo con Enrique Correa Ríos y su hijo Carlos Correa Bau. En Imaginaccion, 
Insunza se desempeñó como gerente de Comunicación Estratégica, donde jugó 
un papel importante durante la crisis de Saieh cuando los problemas de SMU 
salpicaron a CorpBanca. También estuvo vinculado a TVN, cuando fue parte del 
equipo que asesoró a Mauro Valdés, director nombrado por Sebastián Piñera en 
el canal estatal. En Imaginacción, se volvió rápidamente un ágil ejecutivo que 
aprendió de Enrique Correa y tomó contacto con buena parte de los ejecutivos 
más influyentes del país. Sus redes políticas hicieron más simple esa tarea. 


En paralelo a su trabajo como ejecutivo de Imaginacción, Insunza se mantuvo 
como un influyente militante del PPD, llegando a ser parte del equipo 
negociador del partido para configurar la planilla parlamentaria de la Nueva 
Mayoría en 2013. En ese contexto, consiguió para sí mismo el cupo por el 
antiguo distrito 9 de Vallenar. Sin renunciar a Imaginacción, se lanzó a competir 
por este escaño durante todo el año 2013, consiguiendo su objetivo de doblar a la 
derecha en conjunto con Luis Lemus, del Partido Socialista. Así, Insunza se 
mantuvo en Imaginacción hasta febrero de 2014, jurando como diputado al mes 
siguiente, en marzo de 2014. Llama la atención que haya podido combinar estos 
roles en Imaginacción y en el PPD entre 2010 y 2013, como dirigente, 
negociador, candidato y diputado electo. 


La caída de Jorge Insunza, a menos de un mes de ser nombrado ministro, no se 
explica por sus vínculos con Imaginacción. Al inicio de junio de 2015, debió 
renunciar a su cargo luego que Codelco emitiera un informe donde se revelaron 
pagos por asesorías a Sistema Consultores, empresa de Insunza, por un monto 
superior a los trescientos mil dólares entre 1997 y 2014. También se dieron a 
conocer asesorías de otra de sus empresas, Vintus Consultores, a la minera 
Antofagasta Minerals —perteneciente al grupo Luksic— entre los años 2007 y 


2014, periodo en que presidía la Comisión de Minería en la Cámara de 
Diputados. Esto llevó a que políticos de oposición y de la Nueva Mayoría 
criticaran al ministro e incluso se le instara a renunciar. Durante largos días se 
recluyó en su oficina en La Moneda, mientras llovían titulares en su contra. Toda 
la prensa se volcó a pedir su cabeza y se volvió el símbolo de la combinación 
perversa entre dinero y política. Insunza, finalmente, renunció el 7 de junio, ante 
la expectación de los medios. El escándalo, para el Gobierno, representó un 
gravísimo error que hizo recordar la frase que Michelle Bachelet pronunciara 
ante Don Francisco: “Yo no quiero hacer cosas que resulten más mal”. 
Entendiendo la coyuntura, Insunza diseñó su propia estrategia de 
comunicaciones y salió a inmolarse en contra de la UDI, para proteger a 
Bachelet. Insunza enfrentó su caída con un discurso propio de un experto en 
“gestión de crisis”. La escenografía era inmejorable: el Patio de los Naranjos, un 
día domingo al caer la tarde. Así lo cubrió 24Horas: 


El 21 de junio de 2016 la Fiscalía Metropolitana Oriente de Chile inició una 
investigación por cohecho, negociación incompatible y delitos tributarios contra 
Insunza por las asesorías que realizó a Antofagasta Minerals, a través de su 
empresa, Virtus Consultores. Luego de una semana de cuestionamientos por 
parte de la oposición e incluso de algunas voces de la Nueva Mayoría por 
asesorías a Codelco y Antofagasta Minerals, Jorge Insunza anunció este 
domingo su renuncia al cargo de secretario general de la Presidencia. 


El ahora exministro comunicó su decisión a través de una declaración pública 
que realizó desde La Moneda, dejando su cargo a menos de un mes de asumir 
tras el masivo cambio de gabinete hecho por la presidenta Michelle Bachelet el 
pasado 11 de mayo. Insunza aseguró que “le he presentado mi renuncia a la 
presidenta Bachelet”, debido a que “si la fe pública es vulnerada, la soberanía 
debe volver a su fuente, para restituir la confianza”. “Lamento profundamente 
haberle causado un problema, me comprometí a ayudarla en esta etapa”, añadió. 
Además, aseguró que “mi lealtad hacia ella (Bachelet) pasa ahora por mi 
renuncia y dejarla libertad para tomar las mejores decisiones”. Insunza reconoció 
que la sociedad actualmente es más exigente que antaño, aseverando que, en sus 
asesorías, “no hubo ilegalidad alguna, pero se nos exige más que eso”. El 
exministro fue autocrítico, pero también mandó un mensaje a la oposición: “Lo 


que no voy a aceptar es darle autoridad a la UDI para atacarme y a través mío 
atacar a la presidencia”. Finalmente, Insunza cerró sin aceptar preguntas de la 
prensa y diciendo que “salgo con la conciencia limpia y la convicción de que 
esto es lo mejor para Chile”180, 


Peñailillo: caída y rescate 


La salida de Rodrigo Peñailillo del Gobierno no causó mayor sorpresa, pues su 
nombre parecía sentenciado. Desde que se conocieron los pagos de SQM y otras 
empresas para una supuesta precampaña de Bachelet, la opinión pública condenó 
al joven jefe de Gabinete, que parecía encarnar la meritocracia en su máximo 
esplendor. Proveniente del sur de Chile, de una familia modesta, Peñailillo había 
logrado llegar a ser el ministro más poderoso del Gobierno más transformador de 
los últimos cuarenta años. Su cercanía personal a Bachelet era innegable, pues 
venía de ser un estrecho asesor en el segundo piso del primer Gobierno. Así, 
Peñailillo representaba el rol de las emociones y la confianza en el discurso de 
Bachelet. Peñailillo hacía carne el “relato” que buscaba instalar el bacheletismo. 
Su caída, entonces, fue un misil a la línea de flotación de la primera mandataria. 
Más encima, el escándalo involucraba la supuesta precampaña de Bachelet. Era 
un cóctel mortal que no podía sino terminar con Peñailillo fuera del gabinete y 
excomulgado del círculo íntimo de la presidenta. 


A las pocas horas de su salida del Gobierno, Peñailillo recibió una oferta del 
PPD para ocupar el cupo parlamentario de Jorge Insunza, que había pasado al 
Ejecutivo. Sin embargo, Peñailillo desechó la oferta. Desde entonces, enfrentó 
duras críticas desde diversos dirigentes, como Pepe Auth, quien dijo que 
respecto de Peñailillo pensaba que “lo peor estaba por venir”. Para enfrentar esta 
crisis personal, esta pérdida de poder súbita, Peñailillo no encontró muchos 
interesados en ayudarlo. Cuando la nube negra se había instalado en su vida, 
cuando no se veía salida ni rescate a la vista, apareció un salvador. Al igual 
como había hecho en 2003, cuando auxilió a Carlos Cruz, Correa acudió al 
rescate de Rodrigo Peñailillo. En su peor momento, Peñailillo recibió el llamado 
de Enrique Correa, que fue quien le extendió una mano para coordinar su 


defensa, en conjunto con el abogado Gabriel Zaliasnik. Así lo informaba El 
Mercurio, en mayo de 2015: 


La noche del martes, pocas horas antes de que Giorgio Martelli realizara su 
primera declaración ante el fiscal Sabas Chahuán, el abogado Gabriel Zaliasnik y 
el presidente de la consultora Imaginacción, Enrique Correa, llegaron hasta la 
casa del exministro del Interior Rodrigo Peñailillo, en La Reina. Según 
confirmaron cercanos al ex secretario de Estado que supieron del encuentro, en 
la reunión se analizaron los posibles escenarios jurídicos y políticos que podría 
enfrentar Peñailillo, luego que se conociese de las boletas que emitió a Asesoría 
y Negocios SpA, firma de Martelli investigada por los pagos de SQM, de 
acuerdo a lo informado por El Mercurio. En el PPD dan por hecho que el ex 
secretario de Estado sería citado a declarar por Chahuán. Respecto de Correa se 
indica que ha mantenido permanente contacto con el ex jefe de Gabinete, al igual 
que el consultor senior de Imaginacción y exjefe de la Secretaría de 
Comunicaciones (Secom), Juan Carvajal'*?, 


A partir de estos encuentros, se acordó que Peñailillo tendría una oficina propia 
en Imaginacción, cuyas instalaciones se ubican en avenida Providencia. No es 
claro el rol que ocupó el “consultor” Peñailillo en la compañía. Lo que sí es 
nítido es el compromiso público que Enrique Correa tomó en la defensa de 
Peñailillo. En una intervención, dijo ser “muy amigo” del exministro y en un 
intento de defensa señaló: “Los hechos mismos van a demostrar que no cometió 
delito alguno y la vida va a demostrar que todo lo que hizo tuvo un sentido 
político y no personal”, aseguró Correa en una entrevista a El Mercurio en julio 
de 2015. Llama la atención la defensa cerrada que realiza Correa de la figura de 
Peñailillo: 


“Somos muy amigos”, dijo, enfatizando que por la misma razón “le voy a ayudar 
en todo lo que necesite”. “Una persona con una honestidad y una probidad a toda 
prueba, como dijo el expresidente (Ricardo) Lagos. Rodrigo fue un hombre 
honesto, colaborador, leal, un amigo fiel y un político de mucho futuro”. 


Geo 


“Los informes existieron y él los mostró en algún momento, pero creo que esa 
no es la discusión ahora. Yo tengo dos impresiones: una es que todo lo que 
Rodrigo hizo antes de ser ministro tuvo un sentido político y no personal. En 
segundo lugar, naturalmente que el Ministerio Público deberá investigar todo lo 
que estime necesario, pero a corto andar se va a demostrar que Rodrigo 
Peñailillo no ha cometido delito alguno”**2, 


Esta defensa se prolongó por varios meses, tiempo en que Peñailillo ocupó una 
oficina en las instalaciones de Imaginacción. Tras un período de silencio, se supo 
que, finalmente, el exministro recalaría como investigador en Flacso. No fueron 
pocos quienes vieron en esto una gestión de Correa para colocar a Peñailillo en 
Flacso, dada su cercanía histórica con la institución. El Mostrador realizó un 
reportaje sobre el “aterrizaje” de Peñailillo en Flacso: 


Según una fuente que trabajó en Flacso, el objetivo de fondo tras su llegada a la 
ONG es “ubicarle una cancha de aterrizaje” al exministro de Interior, “para 
evitar que caiga en la desesperación producto de lo que considera ataques de 
Ana Lya Uriarte, a quien se apunta por la información trascendida de que se 
había enriquecido personalmente con los dineros de SQM. Esto fue un aterrizaje 
en un lugar que no es una institución pública pero que sí recibe financiamiento 
público para sus investigaciones. Es una forma indirecta de pagarle un sueldo y 
además es una buena jugada, porque Flacso le da cancha para tener cierto nivel 
de aparición y contacto con personas del mundo político”. Sin embargo, el 
director del organismo, Ángel Flisfisch, señala que la incorporación de Peñailillo 
se debe a que “está en un proyecto que se está elaborando, ya que nosotros 
estamos trabajando en temas de regionalización y además lo consideramos 
porque fue ministro del Interior”*83, 


De esta forma, dos de los principales afectados por la crisis política están 
vinculado íntimamente con Enrique Correa e Imaginacción. El rol de Correa en 


la crisis, sin embargo, no terminaría allí. Durante los meses siguientes, se dedicó 
a emitir declaraciones donde le “baja el perfil” a la crisis. A partir de los 
primeros meses de 2015, se observa una clara estrategia de parte de algunos 
miembros de la elite por “bajarle el perfil” a la crisis política que atravesamos. 
En la puesta en escena de este guion, algunos personajes vinculados a la 
industria del lobby han tenido gran protagonismo. Es como si las empresas de 
comunicación estratégica estuvieran realizando la “gestión de crisis” de la 
tormenta que azota la república. Esta ha sido la estrategia de personas como 
Enrique Correa y Eugenio Tironi. 


Gestión de la crisis: 


Bajarle el perfil 


Ya en abril de 2015, Tironi señalaba que había “una especie de histeria en la 
clase dirigente” a propósito de los escándalos sobre dinero y política. En una 
entrevista con CNN Chile, Tironi sostuvo que la crisis estaba 
“sobredimensionada”. Según el sociólogo, lo que hay detrás de la crisis sobre 
financiamiento de la política es que el “núcleo dirigente” hoy se ve enfrentado a 
la realidad del sistema, “hoy día nos sentimos como si el mundo se hubiera 
acabado, porque simplemente están viviendo la misma suerte que vive cualquier 
chileno”, 


Prácticamente, el mismo discurso que ha tenido Enrique Correa, aunque el 
exministro ha ido incluso más lejos. En una entrevista con La Tercera, Correa 
señaló que “el financiamiento ilegal no es corrupción”. Esta declaración despertó 
duras críticas en la opinión pública. La entrevista, realizada por el periodista 
Francisco Artaza, dio oportunidad también para que Correa hablara sobre la 
aplicación de la ley del lobby. A continuación, algunas de las preguntas más 
relevantes de la entrevista: 


—Recientemente se cumplió un año de la Ley del Lobby y ya se habla de una 
serie de falencias. ¿Se puede afirmar que el lobby en Chile es todo lo 
transparente que debiera? 


Se ha hecho un gran avance en tener mayor transparencia en las audiencias 
públicas, pero nosotros no vamos a renunciar a trabajar, a crear conciencia, para 
que exista un registro de lobbistas. Solo cuando tengamos una ley que contemple 
un registro de lobbistas esto va a ser plenamente transparente. 


—En este clima de desconfianza dentro del país, ¿cuán costoso o beneficioso es 
para alguien como usted el aparecer vinculado como asesor en los casos de alto 
impacto, consolidando la imagen de que es el amigo de los más poderosos del 
país? 


Trabajamos en una actividad regulada, bajo una normativa que nosotros mismos 
contribuimos a construir y en la que esperamos que haya más regulaciones. 
Nosotros hacemos nuestro trabajo profesional. No andamos por los pasillos 
pensando en lo poderosos o no que somos. 


—¿Cree que la gente entiende lo que es su trabajo como lobbista? 


Estamos en una fase de acomodo y coincidió con una etapa de desconfianza 
difícil, pero ya se normalizará. 


—¿Cómo ve usted, que ha estado acostumbrado a trabajar con esos dos mundos 
—sobre todo en temas de crisis—, las posibilidades para revertir el escenario de 
desconfianza que se ha instalado? 


Efectivamente, tenemos una crisis de confianza grande al interior de las elites y 
de la ciudadanía respecto de las elites. Siento que hay que reconstruir la 
confianza del empresariado hacia el Gobierno. La confianza entre el 
empresariado y el Gobierno es la madre de todas las confianzas y tiene un 
impacto en la gente. Cada vez que se ha trizado, se ha debilitado o derechamente 
se ha quebrado, es el país el que ha sufrido. 


—La condena a Jovino Novoa, aunque por juicio abreviado, marca para 
algunos un antes y un después en las investigaciones por irregularidades en el 
financiamiento ilegal de la política. ¿Cree que pueda tener implicancias para el 
resto de las investigaciones, sobre todo para lo relacionado con SQM, donde se 
ha visto afectada la Nueva Mayoría? 


Hay que mirar con serenidad el curso del proceso judicial. En tres meses más 
deberíamos conocer la proporción de todo lo ocurrido, los acuerdos alcanzados 
con la Fiscalía, los nombres de los formalizados y de quiénes van a ser incluidos 
en la acusación. Tengo la impresión de que los procesos judiciales ya tomaron su 
cauce más normal y no veo más dramatismo. Hay que esperar que el Ministerio 
Público haga bien su trabajo. El nuevo fiscal nacional, Jorge Abbott, ya lo ha 
dicho al criticar la gravedad que tienen las filtraciones. No hay peor lesión a los 
derechos al acusado que la filtración de la investigación, porque anticipa 
condenas de los medios de comunicación de mucha gravedad. Creo que en estos 
casos nos hemos autoinferido un daño muy grande. 


—¿A qué se refiere? 


A que al aceptar que estos casos sean calificados de corrupción pura y simple 
nos hemos autoinferido un daño muy grande. Hay una distinción muy profunda 
que hacer en lo que entendemos en el lenguaje común como corrupción y el 
tema del financiamiento de la política. Es claro que el financiamiento de la 


política debe ser reformado, que debemos cerrar definitivamente esos espacios 
que permitieron formas irregulares, engañosas, informales —póngale el nombre 
que quiera— de financiamiento político, pero no es corrupción. La corrupción 
supone el intento de enriquecimiento personal ilícito y eso es distinto a lo que 
pasó en los casos de financiamiento de campañas. No estoy diciendo que las 
cosas estuvieron bien hechas, ni que no se debe legislar para cambiarlas. Pero 
habernos autoinferido este daño como país al decir que todo esto era corrupción, 
el que la propia elite transmitiera a la gente que todos son corruptos, fue un gran 
error. 


—¿La cooptación de dirigentes políticos por parte de empresarios mediante el 
financiamiento de sus campañas no es acaso corrupción? 


En muchos países hay financiamiento privado de la política. Y para los casos de 
cooptación por parte de privados, de políticos o funcionarios públicos existe otra 
figura penal que sanciona esos hechos y es el cohecho. Pero son casos distintos. 

Por eso, insisto, el que nosotros mismos nos autoinferimos un daño muy grande 

al permitir que se asimilara los casos de financiamiento irregular de la política a 

corrupción. Fue un error muy grave!®, 


Las preguntas seleccionadas dan cuenta de la visión de Correa sobre el conflicto 
que atraviesa el país. Según la mirada del exministro, el asunto no es tan grave 
como pareciera, pues el financiamiento irregular de la política no es corrupción 
“pura y simple”. Sugiere que la elite se ha autoinfligido una herida al igualar 
corrupción con financiamiento ilegal de las campañas. Todo se trata, piensa 
Correa, de reactivar las confianzas entre la ciudadanía y las elites. En el límite 
está el derecho penal, sostiene Correa, con la figura del cohecho. 


A los pocos meses de esta entrevista, la figura del cohecho se volvió familiar en 
la prensa. Primero fue Jaime Orpis, Senador UDI por Iquique. Luego, vino el 
nombre del exministro Pablo Longueira (UDI), quien también fue formalizado 
por cohecho. Pocos días antes de la audiencia de formalización, Enrique Correa 


salió en defensa de Longueira. En una entrevista con The Clinic señaló, entre 
otras frases destacadas, que el “exministro Longueira ha prestado grandes 
servicios al país”. El contexto de esto no es menor, pues Longueira era acusado 
de cohecho por haber recibido “instrucciones” y “prebendas” de parte de 
empresas privadas. En su entrevista con The Clinic, Correa no vacila en defender 
y justificar el actuar de Longueira: 


—Y respecto de Pablo Longueira y los hechos que se han conocido, ¿sigue 
opinando que en el financiamiento de la política no necesariamente hay 
corrupción? 


Creo que todos los temas tienen que ser examinados por los tribunales y por los 
fiscales. Siempre me he atenido a la definición clásica de la corrupción, es decir, 
aquella que está vinculada al enriquecimiento. En la medida que lo que se está 
investigando es una forma de financiar la política, que tiene que ser reformada y 
que no puede seguir igual, creo que los propios políticos se autoinfieren un 
inmenso daño al calificar todo el financiamiento como corrupción. Cosa distinta 
son los casos en los cuales los fiscales investigan otros delitos, que tienen que 
probar por lo demás, como por ejemplo el cohecho. Pero ya que usted me 
nombra a Pablo Longueira y a Carlos Ominami, en todos estos casos hay que 
tener en cuenta dos conceptos que constituyen una totalidad: Nadie está por 
encima de la ley, ni siquiera Lula en Brasil, y todos tienen derecho a la 
presunción de inocencia. La ley es para todos. 


—De acuerdo a los hechos que se conocieron de Longueira y lo diligente que 
era con Contesse. ¿Tiene alguna opinión? 


Tiene que estar sometido a la investigación del fiscal. Ahora la verdad es que en 
otras ocasiones, probablemente de otro modo, siempre se ha consultado a las 
empresas sus opiniones. Recuerdo cuando hicimos la primera ley de 
telecomunicaciones con el ministro Boeninger y establecimos un amplio 
mecanismo de consulta con las empresas. Recuerde que en esas primeras leyes, 


que había que dividir entre llamadas de larga distancia, internacionales y 
nacionales, teníamos que ir generando más espacios para la competencia. En 
general siempre se ha tenido el hábito de consultar. 


—Pero era más formal la consulta. 


Es probable. Pero lo que le estoy diciendo es que no constituye un hecho tan 
extraordinario que se consulte a una empresa privada que le concierne. Otra cosa 
es cómo el Estado resuelve y las leyes no son de los senadores, son del 
Gobierno. Y esa ley (Royalty) fue firmada por el presidente de la República. Si 
los parlamentarios estiman que hay que volver a mirar la ley, hay un mecanismo 
que se llama reforma, pero es un asunto que está examinando el fiscal. Ahora, 
los hechos que usted dice están siendo investigados y la defensa del exministro 
Longueira tendrá que presentar sus descargos y sus explicaciones. Pero eso no es 
razón para olvidar que, en su momento, el exsenador y exministro Longueira 
prestó grandes servicios al país. Porque la vida es así, pues, solo los integristas 
consideran que esta es una lucha eterna entre el mal y el bien. Hay asuntos que 
tienen que ver con la investigación que está en curso y Pablo Longueira tiene 
derecho a la defensa y a la presunción de inocencia, pero eso no borra los 
servicios que le prestó al país en su momento en la crisis que tuvimos con el 
MOP-Gate y en otros momentos cuando hubo problemas con la inscripción de la 
Democracia Cristiana. Creo que él fue parte de un esfuerzo por hacer de este un 
pais en el que podíamos convivir!®. 


En esta entrevista del periodista Pablo Basadre, Correa sostiene que Longueira 
es un alto servidor público, cuyos servicios al país no pueden ser olvidados. Al 
mismo tiempo, dice que los entendimientos entre Longueira y empresas privadas 
no es algo ajeno a la lógica de la transición. Según Correa, desde el gobierno de 
Aylwin en adelante ha habido un entendimiento fluido con el empresariado. 
Coloca como ejemplo la ley de telecomunicaciones que abrió el multicarrier en 
el país. Esta lógica, de consultar con los privados, sería el germen, según Correa, 
de los entendimientos que ha ido desarrollando la clase política con la clase 
empresarial. La defensa de Correa es moral, estableciendo un estándar que toda 


la elite compartiría. Un rol “sacerdotal” que recuerda a su formación teológica. 


Estas tesis colocaron a Correa en el centro de las críticas de destacados 
dirigentes y analistas. Así, por ejemplo, desde el Partido Socialista recibió fuego 
amigo de parte de Camilo Escalona, quien señaló que Enrique Correa 
perjudicaba a la Nueva Mayoría: 


—¿Por qué cree que su caso ha perjudicado también a la Nueva Mayoría? 


Es que él ha facilitado la injerencia de Ponce Lerou en nuestras filas. Es de las 
personas que generaron estos vínculos en el inicio de esta relación equívoca. 
Tiene una responsabilidad política ineludible. Precisamente, por lo que el país lo 
conoce. Porque él es una persona de una lucidez política que muchos le 
envidian. ¡Cómo iba a desconocer las consecuencias políticas que esto iba a 
producir!187 


Escalona no fue el único socialista en fustigar a Correa. Antes lo había hecho 
Alfredo Joignant, quien, en una columna en La Segunda publicada en octubre de 
2014, cuestionó el vínculo entre Imaginacción y Penta. Dice Joignant en uno de 
los párrafos más duros de su texto, donde critica que Correa y Carvajal se hayan 
dedicado a generar un sentido común para exculpar a Penta: 


Es a la edificación de ese sentido común a la que han contribuido Enrique Correa 
y Juan Carvajal, provenientes de la Nueva Mayoría, que aceptaron asesorar al 
Grupo Penta en el contexto de un escándalo tributario aún en curso. Se trata de 
una contribución socialmente relevante, puesto que se refiere al proceso de 
sedimentación de creencias que, de volverse cultura, son muy difíciles de 
erradicar. (...) Más profunda y radicalmente, porque en este caso Correa y 
Carvajal participan de la construcción de un nefasto sentido común, 
proporcionando verosimilitud al juicio de que “todos son iguales y se benefician 


por igual”, etapa anterior al “que se vayan todos”188, 


Las críticas contra Correa también involucran su presencia en la Fundación 
Salvador Allende, donde ejerció como vicepresidente hasta el segundo semestre 
de 2016. Tal como hicieron Joignant y luego Escalona, muchos de los críticos de 
Correa le reclaman por colocarse al servicio de clientes, para los cuales debe 
generar tesis políticas y comunicacionales, que atentan contras los principios 
políticos que dice defender. En el caso de las críticas de Joignant, el encargado 
de contestarle fue Moisés Valenzuela, uno de los hombres fuertes de 
Imaginacción. En una entrevista en radio Duna, Valenzuela le contestó a 
Joignant sin nombrarlo, insistiendo en que el tema del financiamiento irregular 
era generalizado en todos los sectores políticos. Además, aprovechó de aclarar 
que, para Penta, Imaginacción no prestaba servicios de lobby, sino de “gestión de 
crisis”: 


Moisés Valenzuela enfatizó que “lo que ocurre en este caso es que nosotros no 
fuimos contratados para hacer lobby particular, sino que fuimos contratados para 
hacer una gestión de crisis, para hacer un análisis de lo que está ocurriendo” y 
enfatizó que, independientemente de si el Pentagate afecta a un sector o a otro, lo 
grave es que termina dañando a todo el espectro político. “Yo creo que el 
financiamiento ilegal de la política, si esa es la arista de la cual conversamos, 
creo que es un tema que nos debiera preocupar mucho más a todos aquellos que 
creemos que la política en un país, para la democracia, tiene que funcionar bien, 
más que lo de un sector u otro. Yo creo que esto daña en general a toda la 
política. Creo que en la política no es bueno que se financie de una manera que 
no está contemplada en la ley, si es que este fuera el caso y finalmente los 
fiscales se lo demostraran a los jueces”, enfatiz61®. 


Abogados al rescate 


En la coyuntura de la crisis, los ejecutivos y los políticos señalados por los casos 


SQM y Penta recurrieron a un grupo de abogados muy acotado. Estos 
profesionales han sido protagonistas de diversas causas que han tocado a 
personajes con alta exposición pública. Tres abogados destacan especialmente: 
Jorge Bofill Genzsch, Julián López Masle y Ciro Colombara López. 


Jorge Bofill estudió en Valparaíso y luego se doctoró en Alemania. En los 
últimos quince años ha acumulado una vasta experiencia como abogado en 
resolución de conflictos, tanto civiles como penales, al igual que en 
investigaciones corporativas internas. Ha intervenido patrocinando querellas o 
asumiendo la defensa de clientes en varios de los casos de mayor connotación 
pública en materia de delitos económicos. También ha sido un activo actor en 
materia de arbitrajes con componentes internacionales, incluyendo casos 
seguidos ante el CIADI y la Cámara de Comercio Internacional. Suele ser 
elegido uno de los mejores abogados de Chile, según las encuestas de la revista 
Qué Pasa. En el ranking de abogados más influyentes, publicado en 2015, Bofill 
aparece en segundo lugar detrás de Jorge Carey. 


Durante una década, Bofill tuvo un estudio junto a su hermano, Octavio, y el 
abogado Pablo Mir. Rápidamente, el bufete Bofill & Mir destacó por su llegada 
en las elites empresariales y políticas. Gracias a este éxito, los Bofill fueron 
tentados por Andrés Jana y Rodrigo Hinzpeter para realizar una fusión entre 
Bofill & Mir y el estudio Álvarez, Hinzpeter & Jana. De esta fusión resultó uno 
de los estudios más poderosos del país, que contaba con conexiones 
transversales en todos los sectores. Pese al éxito económico, las personalidades 
de Bofill y sus nuevos socios no hicieron que la situación fuera fácil. Tras cinco 
años de sociedad, Jorge Bofill decidió retirarse del estudio fusionado. En 2013, 
decidió asociarse a Ricardo Escobar, sobrino de Ricardo Lagos. Además, tanto 
Bofill como Escobar son activos militantes de Ciudadanos, el partido político de 
Andrés Velasco Brañes. De hecho, durante 2016 se hizo costumbre que Andrés 
Velasco y Sebastián Sichel se reunieran con Bofill y Escobar en su estudio 
jurídico, ubicado en la calle Apoquindo, llegando a la esquina con Enrique 
Foster. Dentro de los clientes de Bofill & Escobar esta Julio Ponce Lerou por las 
diversas aristas del caso SQM, así como Pablo Alcalde, exgerente de La Polar. 
También representan al ex comandante en jefe del Ejército, Juan Emilio Cheyre, 
por su presunta participación en crímenes de lesa humanidad durante la 


dictadura. 


Julián López es otro destacado abogado, que enseña en dupla con Bofill en la 
Escuela de Derecho de la Universidad de Chile. Estudió en aquella institución y 
luego realizó un posgrado en la Universidad de Harvard. Durante más de una 
década fue socio de Davor Harasic, quien es decano de la Escuela de Derecho de 
la Universidad de Chile. En medio de la crisis, Harasic & López fueron 
contratados por los controladores de Penta, Carlos Alberto Délano y Carlos 
Eugenio Lavín. Al estallar el escándalo, López se sumó al comité de crisis que 
generó Délano, donde participaron, entre otros, las empresas de lobby 
Imaginacción y Extend. Durante el comienzo de la fase judicial del escándalo, 
Harasic se presentó como candidato a decano en Pío Nono. En la elección se 
enfrentó al constitucionalista Pablo Ruiz-Tagle Vial, socio del estudio de Carlos 
Larraín Peña. Luego de su triunfo, Harasic renunció a la representación de 
Délano y Lavín. Así, la tramitación judicial y las entrevistas recayeron sobre 
Julián López. 


En paralelo a su trabajo como litigante y académico, López es un activista del 
mundo liberal a través de Libertades Públicas, institución de la que fue fundador 
y director hasta el año 2010. En la academia, destaca su obra en conjunto con 
María Inés Horvitz, el manual Derecho procesal penal chileno, una explicación 
sistemática de las reglas que rigen el procedimiento punitivo en Chile. Esta obra 
suele ser manual de consulta en las universidades y en los cursos especializados. 
Bofill y López enseñan, además, en la Academia Judicial, donde se forman los 
magistrados de la República. Al igual que Jorge Bofill, Julián López es un activo 
militante de Ciudadanos. En el mundo gremial, Julián López es un activo 
dirigente dentro del Colegio de Abogados. En esta institución, fue una de las 
cabezas que pensaron el actual Código de Ética que rige a los profesionales 
colegiados. En octubre de 2016, López anunció su separación del estudio de 
Davor Harasic. 


Ciro Colombara es otro de los abogados mejor conectados de Chile. Estudió en 
la Universidad Católica y comenzó como procurador en el bufete del fundador 


de RN, Ricardo Rivadeneira. Entre 2000 y 2009, tuvo un bufete junto a Juan 
Pablo Olmedo, un abogado especializado en temas de transparencia, que dirigió 
la ONG Pro Acceso. Volvió al estudio de Rivadeneira, esta vez como socio, 
convertido en uno de los abogados más conocidos del medio nacional. En 
Rivadeneira, Colombara & Zegers se asoció con Ignacio Rivadeneira Hurtado, 
quien fue jefe de contenidos y estrecho asesor del expresidente Piñera. También 
se asoció con Rodrigo Zegers, destacado penalista, quien se encarga de la 
defensa de Santiago Valdés, uno de los principales funcionarios de Sebastián 
Piñera. Valdés es hijo de Fabio Valdés, amigo cercano de Piñera. En 2009, al 
mismo tiempo que trabajaba en Bancard, Santiago Valdés fue el administrador 
electoral de la campaña presidencial de Piñera. Era el hombre a cargo de la caja 
y de ver los flujos de dinero en la carrera presidencial. Un reportaje de Ciper lo 
consignó como el “ministro de Hacienda de la campaña”. En 2016, Santiago 
Valdés fue formalizado por delitos tributarios vinculados al financiamiento de la 
campaña de Piñera. Rodrigo Zegers, el socio de Colombara y Rivadeneira, es el 
encargado de defenderlo. 


En ese mismo estudio trabajó Ana Lya Uriarte, asesora clave de la presidenta 
Bachelet en el segundo piso. Colombara, en tanto, se encargó durante casi un 
año de la defensa de Marco Enríquez-Ominami. Sin embargo, el líder del PRO 
decidió contratar a otro abogado luego de ser formalizado por el caso SQM. La 
relación entre ambos data de 2009, cuando Colombara se volvió un estrecho 
colaborador del candidato presidencial. Fue parte de sus equipos programáticos 
y uno de sus voceros en los medios. 


En este mismo estudio jurídico figuraba el actual director del Instituto Nacional 
de Derechos Humanos, Branislav Marelic Rokov, quien es visto como uno de los 
“delfines” de Ciro Colombara. En agosto de 2016, Marelic dejó el bufete para 
abocarse a su trabajo en el INDH. 


La otra puerta giratoria 


Uno de los rasgos más sobresalientes de la crisis gatillada por los casos Penta y 
SQM es que puso en el tapete la llamada “puerta giratoria”, cual es el flujo de 
personeros clave entre lo público y lo privado, entre ministerios y directorios, 
entre instancias fiscalizadas y fiscalizadores. En el caso Penta, por ejemplo, se 
produjo el paso de Alfredo Moreno, excanciller del Gobierno de Piñera, hacia la 
presidencia del Banco Penta, en medio del escándalo por financiamiento 
irregular de la política. En el caso de SQM, se produjo el paso de Rafael 
Guilisasti desde la Corfo hacia SQM. Al iniciarse el segundo gobierno de 
Bachelet, Guilisasti fue nombrado como miembro del Consejo Directivo de 
Corfo. En esa condición, debió tomar decisiones sobre la investigación de SQM 
y sus sociedades cascadas donde había inversiones de Corfo, es decir, de todos 
los chilenos. La sorpresa vino en noviembre de 2015 cuando Guilisasti fue 
anunciado como el nuevo presidente de las cascadas de SQM. Como hemos 
dicho antes, Guilisasti es conocido por su pasado MAPU y su amistad con 
Enrique Correa. En el caso de SQM, se produce una segunda situación 
interesante que involucra al presidente del directorio de Extend, Juan Antonio 
Guzmán Molinari. La ley de lobby no contempla ninguna regla sobre puertas 
giratorias, ni inhabilidades ni incompatibilidades, por lo que Guzmán, Guilisasti 
y Moreno no cometieron ninguna ilegalidad. 


Tradicionalmente, el equilibrio entre la libertad de trabajo y el interés público se 
ha resuelto a través del establecimiento de un plazo legal en que el sujeto debe 
abstenerse de asumir puestos en organizaciones privadas. En inglés, este plazo se 
conoce como “cooling-off period” y su extensión varía dependiendo del país, 
aunque es posible encontrar una norma general de dos años. Por ejemplo, al 
asumir en 2009, el presidente Obama decretó un plazo de dos años y la misma 
regla es demandada por la ONG europea Alter-EU, conocida por su rol 
fiscalizador en instancias internacionales. La OCDE, en tanto, publicó en 2010 
un detallado informe sobre el fenómeno y recomendaciones sobre cómo 
abordarlo. En Chile, existe una regla en el inciso final del artículo 58 de la Ley 
Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado que establece 
un plazo legal de seis meses para funcionarios que emanan de instituciones 
regulatorias. 


En esta norma jurídica, la clave está en la noción “instituciones regulatorias”, 


que remite al artículo segundo del Decreto Ley N° 3.551, que establece que son 
instituciones fiscalizadoras la Fiscalía Nacional Económica, el Servicio Nacional 
de Aduanas, la Dirección del Trabajo y la Superintendencia de Seguridad Social. 
Esta lista es taxativa; esto es, no contempla una referencia genérica, sino 
específica. Solamente los entes listados en esa norma del decreto 3.551 pueden 
ser considerados “instituciones regulatorias”; por ende, solamente a esas 
autoridades específicas resulta aplicable la norma contenida en el artículo 58 de 
la Ley de Bases que establece, como vimos, un plazo legal de seis meses para 
funcionarios que emanan de “instituciones regulatorias”. De esta forma, ninguna 
otra autoridad pública se ve sujeta a la norma. 


Ciper Chile, en colaboración con el Centro de Investigación y Publicaciones de 
la Universidad Diego Portales, presentó un sitio web especializado en el control 
de las puertas giratorias. En ese sitio es posible encontrar dos niveles de 
conflictos de intereses. Las puertas amarillas un nivel intermedio y las puertas 
rojas un nivel alto, asemejando un semáforo. Los intereses, a Su vez, se agrupan 
en tres sectores: público, privado y un tercero formado por ONG, universidades 
y otras organizaciones. Dentro de las puertas rojas, Ciper y la UDP incluyen al 
exministro Andrés Chadwick, quien pasó del gabinete a una consultora. Se 
recuerda también el caso del exministro Fernando Echeverría, quien debió 
renunciar al Ministerio de Energía luego de que se conociera que su constructora 
prestaba servicios a empresas energéticas. En la misma área se menciona 
también al exsubsecretario de Energía Sergio del Campo, quien pasó a una a 
empresa del rubro. Se recuerda también la situación de Gabriel Ruiz-Tagle, que 
cuando asumió como subsecretario mantuvo su participación en Blanco y Negro. 
A propósito de este caso, la Contraloría determinó que debía inhabilitarse de 
tomar decisiones relacionadas con el fútbol profesional, por lo que cinco meses 
después de asumir el cargo vendió sus acciones. 


El Informe Engel se ocupa de las puertas giratorias y propone una regla general 
de un año de intervalo entre un puesto y el otro. Aparte de la regla general, el 
Informe Engel propone algunas reglas particulares sobre puertas giratorias 
específicas. La comisión propone que los sujetos pasivos de lobby no podrán 
trabajar en empresas de lobby o realizando gestión de intereses por un periodo 
de dos años. Sin embargo, la propuesta inicial de la Comisión no fue tomada por 


el Ejecutivo y se estableció la restricción solo para funcionarios de entidades 
fiscalizadoras pertenecientes al primer y segundo nivel jerárquico. Todavía no se 
convierte en ley, pues se encuentra en primer trámite legislativo. 


Caval: ¿una empresa de lobby? 


La crisis sobre dinero y política no solo se explica por los casos Penta y SQM. 
En esta crisis, dos roles protagónicos lo han tenido Natalia Compagnon y 
Sebastián Dávalos. El caso Caval ha generado una enorme cantidad de notas de 
prensa e informes de todo tipo. Sin embargo, pocos documentos son tan 
interesantes como el resultado de las comisiones investigadoras llevadas a cabo 
en el Congreso. En el informe emanado de las comisiones se dice que Caval 


(...) más que ser una empresa con un giro y experticia en particular, en realidad, 
era más bien una suerte de empresa de lobby cuyo perfil y ventaja comparativa 
radicada justamente en sus vínculos y conexiones político-públicas que le 
generaron en muy pocos años ganancias y contratos muy por sobre la media de 
empresas similares, abocadas a tareas parecidas!%, 


Según los datos que obraban en manos de las comisiones investigadoras, Caval 
tuvo una serie de reuniones con empresarios vinculados a intereses 
inmobiliarios, mineros y hospitalarios. En concreto, hay una serie de negocios 
entre privados e instituciones públicas, donde Caval aparece como una especie 
de intermediario o facilitador. Así ocurrió, por ejemplo, en el caso de la empresa 
Saydex, que gracias a las asesorías de Caval ganó licitaciones por tres mil 
millones de pesos. De esta manera lo resume el reportaje de Ciper Chile: 


Caval le prestó servicios de “promoción y marketing” por $170 millones a la 
empresa informática Saydex. No se sabe con qué ayudas contó Saydex, pero lo 
cierto es que ganó tres suculentos contratos por $3 mil millones para instalar uno 


de sus softwares de gestión hospitalaria en la Posta Central y en los hospitales 
San Borja y de Maipú, los tres pertenecientes a la red asistencial del Servicio de 
Salud Metropolitano Central (SSMC). 


En las fechas en las que CAVAL prestó asesorías a Saydex, el director del SSMC 
era el enfermero matrón Nibaldo Mora, quien además se desempeñó desde junio 
de 2011 como “gerente de proyecto” del Hospital de Maipú (Hospital El 
Carmen) cuando este estaba en plena construcción. Los antecedentes revisados 
por Ciper sugieren que los trabajos que Caval realizó para Saydex en distintos 
hospitales, los hizo de la mano de Lo Beltrán, la empresa de Patricio Cordero. 
También, que el contacto clave entre el cliente de Caval (Saydex), y el exdirector 
del Servicio de Salud Metropolitano Central, Nibaldo Mora, habría sido el 
propio Cordero, quien habría conocido a Mora en la UDI, y mucho antes de que 
Saydex se adjudicara la licitación en los tres hospitales. Cabe señalar que en 
2011 —antes de que se constituyera la sociedad Caval— Saydex ya había 
firmado un contrato con el Servicio de Salud Metropolitano Central. Así lo dio a 
conocer el gerente general de la empresa informática, Juan Rodríguez, a El 
Mercurio: “A Nibaldo Mora lo conocí en 2011 cuando nos contrató para 
solucionar un problema que tenía con una empresa que le había prestado un 
sistema en consultorios”. Según los antecedentes revisados por Ciper, la gestión 
de Caval de la mano de Lo Beltrán le despejó el camino a Saydex para 
consolidar su expansión en los centros asistenciales del SSMC, la que se selló 
con el contrato en 2012 por $3 mil millones para implementar sus sistemas 
informáticos en la Posta Central y los hospitales San Borja y Maipú”, 


La empresa Saydex no fue la única en contratar los servicios de Caval. También 
lo hizo el millonario empresario Gonzalo Vial Concha. En 2016, Vial Concha 
señaló que Caval le vendió informes plagiados de internet y que no habían 
realizado ninguna gestión real. Hasta el día de hoy, no se sabe para qué los 
contrató. Sí es más claro en otros casos de diversos rubros, donde Caval aparece 
nítidamente como intermediario de negocios. Así lo constata Ciper Chile, en otro 
reportaje sobre este caso: 


Caval intermedió entre la empresa Touchmedia y la Mutual de Seguridad de la 
Cámara de la Construcción e Indura, la compañía de oxígeno y soldaduras más 
importante del país (hoy parte del grupo estadounidense Air Products). 
Touchmedia no era una desconocida para la empresa de Compagnon y Valero. 
Su representante legal es Steve Rogers Garrido, quien en 2009 constituyó CBR 
Group Ltda., con el fin de importar equipos de audio y video. Como socia 
figuraba Natalia Compagnon, con el 50% del capital de $4 millones. 


En mayo de 2013, Advantech preparó los contratos de prestación de servicios 
con Touchmedia, dejando estipulado que para los negocios con Indura y la 
Mutual de Seguridad, Caval se llevaría una comisión del 12%. Las tratativas se 
referían a la venta de equipos de telemedicina para faenas mineras que se 
realizan en lugares apartados. Dávalos mantuvo intercambio de correos con 
Rogers y Alicia Morales, entonces subgerente de Desarrollo de Negocios de la 
división Indura Médica. El 3 de junio de 2013, Morales le preguntó: “¿Tienen 
alguna fecha para la demo en cuestión?”, refiriéndose a la demostración de los 
equipos en la que también participaría la Mutual de Seguridad. Esa tarde 
Sebastián Dávalos respondió que la prueba podía ser esa misma semana. 


Diez días después, la preocupación de Dávalos era contar con los datos para 
hacer la propuesta económica a Indura: “¿Podrías enviarme los precios no solo 
del TES, sino también de los accesorios? Necesitamos los montos para elaborar 
la oferta”, escribió a Rogers el 13 de junio. El TES es un maletín de telemedicina 
con tablet, altavoz, micrófono y cámaras que permiten a un médico ofrecer 
atención médica a distancia, vía Internet. En su declaración ante los fiscales, 
Dávalos recordó esas gestiones: “Respecto a Touchmedia, era un proyecto de 
telemedicina. A partir de la modificación que hizo la ministra Matthei se debió 
implementar mejoras en los trabajos en altura de la minería y a Indura le 
interesó. No sé cómo terminó ese proyecto. La gran duda que Indura tenía para 
comprar las maletas era cómo operarian en altura y si podían funcionar en 3G”. 
Pese a los correos electrónicos, Steve Rogers ha negado la relación con Caval. 
Según la revista Qué Pasa, el socio de Compagnon aseguró que el hijo de 
Bachelet solo le hizo un favor como intermediario al presentarle a la gerente de 
Indura, Alicia Morales. Paralelamente, Touchmedia vendió 75 maletines al 
Ministerio de Salud entre 2013 y 201412, 


Todos estos antecedentes colocan a Caval como un gestor de intereses privados 
ante autoridades públicas. Son estos hechos los que llevaron a diversos diputados 
a sostener que la empresa de Compagnon era, en realidad, una oficina de lobby. 
Es más, según el reportaje de Ciper Chile, Compagnon tenía un único modelo en 
mente para generar una empresa exitosa: Extend, la empresa de lobby de las 
hermanas Velasco Silva. 


Un brochure de Caval, elaborado por el propio Dávalos en junio de ese año, da 
cuenta de las ambiciones de la empresa. En él se explicita una oferta con más de 
AO tipos de servicios: desarrollo de vínculos con inversionistas y “networking”, 
manejo de incertidumbre en escenarios de conflicto, eficiencia energética, 
gestión financiera, asesorías en tecnologías de la información, localización de 
pertenencias mineras, concesiones portuarias, estudios jurídicos, estudios de 
suelo y diseño de campamentos, entre otros. 


A petición de Natalia Compagnon, que sugirió utilizar como referente a la 
empresa de comunicaciones estratégicas Extend —en cuya propiedad participan 
las hermanas Marilú y Pilar Velasco—, Dávalos también integró en el portafolio 
de servicios de Caval asesorías en comunicación estratégica. En esa etapa de 
apertura de oportunidades y nuevos negocios, Sebastián Dávalos debía jugar un 
rol clave. Y parte del éxito en su desempeño como gerente de Proyectos de 
Caval pasaba por activar su red de contactos1, 


No deja de ser curioso que el modelo de la empresa Caval sea una oficina de 
lobby como Extend. Esto no hace más que alentar las sospechas respecto al 
verdadero rubro empresarial que quería desarrollar Compagnon. Al parecer, 
Caval percibía que Dávalos significaba un enorme capital social dentro de las 
elites, además de los vínculos UDI que la empresa tenía. Esto le daba la 
transversalidad necesaria como para entrar a jugar al mercado de las influencias. 
Así lo dijo, por ejemplo, el diputado socialista Osvaldo Andrade en diciembre de 
2015: “Caval era una organización de lobby organizada por militantes UDI”19%, 
Esta tesis la apoyaría luego el presidente de la comisión investigadora del caso 


Caval, el diputado Gabriel Silber (DC). Al concluir su investigación, Silber 
declaró ante la prensa: 


Caval al final del día era una gran empresa de lobby, más que decir que tenía una 
expertise del punto de vista inmobiliario respecto a los predios de Machali 
porque al día siguiente estaba en el tema minero, al día siguiente estaba en 
Saydex en el tema hospitalario, vale decir, una suerte de multi-Rut™. 


La actividad empresarial de Caval se desarrolló cuando la ley de lobby no estaba 
vigente, por ende, no hay ningún tipo de registro formal de sus audiencias o 
gestiones. Actualmente, Natalia Compagnon espera la audiencia de juicio, luego 
de ser formalizada por delitos tributarios. Su marido, Sebastián Dávalos, hijo de 
la presidenta Bachelet, fundó en 2016 una nueva consultora de diseño llamada 
Oink S. A., que se suma a su empresa individual de responsabilidad limitada 
denominada Artworks S. A. Estas empresas no figuran en los registros de 
audiencias y se desconoce si prestan servicios de lobby. 


Capítulo Ocho: Nuestras zonas grises 


Ser o no ser, esa es la cuestión. 


WILLIAM SHAKESPEARE, Hamlet 


La Ley 20.730 generó una serie de zonas grises, espacios normativos donde no 
queda del todo claro si estamos ante un lobbista o no. Esos espacios se explican, 
en buena medida, por el uso de la categoría “gestor de interés” para referirse a 
representantes de intereses que no cobran por esa tarea. En esta difusa categoría 
podemos situar legalmente a los gremios, a los sindicatos o a los abogados. En 
este capítulo se analizan las diversas figuras no consideradas como “lobbistas” 
por la Ley 20.730, que pese a ello merecen un examen en materia de audiencias. 
En el caso de los gremios, se han considerado algunos rubros diversos, como son 
las inmobiliarias, los notarios y los productores de software. Actualmente, un 
espacio gris lo constituyen los abogados, quienes suelen registrarse como 
gestores de interés y no como lobbistas. En este capítulo se analiza la posición 
de los abogados respecto de la ley, así como algunas prácticas de la profesión 
que colindan con el lobby, como por ejemplo la redacción y presentación de 
informes en derecho. Los diplomáticos también han sido objeto de polémica, ya 
que han solicitado expresamente ser librados de la tarea de registrar sus 
audiencias. Al respecto se presentó un proyecto de ley que se encuentra en 
tramitación en el Congreso. Los centros de estudios, conocidos como “think 
tanks”, fueron excluidos de la ley, sin embargo, hay razones para pensar más a 
fondo sobre la necesidad de regular su acción. Curiosamente, la Comisión Engel 
no realizó recomendaciones sobre los centros de estudios. Sobre el final de este 
capítulo se describen algunas situaciones que invitan a pensar, al menos, una 
incipiente regulación en esta materia. 


Gestión de intereses: un cajón de sastre 


La categoría gestor de interés es toda una novedad en la regulación del lobby, 
introducida por la ley chilena como un aporte patrio a un tema global. Sin 
embargo, el concepto ha existido en el vocabulario chileno por más de un siglo. 
En palabras simples, un gestor de interés es un lobbista que no cobra. En 
términos legales, en el artículo segundo, inciso segundo, se define gestión de 
intereses como: 


Gestión de interés particular: aquella gestión o actividad ejercida por personas 
naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, 
defender o representar cualquier interés particular, para influir en las decisiones 
que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos. 


¿En qué se diferencia un gestor de intereses de un lobbista? La respuesta es que 
el lobbista cobra por la representación de intereses, mientras que el gestor no lo 
hace. Es importante señalar que el gestor de intereses no cobra para hacer lobby, 
lo que no obsta a que el gestor cobre por otra cosa. Como, por ejemplo, quien 
sea el presidente de un gremio puede tener una remuneración por ocupar tal 
cargo, sin embargo, esa remuneración no es “para hacer lobby” a nombre del 
gremio. De esta forma, cuando esa persona concurre efectivamente a hablar con 
las autoridades, lo hace como un gestor de intereses. El lobbista, por regla 
general, es contratado específicamente para hacer lobby, no obstante, el gestor de 
intereses es contratado para efectos más generales. 


Esto genera una zona gris muy amplia, donde los “gestores de intereses” 
abundan y se mezclan diversos tipos de sujetos. En la categoría de gestores de 
intereses podemos encontrar a los gremios, que son agrupaciones de empresarios 
o empresas de un rubro específico. También existen gremios de trabajadores 
públicos, como la ANEF o la Asociación de Notarios. En el plano empresarial, 
los gremios ejercen gran poder sobre la agenda política de cualquier país, a lo 
que Chile no está exento. A continuación, se analizan los casos de las 
inmobiliarias, las productoras de software y los notarios. 


Engel y las inmobilarias 


A este respecto, cabe señalar que la Cámara Chilena de la Construcción, entidad 
gremial que agrupa a las principales inmobiliarias y constructoras del país, ha 
solicitado un total de doscientas diez audiencias, donde figura como 
representado o bien como gestor de interés. En las audiencias se tratan proyectos 
de toda índole, referentes a todas las capitales regionales de Chile. Uno de los 
más duros críticos respecto de la influencia de este gremio en la política chilena 
ha sido Eduardo Engel. En una columna publicada en La Tercera, Engel se 
refirió explícitamente a la estrategia de lobby de las constructoras, la cual 
calificó como “exitosa”: 


Hace pocas semanas, la opinión pública se enteró de que el puente del Chacao, 
que unirá Chile continental con Chiloé, enfrenta un retraso importante en el 
inicio de su construcción, producto de los problemas financieros de una de las 
socias de la empresa que se adjudicó su construcción, la empresa OAS. Cabe 
recordar que OAS se encuentra envuelta en casos de corrupción de montos 
mayores en Brasil y que también se investiga su participación en el 
financiamiento ilegal de diversas campañas presidenciales en la región. Según 
explicaron expertos cercanos al Gobierno de Piñera, el contrato del puente del 
Chacao contempla multas que ascienden a 65 millones de dólares por retrasos 
como el que está ocurriendo. En lugar de cobrar estas multas, el ministro de 
Obras Públicas ha optado por premiar a la empresa constructora adelantando los 
pagos a que tiene derecho. 


A diferencia del puente del Chacao, los problemas del puente Cau Cau, que 
abarcan la gestión de varios ministros del MOP, están a la vista en Valdivia, con 
dos mitades que apuntan hacia el cielo y que no logran encontrarse. Lo que es 
menos sabido es que a fines del año pasado la Fiscalía inició una investigación 
de las circunstancias bajo las cuales, a pocos días de asumir el actual Gobierno, 
el nuevo director general del MOP autorizó un pago de 1.800 millones de pesos 
a la empresa constructora del puente Cau Cau, cuando dicho pago había sido 


rechazado a fines del gobierno anterior. La investigación fue motivada porque el 
nuevo director general hacía asesorías para la empresa constructora del puente, 
Azvi, antes de asumir su alto cargo en el MOP. 


Es notable el éxito que ha tenido el lobby de la infraestructura para convencer a 
los líderes chilenos de que sus intereses son los intereses del país. Prima la 
lógica de que hay que hacer nuevas obras para reactivar la economía, aun cuando 
los tiempos para este argumento no calzan. Si alguien habla de fortalecer al MOP 
se le tilda de poco sensible con las premuras de la reactivación. Resulta que 
nunca es tiempo para hacer las reformas que le permitan al MOP ser una 
contraparte efectiva de los poderosos lobbies empresariales que debe enfrentar. 
Dichos lobbies han logrado reclutar el apoyo de líderes políticos muy diversos, 
incluyendo a tres ex presidentes de la República. Después de todo, ¿qué chileno 
bien nacido se opondría a construir nuevas carreteras, puertos, aeropuertos, 
escuelas y hospitales?1% 


Esta columna de Engel, particularmente crítica, pone de relieve el exitoso lobby 
de las constructoras sobre las políticas públicas chilenas. En ella, Engel se 
preguntaba retóricamente “¿Quién le pone el cascabel al lobby?”, en referencia a 
que la práctica del lobby se ha expandido en Chile de forma notable y su 
efectividad salta a la vista. En su texto, Engel repasa una serie de casos, 
referentes a puentes, caminos, infraestructuras en general, que son objeto de 
lobby en sus concesiones y luego en las relaciones que las empresas tienen con 
el MOP. En el fondo, Engel apunta a que el MOP es particularmente benevolente 
con las concesionarias. Esta benevolencia sería resultado del lobby exitoso de los 
entes gremiales que agrupan a estas empresas. La columna, sin embargo, no 
analiza las audiencias solicitadas por este gremio. 


Quizás sea útil narrar brevemente la historia de la Cámara Chilena de la 
Construcción, para comprender su importancia en la sociedad chilena. En un 
reportaje del periodista Héctor Cárcamo, publicado en El Mostrador, se puede 
leer un breve reseña: 


Creada hace 61 años, la Cámara Chilena de la Construcción (CChC) es por lejos 
la entidad gremial más rica del país. Y aunque la Sofofa la supera en influencia 
política, en términos de presencia empresarial no tiene rivales. Su misión tiene 
un fuerte contenido social. En su sitio web la Cámara dice que “busca apoyar el 
bienestar de los chilenos, especialmente el de los trabajadores de la construcción 
y sus familias, a través de su Red Social”. Esa misión social se financia a través 
del holding Inversiones La Construcción. ILC es un holding con peso en el 
mercado chileno: maneja una Isapre, una AFP, clínicas, colegios, además de 
otros activos que le permitieron cerrar en 2011 con un patrimonio de $576 mil 
millones (unos US$1.100 millones), aunque al descontar la participación de 
minoritarios en la gestora de fondos de pensiones la cifra bordea los US$840 
millones. Los 2.300 socios de la Cámara —como es conocida— conocen de 
sobra las bondades de tan valioso imperio, ya que las enormes utilidades que se 
lleva ILC cada año les permiten disponer de innumerables beneficios para 
trabajadores en todo el país, pero en particular para los que trabajan en la 
construcción. 


Y es que al ser un gremio, explica un conocedor de la CCHC, dos tercios de las 
ganancias que obtiene por el 85% que tiene directamente (otro 14% está en 
manos del Consejo del área Social) se reinvierten. Otro tercio es dedicado 
fundamentalmente a los gastos del gremio. Estos incluyen pagar por la 
mantención de su conocida sede corporativa en Santiago, en avenida Providencia 
con Marchant Pereira, además de todas las sedes locales. Un porcentaje menor se 
mantiene invertido en activos financieros líquidos para ser usados en caso de 
necesidad del gremio. Los recursos que genera ILC no son pocos. En 2011 
registró una utilidad de poco más de $100 mil millones (unos US$200 millones). 
El año anterior las ganancias fueron por US$350 millones, pero esa cifra incluye 
los ingresos de la venta de un 13% de Habitat!”. 


Todo esto vuelve a la CChC un gestor de interés fundamental en la sociedad 
chilena. Si analizamos sus audiencias registradas, podemos ver una amplia gama 
de proyectos. Hasta mediados de 2016, la Cámara Chilena de la Construcción ha 
solicitado doscientas diez audiencias. No es fácil realizar un reporte sobre esta 
masa de audiencias registradas. Cuarenta y dos de esas audiencias han sido 
solicitadas a nivel de seremis en todo Chile. La mayoría de estas reuniones han 


tratado sobre la aplicación práctica del Decreto Supremo 116 del Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo. El subsidio DS 116 es un programa extraordinario 
impulsado que tiene como objetivo contribuir a la reactivación económica a 
través del fomento del mercado inmobiliario. La iniciativa busca terminar con el 
problema de muchas familias que tienen un subsidio, pero no un proyecto 
habitacional donde utilizarlo y también facilita la tarea de obtener la casa propia 
para quienes no cuentan con ningún beneficio. La gran ventaja para el usuario de 
este subsidio es que permite disminuir los dividendos que se le deben pagar al 
banco por el crédito hipotecario que se solicita para pagar el total de una 
vivienda. Por todo esto, el DS 116 abre un gran mercado a los intereses 
inmobiliarios, por lo que existe una clara estrategia de lobby tendiente a 
aterrizar, región por región, los efectos de esa normativa. 


Las estrategias de lobby de la Cámara Chilena de la Construcción las encabeza 
Pablo Álvarez Tuza, quien es gerente de Asuntos Gremiales de la Cámara. Entre 
2000 y 2008, Álvarez se desempeñó como director ejecutivo nacional del 
Ministerio Público, en donde se responsabilizó de la gestión de las unidades de 
Finanzas, Recursos Humanos, Estudios, Informática, Infraestructura y 
Contraloría. En ese cargo le correspondió liderar la implementación del 
Ministerio Público en las áreas de Personal, Infraestructura, Equipamiento y 
Sistemas de Información. En 2008, fue contratado por la asociación gremial de 
las constructoras e inmobiliarias. 


Otro plano de lobby de este gremio son los jefes de servicio. En particular, el 
director de Obras Públicas del MOP es uno de los sujetos que más lobby recibe. 
En su puesto estratégico tiene el poder de decisión sobre inversiones y 
concesiones. Ha recibido en ocho ocasiones a representantes de la Cámara 
Chilena de la Construcción. Otras trece audiencias se han registrado con 
funcionarios de la Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo, corazón de las 
decisiones técnicas del ministerio que regula las inversiones en viviendas 
sociales. El jefe de división de Política Habitacional, José Luis Sepúlveda Soza, 
ha recibido lobby por diversos temas, incluyendo la reconstrucción de Valparaíso 
y proyectos habitacionales en todo Chile. 


El ministro de Obras Públicas, Alberto Undurraga (DC), ha recibido en dieciséis 
ocasiones al gremio de las constructoras. Las empresas suelen presentarse ante el 
ministro para tratar específicos, como el Teleférico Bicentenario, y también para 
tratar temas generales, como la situación de las obras públicas en Chile. El 
proyecto Teleférico Bicentenario está asociado a los esfuerzos del MOP por 
generar proyectos de transporte público de calidad que sean complementarios a 
Metro y Transantiago. En ese plan, el Teleférico es una iniciativa privada que fue 
declarada de interés público por parte del MOP, para ser concesionada 
directamente por este organismo. Este proyecto promete conectar en tan solo 
once minutos los dos principales polos de negocio, comercio y servicios de la 
capital, como lo son “Sanhattan” y “Ciudad Empresarial”. Según el cruce de 
información que se puede realizar en el portal InfoLobby, se puede constatar que 
la persona a cargo del lobby sobre el teleférico es Vivian Modak. Ella es la 
gerenta del proyecto, en representación de la empresa Icafal, que participa en la 
propiedad y gestión de compañías con presencia en una diversidad de industrias; 
entre estas se destaca: el sector sanitario, ferroviario, agrícola, transporte, entre 
otros. Vivan Modak ha solicitado doce audiencias relativas al teleférico, que se 
reparten entre el Ministerio de Transportes y el de Obras Públicas. 


Mirosevic y el software 


Otro ente gremial que ha demostrado gran influencia pública son los productores 
de software. Hace algún tiempo, se generó un conflicto que involucró a los 
diputados Mirosevic (PL) y Daniel Farcas (PPD). El conflicto está narrado en el 
reportaje del periodista Rodrigo Fluxá en la revista Sábado de El Mercurio?%, 
Para comprender el debate es necesario observar la secuencia de hechos. El 
diputado Mirosevic, del Partido Liberal de Chile, pensaba presentar un proyecto 
de ley referente al software libre y promover su utilización por parte del Estado. 
El proyecto fue suscrito también por otros nueve legisladores que buscan que el 
Estado tome en cuenta la alternativa del software libre frente al software de 
licencia, por el cual se pagan más de 36.000 millones al año. Conscientes de la 
amenaza sobre sus intereses, los representantes de Microsoft acudieron a 
entrevistarse con Mirosevic a fin de persuadirlo de bajar esta moción. En estas 
gestiones, Microsoft se acompañó de una empresa de comunicaciones 
estratégicas denominada Factor C, en cuyo sitio web no se menciona el servicio 


de lobby. En las reuniones, se indica como representado a la ACTI, Asociación 
Chilena de Empresas de Tecnología de la Información. 


En paralelo al proyecto de Mirosevic, el diputado Daniel Farcas (PPD) levantó 
un proyecto de ley sobre neutralidad tecnológica informada, esto es, que el 
Estado sea neutral ante el software, ya sea licenciado o libre, proyecto que el 
diputado defiende como complementario del proyecto de Mirosevic. Parece 
evidente que se debe defender la neutralidad tecnológica informada o 
“imparcialidad tecnológica informada” en las adquisiciones y contrataciones de 
tecnologías de la información y comunicaciones que realice la Administración 
del Estado. Sin embargo, no es claro que el proyecto de Farcas promueva el 
software libre, en tanto se ocupa solo de la neutralidad vertical, esto es, el Estado 
y sus proveedores, pero no se ocupa de la neutralidad horizontal, esto es, las 
condiciones en las cuales conviven las grandes empresas y los pequeños 
programadores. Llama la atención, enseguida, que el proyecto de Farcas sea 
aprobado al día siguiente del proyecto de Mirosevic y que en la práctica bloquea 
su espíritu, pues el foco pasa de promover el software libre a la neutralidad 
tecnológica. Según relata El Mostrador, los hechos ocurrieron así: 


El miércoles 16 de abril, a las 14:30 horas, el diputado Vlado Mirosevic se 
reunió con Alex Pessó, gerente de Asuntos Legales y Corporativos de Microsoft 
en Chile. En la cita también estaban representantes de ACTI, Gechs (Software y 
Servicios Chile AG) y Factor C, la agencia de comunicaciones de Microsoft, 
cuya dueña y directora ejecutiva, Javiera de la Cerda —esposa del alcalde UDI 
de Las Condes, Francisco de la Maza—, se apersonó en el Congreso para 
participar de la cita. 


Las empresas bajo el alero de Microsoft se habían enterado por la prensa de que 
Mirosevic preparaba un proyecto de ley para que el Estado considerara el uso de 
software libre en el aparato público y debiera fundamentar en el caso de optar 
por un software pagado. 


En la reunión los lobbistas argumentaron que no necesariamente el software libre 
iba a significar un ahorro para el Estado, que existían experiencias 
internacionales que les daban la razón, y que era necesario que el país 
mantuviera su política de neutralidad tecnológica, “ya que aunque parezca 
extraño el software libre también cuenta con una captación comercial. Y donde 
el Estado no se puede casar con una tecnología”, como aseguró Javiera de la 
Cerda, según consta en el acta de la reunión, a la cual El Mostrador tuvo acceso. 
El argumento de Microsoft, Factor C, ACTI y Gechs fue que el Estado debe 
permanecer neutro, no tomar una postura entre una u otra alternativa, aunque esa 
inercia signifique que la mayoría del aparato público continúe utilizando, y 
pagando, los programas Microsoft. 


Mirosevic aclaró su postura y no llegó a acuerdo con los representantes de las 
empresas, los que luego solicitaron reuniones a otros diputados buscando 
bloquear la iniciativa que por esos días se preparaba. Llamaron a algunos de los 
diputados que aparecían como coautores del proyecto. Marcela Sabat era una de 
ellas, pero no quiso recibirlos: “Fui coautora del proyecto con Vlado, y 
Microsoft trató de comunicarse conmigo, en varias oportunidades, pero yo sabía 
para qué era y, como no tenía interés de ser presionada, no la sostuve 
simplemente”. Uno al que llamaron y que sí accedió a juntarse fue el UDI Jaime 
Bellolio, aunque este se negó a los argumentos que le presentaron: “Me junté 
con ellos y les dije que yo era partidario del software libre, que era usuario de 
software libre y que había desarrollado software libre. Además de creer que era 
lo mejor para el Estado. Yo creo que no les gustó mucho mi respuesta”, asegura 
el legislador. 


La cuarta fue la vencida. Daniel Farcas accedió, les creyó y preparó un proyecto 
de acuerdo que bloqueara el que iba a presentar Mirosevic. Para lograrlo, se 
consiguió una serie de firmas de otros diputados que patrocinaran su iniciativa. 
Aunque con técnicas mañosas. Una de las diputadas que firmó, la también PPD 
Cristina Girardi, asegura que Farcas jamás le mencionó la reunión que había 
sostenido, ni que el proyecto iba en la línea de lo solicitado por Microsoft: “La 
invitación que me hizo Daniel Farcas a mí fue para apoyar a una agrupación que 
reunía a pequeños empresarios que desarrollan software en el país, nunca 
mencionó que en ese grupo estaba Microsoft”, 


Lo primero que se debe distinguir es el software libre del software licenciado. 
Este último es el software comercial que las empresas fabricantes venden a los 
usuarios finales y también a los entes públicos, oficinas estatales, instalaciones 
parlamentarias, tribunales, y demás. Para los fabricantes de software los Estados 
son un excelente cliente que le reportan enormes ganancias por concepto de 
licencias, esto es, el derecho a ejecutar una copia del programa computacional en 
un determinado equipo o hardware. Por otro lado, el software libre pretende 
entregar libertad al usuario para no solo ejecutar el programa, sino también 
copiarlo, distribuirlo, mejorarlo, estudiarlo y modificarlo en general. Así, ya 
durante tres décadas se ha desarrollado un software paralelo al comercial, creado 
por comunidades de cooperación dedicadas a mejorar el producto, programando 
mejoras, solucionando bugs y mejorando la interfaz gráfica. Por ejemplo, el 
sistema operativo Linux pretende ofrecer una alternativa gratuita y libre frente a 
los sistemas operativos de Microsoft y de Apple. 


Los promotores del software libre tienen sus propios gurúes, como Richard 
Stallman, que visitó Chile en medio de este conflicto. Stallman es uno de los 
principales promotores internacionales del software libre, para lo cual ha 
constituido grupos de estudios y fundaciones con presencia en todos los 
continentes. Los argumentos de Stallman juegan en diversos planos. Por un lado, 
hay un evidente tema económico que se grafica en Chile con el siguiente dato: al 
año gastamos en licencias de software el equivalente a seis robos del siglo, como 
el ocurrido recientemente en el Aeropuerto de Santiago SCL. Por otro lado, hay 
un asunto de soberanía digital de los Estados y de los ciudadanos. Uno de los 
argumentos de Richard Stallman es que el software libre, justamente, potencia a 
los pequeños productores, que se encargarían de adecuar y potenciar los 
programas abiertos usados en dependencias públicas. Así, los pequeños 
programadores podrían transformarse en proveedores del Estado de soluciones 
informáticas específicas que faciliten el uso de software libre. En el caso chileno, 
sin embargo, la asociación gremial del software parece estar alineada con 
Microsoft. 


Microsoft, el gigante mundial del software, tiene hoy como gerente de Asuntos 


Legales y Corporativos de Microsoft en Chile al abogado Alex Pessó. Antes, 
Pessó fue durante siete años abogado de Chile Compra, entidad encargada de las 
adquisiciones del Estado de Chile. Allí ocupó los cargos de director legal y 
subdirector. Cuando se terminó la administración Lagos, en marzo de 2006, 
Pessó pasó a formar parte de Microsoft. Ese 2006, coincidentemente, Chile 
Compra firmó una alianza con Microsoft, representada por Pessó, que significó 
la posibilidad de proveer software a microempresarios, que podían pagar en 
treinta y seis meses. Los programas incluidos fueron Windows Vista y Microsoft 
Works. 


Los defensores del software libre piensan que la posición dominante de 
determinadas empresas atenta contra la posibilidad de desarrollar —a largo plazo 
— un área de competitividad que permita hacer de Chile un productor de 
software. En este sentido, llama la atención que en el caso descrito en revista 
Sábado se mencione que existe un interés conjunto de Microsoft y la ACTI, 
agrupación que reúne a los pequeños productores de software. 


La ACTI también pide audiencias como gremio, es decir, como gestor de interés. 
En los registros se encuentran cinco audiencias de representantes de ACTI con 
autoridades para tratar diversos asuntos. Dos de esas audiencias han sido con el 
subsecretario de Telecomunicaciones, Pedro Huichalaf Roa, donde se discutieron 
temas referentes a la regulación del 4G y del 5G en Chile. Esto se refiere a la 
tecnología a utilizar en las comunicaciones, cuestión que se vincula con las 
nuevas capacidades de los aparatos que llegan al país. Tanto la ACTI como 
algunas empresas —Sonda, Telefónica, VTR, Entel, entre otras— han 
manifestado su interés en que la regulación vaya de la mano con estas nuevas 
tecnologías. 


En la segunda reunión con el subsecretario, la ACTI presentó a su nueva 
directiva y argumentó a favor de la Agenda Digital 2020. Esta agenda contiene 
sesenta medidas, que se refieren a gobierno digital, la economía digital y la 
conectividad digital, entre otros tópicos. La ACTI ha sido un actor central 
empujando esta agenda, que recién ha cumplido con dos de las sesenta medidas, 


muchas de las cuales requieren reformas legales. En estas audiencias la ACTI 
presentó a su directiva, dentro de la cual destaca Jaime Pacheco Matte, hermano 
del ministro de Energía, Maximo Pacheco Matte. La ACTI integra la Asech, 
agrupación de emprendedores presidida por Juan Pablo Swett, quien negoció por 
ellos en el protocolo de acuerdo de la reforma tributaria de 2014. En ese 
momento, la ley de lobby todavía no entraba en aplicación, por lo que no existen 
registros de este lobby. 


En la reforma tributaria de 2014, las empresas de software obtuvieron un 
beneficio, que puede ser el resultado del lobby efectuado en el Congreso. En el 
texto legal de la reforma se aprobó una “exención de impuesto de tasa adicional 
por servicios de publicidad y uso y suscripción de servicios tecnológicos de 
internet”. Antes, en la reforma tributaria que impulsó el presidente Sebastián 
Piñera, habían obtenido su ganancia más jugosa: la “exención de impuesto 
adicional, sobre las cantidades que se paguen desde Chile al exterior por 
concepto del uso, goce o explotación de programas computacionales, 
comprendiéndose dentro de este concepto las licencias de uso de los 
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denominados ‘software estandar’”. 


Dentro de la ACTI, una de las empresas mas poderosas es Sonda, propiedad de 
Andrés Navarro, reconocido empresario cercano a la DC y amigo íntimo de 
Sebastián Piñera. Sonda es representante en Chile de empresas como Microsoft, 
Oracle, Hewlett Packard, Lenovo y otros gigantes de la tecnología a nivel 
mundial. Estas empresas son a menudo proveedores de servicios al Estado a 
diversos niveles. Por ello, Sonda registra doce audiencias con autoridades de 
todo tipo; por ejemplo, se ha reunido con autoridades de la Aeronáutica Civil, 
Carabineros de Chile, Fonasa, el Instituto Nacional de Estadísticas, el Servicio 
de Impuestos Internos, el Ministerio Público, entre otras. En todas instancias, 
Sonda consulta por las concesiones venideras, ofrece software y soluciones de 
índole tecnológica. Además, registra una intensa agenda de lobby en el 
Ministerio de Transportes, con cinco audiencias específicas para tratar temas 
referentes al Transantiago. Es menester recordar que Sonda es la empresa 
encargada de administrar la tecnología y el software que controla los microbuses 
y los recorridos del sistema de transportes. 


Los notarios y su poder 


Una de las agrupaciones más poderosas del país son los notarios, quienes tienen 
una sola entidad gremial en conjunto con los Conservadores de Bienes Raíces y 
los Archiveros Judiciales. En 2012, el Gobierno de Sebastián Piñera decidió 
postergar la tan esperada reforma a los notarios, pese a que fue anunciada con 
bombos y platillos. Más de ochenta y siete años han pasado desde que se dictara 
la última legislación sobre notarios en Chile. El Decreto Ley 407 de 1925 es 
conocido como el “Código del Notariado”, que en lo sustantivo fue la 
reproducción de un antiguo proyecto de 1831 que se basaba en la tercera partida 
de la compilación “Las Sietes Partidas”, que data del reinado de Alfonso X de 
Castilla entre 1252 y 1284. El proyecto de ley que presentó el Gobierno de 
Piñera en noviembre de 2012 pretendía el perfeccionamiento del sistema actual 
mediante la introducción de reformas al Código Orgánico de Tribunales de 1943, 
que en lo relativo a auxiliares de justicia incorporó en su integridad el Decreto 
Ley 407 de 1925. 


La discusión previa a este proyecto de ley estuvo marcada por la propuesta 
inicial del Ejecutivo de introducir competencia de mercado a las notarías. En 
concreto, se proponía un sistema de licitación cuyo primer promotor, en 1993, 
fue el entonces senador Sebastián Piñera, quien pretendía que los notarios fueran 
nombrados mediante un concurso público en que se ofrecieran tarifas y 
servicios. Ese mismo criterio seguía el proyecto presentado en 2008 por la 
administración de Michelle Bachelet, pero dicho texto nunca entró a discutirse 
en Valparaíso. Al asumir Felipe Bulnes como ministro de Justicia, se mostró 
favorable a reflotar esta iniciativa, pero no hubo consenso para ello. Una vez 
reemplazado por Teodoro Ribera, el ministerio se abocó a redactar un nuevo 
proyecto, que es el que hoy se discute en el Parlamento. El proyecto de ley 
ingresó al Congreso en noviembre de 2012 y hoy se encuentra en fase de 
discusión en la Comisión de Constitución y Justicia y en la Comisión de 
Hacienda. Se encuentra sin urgencia en su tramitación, pero en el Gobierno 
esperan aprobarlo antes de que termine el mandato de la presidenta Michelle 
Bachelet. 


Uno de los puntos más polémicos del proyecto era las atribuciones otorgadas al 
Sernac para fiscalizar a los notarios. En sentido jurídico, el Sernac se convierte 
en un mediador entre los notarios y los usuarios, ante conflictos o malas 
prestaciones. Si la mediación fracasa, el proyecto mandata que se radica el 
asunto en el juzgado de policía local respectivo. Esto duplica la función de 
fiscalización, pues el mismo proyecto señala que dicha función será encargada a 
los fiscales judiciales de cada tribunal, en reemplazo de la norma actual que 
mandata a los ministros de corte para ello. Por un lado, el Sernac resguardaría 
que se cobren los precios legales y que se preste un servicio correcto, mientras 
que el fiscal judicial se ocupa de revisar el ejercicio propio de la función pública. 
El debate sobre tarifas y servicios se arrastra desde hace una década, cuando 
comenzó una escalada de denuncias que señalaban que no se respetaban los 
precios legales. El grueso de los trámites oscila entre $500 y $6.000, pero estas 
cifras sufren variaciones según la localidad y la notaría donde se acuda. En la 
actualidad existen 391 oficinas de notarios, conservadores y archiveros en el 
país, de las cuales 330 cumplen las tres funciones y otras 61 son exclusivamente 
conservadores o archiveros. 


Aparte de la ley que reformaba a los notarios, en 2012 hubo un segundo 
proyecto de ley que también movió los intereses de este gremio. Fue la Ley 
20.659 sobre Constitución de Sociedades, aprobada el 23 de enero de 2013, que 
permite iniciar una empresa en un día y a costo cero. Esto se logra mediante un 
sistema legal basado en un registro electrónico, a través de un sitio web, donde 
es posible constituir una sociedad, obtener un RUT e iniciar actividades, todo sin 
la necesidad de recurrir a un notario. Apenas se supo de esta norma legal, los 
notarios y conservadores vieron afectados sus intereses y comenzaron a diseñar 
una estrategia de lobby para frenar el proyecto. Según relata Ciper Chile, los 
notarios consiguieron movilizar a un amplio grupo de diputados, a fin de llevar 
el proyecto al Tribunal Constitucional: 


En medio de la discusión, un grupo de diputados decidió presentar ante el 
Tribunal Constitucional un requerimiento con el que se buscó ponerle lápida al 
proyecto. Fue entonces que la Asociación de Emprendedores de Chile (Asech) 


acusó de un “feroz lobby” a los notarios y entregó a sus afiliados una base de 
datos con los e-mails, cuentas de Twitter y teléfonos de los 30 diputados que 
suscribieron el requerimiento: Roberto León, Aldo Cornejo, Ricardo Rincón, 
Gabriel Silber, Sergio Ojeda, Pablo Lorenzini, Patricio Vallespín, Juan Carlos 
Latorre, Mario Venegas, Fuad Chahin, Víctor Torres, Felipe Harboe, Eduardo 
Cerda, José Pérez, Tucapel Jiménez, Ramón Farías, Marco Antonio Núñez, 
Alberto Robles, Orlando Vargas, Marcelo Schilling, René Saffirio, Carlos Abel 
Jarpa, Juan Luis Castro, Manuel Monsalve, Marcos Espinosa, Enrique Jaramillo, 
Ximena Vidal, Joaquin Tuma, Carlos Montes, Denise Pascal, Lautaro Carmona. 


Hasta antes de ese contragolpe de los emprendedores, los notarios y 
conservadores cantaban victoria. Nunca pensaron que, tras el envío del 
requerimiento al T'C, algunos diputados se “bajarían” y con ello no se cumpliría 
la exigencia legal de contar con al menos 30 solicitantes. Solo consiguieron 28, 
por lo que el intento fracasó y la ley finalmente entró en vigencia el 2 de mayo 
de este año. 


Lo que no se sabe hasta ahora es por qué algunos diputados, como Patricio 
Vallespín y Felipe Harboe, retiraron sus firmas del requerimiento. Ambos 
aseguraron a Ciper que nunca supieron que sus nombres iban ser a ser utilizados 
para ser presentados ante el Tribunal Constitucional. El diputado Harboe, quien 
mantuvo una opinión contraria al proyecto por extremar la facilidad para 
construir sociedades y facilitar la elusión de impuestos, afirmó que nunca estuvo 
en su intención presentar el requerimiento ante el TC. “Lamentablemente fui 
sorprendido, puesto que se me pidió la firma para apoyar un proyecto de 
acuerdo, y después, al igual que otros colegas diputados, aparecimos 
suscribiendo este requerimiento”2, 


El Tribunal Constitucional desestimó este recurso, por lo que fracasó la 
estrategia del gremio. A la cabeza de este lobby estuvieron el abogado Carlos 
Tudela y el exdiputado Zarko Luksic. Así lo señaló a Ciper Constanza Anguita, 
encargada de contenidos de la Asociación de Emprendedores de Chile. En este 
reportaje, Tudela responde algunas preguntas de Ciper, diciendo que él y Luksic 


asesoran a los notarios como abogados, 


—Pasemos al requerimiento ante el Tribunal Constitucional (TC) para paralizar 
el proyecto de ley que permite la creación de sociedades en un día, sin necesidad 
de recurrir a los notarios. Hubo varios diputados que retiraron su firma, pues 
aseguran que tomaron sus nombres sin su consentimiento y sin saber que se 
recurriría al TC. 


Este fue un requerimiento que presentaron parlamentarios de todas las bancadas. 
Y la solicitud de la firma la hicieron los diputados entre ellos. Yo no tengo nada 
que ver en ese tema. Lo que pasa es que en ese momento el presidente de la 
Asociación de Notarios, Alfredo Martin, con quien soy muy amigo, ya que 
fuimos compañeros de curso de la Escuela de Derecho de la Universidad de 
Chile, me llamó y me dijo: “Mira en lo que estamos metidos. Ve cómo tú puedes 
conversar con alguna gente para que nos ayude”. 


Y eso fue todo lo que hice. Esto se origina porque al Ministerio de Economía, a 
través de su ministro, Pablo Longueira, se le metió entre ceja y ceja hacer estas 
famosas empresas express en un día. Yo no sé cuál ha sido el resultado. 
Aparentemente, en el sistema financiero no funcionan, porque nadie te va a dar 
un crédito de consumo o un hipotecario, pues constituyen un cierto riesgo y de 
certeza jurídica. Yo estaba convencido de esta situación porque esto se presta 
para formar sociedades de papel, lavado de dinero. Cuando la presidenta del 
Colegio de Abogados, Olga Feliú, fue a la Comisión de Constitución, entregó 
lapidarios argumentos sobre esto. Yo ayudé entregando argumentos jurídicos y 
asistí a algunas comisiones. 


—¿ Ese apoyo lo hizo como representante gremial de los notarios, tal cual lo 
señaló a Ciper el subsecretario de Economía, Tomás Flores? 


No, yo no representé a los notarios. Yo hablé con el subsecretario Flores, con 
quien me une una amistad, pues los dos somos maristas, exalumnos del Instituto 
O’ Higgins de Rancagua, y le expliqué mi tesis: que el Ministerio de Economia 
se sentara con los notarios a conversar porque en un momento podría fracasar la 
ley y para qué se iban a exponer. El Ministerio de Economía decidió pasar la 
aplanadora y después en el Senado esta ley se empató dos veces. Hubo dos 
senadores del Gobierno que votaron en contra del proyecto. En ese momento les 
dieron ganar de ir al baño y salieron de la sala y con eso se perdió el proyecto. 


—No, el proyecto fue aprobado. 


Si, se aprobó. Yo le he hecho unos papers, algunos estudios en derecho a la 
Asociación de Notarios, pero no tengo una relación contractual con ellos. 


—La encargada de contenidos de la Asociación de Emprendedores de Chile, 
Constanza Anguita, afirma que usted, Zarko Luksic y Macarena Carvallo 
trabajaron para los notarios haciendo lobby en el proyecto de ley. 


No trabajamos para los notarios. Zarko tiene su estudio jurídico igual que yo y 
puntualmente nos piden algunos informes en derecho, opiniones jurídicas sobre 
la materia. 


—Pero, derechamente, ¿usted trabajó o no para echar abajo el proyecto? 


No, los notarios llevaron a las comisiones profesores de Derecho Comercial de 
la Universidad Católica y de Chile para argumentar su postura. Pero el lobby del 
Ministerio de Economía fue muy fuerte. En el recurso de inconstitucionalidad 
ante el TC puede comprobar que las firmas que se retiraron de los diputados 


fueron llevadas por abogados del propio Ministerio de Economía. No acudieron 
los diputados y eso lo puede ratificar la secretaria del TC?1, 


Los notarios perdieron en aquella pasada, sin embargo, ganaron en que el 
proyecto que modernizaba su labor fue postergado por el Gobierno de Piñera en 
diciembre de 2012, cuando le quitó la urgencia. En la segunda administración de 
Bachelet, la ministra Javiera Blanco también anunció la postergación del 
proyecto, que, desde entonces, duerme en el Congreso. Más allá de sus detalles 
como individuo, el caso de Tudela es interesante, pues es abogado y se refiere a 
tareas propias de esa profesión, las cuales le sirven para eludir las preguntas 
referentes al lobby. Toca temas sensibles como los informes en derecho, asi 
como las asesorías de abogados a empresas. En general, el rol de los abogados 
en materias referentes al lobby es digno de estudiar con cierto detalle. 


Abogados: una profesión flexible 


Los abogados han sido un gran protagonista silencioso de la tramitación de la ley 
de lobby. Por años, la industria de la comunicación estratégica insistió que los 
abogados también eran lobbistas y que no podía obviarlos en la regulación. En 
un reportaje publicado en Ciper Chile en 2013, la presidenta del Colegio de 
Abogados era tajante: “Los abogados no somos lobbistas”, decía 
concluyentemente. Actualmente, los abogados se registran en la ley de lobby 
como gestores de interés, pues no son contratados específicamente para hacer 
lobby. Esto claramente parece una leguleyada de los abogados para evitar el 
mote de “lobbistas”. Durante los últimos años, los abogados han tomado gran 
protagonismo público al hacerse cargo de casos de alta relevancia política y 
social. Al mismo tiempo, hoy la sociedad chilena está indignada por cómo los 
grupos de interés influyen en la política a través del lobby, el financiamiento de 
campañas y las puertas giratorias entre lo público y lo privado. ¿Están los 
abogados ajenos a estas prácticas y, por ende, a los nuevos estándares de 
transparencia que se exigen? Obviamente no. La profesión jurídica ofrece hoy 
amplios márgenes de acción para el lobby. Esto es de vital importancia, no solo 
en el debate del dinero y la política, sino también en el contexto de cualquier 


cambio a la justicia, como en la futura reforma procesal civil, donde los 
abogados actúan como un grupo de interés. 


Los abogados ejercen presión no solo individualmente, sino que agrupándose en 
bufetes (o estudios jurídicos). Y son los bufetes de abogados los principales 
interesados en sumar redes de influencias y posibilidades de acción ante el 
Estado y los reguladores. Cuando las grandes empresas y los políticos 
investigados eligen a estos bufetes para que los defiendan, no es solo por la 
calidad de su asesoría legal, sino que también por las redes de influencias que 
pueden desplegar para proteger sus intereses. 


En Chile se observa un crecimiento exponencial de los estudios jurídicos, 
llegando a superar los cien abogados en algunos ejemplos. Esto los convierte en 
verdaderas agencias de lobby capaces de conectarse con la academia, los centros 
de estudios, los directorios de las empresas, oficinas públicas y el Congreso. De 
ahí que los abogados sean un grupo de interés especialmente equipado para 
ejercer lobby en las reformas a la justicia que los afectan. La relación entre 
abogados y políticos es estrecha. Decenas de políticos son a la vez abogados, y 
muchos tienen sus propios estudios jurídicos. 


Los casos de abogados indicados como lobbistas son numerosos. Desde los 
inicios de la década de los 2000, figuran personajes como Ignacio Pérez Walker, 
Andrés Allamand, Jorge Schaulsohn y otros, indicados como lobbistas en 
representación de grandes intereses corporativos. Más recientemente, personajes 
como Andrés Jana han aparecido en la opinión pública como contratantes de 
Azerta, estableciendo una suerte de sociedad con Cristina Bitar para empujar 
proyectos termoeléctricos. El 2011 se promulgó un nuevo Código de Ética de 
Abogados, que no se refiere al ejercicio del lobby por parte de los bufetes o de 
los abogados individualmente considerados. Como resultado de la aplicación de 
la regla general, los abogados han sido vistos como “gestores de interés” en la 
ley de lobby 20.730. En los registros de audiencias, es imposible distinguir quién 
es abogado y quién no, pues la ley no obliga explícitamente a individualizar la 
profesión del gestor de interés. Excepcionalmente, se pueden encontrar algunas 


audiencias solicitadas por abogados ante la Fiscalía, donde son registrados como 
lobbistas. 


Incluso los abogados que se dedican exclusivamente a la universidad pueden 
tener intereses creados en el sistema de justicia. Los litigantes piden a los 
profesores que escriban informes en derecho a favor de sus posturas en juicio. 
Los informes en derecho de los profesores son influyentes en los tribunales 
superiores y, por eso, son sospechosamente bien pagados. Eso puede generar una 
lógica clientelar entre los profesores de Derecho y los grandes litigantes, en que 
los profesores terminan siendo la mano de obra intelectual de otras empresas. 
Resulta clave resaltar que los informes en derecho son uno de los temas que el 
Código de Ética del Colegio de Abogados no aborda explícitamente. El lector 
que no conoce los usos de la práctica jurídica chilena se sorprendería si 
conociera la falta de regulación de esta arista, así como los exorbitantes montos 
que se pueden pagar por un informe en derecho. La única regla que existe en el 
derecho nacional sobre este tema es el artículo 805 del Código de Procedimiento 
Civil, que está muy lejos de regular la materia. En el contexto de la reforma a la 
justicia civil es importante regular el rol que tendrán los informes en derecho, 
pues son extremadamente influyentes para la decisión de los jueces, pero, a 
diferencia de los peritajes, no existen garantías de imparcialidad o contra los 
conflictos de intereses del propio profesor informante. 


Hoy no existe un marco regulatorio sobre cuánto vale un informe en derecho, 
pagándose estos en conformidad con el “prestigio” del profesional. Este 
prestigio, muchas veces, emana de la calidad del académico en alguna 
universidad de renombre. Esto nos devuelve a la pregunta sobre la relación entre 
docencia y ejercicio de la profesión. Del mismo modo, los informes en derecho 
cobran todavía más relevancia simbólica si son escritos por alguna autoridad 
universitaria o persona que ostenta algún cargo en alguna escuela de derecho. 
Por ende, es necesario repensar si acaso se mantendrá esta desregulación total, 
este laissez faire radical que rodea a los informes en derecho. En este sentido, es 
importante también pensar que los políticos que son abogados pueden encontrar 
en este nicho una forma de financiamiento electoral que no está cubierta por las 
reformas propuestas por la Comisión Engel. Si un candidato quisiera recibir 
financiamiento de parte de una empresa, esta podría solicitarle un informe en 


derecho y, a través del pago de este, camuflar el financiamiento de su campaña. 
Así las cosas, es clave volver a meditar sobre la regulación de los informes en 
derecho, en el contexto de la reforma procesal civil, y también a la luz de los 
conflictos entre dinero y política. 


Diplomáticos: un caso difícil 


Un asunto complejo de la aplicación de la ley de lobby ha sido la recepción que 
tuvieron de esta los embajadores y diplomáticos en general. Según la letra de la 
ley, las audiencias que tengan los embajadores también deben ser registradas, 
como cualquier otro sujeto pasivo de la regulación. De esta forma, por un lado, 
los embajadores se encuentran igualados a las autoridades, pues deben registrar 
las audiencias que les sean solicitadas. Por otro lado, los embajadores y 
diplomáticos están igualados a los lobbistas y gestores de interés, pues, cuando 
ellos solicitan una audiencia a una autoridad, son registrados como cualquier 
lobbista o gestor. Esto irritó a los embajadores y diplomáticos, quienes 
reaccionaron en contra de la aplicación de la ley de lobby. 


El canciller Heraldo Muñoz salió a respaldar esta molestia de los diplomáticos. 
A finales de noviembre de 2014, cuando se cumplía apenas un mes de la entrada 
en vigencia de la ley de lobby, Muñoz salió a respaldar a los diplomáticos y 
solicitó la aplicación de una excepción en su favor. Como consigna La Tercera, 
el canciller declaró: 


“Nosotros creemos que es muy importante que exista la Ley de Lobby, que es 
imperativo que así sea, que estamos a favor de la mayor transparencia en esta 
materia. Lo que hemos señalado es que la función diplomática, particularmente 
por nuestros embajadores, tiene que ver eminentemente con la reserva de los 
asuntos que se tratan”. “De modo que hay que considerar una excepción en el 
sentido de que muchas de las autoridades que van a ver a los embajadores van a 
tratar asuntos reservados y no le podemos pedir a alguien que va a ver a un 
embajador que llene un formulario, que ponga su nombre, su dirección, su Rut. 


Eso constituiría una aplicación extraterritorial de nuestra ley”, recalcó. 


El ministro Muñoz aseveró que en caso de que se le solicite llenar un formulario 
“evidentemente que un diplomático extranjero, una autoridad de inteligencia que 
va a ver a un embajador chileno evidentemente que va a rechazar que se le 
aplique una ley chilena”. “Eso hay que tenerlo en cuenta, considerando además 
que la función diplomática ya está regulada por la Convención de Viena, que 
establece claramente los deberes y derechos de los diplomaticos”?°. 


Estas declaraciones vinieron acompañadas de un proyecto de ley. En enero de 
2015, el Gobierno de Bachelet ingresó un proyecto de ley (Mensaje 1101-362) 
donde propone una reforma de la ley de lobby, para excluir a los embajadores y 
diplomáticos de la aplicación de los registros de audiencias. Igualmente, se 
explicita que los intereses de los Estados extranjeros y de las organizaciones 
internacionales no se entenderán como particulares para efectos de la ley de 
lobby. Asimismo, se precisa que dentro de las declaraciones, actuaciones o 
comunicaciones excluidas de esta están aquellas que los sujetos pasivos realicen 
entre sí y ante o con representantes de otros Estados y de organizaciones 
internacionales. Del mismo modo, para hacer coherente esta ley con las normas 
que establece la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la 
Información de la Administración del Estado, se excluyen de los registros 
aquellas reuniones, audiencias y viajes cuya publicidad comprometa, además del 
interés general de la nación o la seguridad nacional, bienes tales como el orden 
público o la seguridad pública, la salud pública, las relaciones internacionales y 
los intereses económicos o comerciales del país. El proyecto ingresó con suma 
urgencia, aunque a la semana siguiente la urgencia fue retirada y desde entonces 
duerme en el Congreso. 


Desde la sociedad civil se levantó un fuerte rechazo a este proyecto. En acción 
conjunta, varias instituciones coordinaron un rechazo al proyecto de ley que 
excluye a los diplomáticos de la ley de lobby. Desde el Consorcio para la 
Transparencia, que agrupa a Ciudadano Inteligente, Pro Acceso, Pro Bono y 
Ciudad Viva, la voz la tomó María José Poblete. En una columna en El 


Mostrador, Poblete señaló su discrepancia con la Cancillería: 


Hoy, con ocasión de la entrada en vigencia de la Ley del Lobby y sin perjuicio 
de haber transcurrido más de diez años de discusión parlamentaria, el Ministerio 
interpreta la excepción de interés nacional de manera extensiva y propone la 
modificación de la ley con el objeto de hacerla inaplicable a los embajadores. 
Estos, por el solo hecho de ejercer dicho cargo, estarían exentos de la obligación 
de consignar las audiencias y reuniones en los registros de agenda pública, ya 
que se afectarían las relaciones internacionales que dicha cartera conduce. Una 
apreciación que resulta inadecuada, más aún considerando que tanto el Consejo 
para la Transparencia como los tribunales han ido delimitando el alcance de las 
excepciones aplicables a estos casos. A la luz de estos antecedentes cabe 
preguntarse: ¿cuál es el estándar de transparencia aplicable en la institución? 


Estimamos que las prácticas de reserva de la Cancillería deberían ser revisadas 
para que, resguardando el interés nacional cuando realmente este se encuentre en 
peligro, se respete, al mismo tiempo, el derecho fundamental de acceder a la 
información pública. Con ello se da certeza a la ciudadanía y se evita poner en 
tela de juicio el actuar transparente del Estado y sus organismos, lo que conlleva 
una pérdida de confianza en las instituciones públicas y un consiguiente 
debilitamiento de nuestra democracia. En la reflexión sobre las prácticas 
uniformes en transparencia y acceso a la información pública que debiesen ser 
aplicadas, sería saludable que el Ministerio de Relaciones Exteriores generara un 
diálogo con representantes de la sociedad civil, de la comunidad internacional y 
de los demás actores involucrados, recabando así las diversas opiniones y 
difundiendo con ello una nueva política de transparencia en la institución. Desde 
el Consorcio por la Transparencia, que conformamos Fundación Ciudadano 
Inteligente, Fundación Pro Bono, Fundación Ciudad Viva y Fundación Pro 
Acceso, nos ponemos a disposición de la Cancillería para colaborar en esta 
tarea?%, 


Think tanks: las trincheras no reguladas 


De acuerdo al numeral 6 del artículo sexto de la Ley 20.730, los centros de 
estudios, o think tanks, han sido excluidos de ambas categorías, es decir, no son 
ni lobbistas ni gestores de intereses. Para que opere esta regla, deben ser 
convocados como “asesores” de algún parlamentario. Así dice el artículo en 
cuestión: 


No obstante lo señalado en el artículo precedente, no están regulados por esta 
ley: 


6) Las asesorías contratadas por órganos públicos y parlamentarios realizadas 
por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, 
corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier 
otra entidad análoga, así como las invitaciones que dichas instituciones 
extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado. 


Esta es una cuestión interesante, pues lleva a pensar más detenidamente en el 
estatuto jurídico que rige a los centros de estudios en Chile. Incluso más, este 
asunto aflora como una arista central del debate público chileno, ya que la 
cantidad de think tanks va en explosivo aumento desde hace al menos una 
década. Esta situación contrasta con la escasa regulación de este tipo de 
instituciones. Su proliferación responde también a una retórica, la “creación de 
nuevas ideas”, que mueve a pensar que el debate público del futuro estará 
marcado a fuego por la acción de los think tanks. Así las cosas, cabe preguntarse 
si acaso es posible avanzar en normativas que conviertan en obligación legal la 
existencia de información pública sobre el financiamiento y estructura de cada 
una de estas instituciones. A continuación de analizan los casos de Libertad y 
Desarrollo, Chile 21, Horizontal y el Instituto Libertad. 


Libertad y Desarrollo 


Ciper Chile dio a conocer un reportaje de investigación en donde se deja 
constancia de los vínculos económicos existentes entre Libertad y Desarrollo y 
la British Tobacco. Esta investigación fue la primera en entregar información 
sobre el financiamiento de Libertad y Desarrollo, una materia que se mantuvo en 
secreto desde su fundación?%, Este secreto contrasta, sin embargo, con la 
influencia que ha tenido este centro de estudios en el debate público chileno. 
Para muestra, Ciper Chile estima que Libertad y Desarrollo ha intervenido en 
más de tres mil seiscientos procesos legislativos desde el comienzo de la 
transición. Incluso se puede ir más allá y recordar el libro El Pacto, publicado 
por Claudio Fuentes, investigador del ICSO de la UDP, del cual se desprende la 
tesis de que las reformas constitucionales de 2005 fueron un acuerdo entre el 
Gobierno de Lagos y Libertad y Desarrollo2®. 


La influencia de este centro de estudios en dicho proceso es innegable y así 
consta en las numerosas fuentes citadas por Fuentes, donde se aprecia con 
nitidez la conducción de Libertad y Desarrollo sobre el debate. De este modo, es 
sintomático que una institución tan influyente tenga tan poca información de 
transparencia y financiamiento disponible para los ciudadanos interesados y la 
prensa. A esto debe agregarse que, a mediados de 2015, se tuvo información 
respecto a los dineros pagados por SQM a Libertad y Desarrollo. Sin embargo, 
este no fue el único centro de estudios beneficiado por la chequera de Ponce 
Lerou. En un reportaje de las periodistas Claudia Urquieta y Alejandra Carmona, 
publicado en El Mostrador, se detallan estos pagos. La larga chequera de SQM 
—que hasta hoy ha reconocido la entrega de más de once millones de dólares en 
pagos irregulares— alcanzaba para políticos, sus familiares, sociedades y 
funcionarios de Gobierno: 


Así se desprende de la investigación que lleva adelante la Fiscalía en la arista 
SQM derivada del Pentagate. El Ministerio Público también tiene en su poder 
facturas emitidas a SQM por parte del brazo ideológico de la política: centros de 
pensamiento o think tanks: Chile 21, ligado a la centro-izquierda; Libertad y 
Desarrollo, que asesora gratis el trabajo legislativo de la UDI, son algunos. 
También figura en la lista la Fundación Jaime Guzmán, 


Horizontal 


El caso de Libertad y Desarrollo puede ser comparado con el de un think 

tank más joven, creado hace un par de años por profesionales jóvenes de la 
derecha. Bajo el nombre Horizontal se conoce al centro de estudios fundado por 
Hernán Larraín Matte y Juan Carlos Jobet en 2012. Al igual que Libertad y 
Desarrollo, Horizontal funciona con financiamiento secreto y no existe 
información alguna disponible sobre este tópico ni para los periodistas ni para 
los ciudadanos. La influencia de Horizontal en el debate público, empero, es 
cada vez mayor. Durante el primer semestre de 2014 su director, Hernán Larraín 
Matte, tuvo más de cincuenta apariciones entre prensa escrita, radios y 
televisión. En ninguna de estas instancias, sorprendentemente, fue cuestionado 
sobre el origen del dinero que sostiene a su institución. No deja de ser 
interesante que una institución vinculada a un exministro de Estado y a un 
exasesor del segundo piso de La Moneda tenga financiamiento secreto. 


Paralelamente, durante 2014 las oficinas de Horizontal sirvieron de punto de 
reunión para que siete centros de estudios de la derecha se reunieran a configurar 
y discutir su posición ante las reformas planteadas por el Gobierno. Su 
financiamiento, siguiendo con la comparación, sigue siendo una incógnita 
incluso para el mundo político, que maneja más información que la ciudadanía 
en general. Una muestra de esto la dio el senador Manuel José Ossandón, quien 
le preguntó a Hernán Larraín Matte por sus financistas, todo esto en un programa 
en vivo en Mega, refiriéndose a “uno, dos, tres mecenas”; Larraín Matte le 
señaló que eso se trataba de “un problema personal”. 


En 2016, sorprendió que la presidenta Bachelet nombrara a Hernán Larraín 
Matte en el Consejo de Observadores Ciudadanos del proceso constituyente. 
Esta institución debe velar por la transparencia y la neutralidad del proceso. 
Curiosamente, nunca se le ha solicitado a Larraín Matte que explique cómo se 
financia su institución. Recientemente, se conoció que, además de Horizontal, 
Larraín Matte ha decidido abrir una consultora junto a su hermana. La 


consultora, de nombre Puelche, se suma a la serie de emprendimientos que 
tienen los hermanos Larraín Matte, donde se incluye Horizontal, la consultora 
Puelche y también la consultora Bernstein y Woodward, donde figura su 
hermano Juan de Dios Larraín Matte. A mediados de 2016, Larraín Matte dejó la 
dirección ejecutiva de Horizontal en manos de Lorena Recabarren. 


Chile 21 


En paralelo al flujo de información sobre SQM, se fueron conociendo los 
beneficiados por su billetera. En la lista apareció también el centro de estudios 
Chile 21, que ha sido encabezado por largos años por Carlos Ominami. Según 
consigna El Dínamo, Chile 21 reconoció aportes de SQM, aunque negó que 
estos fueran destinados a campañas políticas o a acciones de lobby. 


La Fundación Chile 21, cuyo director ejecutivo es el exsenador Carlos Ominami, 
reconoció que recibió aportes de SQM, pero descartó que estos se destinaran a 
campañas políticas. Esto, luego que radio Duna informara que en la revisión de 
las planillas de pago de la empresa minera se encontraron facturas destinadas a 
la organización entre 2012 y 2013 por un monto de 90 millones. 


En vista de esta situación, Chile 21 dio a conocer un comunicado en el cual 
recalca que “se financia sobre la base de un sistema de suscripciones que están 
regidas por un contrato que establece con precisión las obligaciones de las 
partes. En el caso de la Fundación, esta se obliga a: presentar un informe 
mensual sobre política nacional, economía y coyuntura social, ambiental e 
internacional; los resúmenes de los trabajos de los distintos talleres; monografías 
sobre temas específicos; estudios de opinión pública e invitar a los distintos 
eventos que organiza la Fundación”. “Chile 21 no participa como institución de 
campañas políticas y no ejerce ninguna actividad de lobby o gestión de intereses 
privados. Las opiniones institucionales de la fundación, así como de sus 
miembros, son completamente autónomas y bajo ningún concepto responden a 
los intereses específicos de sus suscriptores”, consignó el documento”, 


Instituto Libertad 


En julio de 2016 se conocieron graves informaciones referentes al Instituto 
Libertad, cercano a Renovación Nacional. Según acusó Roberto Ossandón, en 
este think tank ocurrió un desvío de fondos por parte de Antonio Horvath 
Gutiérrez, hijo del senador independiente Antonio Horvath Kiss. Según 
Ossandón, Horvath habría desviado más de cien millones de pesos con el 
objetivo de ser candidato a diputado. Así lo informó el portal Emol: 


Fue en septiembre del año pasado cuando el presidente del directorio del 
Instituto Libertad (IL), Roberto Ossandón (RN), planteó sus dudas respecto de 
los estados financieros del centro de estudios que entonces dirigía Antonio 
Horvath. Se trataba, explican en el instituto, de pérdidas que superaban los cien 
millones de pesos, producidos, entre otras cosas, porque luego que se destaparan 
los casos de financiamiento irregular de campañas las empresas dejaron de 
comprar los informes legales y de políticas públicas que realiza IL, bajando 
sustancialmente el volumen de sus ingresos, señala El Mercurio. 


Tras la reunión, explica Ossandón, se solicitó la renuncia de Horvath a la 
dirección ejecutiva, argumentando, entre otras cosas, que no avisó a tiempo que 
los problemas de financiamiento eran un asunto estructural que ya no podía 
enfrentarse en base a la proyección de los ingresos futuros. En paralelo, se 
instruyó realizar una auditoría interna, cuyos resultados arrojaron que la deuda 
hasta diciembre de 2015 era de casi $110 millones; que más de $58 millones 
fueron utilizados en actividades distintas a las que desarrolla el instituto, y que el 
80% de las actividades de capacitación y formación realizadas por la entidad se 
realizaron en el distrito 14, en el cual Horvath ha iniciado su campaña a 
diputado. 


“Si uno analiza la cantidad de capacitaciones y eventos realizados por el 


Instituto, el 80% de ellos se hizo en el distrito en que Antonio Horvath quiere ser 
candidato a diputado. En esos eventos, las rendiciones de cuentas, como se ha 
podido comprobar, fueron muchas veces adulteradas: los asistentes no eran los 
reales, se falsificaron firmas y se imputaron gastos que no correspondían”, dijo 
Ossandón, quien agregó que lo que más molestó al directorio es que, “además 
del desvío de fondos y gastos para la campaña de Horvath, se nos ocultaron las 
cifras reales de la situación del instituto, engañándonos burdamente”, 


A los pocos días de presentada esta denuncia, Horvath Gutiérrez anunció su 
candidatura para diputado por el nuevo distrito 14 de Melipilla y San Bernardo. 


Informe Engel 


En el Informe Engel no se propone ninguna regla referente a la regulación de los 
centros de estudios. Así, por ejemplo, no hay reglas referentes a las inhabilidades 
e incompatibilidades de los directores de think tanks. Esto resulta en una 
desregulación donde las mismas personas se pueden sentar en directorios de 
empresas privadas y de think tanks, generando posibles conflictos de interés, por 
un lado, y extensas redes de influencias, por otro lado. Es interesante observar el 
grado de desregulación que pesa sobre los centros de estudios. Pueden 
constituirse como fundaciones, corporaciones, institutos o figuras legales afines; 
luego asisten a las comisiones de trabajo en el Congreso Nacional en calidad de 
expertos, pero nadie les pregunta nada sobre su estructura, sus intereses ni su 
financiamiento. ¿Es esto razonable? Se podría estar generando una zona franca 
entre gestores de intereses y lobbistas, una sutileza para recibir donaciones, por 
un lado, y hacer papers, estudios y gestiones ante las autoridades, por otro. De 
esta manera, los think tanks, al igual que los diplomáticos, los abogados, los 
gremios y otros, se encuentran en las zonas grises de la ley de lobby. Junto con 
los diplomáticos, los abogados y los gremios, los centros de estudios constituyen 
zonas grises de la ley de lobby. A la vez, estos casos ponen de manifiesto los 
entramados de influencias y lobby que existen en la sociedad chilena. En el 
siguiente capítulo nos abocaremos a analizar esa sociedad. 


Capítulo Nueve: La sociedad de las influencias 


En lugar de “la transparencia produce confianza” debería decirse: “La 
transparencia deshace la confianza”. La exigencia de transparencia se hace oír 
precisamente cuando ya no hay ninguna confianza. En una sociedad que 
descansa en la confianza no surge ninguna exigencia penetrante de transparencia. 
La sociedad de la transparencia es una sociedad de la desconfianza y de la 
sospecha, que, a causa de la desaparición de la confianza, se apoya en el control. 


BYUNG-CHUL HAN, 


La sociedad de la transparencia 


La penetración del lobby en la sociedad chilena habla de un cambio cultural 
profundo. Durante más de tres décadas, el país se ha ido adaptando al paso de 
una sociedad agraria, aislada del planeta, a una sociedad globalizada, inserta en 
un mundo competitivo. La sociología ha acuñado un concepto interesante, el 
capital social, que permite explicar algunas prácticas propias de la sociedad 
chilena, como los “pitutos” o “favores de compadrazgo”. La profesora 
Emmanuelle Barozet, de la Escuela de Sociología de la Universidad de Chile, ha 
estudiado en profundidad la práctica de los pitutos, propia de la clase media 
nacional. Más allá de los pitutos, en la actualidad podemos encontrar una nueva 
lógica, ampliamente difundida en las elites, cual es la cultura de los “contactos”. 
El paso de los pitutos a los contactos explica la matriz bajo la cual operan las 
oficinas de lobby exitosas y las instituciones que buscan influir en el debate 
público, como los gremios o los abogados. El sociólogo francés Bruno Latour ha 
acuñado el concepto de los “actores-red”, que puede ser útil para explicar la 
forma en que se teje una red de influencias, más allá de las fronteras público- 
privadas. Los actores-red son personas o instituciones que logran constituirse en 
verdaderas telarañas de sujetos, usos, prácticas, confianzas y expectativas 
comunes. El factor confianza aparece aquí como una de las claves, y dentro de 
esa búsqueda de generación de confianza encontramos la práctica de entregar 


regalos, cuestión que también se encuentra regulada en la Ley 20.730 en lo que 
respecta a obsequios recibidos por autoridades. La publicidad de los regalos, los 
viajes y las audiencias, todo contenido en la ley de lobby, responde a lo que 
Byung-Chul Han ha denominado “la sociedad de la transparencia”, donde todos 
los aspectos de la vida pública se vuelven objeto de transparencia. Esto tiene un 
aspecto positivo, pues promueve la probidad y la fiscalización de los ciudadanos, 
aunque también tiene un aspecto de sombra, como destaca el autor coreano, pues 
transforma la democracia en una suerte de “casa de vidrio”. Dentro de esa casa 
de vidrio estarían las elites, y fuera de ella, los ciudadanos. ¿Hasta qué punto la 
ley de lobby chilena no es una “casa de vidrio”? ¿Hasta qué punto el modelo de 
desarrollo chileno se sustenta en el lobby? ¿Viven las elites chilenas en una 
“sociedad de las influencias”? 


De los “pitutos” a los “actores-red” 


La profesora Emmanuelle Barozet, de la Escuela de Sociología de la 
Universidad de Chile, se ha interesado por el uso chileno del “pituto”. Esta es 
una institución cultural chilena, piensa la autora, muy enraizada en la clase 
media. Según la clásica distinción de Bordieu, existen tres tipos de capital: 
económico, cultural y social. A este respecto, los pitutos serían una forma de 
Capital social desarrollada por la clase media como un código de “compadrazgo” 
o reciprocidad de favores. 


Un elemento llama particularmente la atención respecto a una de las formas de 
Capital de la cual dispone la clase media en comparación con otros sectores: el 
“pituto”, también llamado compadrazgo o favor. Se trata de una manifestación 
extremadamente eficiente del capital social. Esta práctica, que llamaremos aquí 
“intercambio de favores”, es una forma de reciprocidad entre individuos de un 
mismo círculo o nivel social, que permite, mediante vínculos informales, 
mantener una solidaridad orgánica entre cercanos. Se trata de una práctica 
masiva, determinante e indispensable para obtener un trabajo o bienes y 
servicios, a los cuales no se podría tener acceso debido a las limitaciones de los 
servicios públicos o del mercado, a menos que se recurra a la personalización de 


los vínculos y a la instrumentalización de las redes personales. Descansa en la 
conformación de lazos de confianza amistosa y está vinculada a la forma en que, 
a lo largo del siglo XX, se fue desarrollando la clase media, que opera como 
agente histórico de redistribución del Estado. 


(...) 


Hace más de tres décadas, antes de la Unidad Popular, la antropóloga mexicana 
Larissa Lomnitz hacía notar que entre los chilenos y las chilenas de clase media 
existía una práctica muy anclada y a la cual buscaba encontrar significado: el 
pituto, favor, o como se llamaba entonces, el compadrazgo. Consiste en una 
forma de regulación social, entre la economía de mercado y la redistribución de 
parte del Estado que perdura como un intercambio constante y sistemático de 
asistencia, ayuda, apoyo entre familiares, amigos y conocidos. Se capitaliza 
como una deuda simbólica, que genera una reciprocidad importante y 
obligatoria. Lomnitz atribuía en ese entonces una notoria importancia a este 
intercambio, que según ella podía ser considerado como el recurso estratégico 
del cual disponía el sector medio chileno y que le permitía asumir un papel de 
mediación entre sectores obreros y elites. Afirmaba incluso que se trataba de un 
“Criterio crucial para la membresía dentro de la clase media”. Pero más 
notoriamente, sigue siendo hasta el día de hoy una práctica social 
institucionalizada, debido a su extensión y permanencia?, 


Según explica Barozet, la clase media ha construido su capital social en la forma 
de pitutos o relaciones de compadrazgo. Los vínculos informales permiten un 
intercambio de favores, entre miembros de una misma clase o círculo social. 
Aquí se aparecería, en el fondo, según la tesis de Barozet, el rol de la clase 
media en la redistribución del Estado. De esta forma, el pituto sería, al final del 
día, un mecanismo de democratización de los privilegios del Estado. El pituto 
parece ser una práctica de la clase media. Las elites, clases altas, clases 
dirigentes, altas burguesías, o como quiera llamárselas, no parecen vincularse 
mediante este mecanismo del pituto. 


¿Cómo, entonces, se construyen los lazos de confianza en los estratos altos de 
nuestra sociedad? 


Según la tesis de un destacado sociólogo, Bruno Latour, la mejor forma de 
entender a las elites es mediante la teoría de los actores-red?10, La teoría del 
actor-red, o en inglés “actor-network theory” (ANT), es un enfoque de la teoría 
social y la investigación, originario en el campo de estudios de la ciencia, que 
trata a los individuos y a las instituciones como parte de las redes creadas por 
nodos de interacción. Los defensores de esta tesis insisten en que los actores-red 
pueden ser humanos o no humanos, cabiendo en esta última categoría 
instituciones, colectivos, partidos políticos, colegios, universidades, etcétera. 
Desarrollada por los estudios académicos de ciencia y tecnología de Michel 
Callon, Bruno Latour, el sociólogo John Law y otros, la ANT más técnicamente 
se puede describir como un método “semiótico-material”. Esto significa que los 
mapas de las relaciones son simultáneamente materiales, entre los sujetos, y 
semióticos, entre conceptos. 


El análisis de la sociedad en base al capital social de los sujetos, así como su 
capacidad para convertirse en actores-red, es una tendencia creciente en la 
sociología y el activismo. Así, por ejemplo, el sitio Poderopedia pretende 
construir, en línea, un verdadero diccionario de las relaciones de poder existentes 
en la sociedad chilena. Poderopedia es una plataforma colaborativa de 
periodismo de datos que mapea quién es quién en los negocios y la política en 
Chile. Usando información pública, visualizaciones de datos y tecnología 
semántica, Poderopedia ayuda a entender las relaciones entre las personas, 
empresas y organizaciones de interés público, para reflejar eventuales conflictos 
de intereses y promover una mayor transparencia. Poderopedia es desarrollado 
por periodistas, programadores, diseñadores y colaboradores ciudadanos que 
investigan, extraen, seleccionan y validan información de fuentes públicas como 
medios de comunicación, bases de datos gubernamentales, bases de datos de 
empresas y publicaciones de sitios web de todo tipo. Dicha información es 
sometida a un proceso de verificación de fuentes y luego se publican los 
aspectos de interés público más relevantes. Poderopedia pretende ser una 
herramienta de utilidad diaria para periodistas, medios de comunicación, 
ciudadanos, profesionales, organizaciones y empresas que necesiten consultar 


información sobre quién es quién en los negocios y la política en Chile, así como 
conocer sus mapas de conexiones. 


El método de Poderopedia está íntimamente ligado con el modelo propuesto por 
Latour y sus seguidores, ya que se reconstruyen las redes de un sujeto o de una 
institución, pensándolos como actores y como redes a la vez. Así, por ejemplo, 
según hemos visto en los capítulos 4, 5 y 6, los lobbistas chilenos más exitosos 
se encuentran vinculados estrechamente a la política. Enrique Correa, por sí solo, 
es un actor-red que comunica diversas instituciones, empresas, partidos políticos 
y conceptos. Imaginacción Consultores es un actor-red aún más amplio, que 
acumula las redes de Correa con las de todos sus ejecutivos, socios y gerentes. 
Estas redes son transversales, tanto en la Concertación como en la derecha, al 
igual como las redes traspasan los límites público-privados. Visto desde la 
perspectiva del actor-red, las arterias que se encuentran en Imaginacción tienen 
puntos de contacto luego con partidos políticos, medios de prensa, 
universidades, instituciones públicas y grupos de pertenencia en todos los nichos 
sociales de las elites chilenas. Por eso, quien suma a Correa como asesor en una 
crisis suma también un denso entramado de redes. 


Del mismo modo, los contactos de Cristina Bitar la configuran como un actor- 
red particularmente atractivo en el mundo del lobby. Ella tiene redes hacia el 
mundo de la Concertación, por ser sobrina de Sergio Bitar, uno de los 
fundadores del PPD. Por otro lado, ha sido un elemento activo en la derecha 
chilena, tanto en las redes de Joaquín Lavín como en las de Sebastián Piñera. Al 
mismo tiempo, tiene redes en el mundo de la derecha liberal, dado su paso por 
Independientes en Red. Azerta es un actor-red aún más amplio que Cristina 
Bitar, pues suma las redes de Gonzalo Cordero, Felipe Edwards y otros 
ejecutivos, como Miguel Flores. Estas redes constituyen a Azerta en una 
empresa con fuertes contactos en la derecha y con crecientes redes en la 
Concertación. En el caso de las hermanas Velasco, hijas de Belisario Velasco, 
dueñas de Extend, las redes se extienden en los partidos de la Concertación. Su 
padre es un destacado democratacristiano, exministro y subsecretario del 
Interior. Ellas, las hermanas, tienen redes en el Partido Socialista y en el PPD. 
Extend es un actor-red más amplio, que involucra, por ejemplo, a Juan Antonio 
Guzmán Molinari, exministro de Pinochet, director de empresas y actual cabeza 


de SQM, en reemplazo de Julio Ponce Lerou. 


Eugenio Tironi, por su parte, es un lector empedernido de Bruno Latour y sus 
teorías sobre actores-red. De hecho, en su libro conjunto con Cavallo, Tironi 
establece la teoría de Latour como uno de los pilares de su teoría de 
comunicación corporativa denominada “Abierta”. Así se puede leer en el libro: 


Abierta está estrechamente inspirado en dos corrientes que forman parte de la 
llamada sociología pragmática francesa. La primera es la Actor-Network Theory 
o ANT, fundada por Bruno Latour, Michel Callon y los investigadores del Centre 
de Sociologie de |’ Innovation de la Ecole de Mines de Paris. La segunda es la 
sociología de la justificación de Luc Boltanski y Laurent Thevenot, ambos del 
Groupe de Sociologie Politique et Morale de la Ecole des Hautes Etudes en 
Sciences Sociales, también de París. Ambas corrientes comparten una 
característica que nos resultó afín a lo que veníamos experimentando desde la 
consultoría: ellas dejan hablar a los propios actores sociales y observan cómo 
ellos crean conocimientos y resuelven sus disputas, en vez de apabullarlos con 
las interpretaciones de los expertos?” 


Esta teoría ha sido aplicada por Tironi en diversos casos de comunidades 
enfrentadas a proyectos empresariales con alto impacto ambiental. El método 
propuesto por Tironi se basa en ubicar a los líderes de las comunidades, los 
constructores de realidad, que son quienes estructuran el discurso del conflicto. 
Asimismo, estos sujetos suelen ser los actores-red mejor conectados de la 
comunidad, por lo que el saber sumarlos a un proyecto decide la viabilidad del 
mismo. Según relata El Mostrador, el método Abierta fue usado en casos como 
Neltume, donde la comunidad local se oponía a un proyecto de Endesa: 


La experiencia en Neltume fue exitosa y Endesa desembolsó US$40 millones en 
proyectos para la comunidad, tal y como confidencia un consultor que participó 

de ese proyecto. El siguiente paso fue en Constitución, donde, luego de ocurrido 
el terremoto del 27 de febrero del 2010, Tironi asesoró a Forestal Arauco —de la 


familia Angelini—, para apostar a un mejoramiento de la imagen de la empresa a 
través de su aporte a la reconstrucción de una de las ciudades más afectadas por 
el sismo. 


El resultado fue el proyecto PRES, Plan de Reconstrucción Sustentable, en 
Constitución, cuyo gerente es Marcelo Tokman, exministro de Energía de 
Michelle Bachelet. Con una inversión cercana a los US$70 millones, esta vez el 
aporte privado se sumó a la inversión del Gobierno regional. El procedimiento 
fue el mismo, máxima participación ciudadana, foros híbridos y plebiscito 
comunal para elegir los proyectos que se implementarían. Claro que los 
anteriores solo fueron ensayos. Cuando a fines del 2011 estalló el conflicto 
social en Calama, con la conformación de una asamblea ciudadana que exigió 
que parte de los beneficios del cobre se quedaran en la ciudad, Tironi saldría a 
demostrar la eficacia de su propuesta. En alianza con Horizontal, Tironi y 
Asociados se adjudicó una licitación privada de Codelco para diseñar el proyecto 
Calama PLUS, que contempla una inversión superior a los US$800 millones, y 
que ha prometido venir a cambiarle la cara a la ciudad del cobre. Desplegando 
asambleas y un plebiscito comunal, se eligieron 30 proyectos que en definitiva 
calmaron los ánimos y durmieron al movimiento levantado al calor de las 
movilizaciones estudiantiles del 2011. 


Entre las iniciativas que serán beneficiadas con financiamiento, se cuentan la 
construcción de un parque que funcionará como “muro verde” en los límites de 
Calama, además del mejoramiento de escuelas y liceos, la construcción de un 
centro de alto rendimiento para deportistas y la remodelación del mercado 
central, entre otros?12, 


Estos son ejemplos para mostrar que la teoría de los actores-red puede ser una 
explicación funcional al crecimiento y la acción de las empresas de lobby. Del 
mismo modo, puede ser útil para explicar la influencia de determinados estudios 
jurídicos, centros de estudios y gremios en la creación de redes. En el contexto 
chileno, podemos pensar una teoría que permita aplicar estos conceptos 
sociológicos a la acción de las oficinas de lobby. La lógica de las oficinas de 


lobby, y de las influencias en general, no es una lógica de pitutos, sino una lógica 
de “contactos”. Es interesante diferenciar ambas nociones. Por ejemplo, los 
pitutos son, por regla general, individuales. Esto quiere decir que quien tiene un 
pituto tiene un trato privilegiado con una persona en un determinado contexto. A 
diferencia de esto, los contactos se refieren, por regla general, a grupos 
colectivos de personas, que tienen pertenencias comunes. Esto quiere decir que 
quien tiene un contacto tiene una relación privilegiada con varias personas, en 
varios contextos. Otra diferencia es que un pituto es siempre relativo a una 
cuestión concreta: un favor, una rebaja de precio, un puesto laboral y similares. 
Los contactos, en cambio, se refieren a cuestiones más bien difusas, no tan 
concretas como los pitutos. Allí donde el pituto es individual y concreto, los 
contactos son colectivos y difusos. Los contactos son la forma práctica en que 
los actores-red reproducen su acción en una sociedad. Estos se constituyen como 
una forma sumamente eficiente de capital social, que es transformado en capital 
económico a través de la venta de servicios en el mercado de lobby. En este 
sentido, las oficinas de lobby son actores-red muy bien conectados, que venden 
estos contactos en el mercado. En una entrevista publicada en The Clinic, los 
investigadores chilenos Diego Milos y Matías Wolff le preguntaron a Latour qué 
pensaba sobre la utilización de sus conceptos por parte de consultoras: 


—Como académico, usted ha contribuido a entender la relación entre la 
sociedad y el capitalismo. Pero eso también ha tenido efectos “no académicos”, 
como el uso que hacen empresas consultoras de sus técnicas de gestión de 
controversias. Ocurre en Chile, por ejemplo. ¿Lo sorprende? 


No lo sé... La Teoría del Actor-Red se usa de muchas formas y una de sus 
limitaciones es que suele utilizarse en una forma muy simplificada. Es fácil 
“refuncionalizarla”, por así decirlo. ¿Qué puedo hacer con eso? Cuando uno 
escribe sabe que su pensamiento dará sus propias vueltas. Pero con mi 
investigación actual sobre los Modos de Existencia, creo que estaré protegido 
contra el mal uso. No creo que hayan nacido todavía los que puedan ocuparla en 
una empresa consultora?, 


Sin embargo, los métodos de las oficinas de comunicaciones, inspirados por 
estas teorías, son resistidos por sus contrapartes. En el mismo reportaje de El 
Mostrador antes citado se pueden leer las críticas que algunas destacadas 
ambientalistas formulan contra las oficinas de comunicaciones. 


Sara Larraín, directora ejecutiva de Chile Sustentable, plantea que “estas 
empresas de Relaciones Públicas son encargadas para dividir a las comunidades 
con el objetivo de insertar los proyectos y armar bloques, comprando a algunas 
personas y ofreciendo dinero, haciendo relaciones con los municipios. Lo único 
que hemos visto es que las empresas contratan a algunas consultoras para 
desarrollar un paquete de estrategias sociológicas con el objeto de imponer 
proyectos a las comunidades”. 


La ambientalista agrega que la labor de las consultoras se centra en obviar los 
argumentos técnicos de los proyectos y desviar la discusión hacia los beneficios 
que la comunidad puede obtener de estas iniciativas: “En general, generan 
graves divisiones en la comunidad. En Calambres y Caimanes hicieron una Junta 
de Vecinos paralela a la que existía antes. Lo mismo en Alto Maipo, donde 
levantaron campañas de alcaldes y concejales. Además, ofrecen empleos 
anticipados, con listas que ellos dicen se las van a pasar a las empresas”. 


La misma percepción tiene Andrea Cisternas, vocera del Movimiento 
Socioambiental del Valle del Huasco. “Ellos lo que hacen es blanquear a las 
empresas. Hacen un lavado de imagen. Porque las empresas siguen funcionando 
igual, a la pinta de ellos. Y como somos comunidades pobres, creen que con 
ofrecer mejorar los techos o una lavadora para el equipo de fútbol, nos tienen 
comprados. Pero esto ya no es así. La gente ahora está bien informada”?211, 


Regalos 


Un pilar fundamental de cualquier estrategia para ampliar y consolidar las redes 
de una persona o institución es dar regalos. Esta práctica está tan arraigada en las 
sociedades modernas que se ha vuelto común el recibir regalos de las empresas o 
que las empresas se hagan regalos entre sí. Esto fue penetrando poco a poco 
hacia la política, y hoy es común, también, que los privados hagan regalos a las 
autoridades. Por ello, la ley de lobby 20.730 no solo regula las audiencias, sino 
también los regalos que reciben las autoridades. Pese a que no existían mayores 
expectativas sobre esto, hasta mediados de 2016 se han registrado más de doce 
mil regalos. En una interesante tesis de grado, el antropólogo Pablo Ortúzar 
analiza la institución cultural de los business gifts, es decir, los regalos 
corporativos. 


El intercambio de regalos en el ámbito de las empresas es un fenómeno bastante 
generalizado y común en el mundo de los negocios latinoamericano. Estos 
business gifts se entregan entre diferentes tipos de personajes —proveedores, 
clientes, gerentes y empresarios— y abarcan un amplio espectro de bienes y 
servicios. La expectativa aducida normalmente a estos dones es mantener un 
contacto fluido y una relación de fidelidad entre la empresa y sus proveedores y 
clientes25, 


(...) 


Un regalo o don se constituye en el acto de entregar algo con el objetivo de 
generar o mantener (alimentar) un lazo social. Los regalos corporativos son 
aquellos regalos que circulan dentro de una empresa o entre empresas. De entre 
ellos, estudiaremos específicamente los llamados business gifts, que son aquellos 
regalos que se entregan entre los agentes que negocian un contrato o que 
mantienen o pretenden mantener alguna relación comercial. Las relaciones entre 
empresas en Chile corresponden a las relaciones comerciales que establecen 
empresas en el territorio nacional. Estas suelen ser entre la empresa representada 
por sus gerentes y los proveedores de servicios o productos que la empresa 
requiere. También pueden ser con clientes importantes y el representante de la 
empresa en algunos casos puede ser el dueño o alguno de los dueños?!*, 


Según la investigación de Ortúzar, la institución del regalo corporativo es un 
fenómeno generalizado que se ha vuelto común en el contexto latinoamericano. 
Los proveedores y los clientes deben ser fidelizados y se debe mantener con 
ellos un contacto fluido, para eso el regalo. El regalo, en la tesis de Ortúzar, sería 
un camino para abrir puentes de confianza entre sujetos. El regalo, según 
Ortúzar, es una manifestación moderna del “don”, aquello que se da a otro sin 
esperar nada a cambio. El asunto es más complejo que eso, y el antropólogo 
continúa señalando que la institución del regalo tiene problemas. Esto, pues 
colinda con el soborno, cuya estética contamina la lógica del sistema económico: 


Sin embargo, y a pesar de las expectativas señaladas, los regalos constituyen un 
problema para la empresa moderna. La razón de esto se encuentra en que se trata 
de elementos extra-económicos que parecen tener la capacidad de influir las 
decisiones económicas. En otras palabras, pueden ser entendidos como “juego 
sucio” bajo ciertas circunstancias, dado que “contaminan” la lógica del sistema 
económico basada en la elección racional impersonal a partir de parámetros de 
costo/beneficio monetario. Pero, a pesar de esto, la empresa no puede renunciar 
a las relaciones sociales sobre las que se constituye ella misma y sobre las que se 
constituye el comercio, y en las relaciones sociales el don parece seguir jugando 
un papel muy importante. Esta paradoja, entonces, intenta ser resuelta de manera 
normativa, fijando qué es un regalo y qué un soborno a partir de parámetros casi 
exclusivamente culturales que hoy se ven sometidos a una fuerte tensión debido 
a la globalización de la economia”. 


Como se desprende del análisis de Ortúzar, los regalos son un mecanismo de 
construir confianzas a futuro. Esto las empresas lo entienden de forma 
estructural, generando una práctica corporativa destinada a entregar regalos y 
construir las confianzas que permiten agrandar y consolidar sus redes. ¿Qué 
ocurre, sin embargo, cuando esta estrategia de dar regalos llega también al 
mundo público, es decir, cuando las autoridades comienzan a recibir regalos 
corporativos? En el límite estaría el soborno, que se encuentra castigado en el 
artículo 250 del Código Penal. Con todo, la delgada línea entre el soborno y el 
regalo corporativo se presta para múltiples interpretaciones. Un caso 


particularmente interesante ocurrió en la década de los noventa, cuando el 
ministro Edmundo Hermosilla recibió dos caballos fina sangre de parte de la 
empresa Copeva. Esta compañía, dedicada al rubro de las viviendas sociales, 
había saltado a la fama por la mala calidad de sus casas. En una recordada 
entrevista en La Tercera, el ministro reconoció que había recibido dos caballos 
de regalo, de parte de Francisco Pérez Yoma, de Copeva. Solo en 2007 La 
Tercera pudo sacarle esta confesión a Hermosilla. Así relata el episodio dicho 
diario: 


El corralero lo recibió en 1995, el día de su cumpleaños. El día de ayer era 
importante para el ministro de Vivienda y Urbanismo, Edmundo Hermosilla (en 
la foto). Luego de negociar por dos semanas con el gremio de constructores un 
acuerdo marco para reparar las casas del Servicio de Vivienda y Urbanización 
(Serviu), por fin daba inicio concreto al Plan de Emergencia anunciado después 
del temporal. Sin embargo, el fantasma de Copeva aún estaba presente en el 
tema de las casas mal construidas y sobre todo, su relación con el dueño de la 
empresa y hermano del ministro de Defensa, Francisco Pérez Yoma. 


Solo ayer Edmundo Hermosilla reconoció haber recibido de parte de Pérez 
Yoma un caballo corralero. Este regalo fue un tema de inquietud permanente 
para la opinión pública, pues muchos se preguntaban cómo un ministro recibía 
tamaño regalo de parte de uno de los propietarios de la empresa más importante 
del área donde él se desempeña. 


Copeva es la constructora más importante de viviendas sociales y Francisco 
Pérez Yoma, un reconocido fanático de los pura sangre. En una entrevista del 
pasado 25 de junio, La Tercera le preguntó al dueño de Copeva sobre el entonces 
supuesto regalo. Pérez Yoma respondió que ese era un tema personal y que poco 
podía importarle a la gente los obsequios que él realizara. Sin desmentir o 
asegurar el presente equino. 


Posteriormente, el ministro fue consultado sobre ese tema por un periodista y 


este evadió la pregunta sin responderla directamente. Hasta ayer el tema seguía 
sin ser confirmado por ninguno de los dos protagonistas, pero al final de la 
conferencia de prensa, el ministro se enfrentó al siguiente diálogo: 


—¿ Qué hay de cierto en el regalo que se la habría hecho a usted referente a un 
par de caballos? 


—Fsa es una pregunta que ya he respondido, me remito a ello... No tengo ningún 
caballo fina sangre y nunca he recibido un caballo fina sangre. Ha sido mi hobby 
desde niño, porque soy del sur, el de los caballos corraleros. 


—¿Desmiente que le hayan regalado un caballo? 


—No lo desmiento, dije que ya había respondido esa pregunta. 


Luego de este diálogo, se le solicitó al ministro Hermosilla repetir su respuesta y 
fue entonces cuando reconoció haber recibido un caballo corralero de parte de 
Francisco Pérez Yoma. 


—¿ Sería bueno oír su versión de un tema que ya ha sido publicado en medios 
escritos? 


—Si, me regalaron un caballo. 


—¿Y usted era ministro en esa época? 


—Por supuesto. 


—¿ Ud. cree que es un regalo correcto para un ministro de Estado? 


—En ese momento creí que sí”. 


La ley de lobby, a través de su artículo octavo, número 3, establece un registro 
de los regalos recibidos por autoridades públicas. Hasta mediados de 2016, se 
habían registrado doce mil regalos recibidos por autoridades públicas. No hay 
ningún caballo fina sangre en los registros. Abundan, eso sí, los lápices, las 
agendas, los artículos de oficina, libros, cuadernos, calendarios y papelería. En el 
mundo rural, también se encuentran gran cantidad de regalos como frutas, 
verduras, carnes y otros alimentos. 


Escala local 


Una de las conclusiones que brotan del análisis del registro de audiencias es que 
existe una gran densidad de reuniones a nivel municipal. Los alcaldes, 
concejales, jefes de obras y Otras autoridades locales concentran gran parte de las 
audiencias registradas por ley de lobby. Esto es un dato interesante, pues la 
aplicación de la ley de lobby a nivel municipal comenzó recién en el segundo 
semestre de 2015, un año después de comenzada su aplicación en el Poder 
Ejecutivo en general. Esto obedeció a una programación que realizó el Gobierno 
de Bachelet, bajo la gestión de la ministra Segpres, Ximena Rincón. 


En los fríos números, en menos de un año, se han registrado 55.451 audiencias a 


nivel municipal, lo que representa un 57% del total de audiencias registradas en 
todo el país. El ritmo de audiencias a nivel local, además, es realmente intenso. 
Se registran más de treinta audiencias locales por día, tanto por alcaldes como 
por concejales y funcionarios clave dentro de la administración municipal. 
Curiosamente, además, los municipios más activos en materia de lobby son 
aquellos retirados de las grandes urbes. 


Por ejemplo, el municipio que mayor cantidad de audiencias registra es Teno. Su 
alcaldesa, Sandra Valenzuela Pérez, de la UDI, ha aparecido en los medios 
gracias a este récord. A agosto de 2016, se registran más de dos mil seiscientas 
audiencias en esta municipalidad. Teno es una comuna ubicada en la Séptima 
Región del Maule, de no más de veintiocho mil habitantes. Detrás de Teno, en 
los rankings de audiencias figura una comuna más grande, como es Quilicura, 
cuyo alcalde, Juan Carrasco, también ha aparecido en los medios por su cantidad 
de audiencias registradas: casi dos mil cien a agosto de 2016. 


Después de Quilicura, aparecen otras comunas rurales: San Esteban, Curacaví y 
Pumanque. Ambas registran casi mil quinientas audiencias cada una, lo que es 
superior incluso a todo el Senado. La cantidad de audiencias concentradas en 
comunas rurales contrasta, en cambio, con las pocas audiencias registradas en 
comunas centrales tales como Concepción, cuyo municipio solamente ha 
registrado 164 audiencias. Es decir, en Teno se han registrado casi veintiocho 
veces más audiencias que en Concepción, siendo que la primera es una comuna 
de treinta veces menor tamaño que la segunda. En Maipú, una comuna de casi un 
millón de habitantes, solamente se han registrado 360 audiencias. En 
Providencia, 165 audiencias. En Las Condes, 430 audiencias. En La Reina, 340 
audiencias. En la Municipalidad de Santiago, 650 audiencias. 


Esto demuestra que el uso rural de los registros de audiencias por ley de lobby es 
mucho más intenso en comunas de índole rural como Teno, Curacaví, San 
Esteban o Pumanque. Al contrario, en comunas densamente pobladas, el registro 
de audiencias es mucho menor. Esto puede obedecer a que en ciertos municipios 
la ley se ha aplicado de una forma mucho más estricta que en otros. De todas 


formas, existen registros en todas las comunas de más de cincuenta mil 
habitantes que hablan, a las claras, de intereses que se repiten en cada territorio. 
Son, básicamente, dos tipos de intereses en juego. Por un lado, los proyectos de 
constructoras e inmobiliarias que desean realizar proyectos o modificar 
proyectos ya comenzados. En general, los planos reguladores como marcos 
regulatorios son objeto de un intenso lobby por intereses de todo tipo, 
especialmente de servicios básicos como agua, alcantarillados, luz eléctrica, así 
como de empresas que gestionan condominios o viviendas sociales. 


Por otro lado, aparecen proyectos vinculados a temas energéticos, de gran 
impacto ambiental, cuyas consecuencias recaen específicamente en vecinos de 
ciertas comunas. La estructura de conflictos locales, donde un grupo de vecinos 
se opone a un proyecto, se repite con gran frecuencia en la zona centro-sur y 
centro-norte. A veces, los vecinos organizados confluyen para pedir el cierre de 
una planta contaminante, que involucra empresas de variados rubros, como los 
cerdos o el carbón. En otros casos, los vecinos se articulan para oponerse a las 
evaluaciones de impacto ambiental y con eso derribar los proyectos antes de que 
comiencen sus obras. Estos casos generan intensas “temporadas de lobby” en los 
municipios. 


Conceptualmente, el municipio es el lugar más difícil de regular, pues recaen 
sobre él un sinnúmero de tareas locales, como la educación, la salud, la basura y 
los asuntos domésticos. Recientemente, el Consejo para la Transparencia solicitó 
a la Contraloría iniciar un sumario contra veintiocho municipios. Esto luego de 
una fiscalización a sus sitios electrónicos, la que arrojó bajos niveles de 
cumplimiento en materia de transparencia activa. Dentro de las comunas 
acusadas en la mira ocho de ellas son de la Región Metropolitana: Lo Prado, San 
Ramón, Estación Central, Buin, Lampa, Alhué, Lo Espejo y El Monte. La 
solicitud de los sumarios se enmarca dentro de un plan de seguimiento realizado 
por el Consejo a ciento siete municipios, que en 2015 habían obtenido en 
promedio un 45,5% de las normas exigidas en la ley de transparencia. Si bien, en 
2016, los ciento siete municipios subieron su cumplimiento a un 68,45%, hubo 
veintiocho que no lograron avanzar en sus resultados. 


Uno de los asuntos controvertibles respecto a los registros de la ley de lobby en 
los municipios es que iguala una serie de situaciones. Por ejemplo, tanto las 
inmobiliarias, como las empresas energéticas, como las grandes constructoras, 
valen lo mismo que una persona que pide que se arregle la vereda de su cuadra. 
En este sentido, la ley de lobby genera una igualación entre diversos tipos de 
intereses, transformandolos a todos ya sea en lobbistas o en gestores de interés. 


La casa de vidrio 


En una comprensión sociológica, la ley de lobby viene a poner transparencia 
sobre la acción de las empresas ante las autoridades públicas. Así, parte de las 
acciones de los actores-red privados quedan a la luz respecto de sus relaciones 
con el Estado. La transparencia es hoy una palabra omnipresente en el debate, y 
se entiende siempre como algo positivo y que debe ser promovido desde lo 
público. Se han multiplicado las instituciones públicas y privadas dedicadas a la 
agenda de la transparencia, tanto a nivel global como a nivel local. Sin embargo, 
pocos autores cuestionan el alcance del concepto de la transparencia. Quien sí lo 
hace es el autor coreano Byung-Chul Han, quien, en su libro La sociedad de la 
transparencia, pone en cuestión la hegemonía conceptual de la transparencia en 
la vida pública. Según el coreano, la práctica de promoción de la transparencia 
está ligada a la creencia de que, al volver la información evidente, se tiene más 
control y dominio sobre “lo real”. Sin embargo, piensa Han, la abundancia de la 
evidencia transparente hace que la reflexión política ceda su lugar a la mera 
información política. De esta forma, somos meros espectadores y despojamos de 
valor la información que se nos presenta. Por tanto, esta visualización llevaría a 
los ciudadanos a una posición pasiva, no participativa. Una metáfora podría ser 
una “casa de vidrio” donde habitan las elites, transparentes en su acción ante los 
ciudadanos, que están afuera, sin poder entrar a la casa y solamente recibiendo la 
información de lo que ocurre dentro de la casa. Dice el autor: 


Las cosas se tornan transparentes cuando se despojan de su singularidad y se 
expresan completamente en la dimensión del precio. El dinero, que todo lo hace 
comparable con todo, suprime cualquier rasgo de lo inconmensurable, cualquier 


singularidad de las cosas. La sociedad de la transparencia es un infierno de lo 
igual?!’ 


La politica es una acción estratégica. Y, por esta razón, es propia de ella una 
esfera secreta. Una transparencia total la paralizaría (...). Solo la política como 
teocracia se las arregla sin secretos. Aquí, la acción política cede a la mera 
escenificación”, 


Según Han, la clave de la transparencia como discurso es la construcción de un 
paradigma de igualación. Esto aparece también en la ley de lobby, que iguala 
bajo el registro de audiencias a una serie de instancias que son diversas en su 
naturaleza. Por ejemplo, la noción “gestores de interés” agrupa a gremios, 
abogados, sindicatos y movimientos sociales. A este respecto, un grupo de 
diputados de la Democracia Cristiana presentó un proyecto de ley para excluir de 
la obligación de registrarse a una serie de “grupos intermedios”. La idea 
fundamental del proyecto de ley, presentado en agosto de 2015, es excluir 
expresamente del ámbito de aplicación de la ley de lobby las actuaciones de las 
juntas de vecinos, sindicatos, iglesias, comunidades indígenas, clubes deportivos 
sin fines de lucro, organizaciones juveniles y culturales, asociaciones de 
representación estudiantil, Bomberos de Chile, Cruz Roja y la Defensa Civil. Lo 
anterior, por la naturaleza de cuerpos intermedios tendientes al bien común que 
estas tienen, según el proyecto de los diputados DC. Así, de prosperar este 
proyecto, la noción “gestor de interés” de la ley de lobby se vería severamente 
restringida en torno a los gremios y los abogados. Este proyecto duerme en el 
Congreso desde septiembre de 2015. 


Desde un punto de vista jurídico, la ley de lobby no viene a regular 
específicamente a los proveedores de este servicio, sino más bien a las 
autoridades públicas, que son quienes reciben el lobby y orientan o no sus 
decisiones conforme a los intereses representados. En la literatura se entiende 
que las leyes de lobby vienen a prevenir dos fenómenos, conocidos como la 
“Captura regulatoria”, donde industrias reguladas se hacen del control de las 
agencias de regulación, y la “captura cultural”, donde las industrias se benefician 


de la acción de las agencias de regulación porque comparten un mismo conjunto 
de creencias y visiones sobre el mercado en cuestión. En la captura regulatoria, 
el privado necesita hacerse de los puestos clave de la institución pública, 
mientras que en la captura cultural todos comparten un mismo set de 
convicciones que aplican en su trabajo y su desempeño profesional. Esto explica 
que bajo el modelo capital-financiero y en el modelo control-coordinación sea 
tan importante el rol de las “relaciones públicas”, que se traduce en el intento de 
disponer el escenario de tal forma que el sujeto o la organización aparezcan 
como un actor relevante, probo, que sigue las reglas del juego y que persigue no 
solo el interés particular, sino también el beneficio social. Las retóricas de 
“responsabilidad social empresarial”, y otras similares, se ajustan a esta 
descripción. 


Desde un punto de vista sociológico, lo que esta ley viene a hacer es reconocer 
un “campo” de acción, estructurado en torno a un determinado habitus y a una 
determinada concepción del capital. Es el acceso a la elite política, el sentido de 
pertenencia común, la capacidad de ajustarse a los cánones, lo que configura una 
zona de interacción que, a su vez, es codificada y vendida en el mercado como 
un servicio. Un modelo de clase-cohesión mostraría que son los cánones de 
interacción los que constituyen la operatividad del capital social con que cuenta 
cada oferente de este mercado. Las agencias de comunicación estratégica, así, 
son un nodo de cohesión de clase, pues articulan estos códigos en torno a un 
servicio específico, con un valor monetario en el mercado. Del mismo modo, el 
modelo gestión-liderazgo muestra la relevancia individual de la figura del 
lobbista profesional, quien construye su reputación en base a sus redes y en base 
a su eficiencia a la hora de intervenir en favor de los intereses de sus clientes. De 
ahí que se observe en Chile la construcción de imagen de líder de opinión de 
lobbistas como Cristina Bitar, Enrique Correa y otros, quienes participan como 
voces analíticas en la prensa. El lobbista aparece como el sujeto que capitaliza en 
sí mismo la ampliación y estratificación de los circuitos culturales de la elite 
política y económica. La prensa, en tanto caja de resonancia de esos circuitos, les 
permite reforzar esa estrategia. De ahí que en Chile se observe cierta anomalía: 
los principales lobbistas del país participan en radios, noticiarios y diarios en 
calidad de líderes de opinión. 


El grado de transparencia que implica la ley de lobby para las audiencias no se 
condice con el nulo grado de transparencia que se solicita en otros planos. Una 
arista central de esta “casa de vidrio” la constituyen los medios de 
comunicación. Estos son los vehículos que traen las “noticias” para el consumo 
informativo de los ciudadanos. Una muestra del poder de los lobbistas en la 
sociedad chilena es su presencia permanente en los medios de comunicación. 
Conviene hacer un breve repaso: en Azerta, Cristina Bitar es columnista en La 
Segunda y Gonzalo Cordero es panelista en Teletrece Radio. En Tironi 
Asociados, Eugenio Tironi es columnista en El Mercurio, mientras que Ascanio 
Cavallo es panelista en Teletrece Radio, a la vez que es columnista en revista 
Sábado y diario La Tercera. Moisés Valenzuela, de Imaginacción, es columnista 
en La Segunda. Enrique Correa, de Imaginacción, ha sido columnista en diversos 
medios, particularmente en El Mercurio y sus periódicos asociados. Este punto 
neurálgico del modelo chileno, los medios de comunicación, no aparecen en la 
discusión sobre la ley de lobby. Se asumió que los lobbistas eran líderes de 
opinión y que no es necesario ninguna regla respecto a la interacción entre las 
oficinas de lobby y los medios. El modelo chileno, al parecer, tiene un fuerte 
componente sociológico, donde las elites han construido mecanismos de 
entendimiento que no necesariamente pasan por las instituciones públicas. Esos 
mecanismos de entendimiento hoy aparecen transparentes, en la casa de vidrio 
que ha creado la legislación. 


La microfísica del modelo 


Max Weber, uno de los tótems de la sociología moderna, explicó que poder 
significa “la probabilidad de imponer la propia voluntad, dentro de una relación 
social, aun contra toda resistencia y cualquiera sea el fundamento de esa 
probabilidad”?2, El poder, entonces, no es imponerse, sino la probabilidad de 
imponerse dentro de una relación social; mientras más alta es la probabilidad de 
imponerse, mayor es el poder que se detenta. Max Weber fue el analista del 
poder más citado de la primera mitad del siglo XX. Su influencia puede 
rastrearse hasta Sudamérica en las escuelas de sociología y también de derecho. 
Sin embargo, mientras Sudamérica era weberiana, en Europa surgió el 
pensamiento de Michel Foucault. Según Foucault, “el poder no es una 
institución, no es una estructura ni una fuerza de la que dispondrían algunos: es 


el nombre que se le da a una situación estratégica compleja en una sociedad 
dada”???. Foucault buscaba una concepción más amplia que el mero poder 
gubernamental, queriendo significar que allí no se agota el poder. En La verdad 
y las formas jurídicas propone una idea interesante, que desafía la nomenclatura 
de Weber, al hablar de un “subpoder”22, En el sentido que le da Foucault, se 
trataría de “una trama de poder microscópico, capilar”22*, que no es el poder 
político ni de los aparatos de Estado ni el de una clase privilegiada. 


Microfísica es una palabra interesante, pues designa la labor de los científicos 
dedicados a estudiar los componentes del átomo y su relación entre sí. Foucault 
utilizó este concepto para explicar algunas prácticas de disciplina dentro de 
cárceles, hospitales o manicomios. Sin embargo, más allá de esos casos, la 
metáfora de Foucault apunta a que el poder debe ser analizado con un método 
microfísico en el sentido de observar los componentes y las relaciones que 
configuran el poder social. La microfísica del poder es el conjunto de 
mecanismos de poder que se han adherido a los cuerpos, en los gestos, en los 
comportamientos, en las prácticas sociales y en las formas de gobierno. 


La idea que este capítulo pretende proponer es que podemos identificar los 
mecanismos adheridos al modelo a través de su microfísica: el subpoder del 
modelo chileno. En este sentido, es útil combinar el concepto de Foucault con el 
de Weber, pues el subpoder aumenta las probabilidades de imponerse en las 
relaciones sociales, es decir, el subpoder aumenta el poder de un sujeto o 
institución. Antes dijimos que el paradigma moderno colocaba al poder en lo 
público y al dinero en lo privado, pero esta distinción se vuelve más difusa si 
usamos la idea de subpoder como vaso comunicante entre ambas dimensiones. 
En este sentido: ¿quiénes son los individuos que sirven como enlaces en las 
extensas redes de relaciones de poder en Chile? O, dicho de una manera más 
foucaultiana: ¿cuáles son los vasos comunicantes de la microfísica del poder? 


La relación entre dinero y poder ocurre en un nivel conceptualmente asimilable 
al subpoder foucaultiano, pero con consecuencias weberianas. Es lo que 
conocemos en Chile como “la agenda protransparencia” o “las buenas y malas 


prácticas en la política”. Es sugerente poner el acento en que estas no son solo 
“malas”, sino que son “prácticas”. Estos asuntos han sido particularmente 
visibles por la intempestiva aparición del lobby en la agenda pública?2, Esto es 
interesante, pues la relación entre dinero y poder es microfísica en el sentido de 
que se refiere a prácticas y comportamientos que exceden el mero marco 
gubernamental o institucional y se adhiere a los sujetos y los acompaña en todas 
sus dimensiones. Un lobbista es un sujeto sumamente complejo, que combina 
redes personales, institucionales y culturales. Por ende, la acción de los lobbistas 
como sujeto social altamente especializado debe comprenderse en el marco de 
una “microfísica del modelo”. 


El año 2000, el socialista Antonio Cortés Terzi publicó un libro con un título 
sugerente: El circuito extrainstitucional del poder, donde señala que la 
democracia chilena era víctima de un proceso de captura difícil de detener. El 
diagnóstico del autor, visto con una década de perspectiva, parece preclaro a la 
luz de los hechos que hemos observado. La tesis de la captura fue retomada en 
una columna de opinión por Claudio Fuentes, investigador de la UDP, donde 
realiza un crudo análisis: 


Nuestro sistema político depende hoy para subsistir de un masivo caudal de 
recursos económicos provenientes del sector privado. Y esta relación de 
dependencia constituye uno de los principales obstáculos para el libre ejercicio 
de la representación política. El sistema político corre un serio riesgo de ser 
capturado porque nuestras regulaciones no solo son pobres, sino que algunas de 
ellas favorecen la influencia desmesurada del mundo privado sobre la actividad 
politica??’. 


La frase con que comienza Fuentes es clave para comprender el sentido de este 
capitulo final. El profesor de la UDP señala que el sistema político depende de 
los recursos económicos del sector privado para subsistir. Desde el punto de 
vista del constitucionalismo clásico y la distinción entre lo público y lo privado, 
esta afirmación debiera alertarnos. Fuentes complementa su diagnóstico diciendo 
que el peligro de captura es real y que la representación política no encuentra 


hoy condiciones de libre ejercicio. Son cuatro los factores que Fuentes considera 
importantes para diseccionar el asunto: 


Se requiere de una reforma sistémica, que involucra diversos ámbitos (lobby, 
conflicto de interés, gasto de campañas, financiamiento de partidos). Pero estas 
regulaciones deben ser coherentes entre sí y considerar como ejes centrales la 
transparencia, fiscalización y la igualdad política. Debemos asegurar que la 
representación democrática se dé libre de influencias y es precisamente esta 
libertad la que está en entredicho hoy2%, 


La forma en que Fuentes observa el panorama debiera devolvernos a nuestra 
pregunta inicial. Si el modelo chileno es lo que está en cuestión desde el 2011, 
como vimos en el debate entre Mayol y sus críticos, debiéramos relacionar esa 
pregunta con la posible captura del sistema político. La tesis de Cortés en su 
libro es que, paralelo al poder público, se ha desarrollado en Chile un circuito 
que va por fuera de las instituciones, pero que incide directamente en ellas. Ese 
circuito extrainstitucional está construido por una telaraña de vínculos sociales y 
métodos de influencias que terminan por envolver lo público. El concepto antes 
expuesto de subpoder coincide en su alcance con la idea de Cortés, pero el 
prefijo extra se refiere a una idea sutilmente distinta del prefijo sub. Sub tiene 
tres usos en la regla latina. Puede referirse a lo que está “debajo de” —el 
subsuelo, por ejemplo—; puede referirse a lo que está en inferioridad jerárquica 
o menor categoría —como “subdirector”, por ejemplo—; o puede referirse a una 
situación de escasez, como “subdesarrollo”. Extra, en cambio, refiere a lo que 
rebasa o lo que está fuera, como “extramuros” o “extraterrestre”. 


¿Es el dinero una fuerza extrainstitucional, como describe Cortés, o es una 
fuerza que sostiene las instituciones, como sugiere Claudio Fuentes? ¿El dinero 
sostiene, el dinero rebasa, el dinero está debajo o fuera del poder? Esta es una 
pregunta interesante, pues el financiamiento de la política es un tema que ha 
estado ausente del debate durante veintitrés años de régimen civil. Solo apareció 
con real relevancia con los escándalos de Penta y SQM. La pregunta 
fundamental del modelo chileno es: ¿a dónde conduce todo este entramado 


institucional? ¿Dónde desemboca toda esta microfísica del modelo? 


En un caso comparado muy significativo, el profesor Paul Kubicek investigó 
cómo se desarrolló la sociedad ucraniana luego del derrumbe de la Unión 
Soviética. Su hallazgo fue documentado en su libro Unbroken Ties, donde 
concluye que el modelo ucraniano es un modelo corporativista y neoliberal. La 
tesis es interesante, pues muestra la relación de mutua dependencia entre el 
aparato corporativista y la retórica neoliberal. Kubicek define el corporativismo 
como “una forma de gobierno bajo la cual el Estado se abre a la influencia de 
grupos de poder privilegiados”2?, En el contexto postsoviético, explica Kubicek, 
los herederos del Estado totalitario del comunismo estalinista fueron las 
corporaciones y grupos de interés privilegiados por el antiguo régimen. Estas 
corporaciones heredan el control político del Estado dado que este abre en un 
proceso de transición que involucra todos los aspectos de la vida institucional de 
un país. Lo mismo ocurrió en Chile en 1990, es decir, un Estado omnipotente 
que beneficiaba a unos y torturaba a otros cedió su lugar a un Estado asediado 
por el poder corporativo que, solamente años antes, el mismo Estado había 
construido. Según el argumento de Kubicek, un elemento gravitante para la 
construcción de estos (neo) corporativismos es la posición institucional de los 
ejércitos nacionales luego de la caída de la Unión Soviética. Los ejércitos 
empujarían la construcción de aparatos corporativistas, ya que esa es la manera 
institucional en que se resguarda mejor sus intereses. Si miramos el caso chileno, 
encontraremos exacta simetría, pues las Fuerzas Armadas han gozado de una 
posición inédita en nuestra historia: “Garantes de la Institucionalidad”. Aquí hay 
una hebra interesante, por cuanto el dinero y el poder, cuando se refiere a los 
militares, es particularmente opaco en Chile. No sabemos con exactitud los 
procedimientos para comprar armas, la influencia del lobby en la elección de un 
proveedor u otro, ni el pago de comisiones en el camino, muy habituales en la 
industria. Todo esto, recordemos, financiado con la Ley Reservada del Cobre”, 


Suele decirse que el modelo chileno es “neoliberal” para describir su génesis en 
el pensamiento de Milton Friedman en la Escuela de Economía de Chicago. Sin 
embargo, si se observa la literatura, podemos establecer que la en la dictadura 
militar convergieron diversas tradiciones de la derecha y del socialcristianismo, 
generando como producto emblemático de esa unión a la Constitución de 


1980731. En ese texto se consagró un modelo neoliberal en lo económico, pero 
que en su ethos contenía ciertos elementos y determinadas gramáticas que 
pertenecen al corporativismo, como aquella frase del inciso tercero del primer 
artículo de la Constitución: “Los grupos intermedios de la sociedad”. Según la 
doctrina de la Constitución, estos grupos intermedios constituyen elementos 
esenciales del “tejido orgánico” de la sociedad, constituyendo instancias 
intermedias entre la persona y el Estado. No es este el lugar para discutir la fibra 
ontológica de la Constitución de 1980, pero se debe hacer notar que hay una 
cercanía conceptual escalofriante entre la práctica del subpoder en Chile y los 
postulados de la Constitución sobre los grupos intermedios. 


Los grupos intermedios son, en algún sentido, el subpoder que garantiza que 
determinadas corporaciones tengan mayor probabilidad de imponerse en las 
relaciones sociales. Sofía Correa ha investigado en profundidad la conexión 
entre el corporativismo como proyecto político conservador y su proyección en 
el texto constitucional vigente: 


Con respecto a la Constitución de 1980, promulgada durante la dictadura militar, 
la presencia de los socialcristianos en la Comisión Constituyente le imprimió a 
esta un carácter corporativista, reflejado sobre todo en las “bases de la 
institucionalidad”, capítulo inicial de la Constitución donde se introducen 
declaraciones filosóficas sobre la organización de la sociedad. Por ejemplo, 
sabemos por el mismo Jaime Guzmán que el concepto de “bien común” que 
consagra la Constitución en las “bases de la institucionalidad” fue discutido por 
la Comisión Constituyente en junio de 1974 para dejar establecido que este tenía 
un significado unívoco, a saber, en palabras de Guzmán, “en el sentido que no 
hay más que uno aceptable”, pues el bien común no es “la simple suma de bienes 
individuales” ni tampoco “un bien de la colectividad”. Por cierto, también otros 
artículos constitucionales que definen las bases de la institucionalidad tienen un 
definido carácter corporativista??, 


Es importante pensar este carácter corporativista de la Constitución en relación 
con el modelo económico y político que consagra. La comparación entre 


mercado y democracia, como si los políticos y los partidos fueran oferentes y los 
electores fueran consumidores, es a menudo injusta y miope, pues no comprende 
el valor intrínseco de la política como práctica institucional e institucionalizada. 
Sin embargo, no deja de ser curioso que conceptos como “duopolio” o “falta de 
competencia” aparezcan por parejo en las páginas de economía y de política 
nacional. Según muestra Sofía Correa, el corporativismo ha estado presente en el 
discurso político chileno desde hace más de un siglo. Su influencia parece 
transversal a los Gobiernos de todos los colores y un cierto ethos corporativista 
parece estar unido al devenir del país. Correa, sin embargo, considera que el 
corporativismo solo puede ser exitoso en contextos autoritarios: 


Otra falacia envuelta en la tentación corporativista socialcristiana es la 
presunción de que de la conjunción de los múltiples y contradictorios intereses 
sectoriales puede salir una política pública común, cuestión que se ha estado 
intentando sin éxito en las múltiples “mesas” convocadas para resolver 
problemas complejos, como lo fue por ejemplo en educación. Sin embargo, el 
principal error radica en pretender que se pueden abandonar los paradigmas de la 
modernidad política y mantener al mismo tiempo las libertades públicas y los 
derechos fundamentales. La experiencia histórica ha demostrado lo contrario: los 
ensayos de organización política corporativista han ido siempre de la mano de 
regímenes dictatoriales?, 


El párrafo anterior muestra una interesante tesis de Correa: sugiere que la lógica 
detrás de las múltiples “mesas” es el corporativismo. Es decir, la lógica detrás de 
la mesa de educación que se formó luego del movimiento pingúino de 2006 
responde a una estructura corporativista en que se convoca a representantes de 
los grupos intermedios a dialogar, por sí mismos, para solucionar los temas 
públicos. En este sentido, la representación de las autoridades electas es 
reemplazada como principio rector del diálogo soberano y sus potestades son 
traspasadas hacia otras instancias. 


Sofía Correa decía que los corporativismos solamente resultan exitosos en la 
medida que vienen acompañados del autoritarismo. Quizás la transición política 


sea la refutación práctica de ese postulado, en tanto aparece como un 
experimento exitoso de corporativismo y democracia, en una alianza que ha 
colocado a Chile en el grupo de economías emergentes. En algún sentido, el 
neoliberalismo criollo depende del corporativismo que lo sostiene; de ahí que el 
corporativismo puede ser entendido como el subpoder del neoliberalismo 
chileno. Hay un segundo sentido de la afirmación de Sofía Correa que puede 
servirnos: nos recuerda que si el corporativismo es exitoso es porque estamos en 
contextos de autoritarismo. Esto nos recuerda la antigua tesis de la “democracia 
tutelada” que algunos autores como Felipe Portales han trabajado, en orden a 
señalar que la transición chilena tiene vigas autoritarias que han estructurado 
todo el proceso, ¿Es el lobby una de esas vigas autoritarias y corporativistas? 


Capitalismo de amigos 


El principal riesgo de la influencia del dinero en la política es que el sector 
privado puede tender redes que —más temprano que tarde— capturarán las 
instituciones públicas. De esta forma, encubiertamente, podrán utilizar al Estado 
para sus propios intereses. En su peor manifestación, tal influencia encubierta 
podría establecer el escenario para el surgimiento de lo que la literatura llama 
“crony capitalism” o “capitalismo de amigos”. Según Malcolm Salter, profesor 
de la Universidad de Harvard, el capitalismo de amigos tiene que ver con un 
punto de vista en común que se articula entre reguladores y regulados: 


Despojado de sus características esenciales, el capitalismo de amigos transmite 
un punto de vista, a veces se extiende desde la colusión entre industrias, hacia 
los reguladores y hacia el Congreso. Esto se traduce en políticas e inversiones de 
negocios que sirven a intereses particulares en detrimento del interés público. 
Más específicamente, el capitalismo de amigos es un tipo especial de ganar 
dinero que los economistas llaman “búsqueda de rentas”. Los rentistas persiguen 
ventajas privilegiadas que típicamente aparecen como excepciones específicas 
de la legislación, normas ventajosas redactadas por los organismos reguladores, 
los subsidios directos, aranceles preferenciales, exenciones de impuestos, el 
acceso preferente al crédito y protecciones judiciales?5, 


El argumento de Salter se basa en la premisa de que el capitalismo de amigos 
implica un punto de vista común entre el sector privado y las autoridades 
públicas. Estas creencias comunes son tejidas por las redes de personas que 
comparten los incentivos y valores propios de las corporaciones privadas. El 
lobby es solo el camino formal en que estos puntos de vista compartidos se 
ventilan transparentemente ante la opinión pública. A través de redes informales, 
se tejen también canales de confianzas compartidas, que desembocan en la 
creación de capital social que luego se vende en el mercado formal. Ese es el 
negocio: la construcción de puentes entre las empresas y el Estado, y aprovechar 
las líneas borrosas entre el sector privado y las oficinas públicas para fluir 
mediante “la puerta giratoria”. Así, el poder “se adhiere” a algunas personas que 
se vuelven actores-red claves en determinados aspectos. El modelo chileno 
genera así un resultado geométrico de beneficios y privilegios para determinadas 
corporaciones, gremios y “grupos intermedios”, que establecen poco a poco las 
condiciones para las que esos mismos privilegiados se conviertan en los actores 
más importantes en sus respectivas industrias, áreas o zonas de influencia. Poco 
a poco, la concentración del capital condujo a la concentración del poder, y estas 
entidades son hoy capaces de constituirse como poderosos grupos de presión. 
Son también capaces de atraer ex funcionarios públicos para puestos clave, 
financiar el desarrollo de investigación y los centros de pensamiento. Y, 
obviamente, han estado dispuestos a financiar las campañas de los políticos. 


Como sostiene Salter, este fenómeno es particularmente peligroso, ya que 
promueve un tipo especial de hacer dinero, la búsqueda de rentas, donde ciertas 
empresas se benefician de exenciones legales, trato ventajoso por las agencias 
públicas, subsidios, aranceles, exención de impuestos y así sucesivamente. Hoy 
en día, el problema del capitalismo de amigos superó las barreras de la academia 
y alcanzó el umbral crítico de las audiencias masivas. Las colusiones entre 
empresas, el financiamiento de la política, así como los diversos escándalos 
sectoriales, han despertado un ácido malestar contra el poder desproporcionado 
del sector privado sobre la vida de los ciudadanos. Según argumenta Salter, la 
innovación y la eficiencia son las primeras víctimas de este tipo de economías: 


El objetivo final de los buscadores de rentas es agarrar una tajada más grande del 
pastel en lugar de hacer el pastel más grande. El capitalismo de amigos es un 
problema cuando la innovación, la eficiencia económica, la fijación de precios 
de mercado y la igualdad de acceso a los tomadores de decisión están 
comprometidos, y cuando las personas bien situadas invierten sus grandes 
fortunas en equipos de abogados, contadores, grupos de presión y contribuciones 
políticas para asegurarse que el sistema continua trabajando para ellos26, 


De esta forma, siguiendo a Salter, el capitalismo de amigos conduce a que 
pequeños grupos se apropien de las condiciones estructurales del mercado, a 
través de su injerencia en lo público. Cuando estallan las crisis, aparecen los 
equipos de abogados, las oficinas de lobby, los expertos en manejo 
comunicacional, todos para defender a los rentistas que se han aprovechado de 
sus condiciones privilegiadas. Según Salter, con el tiempo, el capitalismo de 
amigos sienta las bases para el establecimiento de un Gobierno oligárquico, 
donde un puñado de millonarios están en condiciones de decidir el futuro de lo 
público y lo privado en su conjunto. Bajo este escenario, el Estado se convierte 
en un instrumento para el beneficio de las empresas y estas mismas empresas se 
convierten en los aliados más fuertes de la retórica del poder. 


Bajo esta mirada, el proyecto neoliberal chileno contiene muchas 
contradicciones, aunque hay un aspecto que es especialmente impactante. 


La promesa de los Chicago Boys fue que Chile superaría la pobreza mediante la 
privatización de todo lo que pudiera ser privatizado. Sin embargo, esta 
fetichización del sector privado vino acompañada del florecimiento de las 
industrias reguladas, donde las fortunas se pueden construir en base al grado de 
relación con el Gobierno y los reguladores. Paradojalmente, esta estructura es 
similar a los países que surgieron del antiguo bloque soviético, donde las 
burocracias comunistas dieron paso a una elite millonaria transversalmente 
conectada en sus relaciones con la clase política. No es casualidad que, en Chile, 
los principales millonarios tengan inversiones en industrias reguladas. La 
literatura no ha profundizado lo suficiente para extrapolar las relaciones íntimas 


entre el proyecto neoliberal y los resultados oligárquicos. En este sentido, la ley 
de lobby ha significado un interesante paso respecto a la regulación de la 
influencia del dinero en la política. De lo contrario, el interés privado y los 
objetivos públicos se confunden sistemáticamente, y los intereses de los 
ciudadanos normales son relegados a un segundo plano. Esto también tiene 
consecuencias sociales, porque surge una casta que poco a poco construye muros 
para separarse del resto. Cuando los ciudadanos reconocen la existencia de un 
grupo privilegiado que cuenta con la aprobación del Gobierno, las instituciones 
pierden credibilidad y la promesa de la democracia deliberativa se ve 
cuestionada desde sus cimientos. No es una coincidencia que, en las encuestas de 
Chile, el Congreso y los partidos políticos sean evaluados como las peores 
instituciones. 


Epílogo: El lobby feroz 


Larrondo a Murillo: 


“Felicitaciones por su medalla, felicitaciones por este gran paso en su carrera. 
Chile necesita políticos como usted. Cuídese mucho, mire que en este país un 
político honesto es como una oveja que cree que el lobo es vegetariano”. 


Bala loca 


Hace ya quince años, Eduardo Engel y Patricio Navia escribieron el best seller 
Que gane el más mejor, donde analizan las condiciones de mercado existentes en 
Chile a comienzos de los 2000. Las conclusiones de Engel y Navia eran 
preocupantes ya en ese entonces. Chile, según los autores, estaba lejos de ser una 
cancha pareja para todos. Al poco tiempo, los análisis de Engel y Navia se 
volvieron sentidos comunes en las elites progresistas. No aparecía la regulación 
del lobby como una necesidad, según ese libro, aunque sí se puede colegir que 
los autores tenían a la vista el asunto por su interpretación de problemas 
jurídicos como la libre competencia y los oligopolios. 


A la luz de los quince años transcurridos desde el libro de Engel y Navia, 
debemos decir que las condiciones de mercado en Chile no han mejorado de 
forma sustantiva. Uno a uno se han ido sucediendo los casos de colusión 
empresarial. Junto con ello, se conocieron los casos de financiamiento irregular 
de la política, que involucran desde la UDI hasta sectores de izquierda extra- 
Concertación. En ese contexto, ha quedado al descubierto la telaraña de redes 
existentes entre la clase política y la clase empresarial. Así, la regulación del 
lobby aparece como una arista no explorada en su totalidad, que entrega más 
información y señales sobre la profundidad y la extensión de la trenza entre 
políticos y empresarios. En sí mismo, el lobby no es una práctica condenable ni 


poco ética. Al contrario, es la manifestación del derecho de petición, que todos 
los ciudadanos tienen respecto de las autoridades, y que se encuentra contenido 
en la Constitución. Sin embargo, el factor del dinero y las conexiones sociales 
generan una disparidad en el ejercicio de este derecho. No sabemos cuánto se 
gasta en lobby en Chile, pues la ley no establece reglas respecto de la publicidad 
de esta información. 


Si bien el lobby per se no es una práctica condenable, la experiencia de las 
sociedades modernas evidencia que se necesitan reglas que establezcan marcos 
de acción para el lobby. Los grupos económicos han demostrado tener gran 
capacidad de influencia y ascendencia cultural sobre el Estado y sus autoridades. 
En los últimos quince años, se ha percibido la capacidad de los grupos 
económicos para articular discursos públicos, a la vez que comunicarse 
directamente con los políticos profesionales. Las mineras, las pesqueras, las 
empresas relacionadas al agua, las farmacias, los laboratorios, la industria del 
alcohol, las constructoras, las inmobiliarias, las tabacaleras, por nombrar 
algunas, son industrias que han demostrado tener gran capacidad de ascendencia 
sobre las políticas públicas. No siempre imponen su criterio, aunque son el 
centro gravitacional de las discusiones relevantes. En un caso explícito, el 
presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, Jorge Awad, 
declaró ser “el padre de la guagua” referente a la reforma tributaria aprobada en 
2014. Esta declaración vino acompañada, luego, de una serie de especulaciones 
y dichos sobre la “cocina” del senador Andrés Zaldívar y las reuniones con 
galletas en casa del exministro Juan Andrés Fontaine. Este es uno de los hechos 
más claros respecto a cómo se gobierna realmente en Chile. 


En este libro, se ha intentado una explicación sistemática y completa sobre el 
“estado del arte” del lobby en Chile. No es una tarea sencilla, pues la 
información disponible sigue siendo escasa. Hemos visto la configuración de la 
ley del lobby y su historia legislativa. Hemos visto a los principales lobbistas y 
también hemos repasado cómo esos lobbistas son engranajes fundamentales de 
la sociedad actual. Ellos han realizado la “gestión de crisis” de los escándalos 
más impactantes sobre financiamiento irregular de la política. Son ellos los 
protagonistas de esta historia. Son los hombres y las mujeres que representan a 
un mercado en auge, que crece todos los años. Más lobby. Más gestión de crisis. 


Más comunicación estratégica. Todos los años nuevas consultoras, nuevos 
holdings que compran a otros más pequeños, nuevas tendencias que en el fondo 
son siempre lo mismo: influencias. 


El financiamiento irregular es un lobo para la democracia. Es un lobo 
hambriento que ha demostrado no tener medida para su gula. El lobby es otro 
lobo feroz, que en otras democracias mueve muchísimo dinero y que amenaza 
con concentrar las decisiones políticas en un pequeño grupo. Más allá de las 
reglas, de los escándalos, más allá de la prensa y de los montos en juego: 
estamos ante una nueva forma de entender la sociedad. Una sociedad donde el 
capital social es clave para triunfar. Una sociedad donde ya no sirve el “pituto”, 
si no se tiene una red de “contactos”. Ningún otro lema genera tanta adhesión en 
las elites como “estar bien conectado”. Se realizan sesiones de networking, las 
personas abren sus casas para conocer a personas que pueden ser de utilidad. El 
“otro” es, a su vez, un nodo de conexiones a las cuales se puede acceder, redes 
que pueden servir para el directorio de una empresa, para un partido político o 
para encauzar una ley. Así, la sociedad de las influencias se manifiesta como un 
entramado de relaciones y confianzas mutuas. La sociedad de las influencias es 
el resultado de una cultura donde los valores empresariales coparon todos los 
aspectos de la vida. La política y la ciudadanía republicana ceden su paso al 
consumidor, al emprendedor, a la multimujer, a las redes de poder desprovistas 
de otro campo de sentido más que el éxito. 


La sociedad de las influencias, que se reproduce en el seno de las elites de la 
transición, es la manifestación más cruda del poder del dinero en Chile. Veremos 
si las instituciones son capaces de frenar su ferocidad. Escucharemos aullar al 
lobo. Está por verse qué harán las ovejas. 
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